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Un médico me contó que existe una enfermedad en los olmos que no se sabe 
dónde y cuándo apareció, pero que los está extinguiendo sin que los árboles 
viajen en avión o se desplacen por el mundo. El relato reenvía a que igual que 
con los olmos, los hombres/mujeres estamos en un mismo espacio y nuestras 
conexiones van más allá de los viajes en avión. Si bien con estas pestes evitables 
las primeras víctimas son los pobres, de defensas y voces públicas bajas, no hay 
salidas individuales como machaca el neoliberalismo. La peste está entre 
nosotros, se manifiesta en la forma de vida que las grandes corporaciones 
económicas y sus aliados en el poder político eligieron para el mundo. Por eso 
más que aislarnos, debemos juntarnos y enfrentar la situación sin miedos, con 
responsabilidad e información. 


Norma Giarracca (2009) 


El dogma tiene la utilidad de un derrotero, de una carta geográfica: es la sola 
garantía de no repetir dos veces, con la ilusión de avanzar, el mismo recorrido y 
de no encerrarse, por mala información, en ningún impase. El libre pensador a 
ultranza se condena generalmente a la más estrecha de las servidumbres: su 
especulación voltejea a una velocidad loca pero inútil en torno a un punto fijo. El 
dogma no es un itinerario sino una brújula en el viaje. Para pensar con libertad, 
la primera condición es abandonar la preocupación de la libertad absoluta. El 
pensamiento tiene una necesidad estricta de rumbo y objeto. Pensar bien es, en 
gran parte, una cuestión de dirección o de órbita. 


José Carlos Mariátegui (1995: 105) 


Prefacio 


Cuando en marzo de 2020 nos encontrábamos cerrando este libro, el coronavirus 
fue declarado pandemia por la Organización Mundial de la Salud. Al inicio, 
algunos líderes políticos mundiales minimizaron sus alcances, pese a que el virus 
ya se había expandido en China y el sudeste asiático, y comenzaba a hacer 
estragos en las poblaciones de algunos países europeos y en los Estados Unidos, 
al tiempo que amenazaba a los países periféricos, cuyo grado de preparación era 
aún menor que el de los centrales. Pandemias hubo muchas en la historia, desde 
la peste negra en la Edad Media, pasando por las enfermedades que vinieron de 
Europa y arrasaron con la población autóctona en América en tiempos de la 
conquista. Entre la gripe, el sarampión y el tifus, murieron entre treinta y 
noventa millones de personas. Más recientemente, todos evocan la llamada 
“gripe española” (1918-1919), la gripe asiática (1957), la gripe de Hong Kong 
(1968), el VIH/SIDA (desde la década de 1980), la gripe porcina A H1N1(2009), 
el SARS (2002), el ébola (2014), el MERS (coronavirus 2015), y ahora el covid- 
lb; 


Lo extraordinario de esta pandemia es que detuvo a gran parte del planeta y 
cambió la agenda global. Ni el más osado colapsista podría haber pensado que 
un hecho de estas características iba a producir la inmediata parálisis de la 
economía mundial y la rápida instalación de un estado de excepción transitorio 
(el Leviatán sanitario) por la vía de los Estados-nación. Durante meses, casi un 
tercio de la humanidad vivió en una situación de confinamiento obligatorio de 
alcance total o parcial. No solo asistimos al cierre de fronteras externas; en 
nuestro país se instalaron controles internos a la manera de las antiguas “aduanas 
provinciales” e incluso, en nombre del paradigma de la seguridad y el control, se 
cerraron ciudades o pueblos a la manera de las aldeas medievales, para escapar 
de la peste. 


Mirando en retrospectiva, resulta difícil pensar que el mundo anterior a la gran 
pandemia fuera “sólido”, en términos de sistema económico y social. En todo 
caso, la pandemia fue un gran revelador de sus límites, fragilidades y 
distorsiones. Por un lado, puso de manifiesto el agotamiento de un determinado 
modelo de globalización, cuestionado desde hace décadas por tantos 
movimientos sociales. Asimismo, luego de treinta años de exacerbación 
neoliberal, volvió a colocar al Estado en el radar de la política, en su doble faz de 
estado de excepción y de garante de los servicios básicos, a través del 
fortalecimiento del sistema sanitario y de la política de subsidios destinada a 
millones de habitantes y empresas. Por otro, la pandemia desnudó el alcance de 
las desigualdades sociales y desnaturalizó la tendencia planetaria a la 
concentración de la riqueza, despertando una enorme sed de justicia distributiva. 


Un tema no menor es que la clase política mundial optó por minimizar las causas 
socioambientales de la pandemia, asumiendo un discurso de guerra. La 
proliferación de metáforas bélicas y el recuerdo de la Segunda Guerra Mundial 
impregnaron los discursos de los mandatarios, desde Emmanuel Macron y 
Angela Merkel hasta Donald Trump y Xi Jinping. Esto se replicó en el 
presidente argentino, Alberto Fernández, quien habló constantemente del 
“enemigo invisible” y de “cerrar filas ante el enemigo común”, una figura que 
apunta a la cohesión social ante el miedo al contagio y a la muerte, pero que no 
contribuye a entender la raíz del problema sino más bien a ocultarla, además de 
naturalizar y avanzar en el control social sobre aquellos sectores considerados 
como más problemáticos (los pobres, los presos, los que desobedecen la 
vigilancia). 


El discurso bélico confunde porque ataca el síntoma pero no sus causas 
profundas, vinculadas al modelo de sociedad instaurado por el capitalismo 
neoliberal, a partir de la expansión de las fronteras de explotación y, en este 
marco, de la intensificación de los circuitos de intercambio con animales 
silvestres, que provienen de ecosistemas devastados (Quammen, 2012; Aizen, 
2020b), y de la proliferación de granjas alimentarias (cría de animales) a gran 
escala (Ribeiro, 2020). Pese a esta negación política, comenzaron a circular por 
medios y redes sociales una gran cantidad de estudios y análisis que dan cuenta 
de la relación entre capitalismo y naturaleza en el marco de la globalización, 
explicando el porqué de la frecuencia de estas enfermedades zoonóticas que se 
trasladan de animales no humanos a humanos. 


Atravesamos tiempos extraordinarios, marcados por una crisis socioecológica y 
una emergencia climática a nivel global sin precedentes en la historia. Cada vez 
hay un mayor convencimiento de que hemos llegado a los límites naturales y 
ecológicos del planeta y de que, en consecuencia, la actual relación capital- 
naturaleza es insostenible. Más aún, incluso los meticulosos y alarmantes 
informes del Grupo Intergubernamental para el Cambio Climático parecen haber 
sido demasiado conservadores respecto de la velocidad del cambio climático. 
Así, según un informe de la Organización Meteorológica Mundial, el año 2019 
fue el segundo con la temperatura media global más cálida desde 1880, esto es, 
desde que hay registros confiables. En febrero de 2020, a partir de datos 
proporcionados por el Servicio Meteorológico Nacional de nuestro país, la 
misma organización informó que el extremo norte de la Península Antártica 
batió su récord de calor al alcanzar 18,3 *C. 


Si hacemos una búsqueda en internet bajo las palabras “calentamiento global”, 
encontraremos 26.500.000 resultados en solo 0,46 segundos; si escribimos 
“cambio climático”, hallaremos aún más: 56.200.000 resultados en 0,57 
segundos; por último, si la frase utilizada es “crisis climática”, serán cerca de 
29.300.000 resultados en 0,46 segundos. Esta reverberación de la problemática 
en la era digital da cuenta de que el calentamiento global y la crisis climática han 
dejado de ser un tema reservado a los expertos o un reclamo exclusivo de los 
movimientos socioambientales y las organizaciones ecologistas, para ocupar un 
lugar central en la disputa política global. Pese a ello, en nuestro país las ciencias 
sociales y humanas, salvo excepciones, continúan dando la espalda a estas 
problemáticas. No son pocos los que aún defienden un enfoque acotado y parcial 
de la “cuestión ambiental”, más vinculado a la perspectiva hegemónica que a las 
visiones holísticas y los lenguajes de valoración relacionales surgidos en las 
últimas décadas al calor de las luchas. Incluso en sectores progresistas parece 
haberse instalado una suerte de indiferencia, cuando no de pereza intelectual 
muy funcional a la crisis, que por un lado tiende a aceptar el cuestionamiento y 
la crítica a los modelos de desarrollo actuales, pero, por el otro, sin mediaciones 
ni argumentaciones sólidas, sostiene y repite como un mantra que el problema es 
que “no existen otras alternativas”. 


Una de las razones más poderosas que nos motivó a escribir este libro fue la 
irrupción de la juventud, que recientemente se sumó a la lucha socioambiental y 
climática. 


El dramático llamado de la adolescente sueca Greta Thunberg, lanzado a 
mediados de 2018 mediante las “huelgas por el clima”, estremeció incluso a los 
más escépticos y encontró una entusiasta adhesión en miles y miles de jóvenes 
tanto en los países del Norte como del Sur. Adolescentes que todavía concurrían 
a la escuela secundaria y aquellos que apenas comenzaban sus estudios 
universitarios se sintieron interpelados por el mensaje de Greta y comenzaron a 
leer e informarse sobre la cuestión climática con una avidez y una rapidez dignas 
de estos tiempos de globalización. Así surgieron numerosos colectivos como 
Fridays for Future y Rebelión o Extinción, entre otros. El bautismo de fuego fue 
la marcha por el clima el 15 de marzo de 2019, el 15M, cuando centenares de 
miles de jóvenes en más de 71 países y 1200 ciudades alrededor del mundo 
faltaron a clase y salieron a las calles con un pedido: que sus gobiernos tomaran 
acciones inmediatas contra el cambio climático. En nuestro país, cuatro jóvenes 
egresados de ORT, una reconocida escuela de la ciudad de Buenos Aires, 
fundaron el colectivo Jóvenes por el Clima Argentina, en tanto otras iniciativas 
locales se sumaron a Fridays for Future y sus rondas de los viernes frente al 
Congreso Nacional, así como a Extinción o Rebelión y Alianza por el Clima. 


El nuevo protagonismo juvenil ante la emergencia climática marca un punto de 
inflexión. Por un lado, refleja el compromiso de exigir cambios radicales en las 
políticas públicas a las élites globales y locales, al tiempo que propone combatir 
tanto el escepticismo cultural como la desinformación imperante en amplios 
sectores de la sociedad. En esa línea, la acción colectiva se instala tanto en la 
arena política global como en la nacional y local. En nuestro país, Jóvenes por el 
Clima Argentina y Alianza por el Clima jugaron un importante papel en la 
Declaración de la Emergencia Ecológica y Climática y la Ley 27 520 de 
Presupuestos Mínimos de Adaptación y Mitigación al Cambio Climático Global, 
votadas ambas en el Congreso de la Nación a fines de 2019.[1] Por otro lado, el 
nuevo protagonismo juvenil instala el llamado a luchar desde abajo, a través de 
la movilización social e incluso de la desobediencia civil, según los grupos y las 
estrategias. 


Así, la irrupción de los jóvenes en la lucha ecológica y climática generó en 
nosotros una gran esperanza, no solo por la potencia de su reclamo sino también 
porque renueva y oxigena al movimiento ecologista. Por eso, desde fines de 
2019, decidimos entablar un diálogo intergeneracional en el que participan buena 
parte de las organizaciones mencionadas. Es interesante observar que, lejos de 
comenzar de cero, los y las jóvenes toman como punto de partida lo acumulado 
y ya instalado en el país, a lo largo de casi dos décadas, por diferentes 
movimientos y colectivos socioambientales y organizaciones indígenas en las 
luchas contra el neoextractivismo (la minería a cielo abierto, el fracking, los 
agrotóxicos y el desmonte, la defensa de los derechos colectivos de los pueblos 
originarios, entre otros), como asimismo el diagnóstico proporcionado por las 
investigaciones críticas e independientes que se han realizado desde el campo 
académico y militante. En otras palabras, se trata de un tipo de activismo que, 
lejos de pensarse como fundacional o endogámico, suma y potencia en términos 
de líneas de acumulación de luchas, busca amplificar las voces e influir en las 
diferentes agendas. 


Otra de las razones que nos impulsó a escribir este libro se vincula con la 
intensidad que adquirieron las movilizaciones sociopolíticas en los últimos 
tiempos. En 2019, las placas tectónicas de nuestra región se movieron y una vez 
más asomó la imagen del “volcán latinoamericano”. Ecuador y Chile lideraron el 
proceso con levantamientos sociales y movilizaciones masivas en rechazo a las 
políticas de ajuste, en escenarios de toque de queda, estado de excepción y fuerte 
represión estatal. Las protestas hicieron estallar por los aires el llamado “modelo 
chileno”, que todas las derechas regionales y globales señalaban como horizonte 
deseable, mientras la ciudadanía devastada mostraba las heridas causadas por las 
enormes aspas de la desigualdad (en derechos básicos como el transporte, la 
salud y la educación, y también en términos de violencia estatal). 


Es muy probable que en la Argentina —pese al incremento de la pobreza y las 
desigualdades, y al ostensible empeoramiento de la situación económica y el mal 
gobierno bajo la gestión de Mauricio Macri— no se haya producido un 
movimiento tectónico de magnitud similar porque la sociedad abrigaba 
expectativas de cambio de gobierno, confirmadas primero en las elecciones 
primarias de agosto de 2019 y luego en las generales de octubre, que dieron el 
triunfo al binomio Alberto Fernández-Cristina Fernández de Kirchner. 


Sin embargo, apenas iniciado el mandato, asistimos a la mayor pueblada 
socioambiental de la historia argentina, que movilizó entre ochenta y cien mil 


personas en toda la provincia de Mendoza en defensa del agua y contra la 
minería metalífera con uso de sustancias tóxicas. El lunes 23 de diciembre de 
2019, centenares de miles de personas se reunieron en la explanada de la casa de 
gobierno provincial para manifestarse contra los cambios legislativos que 
habilitaban la minería al introducir modificaciones a la Ley 7722 (una norma 
sancionada en 2007 que protegía el agua de sustancias contaminantes). Habían 
marchado durante un día para recorrer los 100 kilómetros que separan San 
Carlos, en el corazón del Valle de Uco, de la capital mendocina. También se 
sumarían multitudes provenientes de otros rincones de la provincia. Bailes, 
cortes y acampes acompañaron las marchas al compás de una consigna común: 
“El agua de Mendoza no se negocia”. Ante la masividad de la protesta, el 
gobernador Rodolfo Suárez, de Juntos por el Cambio, respondió con altanería y 
represión, pero en apenas una semana la situación se volvió crítica y tuvo que 
retroceder y llamar a sesiones extraordinarias para poner en vigencia 
nuevamente la Ley 7722. Al calor de la pueblada mendocina, una semana 
después fue el turno de Chubut, donde las movilizaciones contra la megaminería 
lograron frenar la modificación de la Ley 5001. 


Es importante reconocer en este punto que las luchas socioambientales, y en 
especial el rechazo a la megaminería, no son recientes en la Argentina: tienen 
Casi veinte años de historia. Existe una acumulación de experiencia que en el 
caso de Mendoza data de 2005 (aunque la Ley 7722 fue sancionada en 2007) 
mientras que la Ley 5001, la primera de su tipo en nuestro país, fue promulgada 
en 2003 en Chubut. Estas luchas expresan con claridad que no hay licencia 
social para esta actividad contaminante e insustentable, que utiliza millones de 
litros de agua dulce y solo deja enormes pasivos ambientales a la población 
local. En esa línea, creer que la pueblada mendocina fue un hecho espontáneo es 
de una ignorancia malintencionada. Los colectivos autoconvocados de esa 
provincia "Asambleas Mendocinas Por el Agua Pura (Ampap), que nuclean a 
una veintena de asambleas de toda la provincia— realizan acciones de resistencia 
y concientización desde hace quince años. A esto se añade que Mendoza, una 
provincia árida con apenas unos pocos valles fértiles, atraviesa una de las peores 
crisis hídricas desde que existen registros oficiales. En octubre de 2019, los datos 
de irrigación indicaban que no solo les espera un año seco, sino la peor 
temporada de los últimos treinta y tres años.[2] Pese a conocer toda esta 
información, el oficialismo provincial, en alianza con el Frente de Todos, 
pretendía habilitar la utilización de millones de litros de agua dulce para la 
minería con uso de sustancias tóxicas. 


Lo sucedido tanto en Mendoza como en Chubut dejó varias lecciones que 
deberían repercutir dentro del campo del nuevo gobierno nacional. Primero, las 
luchas ecoterritoriales tienen una larga trayectoria y utilizan un nuevo lenguaje 
de derechos que ya no puede ser ignorado ni minimizado. Segundo, hay que 
contemplar la velocidad de los cambios políticos actuales, que irónicamente 
parecen emular el ritmo acelerado y abrupto del cambio climático. Estamos 
ingresando a tiempos extraordinarios, en los que confluyen la liberación 
cognitiva de las multitudes, la conciencia del daño ambiental y la aceleración de 
los procesos político-sociales. 


En suma, antes que una mera nota de color, la pueblada mendocina en defensa 
del agua fue la primera gran movilización social durante el gobierno de Alberto 
Fernández. Algo para recordar, sin duda, y muy probablemente una señal de 
advertencia para los tiempos que vivimos, marcados por el escenario de la 
pandemia y la emergencia climática. 


Este libro se propone abordar los lazos existentes entre la crisis ecológica y la 
emergencia climática global, sus impactos locales y las dinámicas territoriales en 
nuestro país. Navega entre varias aguas que van de lo global a lo nacional y de lo 
regional a lo internacional; profundiza diagnósticos críticos ligados a los 
modelos de desarrollo existentes y argumenta acerca de su insustentabilidad y su 
creciente capacidad de daño sobre el tejido de la vida. Al mismo tiempo, apunta 
a pensar una agenda de transición socioecológica justa que nos encamine hacia 
otro escenario civilizatorio: una sociedad posfósil en la que la justicia social se 
articule con la justicia ambiental. 


En el capítulo 1 abordamos desde una perspectiva global los grandes temas 
vinculados a la crisis socioecológica y su tratamiento en la agenda internacional, 
desde la Conferencia de las Partes (COP) hasta los movimientos por la justicia 
ambiental y climática. Recorremos temáticas globales, desde el Antropoceno 
como diagnóstico crítico, la deuda ecológica, el negacionismo climático y sus 
daños, los fracasos de las conferencias internacionales, hasta el llamado de Greta 
Thunberg. 


En los tres capítulos siguientes nos abocamos a la agenda regional y, en 
particular, al análisis de la situación socioambiental en la Argentina. Partimos de 
una certeza práctica: si nos proponemos reflexionar sobre el Antropoceno, este 
no puede reducirse a una narrativa global y abstracta. Es indudable que la crisis 
climática global produce impactos gravísimos, entre ellos el aumento de la 
temperatura, la variabilidad del clima y los eventos extremos. Pero también 
debemos dar cuenta de sus impactos locales y territoriales, vinculados a la 
expansión de modelos de desarrollo insustentables —o de maldesarrollo—, 
incompatibles con los ciclos de la naturaleza. Así, en el capítulo 2 nos ocupamos 
de la Argentina como “laboratorio a cielo abierto”. Abordamos temáticas ligadas 
a la expansión de las fronteras del neoextractivismo en América Latina y en 
nuestro país: agronegocios, minería a cielo abierto, explotación de hidrocarburos 
no convencionales a través del fracking, megarrepresas y extractivismo urbano. 


De acuerdo con esta lógica, en el capítulo 3 indagamos la conflictividad 
socioambiental y sus ciclos. Partimos de la idea de que la Argentina del siglo 
XXI se tornó más compleja en términos de conflictos sociales, tal como lo 
refleja la cartografía de las luchas, a través de una dinámica establecida entre 
diferentes centros y periferias. Mientras el centro suele ser ocupado por los 
reclamos sindicales, las grandes organizaciones sociales y comunitarias 
(desocupados y economía social) y las luchas feministas, la periferia aparece 
reservada para los conflictos socioambientales y las problemáticas indígenas. 
Buscamos explicar el porqué de esta marginalidad, al tiempo que atendemos al 
modo en que los diferentes gobiernos —desde los doce años de presidencias 
kirchneristas hasta los cuatro años de mandato de Cambiemos— han respondido a 
los conflictos socioambientales. 


En el capítulo 4 abordamos los casos emblemáticos a escala nacional. Para 
comenzar, desarrollamos el tema de los impactos sociosanitarios del glifosato, 
sin duda la mayor problemática socioambiental del país. Luego observamos el 
derrotero de la Ley de Glaciares y su vinculación con los derrames producidos 
por la mina Veladero en la provincia de San Juan. Esta ley nos inserta en una 
trama político-económica donde se tensan las escalas nacional y provincial en 
torno a cuestiones como la impunidad de las corporaciones, las contradicciones 
de la clase política, las resistencias sociales y el nuevo derecho ambiental. Nos 
detenemos en el caso de Vaca Muerta, que encarna el sueño de El Dorado más 
potente en la Argentina de este siglo. Por último, es el turno del litio, que nos 
lleva a interrogarnos sobre las limitaciones de este tipo de minería de agua y su 
rol estratégico en el marco de una transición hacia una sociedad posfósil o 


carbono cero. 


En la última parte del libro volvemos a ocuparnos de diferentes escalas 
pasamos de la global a la regional, de la local a la internacional- para analizar 
en el capítulo 5 los puntos ciegos del modelo de desarrollo dominante. 
Sostenemos que la idea de desarrollo forma parte de un imaginario social 
hegemónico que, pese a las innumerables críticas en su contra, posee todavía una 
gran capacidad de irradiación y pregnancia cognitiva. Esto significa que no solo 
existen grandes intereses económicos que defienden la visión hegemónica, sino 
también obstáculos epistemológicos (una ceguera desarrollista y productivista) 
que analizamos a escala regional y latinoamericana, entre ellos la disociación 
entre lo social y lo ambiental, el peso de la deuda ecológica de los países del 
Norte con respecto a los países del Sur, la nueva dependencia económica en 
relación con China. 


La crisis civilizatoria actual es profundamente filosófica, y apunta al corazón de 
la episteme moderna. Esto nos lleva a preguntarnos de dónde procede nuestra 
representación de la naturaleza y sobre qué bases se han desarrollado la ciencia y 
la tecnología en los últimos siglos. Así, en el capítulo 6 proponemos un recorrido 
por las narrativas relacionales del Sur o enfoques posdesarrollistas —que postulan 
una renuncia a la idea hegemónica de desarrollo y plantean otros lenguajes de 
valoración de la naturaleza y del territorio—, entre ellos los derechos de la 
naturaleza y la visión de los feminismos populares y su vínculo con los 
ecofeminismos. Por otro lado, realizamos una exploración acotada sobre el 
desafío de pensar la producción científica desde la perspectiva del “diálogo de 
saberes” y nos preguntamos acerca del rol que asume el saber científico en las 
disputas político-epistémicas relacionadas con los conflictos socioambientales. 


En el séptimo y último capítulo, abordamos tres grandes temas para pensar las 
alternativas. El primero se refiere a la transición energética y sus dilemas, una de 
las problemáticas más complejas y espinosas que enfrentan nuestras sociedades, 
tan petroadictas y asociadas a un esquema extractivo exportador. Ante el 
escenario de desposesión y saqueo que se ha configurado en un país dependiente 
y periférico como la Argentina, vale la pena preguntarse qué tipo de transición 
pensamos. El segundo apunta a la creciente importancia de la agroecología. 
Lejos de ser una moda pasajera, la agroecología refleja la expansión de un 
modelo de producción diferente al agronegocios dominante y, en términos de 
prácticas prefigurativas, ilustra otro modo de relacionarse con la tierra. En tercer 
lugar, proponemos repensar el modelo urbano, ligado a las grandes ciudades, 


cuya insustentabilidad se ha puesto tan claramente de manifiesto durante la 
pandemia del coronavirus. Nuestra síntesis no pretende dar respuestas 
definitivas, antes bien postula problematizar ciertas definiciones y abrir caminos 
para pensar una transición justa. 


Por último, en las reflexiones finales, en consonancia con una parte del 
pensamiento crítico y el movimiento de justicia climática actual, y más aún en el 
escenario de crisis y recesión abierto por la gran pandemia, nos interesa avanzar 
en el debate sobre el gran pacto ecosocial y económico, un Green New Deal 
Global, que aborde la necesidad de pensar la transición socioecológica desde una 
perspectiva integral. 


* KR 


Escribimos este libro porque estamos convencidos de que no podemos sucumbir 
a la tentación colapsista y pensar el quiebre civilizatorio como un destino único e 
inevitable. En una época de distopías globales, en la que como anticipó Fredric 
Jameson- “es más fácil imaginar el fin del mundo que el fin del capitalismo”, 
nuestro objetivo es repensar un horizonte emancipatorio sin caer en las ciegas 
repeticiones del pasado ni en nuevos dogmatismos, sin dejarnos atrapar por la 
figura del desencanto de ciertas izquierdas ni por la melancolía paralizante del 
catastrofismo. 


Tal como muestra la pandemia, todas las grandes crisis producen demandas muy 
ambivalentes en la sociedad: demandas de solidaridad, de transformación y 
cambio, pero también de orden y de llamado a un retorno a la normalidad. En el 
comienzo, asistimos a un fabuloso proceso de liberación cognitiva, nos 
instalamos en un portal que abre a nuevos horizontes y alternativas, que vuelve 
posible aquello que ayer era visto como imposible. Así, todavía estamos en un 
escenario en el cual se puede apostar al cuidado y pensar al Estado como agente 
de redistribución. Podemos debatir sobre el ingreso universal ciudadano y el 
impuesto a las grandes fortunas. Creemos que, pese a lo horroroso de la 
pandemia, el “retorno a la normalidad” o la llamada “nueva normalidad” es una 
falsa solución, que volver al crecimiento económico, tal como lo conocimos 
hasta ahora, no es una salida. Esto supone entender que la suerte no está echada, 


que existen oportunidades para una acción transformadora en medio del desastre. 


Así, el año de la gran pandemia nos instaló en una encrucijada civilizatoria, de 
Cara a nuevos dilemas políticos y éticos que exigen repensar la crisis económica 
y climática desde un nuevo ángulo, tanto en términos multiescalares 
(global/nacional/local), como geopolíticos (relación Norte/Sur bajo un nuevo 
multilateralismo). Podríamos formular el dilema de la siguiente manera: o nos 
encaminamos hacia una nueva normalidad, de la mano de una globalización 
neoliberal más autoritaria, con más extractivismo y más precarización, en el 
marco de un “capitalismo del caos”, con mercados y fronteras nacionales más 
estrictos; o bien, sin caer en una visión ingenua, la crisis puede habilitar la 
construcción de una globalización más democrática, ligada al paradigma del 
cuidado, por la vía de la implementación y el reconocimiento de la solidaridad y 
la interdependencia como lazos sociales e internacionales, así como de políticas 
públicas orientadas a una nueva agenda, un gran pacto ecosocial y económico 
que aborde conjuntamente la justicia social y ambiental. 


Parafraseando a José Carlos Mariátegui, uno de los intelectuales marxistas más 
emblemáticos de América Latina, debemos utilizar las herramientas que nos 
brinda el pensamiento político y socioecológico del Sur, no como “dogma”, no 
como fórmula o rótulo, sino como “brújula” en nuestro viaje. Así, este libro no 
aspira a proveer un itinerario establecido de antemano sino, precisamente, una 
brújula, una carta geográfica, pues lo que necesitamos en la hora actual, como 
afirmaba lúcidamente Mariátegui, es “pensar con libertad”, y “la primera 
condición es abandonar la preocupación de la libertad absoluta”. Y concluye: “El 
pensamiento tiene la necesidad estricta de rumbo y objeto. Pensar bien es, en 
gran parte, una cuestión de dirección o de órbita” (Mariátegui, 1995). De eso 
trata El colapso ecológico ya llegó. 


[1] Ambos proyectos legislativos contaron con el asesoramiento de uno de los 


autores de este libro. 


[2] Ignacio de la Rosa, “Mendoza vive la mayor crisis hídrica desde que hay 
registros oficiales”, Los Andes, 9/10/2019, disponible en 


<www.losandes.com.ar>, 


1. Del fracaso de las COP al movimiento por la justicia climática 


El Antropoceno y el terricidio como nuevo umbral 


La realidad acuciante de la crisis climática nos revela un planeta cada vez más 
inhóspito, atravesado por fenómenos climáticos extremos: huracanes y 
supertifones de inusitada frecuencia, diluvios bíblicos e inundaciones sin fin, 
incendios que arrasan millones de hectáreas y exterminan la vida vegetal y la de 
miles de animales no humanos en los cinco continentes, sequías que rebasan 
cualquier récord histórico, acelerado derretimiento de los glaciares, entre los más 
visibles. Los fenómenos meteorológicos extremos y la variabilidad del clima nos 
arrojan a un fluir espaciotemporal diferente, marcado por mutaciones bruscas de 
efectos perdurables. Las amenazas son constantes y pueden ser directas —olas de 
calor, desertificación, inundaciones— o indirectas —propagación de enfermedades 
transmitidas por distintos vectores, aumento de refugiados climáticos, 
emigración y guerra, por nombrar solo algunas—. 


¿Es el capitalismo el que nos ha llevado hasta este precipicio, el que nos ha 
dejado al borde del abismo o del “terricidio”, como señala la referente mapuche 
Moirá Millán?[3] Sin duda, ninguna lectura de la crisis socioecológica/climática 
actual puede dejar de incluir una mirada de largo plazo sobre la dinámica 
histórica del capitalismo y su vínculo con un determinado régimen 
ecológico/ambiental y sobre la visión antropocéntrica que permea nuestra 
civilización. 


Vivimos una época rica en conocimientos y saturada de información, mucha más 
de la que podríamos absorber y procesar en siete vidas consecutivas. El nuestro 
es un tiempo de crisis prolongadas y probables colapsos que el Antropoceno, en 
cuanto compendio de conocimientos y diagnósticos, no se ha cansado de 
anunciar. El Antropoceno designa un nuevo período, en el cual el humano 
representa una fuerza transformadora con alcance global y geológico. El ingreso 
a esta nueva era geológica instala la idea de que hemos traspuesto un umbral 
peligroso, cuyas manifestaciones más evidentes son el calentamiento global y 
sus consecuencias sobre la crisis climática. El término “Antropoceno” —del 
griego Gáv8portos (anthropos), hombre, y kowvóc (kainos), nuevo o reciente— fue 
propuesto, entre otros científicos, por el químico Paul Crutzen (2006) en 2000 
para sustituir al Holoceno, período caracterizado por la estabilidad climática, de 


entre diez y doce mil años de duración, que permitió la expansión y el dominio 
del ser humano sobre la Tierra.[4] 


El concepto de Antropoceno pronto se trasladó al campo de las ciencias de la 
Tierra, como también a las ciencias sociales y humanas e incluso al ámbito 
artístico, por lo cual devino una suerte de “categoría síntesis”, esto es, un punto 
de convergencia para geólogos, ecólogos, climatólogos, historiadores, filósofos, 
artistas y críticos de arte. Según las visiones más críticas, los grandes cambios de 
origen antrópico o antropogénico que hacen peligrar la vida en el planeta están 
ligados a la dinámica de acumulación del capital y los modelos de desarrollo 
dominantes, cuyo carácter insustentable ya no se puede ocultar ni disimular. 


Para diversos especialistas y científicos habríamos ingresado al Antropoceno 
hacia 1780, esto es, en la era industrial, con la invención de la máquina de vapor 
y el comienzo de la explotación y el consumo de combustibles fósiles. A partir 
de 1945, a esta primera fase siguió “la gran aceleración”, cuando los indicadores 
de actividad humana van desde la mayor petrolización de las sociedades y la 
concentración atmosférica del carbono y el metano hasta el aumento de las 
represas, sin olvidar los cambios cruciales en el ciclo del nitrógeno y del fósforo, 


y la drástica pérdida de biodiversidad. 


Para el Anthropocene Working Group —integrado por geólogos de la Universidad 
de Leicester y del Servicio Geológico Británico bajo la dirección de Jan 
Zalaslewicz—, el planeta habría iniciado una nueva era geológica hacia 1950, con 
la presencia de residuos radiactivos de plutonio tras los numerosos ensayos con 
bombas atómicas a mediados del siglo XX. Por último, el historiador Jason 
Moore propone indagar los orígenes del capitalismo y la expansión de las 
fronteras de la mercancía en la larga Edad Media para identificar los rasgos de lo 
que denomina “Capitaloceno”. 


Desde nuestra perspectiva, es necesario propiciar el alcance crítico y 
desacralizador del concepto, y pensar el Antropoceno en clave de expansión de 
la mercantilización y las fronteras, lo cual nos obliga a retomar la crítica al 
capitalismo neoliberal y los modelos de desarrollo dominantes. Esto no significa 
que debamos abandonar la noción-síntesis. Antes bien, resulta imprescindible 
subrayar la tensión que lo atraviesa, pues se trata de un concepto en disputa, 
atravesado por diferentes narrativas no siempre convergentes no solo respecto 
del comienzo de la nueva era, sino, sobre todo, de las salidas posibles de la crisis 
sistémica. El Antropoceno como diagnóstico crítico nos desafía a pensar la 


problemática socioecológica desde otro lugar y cuestiona las dinámicas actuales 
del desarrollo. Instala la idea de que la humanidad ha traspuesto un umbral y ha 
quedado expuesta a las respuestas cada vez más imprevisibles y a gran escala de 
la naturaleza. No se trata solo de una crisis del anthropos. No es solo la vida 
humana la que está en peligro, sino también la de otras especies y del sistema 
Tierra en su conjunto. 


El Antropoceno inicia una etapa marcada por las narrativas del fin. Así, no 
resulta raro que exista una profusa bibliografía acerca del colapso de la 
civilización humana, ya que no son pocos los especialistas que postulan que el 
ecocidio —o lo que aquí denominamos “terricidio”— es la mayor amenaza que 
pesa sobre la sociedad mundial y la vida en el planeta. Si a esto sumamos las 
igualmente temibles hipótesis de una guerra global y una pandemia, estamos 
ante factores que lejos de excluirse pueden potenciarse unos a otros hasta 
coincidir en una combinatoria fatal para la humanidad. 


En este primer capítulo presentaremos los factores que dan cuenta de la crisis 
socioecológica actual, para luego indagar los avances y retrocesos de la 
conciencia ambiental a través de las cumbres globales sobre el ambiente y el 
clima. También nos interesa preguntarnos sobre el esquizofrénico escenario 
global en el que, por un lado, prosperan los movimientos por la justicia climática 
y los llamados cada vez más desesperados a frenar el calentamiento global, y por 
otro, persiste la posición de una élite política y económica favorable a los 
combustibles fósiles cuyo negacionismo está representado por importantes 
líderes mundiales. 


Factores de la crisis 


Los factores que justifican hablar del pasaje a una nueva era son numerosos. Un 
primer elemento alude al cambio climático asociado al calentamiento global, a 
causa del incremento de las emisiones de dióxido de carbono y otros gases de 
efecto invernadero. En la actualidad, en relación con 1750, la atmósfera contiene 
un 150% más de gas metano y un 45% más de dióxido de carbono producto de 
emisiones antrópicas (Bonneuil y Fressoz, 2013: 19). Como consecuencia de 
estas emisiones, desde mediados del siglo XX la temperatura aumentó 0,8 *C, y 
el Grupo Intergubernamental de Expertos para el Cambio Climático (IPCC, por 
sus iniciales en inglés)[5] anticipa un incremento de la temperatura de entre 1,2 y 
6 *C desde la fecha hasta fines del siglo XXI. Para los científicos, la barrera de 
más de 2 *C ya constituye un umbral de peligro, pero el aumento podría ser 
mayor si todo continúa como hasta ahora (business as usual). 


Los enfoques sistémicos y los avances científicos recientes muestran que incluso 
una variación mínima en la temperatura media del globo terráqueo podría 
desencadenar cambios imprevisibles. También indican que la velocidad del 
cambio climático ha sido subestimada en los informes del IPCC. Cada año hace 
más calor que el anterior y se superan marcas históricas. El mes de junio de 2019 
fue el más caluroso en el hemisferio norte desde que se tienen registros, y los 
bajos niveles de hielo marino en el Ártico y la Antártida también batieron 
récords. Según datos de la Organización Metereológica Mundial, entre enero y 
octubre la temperatura media mundial estuvo aproximadamente 1,1 *C por 
encima de los niveles preindustriales. Las concentraciones de dióxido de 
carbono en la atmósfera, que sobrecalientan el planeta, alcanzaron un nivel 
récord de 407,8 partes por millón en 2018 y continuaron aumentando en 2019, 
[6] cuando la comunidad científica entera alerta que, para evitar efectos 
climáticos imprevisibles y catastróficos, tenemos que mantener la concentración 
del principal gas de efecto invernadero en un valor inferior a 350 partes por 
millón. 


El informe “The Carbon Majors” (2017), realizado por una organización sin 
fines de lucro (Carbon Disclosure Project [CDP]), encontró que más de la mitad 
de las emisiones industriales mundiales desde 1988 correspondían a veinticinco 


empresas y entidades estatales. Grandes empresas petroleras como ExxonMobil, 
Shell, BP y Chevron son algunas de las mayores emisoras de contaminantes. 
Asimismo, de acuerdo con ese informe, si continúa la extracción de 
combustibles fósiles al ritmo actual durante los próximos veintiocho años, las 
temperaturas medias subirán cerca de 4 *C hacia el final del siglo. 


El segundo factor de alarma se refiere a la pérdida de biodiversidad —la 
destrucción del tejido de la vida y de los ecosistemas— acelerada por el cambio 
climático. Baste subrayar que en los últimos decenios la tasa de extinción de las 
especies ha sido mil veces superior que la normal geológica. Pero los 
ecosistemas terrestres no son los únicos amenazados. La acidificación de los 
océanos, producto de la concentración de dióxido de carbono que cambia la 
química del agua y pone en riesgo la vida de los ecosistemas marinos, es la otra 
cara del calentamiento global. Por eso se habla de la “sexta extinción”, aunque a 
diferencia de las cinco anteriores, que se explicaban por factores exógenos (el 
enfriamiento global o la caída de un asteroide), la hipótesis de una sexta 
extinción es de origen antrópico, lo cual indica la responsabilidad central de la 
acción humana y su impacto sobre la vida del planeta. 


Es cierto que las sucesivas extinciones terminaron con una parte importante de 
las especies debido a factores exógenos, pero la vida en la Tierra siempre mostró 
una gran capacidad de resiliencia. Donna Haraway (2016), citando a la bióloga 
Anna Tsing, sostiene que en el Holoceno todavía abundaban las áreas de refugio 
donde los distintos organismos podían sobrevivir en condiciones desfavorables 
para luego desarrollar una estrategia de repoblamiento. Lo novedoso y lo 
drástico del Antropoceno es que implica la destrucción de espacios y tiempos de 
refugio para cualquier organismo —animal, vegetal o humano-, no solo por la 
magnitud del proceso sino también por su velocidad. "Todo indica que la 
aceleración de los cambios dificultaría la posibilidad de adaptación. En 
consecuencia, el Antropoceno es menos una nueva era que una “bisagra” y nos 
obliga a reconocer que “lo que viene no será como lo que vino antes”. 


Otro de los factores críticos alude a los cambios en los ciclos biogeoquímicos, 
que son fundamentales para mantener el equilibrio de los ecosistemas. Tal como 
sucedió con el ciclo del carbono, los ciclos del agua, del nitrógeno, del oxígeno y 
del fósforo —esenciales para la reproducción de la vida— quedaron bajo control 
humano en los últimos dos siglos. El aumento desmedido de la actividad 
industrial, la deforestación, la contaminación del agua y de los suelos por acción 
de los fertilizantes alteran estos ciclos. Por ejemplo, la creciente demanda de 


energía implicó una modificación del ciclo del agua mediante la construcción de 
represas (Castro Soto, 2009). Además de la afectación de los ecosistemas y la 
pérdida de bienes naturales y del patrimonio cultural que queda sumergido para 
siempre, las represas han generado entre cuarenta y ochenta millones de 
personas desplazadas en el mundo. 


Todos estos indicadores reflejan un aumento exponencial de impactos de origen 
antrópico sobre el planeta a partir de 1950, período en el cual la población 
mundial se duplicó, el producto bruto global aumentó unas quince veces y el 
número de automotores cerca de veinte veces (Steffen y otros, cit. en Barros y 
Camilloni, 2016: 20). El descubrimiento y la utilización de energía abundante y 
barata fue lo que posibilitó este salto cualitativo en la vida moderna. Hoy por 
hoy, la huella ecológica global de la humanidad excede la capacidad de 
regeneración de los ecosistemas. Consumimos una vez y media más de lo que el 
planeta puede proveer de manera sustentable. De persistir el actual sistema de 
consumo, hacia 2030 necesitaremos el equivalente a dos planetas Tierra para 
mantener a la humanidad, y hacia 2050, tres planetas. 


Otro factor de alarma son los cambios en el modelo de consumo, fundado en el 
esquema de obsolescencia precoz y programada de los productos, que obliga a 
renovarlos una y otra vez, y tiende a maximizar los beneficios del capital. Este 
proceso se ha inscripto, en las últimas décadas, en un movimiento mucho más 
amplio vinculado con un modelo alimentario a gran escala y de enorme impacto 
sobre la salud de las personas y la vida de animales, plantas y campos, 
promovido por lógicas de marketing y poderosos lobbies empresariales 
apoyados por políticas de Estado. Un modelo construido por las grandes firmas 
agroalimentarias que genera una degradación de todos los ecosistemas: 
expansión de monocultivos, aniquilación de la biodiversidad, tendencia a la 
sobrepesca, contaminación por fertilizantes y pesticidas, desmonte y 
deforestación, acaparamiento de tierras. También genera un incremento de la 
emisión de gases de efecto invernadero, no solo en el proceso de producción sino 
durante el transporte de los bienes. Como sostienen Nazaret Castro y otros 
(2019), enfrentamos la consolidación de “un régimen agroalimentario 
corporativo” con impacto negativo sobre la salud y las condiciones de vida de 
millones de personas. Estos modelos alimentarios no alimentan; antes bien, el 
consumo de productos ultraprocesados conlleva graves perjuicios para la salud: 
generan adicción y numerosas enfermedades, entre ellas, la obesidad, que ya es 
una epidemia mundial (Barruti, 2013). Asimismo, reflejan una tendencia a la 
homogeneización: “La apariencia de variedad de marcas y coloridos envases que 


ofrecen las góndolas de los supermercados oculta un agudo proceso de 
homogeneización de los ingredientes y de oligopolización de la alimentación a 
escala planetaria” (Castro y otros, 2019). 


Aunque estos modelos de desarrollo se han impuesto en las últimas décadas, su 
transformación o su desmantelamiento no resultarán fáciles, y no solo por causa 
de los grandes lobbies empresariales. Cuanto más compleja es una sociedad, más 
expuesta y vulnerable deviene; o sea, más dependiente de su propia complejidad 
y de los recursos (energéticos) que la mantienen en funcionamiento. Es tal la 
complejidad organizativa de la sociedad global actual que requiere cada vez 
mayor cantidad de energía per cápita para mantenerse. Capitalismo y 
complejidad van así de la mano. 


A diferencia de lo que ocurría en un pasado no tan lejano, nuestras narrativas del 
fin no se nutren de creencias religiosas, sino que poseen una amplia base 
científica y un correlato más estrecho con la realidad. El dramático acoplamiento 
entre tiempos geológicos y tiempos humanos instala numerosos interrogantes. 
En el auge de la aceleración del metabolismo social que impulsa la extracción 
desenfrenada de recursos no renovables, destruye la biodiversidad, cambia los 
ciclos de la naturaleza, fomenta un consumo irresponsable e insostenible y 
modelos alimentarios insustentables, ¿es posible tomar decisiones a nivel global 
y local que contribuyan a detenerlo? ¿Es una mera cuestión de complejidad 
social o es parte del discurso del capital y las élites económicas y políticas para 
sostener su sobrevida en medio de la catástrofe? ¿Es posible implementar en el 
corto plazo políticas públicas orientadas a la desinversión en combustiles fósiles, 
políticas que puedan revertir los impactos que la crisis climática tendrá desde 
ahora hasta fines del milenio y que eviten el terricidio en curso? ¿Seremos acaso 
la última generación en hacer política, ya que nuestros sucesores tendrán que 
luchar por la sobrevivencia en medio de hambrunas, pandemias, sequías, 
huracanes y desastres para nada “naturales”? 


En realidad, se impone reconocer que la transición ya ha comenzado. Y aunque 
incluye la degradación de la vida social, económica y sanitaria, e implica la 
pérdida de complejidad y de valores democráticos, su devenir tendrá diferentes 
temporalidades, matices y escalas. Sin embargo, más allá de que la crisis 
climática nos afectará a todos, siempre habrá ganadores y perdedores, con lo 
cual es muy probable que los procesos de colapso y degradación profundicen 
aún más la geografía de la desigualdad y la injusticia ambiental. 


Entre la conciencia ambiental y el “desarrollo sustentable” 


La ecología como enfoque crítico y las primeras voces y movimientos 
ambientalistas surgidos al calor de las denuncias contra el deterioro creciente del 
ambiente y los desastres “naturales” nos llevaron a cuestionar el mito del 
crecimiento económico y nos hicieron tomar conciencia de la finitud de los 
recursos naturales. 


Una de las primeras voces que se alzó fue la de Rachel Carson, autora de La 
primavera silenciosa (1962), quien denunció los efectos nocivos de los productos 
químicos sobre la salud, los animales y la naturaleza, en especial el DDT, un 
insecticida de amplio espectro utilizado para todos los cultivos que en aquella 
época se consideraba casi inocuo. Carson, bióloga de formación, fue denigrada 
por las industrias químicas, que llegaron al extremo de contratar científicos para 
que analizaran su libro línea por línea. Sin embargo, el impacto de ese texto 
sobre el público estadounidense y sobre el incipiente movimiento ambiental fue 
enorme. Diez años más tarde se prohibió el uso del DDT en los Estados Unidos. 
Mientras tanto, el economista Kenneth Boulding proponía sustituir la economía 
del cowboy por la del cosmonauta: una economía de recinto cerrado adecuada al 
“navío espacial Tierra”, elocuente imagen que transmite la idea de que el planeta 
dispone de recursos limitados y de espacios finitos para la contaminación y el 
vertido de desechos. 


A nivel global, el primer aporte relevante sobre temas ambientales fue el Informe 
Meadows “Los límites del crecimiento”, producido en 1972 por el Club de 
Roma, donde se exponen los límites de la explotación de la naturaleza y su 
incompatibilidad con un sistema económico fundado en el crecimiento 
indefinido. Este informe puso el acento en los graves peligros de la 
contaminación y la disponibilidad futura de materias primas que afectarían a 
todo el planeta, de continuar con el estilo y ritmo de crecimiento económico. Se 
abrió así un espacio de cuestionamiento a la visión industrialista, centrada en el 
crecimiento ilimitado, y se enviaron claras señales hacia los países del Sur al 
plantear que el modelo industrial propio de los países desarrollados estaba lejos 
de ser universalizable. El informe logró que la problemática ambiental ingresara 
en la agenda mundial y se transformara en una cuestión a tratar y resolver por la 


comunidad internacional. Como veremos más adelante, este informe tuvo varias 
respuestas desde el Sur periférico. 


La primera Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente, 
realizada en Estocolmo en 1972, dio origen a una declaración adoptada por los 
Estados nacionales en la que comenzaba a ponerse de manifiesto una relación 
más estrecha entre los impactos del desarrollo económico y el “medio humano”. 
Y si bien persistía la idea del “progreso” concebido como crecimiento sin 
límites, se denunciaba que el poder transformador del ser humano sobre la 
naturaleza podía generar daños al “medio humano”. La declaración configuró los 
elementos principales del paradigma de “desarrollo sostenible” o “sustentable”, 
cuyo principio rector expresa que la humanidad “tiene la solemne obligación de 
proteger y mejorar el medio para las generaciones presentes y futuras”. En ese 
marco se creó el Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente 
(Pnuma) con sede en Nairobi y se recomendó declarar el 5 de junio como Día 
Mundial del Ambiente. En este período nacieron algunas de las grandes 
organizaciones ambientalistas, entre ellas Amigos de la Tierra (1969) y 
Greenpeace (1971). 


En febrero de 1979 se realizó en Suecia la primera Conferencia Mundial sobre el 
Clima, que contó con la participación de cuatrocientos expertos internacionales, 
bajo los auspicios de la Organización Meteorológica Mundial (OMM) y la 
Organización de las Naciones Unidas (ONU). La reflexión sobre la relación 
desarrollo/ambiente tuvo una nueva inflexión en los años ochenta a raíz del 
grave accidente ocurrido en 1986 en la central nuclear de Chernóbil en Ucrania, 
una de las causas que precipitó el final de la Unión Soviética. En esa época 
también se produjeron otros accidentes de gran repercusión internacional, como 
los derrames de barcos petroleros o “mareas negras”, entre otros el buque 
petrolero Exxon Valdez en aguas de Alaska en 1989. 


La Comisión de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo 
presentó en 1987 el estudio “Nuestro futuro común” (también conocido como 
“Informe Brundtland”, en honor al apellido de su coordinadora), que popularizó 
la idea del “desarrollo sostenible”. En 1988, casi diez años después de la Primera 
Conferencia Mundial sobre el Clima, se creó el ya célebre Grupo 
Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático (IPCC, por sus 
iniciales en inglés). Dos años más tarde, en 1990, el IPCC y la Segunda 
Conferencia Mundial sobre el Clima propondrían un tratado mundial sobre el 
cambio climático. Comenzaron así las negociaciones de la Asamblea General de 


las Naciones Unidas para una convención marco —adoptada en 1992 durante la 
Cumbre de la Tierra en Río de Janeiro- denominada “Convención Marco de las 
Naciones Unidas sobre el Cambio Climático” (CMNUCC). 


La declaración de Río fue un parteaguas, pues allí aparecen formuladas las 
nociones de desarrollo sustentable y compromiso intergeneracional, y se 
estipulan también importantes convenios sobre el clima, la biodiversidad y la 
desertificación. Este nuevo paradigma de desarrollo sostenible requirió la 
creación de una nueva ingeniería jurídica. Si bien la prioridad estaba dada por el 
orden de las palabras que daban nombre al modelo (primero el desarrollo o 
crecimiento económico; y una vez asegurado este, se comenzaría a atender la 
cuestión ambiental y los derechos de las generaciones futuras), resultaba 
insoslayable elaborar principios y herramientas jurídicas que respondieran a esta 
nueva realidad, no contemplada en los viejos códigos napoleónicos. Así 
aparecen enunciados los nuevos principios jurídicos ambientales —el de 
precaución y el preventivo— que estipulan que, para proteger el medio ambiente, 
los Estados deberán aplicar el criterio de precaución conforme a sus capacidades. 
“Cuando haya peligro de daño grave o irreversible, la falta de certeza científica 
absoluta no deberá esgrimirse como motivo para postergar la adopción de 
medidas eficaces destinadas a impedir la degradación del medio ambiente”. 
Asimismo deberá evaluarse el impacto ambiental, en calidad de instrumento 
nacional, respecto de cualquier actividad que pueda producir un efecto negativo 
considerable en el ambiente y que esté sujeta a la decisión de una autoridad 
nacional competente (Svampa y Viale, 2014). 


Desde un comienzo, las conferencias globales sobre el ambiente pivotearon entre 
dos grandes temas: la definición de desarrollo sustentable —su interpretación y 
sus alcances— y la preocupación creciente por las relaciones entre el clima y las 
actividades humanas y el ambiente. Al compás de las discusiones, se descartaron 
las visiones más críticas respecto de lo que se entendía por desarrollo 
sustentable, que cuestionaban el condicionamiento del cuidado del ambiente al 
crecimiento económico, lo cual determinó en última instancia el triunfo de la 
visión más economicista y productivista. 


Por un lado, la valoración económica de los bienes y las relaciones y la creencia 
en la búsqueda del crecimiento como razón de los Estados nacionales 
continuaron vigentes e inalterables pese a la irrupción de la cuestión ambiental. 
La sustentabilidad como concepto quedó supeditada al paradigma del desarrollo 
y el progreso; la protección de la naturaleza, al fetiche del crecimiento 


económico infinito entendido como solución y regulación de las necesidades 
humanas. Asimismo, el paradigma del desarrollo sostenible marcó el triunfo de 
una concepción débil de la sustentabilidad, basada en una premisa 
antropocéntrica (la dominación y el carácter externo del ser humano sobre la 
naturaleza), al establecer la coexistencia entre crecimiento, desarrollo y 
ambiente. Así se estableció la distinción entre “sustentabilidad débil”, que 
supedita el cuidado del ambiente al crecimiento económico, y “sustentabilidad 
fuerte” o incluso “superfuerte”, que acentúa el deterioro del ambiente y postula 
un equilibrio con la naturaleza desde otra concepción de la relación 
sociedad/naturaleza (Gudynas, 2010). 


Por otro lado, el progresivo vaciamiento y las sucesivas readaptaciones del 
concepto de desarrollo sustentable tuvieron consecuencias palpables para el 
agravamiento de la crisis socioecológica. En suma, con el correr de los años, la 
cuestión de la afectación del clima y su vínculo con las actividades humanas 
cobró mayor importancia. El abordaje del cambio climático propició la 
introducción de dos nociones claves: mitigación y adaptación. Mientras la 
mitigación se refiere a las acciones tendientes a disminuir el calentamiento 
global (reducción de las emisiones de CO2 y soluciones tecnológicas que 
menguarían su concentración atmosférica), la adaptación se define como el 
ajuste en los sistemas naturales y humanos en respuesta a los estímulos 
climáticos reales o previstos, o a sus efectos, que mitiga daños o aprovecha 
oportunidades beneficiosas. 


En última instancia, este escenario también fue testigo de una de las mayores 
batallas en torno a la adaptación y la mitigación, así como a la deuda ecológico- 
climática de los países más contaminantes hacia los más pobres y que menos han 
contribuido al calentamiento global. Los debates han sido continuos, sobre todo 
en pos de definir diferentes tipos de responsabilidad y exigir una mayor 
contribución económica a los países más poderosos y contaminantes. 


Movimientos sociales, ambientalismo y ecología política 


Durante mucho tiempo, en Occidente, las historias de las luchas y formas de 
resistencia colectiva estuvieron asociadas a las estructuras organizativas de la 
clase obrera, entendida como actor privilegiado del cambio histórico. La acción 
organizada de la clase obrera se conceptualizaba en términos de “movimiento 
social”, en la medida en que aparecía como actor central y como potencial 
expresión privilegiada de una nueva alternativa societal, diferente del modelo 
capitalista vigente. Sin embargo, a partir de 1960, la multiplicación de las esferas 
de conflicto, los cambios en las clases populares y la consiguiente pérdida de 
centralidad del conflicto industrial pusieron de manifiesto la necesidad de 
ampliar las definiciones y las categorías analíticas. Se instituyó la categoría — 
empírica y teórica— de “nuevos movimientos sociales” para caracterizar la acción 
de los diferentes colectivos que expresaban una nueva politización de la 
sociedad, al hacer ingresar en la agenda pública temáticas y conflictos 
tradicionalmente considerados como propios del ámbito privado o bien 
naturalizados y asociados de manera implícita al desarrollo industrial. 


En este marco fueron comprendidos los nacientes movimientos ecologistas O 
ambientales, que junto con los movimientos feministas, pacifistas y estudiantiles, 
ilustraban la emergencia de nuevas coordenadas culturales y políticas. Estos 
movimientos aparecían como portadores de nuevas prácticas orientadas al 
desarrollo de formas organizativas más flexibles y democráticas, que 
cuestionaban los estilos de construcción política de la socialdemocracia (y sus 
poderosos sindicatos), como asimismo aquellos procedentes del modelo leninista 
(el centralismo democrático), asociados a los partidos de izquierda. Por otro 
lado, a diferencia del movimiento obrero tradicional, las formas de acción 
colectiva emergentes tenían una base social policlasista con importante presencia 
de las nuevas clases medias. El movimiento ecologista apuntaba sus críticas al 
productivismo, que alcanzaba tanto al capitalismo como al socialismo soviético, 
mientras aparecía unificado en el cuestionamiento al uso de energía nuclear.[7] 
En los años setenta, como ya hemos visto, la cuestión ambiental ingresa en la 
agenda global. Surgen así instituciones internacionales y nuevas plataformas de 
intervención (como el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo - 
PNUD), diferentes organizaciones de tipo ecologista, los primeros partidos 


Verdes (con el partido alemán como modelo) y numerosas ONG, todos ellos con 
tendencias y orígenes ideológicos muy contrastantes, desde los más 
conservadores hasta los más radicales. 


Si bien desde los años cincuenta existían organizaciones conservacionistas en 
diversos países, tenían escasa repercusión en América Latina. En trabajos 
escritos durante los años noventa, Enrique Leff y Eduardo Gudynas, dos 
referentes en el tema, señalaban la heterogeneidad del movimiento ambiental y 
su carácter policlasista —aunque marcado por la presencia de las clases medias— y 
enfatizaban su débil identidad, cohesión y continuidad. Esta debilidad aparecía 
ligada a la idea central que recorría a las élites políticas latinoamericanas — 
derechas e izquierdas reunidas— de que la preocupación por el ambiente era una 
cuestión de agenda de los países industrializados, ya que el principal problema 
en nuestro continente era la pobreza, no la contaminación. Por otro lado, los 
pioneros en el campo del ambientalismo —quienes debatían en las diferentes 
conferencias internacionales sobre desarrollo sustentable— promovían un 
incipiente pensamiento de defensa ambiental. Y además contribuyeron a generar, 
paso a paso, un saber experto independiente de las grandes transnacionales 
conservacionistas. Cada país tiene su propia legión de pioneros del 
ambientalismo. En la Argentina, uno de los más destacados es Miguel Grinberg, 
creador de la mítica revista Mutantia, quien introdujo numerosos temas 
vinculados a la ecología y siempre fue muy crítico del proceso de expropiación 
del discurso “verde” por el poder transnacional. 


Entre los años setenta y ochenta aumentó el número de grupos ambientalistas, 
pero también hubo una marcada tendencia a la institucionalización. 


Justicia ambiental, ecología popular y deuda ecológica 


En las últimas décadas asistimos a una inflexión, muy ligada al movimiento de 
justicia ambiental en los Estados Unidos, que nació de las luchas de las 
comunidades afroamericanas cuyos barrios eran los más afectados por las 
actividades contaminantes, como los vertederos de residuos tóxicos y la 
instalación de industrias poco saludables. Se trata de un enfoque integral que 
desde su origen enfatiza la desigualdad de los costos ambientales, la falta de 
participación y de democracia y el racismo ambiental, así como la injusticia de 
género y la deuda ecológica. La unión de justicia social y ecologismo supone ver 
a los humanos como parte del ambiente, y no como algo “aparte”. 


La reivindicación de la justicia ambiental 


implica el derecho a un ambiente seguro, sano y productivo para todos, donde el 
medio ambiente es considerado en su totalidad, incluidas sus dimensiones 
ecológicas, físicas, construidas, sociales, políticas, estéticas y económicas. Se 
refiere así a las condiciones en que ese derecho puede ser libremente ejercido, 
preservando, respetando y realizando plenamente las identidades individuales y 
de grupo, la dignidad y la autonomía de las comunidades (Acselrad, 2004: 16). 


Por su parte, el “ecologismo popular” se refiere a las movilizaciones 
socioambientales en los países del hemisferio sur. El reconocido economista 
ecológico Joan Martínez Alier (2005), que estudió los nuevos conflictos 
ambientales en los cinco continentes, bautizó a estos movimientos como 
“ecología popular” o “ecología de los pobres”. Acuñó estos términos para 
referirse a una corriente de creciente importancia que ponía el acento en los 
conflictos ambientales causados, en diversos niveles (local, nacional, global), 
por la reproducción globalizada del capital, la nueva división internacional y 
territorial del trabajo y la desigualdad social. Esta corriente también subraya el 
desplazamiento geográfico de las fuentes de recursos y los desechos. Esta 


desigual división internacional del trabajo que repercute en la distribución de los 
conflictos ambientales perjudica sobre todo a las poblaciones pobres y más 
vulnerables. Asimismo, Martínez Alier afirmaba que en numerosos conflictos 
ambientales los pobres se alinean del lado de la preservación de los recursos 
naturales, no por convicción ecologista sino para preservar su forma de vida. 


En esta línea, el vínculo entre justicia ambiental, ecología de los pobres y deuda 
ecológica es directo e inmediato. El concepto de deuda ecológica fue introducido 
en ocasión de la Cumbre de Río de 1992 por el Instituto de Ecología Política de 
Chile y alude a la histórica relación de expoliación y destrucción de los bienes 
naturales por los países ricos en relación con los países más pobres, y también a 
la libre utilización que los países ricos han hecho del espacio ambiental global 
(la atmósfera, por ejemplo) para depositar residuos. Al denunciar situaciones de 
injusticia ecológica, Martínez Alier divulgó el concepto de deuda ecológica o de 
“dumping ecológico”, definido como la venta de bienes cuyos precios no 
incluyen la compensación de las externalidades o el agotamiento de los recursos 
naturales, como sucede con el comercio del Sur al Norte.[8] 


La deuda ecológica del Norte respecto de los países del Sur es imposible de 
cuantificar. En el caso de América Latina, desde Potosí en la época colonial 
hasta el presente, es tan visible como incuestionable y se refiere a un histórico 
mecanismo de saqueo y expoliación de bienes naturales, como asimismo a los 
impactos ambientales y territoriales, las mal llamadas “externalidades”. Los 
elevados costos ambientales que continúan pagando los pueblos del Sur ponen 
de manifiesto patrones de injusticia ambiental y reflejan profundas 
desigualdades entre los hemisferios, un proceso —como veremos más adelante— 
reforzado en las últimas décadas por la aceleración del metabolismo social del 
Capital y las nuevas formas de reprimarización de las economías. 


La deuda ecológica se expresa en la degradación de grandes extensiones de 
tierras, derrames de químicos utilizados por las industrias y también de 
minerales e hidrocarburos que destruyen el suelo y contaminan el agua, 
desplazamiento de poblaciones, enfermedades que afectan a niños y mujeres 
pobres, modificación y destrucción de biodiversidad, sustitución de especies 
nativas por alógenas, muerte de animales, desertificación de los suelos. En suma, 
toda idea de compensación económica resulta insuficiente ante el escenario de 
devastación ambiental que señala a las periferias globalizadas como frontera de 
los commodities baratos. 


En definitiva, la deuda ecológica desnuda las inequívocas raíces históricas y 
geopolíticas del Antropoceno. Así, entre 1751 y 2010, solo noventa empresas 
fueron las responsables del 63% de las emisiones acumuladas de CO2 (Bonneuil 
y Fressoz, 2013). En 1900 Gran Bretaña y los Estados Unidos representaban el 
60% de estas emisiones; en 1950, el 55%, y casi el 50% en 1980, a medida que 
otros países se convertían también en emisores activos. Rusia llegó al 200% de 
su Capacidad hacia 1973 y China alcanzó este índice en 1970, que fue en 
aumento hasta llegar al 256% en 2009. En la actualidad, entre China y los 
Estados Unidos emiten el 40% de los gases de efecto invernadero. 


Vistos por país, los cálculos señalan enormes diferencias en términos de 
consumo. En 2016 la Global Footprint Network calculaba que necesitaríamos 
5,4 planetas si consumiéramos como Australia; 4,6 si lo hiciéramos como los 
Estados Unidos; 3,3 como Suiza, Corea del Sur o Rusia; mientras que Alemania, 
Francia, el Reino Unido, Japón e Italia consumen entre 3,1 y 2,9 planetas; 
necesitaríamos 2 planetas si consumiéramos como los chinos y apenas 0,7 si 
quisiéramos consumir como los indios... A excepción de Brasil, que consume 
1,8 por habitante, los países de la región latinoamericana se encuentran por 
debajo del 50%. 


El escenario de las COP y los movimientos sociales 


En la Cumbre de Río de Janeiro, de 1992, se firmaron instrumentos como la 
Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático 
(CMNUCO) y el Convenio sobre la Diversidad Biológica. También se iniciaron 
negociaciones con miras a una futura Convención de Lucha contra la 
Desertificación. Dos años después, en 1994, la CMNUCC entró en vigor y en 
1995 se celebró la Primera Conferencia de las Partes (COP). La COP nació como 
el órgano supremo de la Convención y constituye la asociación de todos los 
países firmantes (las Partes), cuyo objetivo es estabilizar las concentraciones de 
gases de efecto invernadero (GEI) en la atmósfera. En las reuniones anuales 
participaron expertos en medio ambiente, ministros, jefes de Estado y 
organizaciones no gubernamentales. 


Desde 1995 hasta hoy se realizaron veinticinco COP. Una de las más 
esperanzadoras fue la tercera, que se reunió en Japón, donde tras intensas 
negociaciones se firmó el Protocolo de Kioto (1997). Se trata de uno de los 
documentos más importantes de la humanidad —el otro es el Protocolo de 
Montreal (1987) para la protección de la capa de ozono— en lo que atañe a 
regular las actividades antropogénicas. Se fijaron los objetivos vinculantes para 
37 países industrializados, que entre 2008 —su entrada en vigor— y 2012 —su 
cumplimiento— debían reducir el 5% de sus emisiones de GEl respecto del nivel 
de 1990: 


Todas las Partes [...] formularán, aplicarán, publicarán y actualizarán 
periódicamente programas nacionales y, en su caso, regionales que contengan 
medidas para mitigar el cambio climático y medidas para facilitar una adaptación 
adecuada al cambio climático; tales programas guardarán relación, entre otros, 
con los sectores de la energía.[9] 


El Protocolo de Kioto fue legalmente vinculante para treinta países 


industrializados, y algunos redujeron sus emisiones en relación con las de 1990. 
Por su parte, los llamados “países en desarrollo” —como China, India y Brasil— 
aceptaron asumir sus responsabilidades pero sin incluir objetivos de reducción 
de emisiones. 


Rusia ratificó el Protocolo de Kioto en 2005, es decir que el pacto entró en vigor 
en la COP de Montreal. Pero sin el compromiso de los Estados Unidos —país 
responsable de un tercio de las emisiones mundiales, que se había retirado en 
2001 bajo la presidencia de Bush hijo— y con el aumento de las emisiones en 
países emergentes como India y China, perdió buena parte de su eficacia 
ambiental. Asimismo, su alcance se vio reducido por la introducción de 
mecanismos y vías que posibilitaron que los países industrializados se apuntaran 
reducciones no realizadas en sus territorios, los llamados “mecanismos de 
flexibilidad”, entre ellos, el comercio de emisiones (es decir, la compra directa 
de cuotas de CO2) y otros que significan inversiones en terceros países para que 
emitan menos, como el mecanismo de desarrollo limpio y la aplicación conjunta. 
[10] 


Mientras tanto, la participación de la sociedad civil en las COP, visible en un 
arco amplio de movimientos ecologistas y ONG ambientalistas de proyección 
internacional, fue en aumento. A la COP 11 de Montreal, celebrada en 2005, 
asistieron unos diez mil participantes. En 2007 un ecologismo cada vez más 
activo confluyó en la conformación de Climate Justice Now! [Justicia Climática 
Ahora! ], una red de organizaciones y movimientos de diversas partes del globo 
comprometidos a luchar por la justicia social, ecológica y de género.[11] Un 
elemento importante por considerar es el vínculo entre esas organizaciones y los 
movimientos antiglobalización, que asomaron a la escena pública global en 1999 
tras la batalla de Seattle, cuando lograron interrumpir la reunión de la 
Organización Mundial del Comercio (OMC). De la mano de una narrativa que 
cuestiona la globalización neoliberal y responsabiliza al capitalismo por la 
degradación social y ambiental, los movimientos y las organizaciones 
ambientalistas comenzaron a interpelar a las instituciones internacionales que 
regulan el capitalismo en el mundo. 


En el año 2000, la cuestión del cambio climático llegó con fuerza al Foro de 
Davos con Al Gore, vicepresidente de Bill Clinton, que en 2006 presentó el 
documental Una verdad incómoda. Gracias a su compromiso con el ambiente, 
Gore recibió el Premio Nobel de la Paz en 2007. 


En 2009, la COP 15 de Copenhague desembocó en un rotundo fracaso: no solo 
no arrojó ningún acuerdo vinculante, sino que apuntó a restringir la participación 
de la sociedad civil. Allí se aprobó un documento en que las partes se 
comprometían a impedir que la temperatura aumentara más de 2 *C, redactado 
por unos pocos países (Estados Unidos, China y otros países emergentes). Más 
allá de su falta de transparencia, quedó en una mera declaración de intenciones 
por no haber incluido compromisos de reducción de emisiones para evitar el 
calentamiento global, aunque cabe mencionar que promovió la creación de un 
fondo de treinta millones de dólares anuales para la adaptación de los países 
pobres en los dos años siguientes, y cien mil millones de dólares desde 2012 
hasta 2020. Las tensiones vividas dentro y fuera de la cumbre no solo rubricaron 
el acta de defunción del Protocolo de Kioto, sino que reflejaron el cambio de 
fuerzas en términos geopolíticos. El rol desempeñado por China, principal país 
emisor de gases de efecto invernadero, fue una señal incuestionable de cuánto 
habían cambiado los tiempos entre 1997 (año de la firma del Protocolo de Kioto) 
y 2009. 


El fracaso en Copenhague significó el cierre de un ciclo para no pocos 
movimientos sociales y ONG. Excluidos de la cumbre, convocaron a una 
movilización multitudinaria que literalmente sitió la capital nórdica. Como 
afirma Ramón Fernández Durán (2010), el broche de oro fue la represión 
policial, pues mostró que “el ojo público ciudadano ya no era bienvenido en un 
encuentro vacío de contenido y secuestrado por los poderosos”. En 
consecuencia, los grupos más críticos se distanciaron tras llegar a la conclusión 
de que no era posible enfrentar el cambio climático sin cuestionar el capitalismo 
global (“Cambiar el sistema, no el clima”). 


En 2010, los países de la Alianza Bolivariana para los Pueblos de Nuestra 
América (ALBA), liderada por Bolivia, convocaron a una contracumbre en 
Tiquipaya, a 30 km de Cochabamba: la Conferencia Mundial de los Pueblos 
sobre el Cambio Climático y los Derechos de la Madre Tierra reunió a más de 
treinta mil personas de 140 países. La ambiciosa iniciativa comandada por 
Bolivia[12] y celebrada por su carácter rupturista denunció la responsabilidad 
del capitalismo en el deterioro del ambiente y la deuda ecológica, y buscó poner 
en agenda los Derechos de la Naturaleza y el Buen Vivir. Sin embargo, la 
iniciativa del gobierno boliviano fue de corto aliento. Un año después su 
propuesta no fue contemplada en la COP de Cancún; los movimientos sociales 
que cuestionaban la cumbre fueron mantenidos lejos del recinto oficial y Bolivia 
quedó sola a la hora de las votaciones. Como broche de oro, el fondo verde 


creado en la COP y orientado a mitigar los impactos del cambio climático quedó 
bajo la supervisión del Banco Mundial. 


Tampoco hay que olvidar que la promesa de Evo Morales —respetar los derechos 
de la Madre Tierra— fue desmentida en su propio territorio por el avance de 
proyectos de carácter neoextractivo y la expansión de la frontera agropecuaria. 
Como veremos en el capítulo 5 sobre “los puntos ciegos”, esa retórica se reveló 
inconsecuente luego del conflicto de Tipnis en 2011. La apertura de una carretera 
en el Territorio Indígena y Parque Nacional Isiboro-Sécure enfrentó al gobierno 
con varias comunidades indígenas, puso al descubierto su doble discurso y dio 
paso a una política desarrollista descalificatoria en relación con los 
ambientalismos antiextractivistas.[13] 


Para explicar el fracaso de las sucesivas cumbres del clima, la periodista Naomi 
Klein alude al proceso de radicalización del capitalismo en las últimas décadas. 
Sostiene que el fracaso está vinculado a la importancia del libre comercio desde 
la creación de la OMC, en 1995. Esto deja en claro que el negacionismo no es 
solo una ideología del libre mercado, puesto que, al calor de la globalización, 
tuvo profundas consecuencias en el armado de la nueva arquitectura comercial 
mundial. A través de la OMC y sus nuevos acuerdos comerciales, el 
fundamentalismo de mercado —el capitalismo neoliberal en su formato actual- es 
el gran responsable de sobrecalentar el planeta (Klein, 2015: 122). 


Del desarrollo sustentable a la economía verde 


A nivel global, desde la Cumbre de Río en 1992, se sucedieron numerosas crisis 
económicas, sociales y políticas, entre ellas la del sudeste asiático (1997/1999), 
el efecto tequila en México (1994), la crisis argentina (1998/2001) y, por 
supuesto, la gran crisis financiera de 2008, que comenzó en los Estados Unidos 
pero impactó sobre el mundo entero y generó millones de desocupados. La crisis 
de 2008 fue un trampolín para los nuevos negocios: los países centrales 
comenzaron a impulsar el modelo denominado “economía verde con inclusión”, 
que extiende el formato financiero del mercado del carbono hacia otros 
elementos de la naturaleza —como el aire y el agua— y también hacia sus procesos 
y funciones. Por paradójico que suene, los modelos económicos que 
mercantilizan todavía más la naturaleza fueron vistos como una alternativa para 
combatir la profunda recesión. 


En su forma más básica, la economía verde presenta bajas emisiones de carbono, 
utiliza los recursos naturales de forma eficiente y es incluyente en lo social. En 
una economía verde, el aumento de los ingresos y la creación de empleo deben 
derivar de inversiones públicas y privadas destinadas a reducir las emisiones de 
carbono y la contaminación, a promover un uso eficiente de la energía y los 
recursos, y a evitar la pérdida de diversidad biológica y de servicios de los 
ecosistemas, ya que de esa diversidad depende la provisión de recursos (como 
alimentos, aire limpio, agua potable), o de procesos (como la descomposición de 
desechos) (Pnuma, 2011: 9). Sin embargo, esta visión no cuestiona el 
crecimiento indefinido de la economía ni los impactos socioambientales y su 
relación con el modelo capitalista. La premisa general sostiene que los mercados 
han operado con “fallas de información”, sin incorporar el costo de las 
externalidades y con políticas públicas inadecuadas, como los “subsidios 
perversos” para el ambiente. 


En esta línea, la economía verde exacerba el modelo de mercantilización de la 
naturaleza, pues considera que las funciones de los ecosistemas pueden ser 
tratadas como mercancía y que, por lo tanto, sus “servicios” deben cobrarse 
(Pnuma, 2011: 44). Los bienes comunes son valorados por su dimensión 
económica. El razonamiento subyacente es que la protección de los ecosistemas 


y de la biodiversidad funciona mejor si sus usos cuestan dinero, es decir, si los 
servicios ambientales integran el sistema de precios. Así, lejos de cuestionar la 
relación entre desarrollo y crecimiento económico, estas políticas promueven 
incentivos basados en el mercado para reorientar las inversiones del capital hacia 
las inversiones verdes, entre ellos algunos nuevos mecanismos de financiación 
como la Reducción de Emisiones por Deforestación y Degradación de bosques 
(REDD+). La REDD+ tiene por objetivo “la reducción de emisiones derivadas 
de la deforestación y la degradación forestal; además de la conservación, el 
manejo sostenible y el mejoramiento del stock de carbono de los bosques en los 
países en desarrollo” (COP de Bali, 2007). Forma parte de las falsas soluciones 
de mercado que permiten a las naciones contaminantes seguir incumpliendo sus 
compromisos de reducción de emisiones de gases de efecto invernadero mientras 
alientan la privatización de territorios indígenas y campesinos en todo el mundo. 
Los REDD se han convertido en una forma de “CO2lonialismo de los bosques” 


” cc 


y “podrían causar la clausura de los bosques”, “conflictos por recursos”, 
“marginalizar a los sin tierra”, “erosionar la tenencia colectiva de la tierra”, 
“privar a las comunidades de sus legitimas aspiraciones de desarrollar sus 
tierras” y “erosionar los valores culturales de conservación sin fines de lucro”, 
alerta la Red Indígena de Norteamérica.[14] En suma, el propósito es convertir 
los elementos y procesos de la naturaleza en objetos de compraventa, lo cual 
dará inicio a una etapa de privatización de recursos y servicios que comenzará 


con los bosques y luego se extenderá al agua y a la biodiversidad. 


Una vez más, será necesario imponer modificaciones sustanciales a los 
ordenamientos jurídicos nacionales para acompañar la transición hacia una 
economía verde en el contexto del llamado “desarrollo sostenible”. Por ejemplo, 
muchos bienes comunes deberán cambiar su estatus jurídico para pasar a ser 
bienes sujetos a la apropiación privada y de esta forma ingresar en los mercados 
y constituirse en nuevas fuentes de financiamiento. Por otra parte, los procesos 
de los ecosistemas mercantilizados como “servicios ambientales” crearán nuevos 
derechos patrimoniales, que serán instrumentados en títulos de crédito o de 
propiedad para los cuales habrá que crear nuevos mercados. En suma, bajo la 
denominación engañosa de economía verde, asistimos a la profundización de la 
mercantilización de la naturaleza, que traerá consigo una rotunda acentuación de 
los daños y las desigualdades que el capitalismo produjo hasta el presente. 
Incrementará la apropiación de los territorios de las comunidades locales e 
indígenas por las empresas transnacionales y estimulará los efectos adversos del 
neoextractivismo. No por casualidad, numerosas organizaciones y movimientos 
sociales rechazaron la estrategia de la economía verde —a la cual rebautizaron 


como “capitalismo verde”— por considerar que, lejos de representar un cambio 
positivo, propicia una mayor mercantilización de la naturaleza. 


El negacionismo climático y sus daños 


Ya en 1995 el IPCC había llegado a la conclusión de que las actividades 
humanas (antrópicas) afectan el clima global. Sin embargo, en 2001, durante la 
era Bush hijo, los Estados Unidos se retiraron del Protocolo de Kioto, decisión 
precedida y acompañada por una agresiva campaña negacionista del 
calentamiento global. Para Naomi Oreskes y Erik Conway —autores de 
Mercaderes de la duda, libro que aborda la historia de los diferentes 
negacionismos relacionados con la problemática ambiental y sociosanitaria—, el 
negacionismo climático tiene sus raíces ideológicas en la defensa del libre 
mercado y aparece ligado a la Guerra Fría.[15] 


En efecto, el negacionismo responde a una matriz ideológica ultraliberal y 
conservadora, que objeta el rol regulador del Estado. Es un discurso homogéneo 
que atraviesa diferentes problemáticas ambientales y sanitarias, tanto cuando 
refiere a la negación de los efectos nocivos del tabaco sobre la salud como 
cuando rechaza los impactos del calentamiento global. Desde esta perspectiva, 
cualquier intervención reguladora del Estado supone un atentado contra la 
libertad de mercado y, por ende, contra la libertad individual. En los Estados 
Unidos, esta posición involucró durante décadas a un mismo conjunto de actores 
sociales y políticos que, para poder rechazar la intervención reguladora del 
Estado, negaban la evidencia científica. 


En cuanto al calentamiento global, el parteaguas fue el gobierno republicano de 
Ronald Reagan (1981-1989), cuya cruzada desreguladora abrió una brecha aún 
mayor entre los partidos Republicano y Demócrata. Se crearon poderosas 
instituciones empresariales para incidir en el debate a nivel internacional, 
negando las bases científicas del calentamiento global y oponiéndose a cualquier 
tipo de regulación que limitase las emisiones de gases de efecto invernadero. 
Entre otras, Global Climate Coalition, muy activa entre 1981 y 2002, contó con 
el apoyo de la petrolera ExxonMobil. Este es un caso paradigmático, dado que 
en los años setenta y ochenta Exxon contrató a los científicos más calificados 
para investigar el problema del calentamiento global y “lanzó su propio y 
ambicioso programa de investigación que estudiaba empíricamente el dióxido de 
carbono y construía rigurosos modelos climáticos”.[16] Sin embargo, décadas 


después, la petrolera asumió una posición negacionista e incluso ayudó a evitar 
que los Estados Unidos ratificaran el Protocolo de Kioto. 


Los daños producidos por el negacionismo climático son incalculables y, en 
términos políticos, de larga duración. Pese al consenso científico imperante, los 
negacionistas aún cuentan con instituciones para difundir sus mensajes. El 
ejemplo más conocido es el Instituto Heartland, un think tank neoliberal con 
sede en Washington y fundado en 1984, que desde 2008 organiza una reunión 
internacional de escépticos y negacionistas del cambio climático conocida como 
International Conference on Climate Change (ICCC, que busca emular con sus 
iniciales al IPCC), por donde han desfilado renombrados políticos de derecha 
abiertamente negacionistas. El Instituto Heartland ha gastado varios millones de 
dólares en apoyar todo tipo de esfuerzos para debilitar la ciencia del clima. Entre 
sus donantes anónimos se encuentran corporaciones energéticas, como 
ExxonMobil, y fundaciones de extrema derecha, ligadas a Koch Industries.[17] 


No es casual que los sectores ultraconservadores defensores del libre mercado 
vean en el ecologismo un renacimiento del socialismo por otros medios. Las 
demandas de los ecologistas, que exigen al Estado la instrumentación de 
políticas públicas destinadas a regular las emisiones de GEL, son entendidas 
como una nueva trampa asociada al comunismo. En 2008, el expresidente checo 
Václac Klaus, autor de Planeta azul (no verde), alertaba acerca del “engaño 
masivo del cambio climático” basado en la (falsa) teoría del calentamiento 
global, y decía que era “una conspiración comunista”.[18] En América Latina 
fue Alan García, dos veces presidente de Perú, quien expresó esta idea en 2009 
durante un sangriento conflicto con los pueblos amazónicos —conocido como la 
masacre de Bagua— que se oponían a la expansión de la frontera extractiva. Dejó 
su testimonio en un recordado artículo publicado en el diario El Comercio: 


Y es que allí el viejo comunista anticapitalista del siglo XIX se disfrazó de 
proteccionista en el siglo XX y cambia otra vez de camiseta en el siglo XXI para 
ser medioambientalista.[19] 


El discurso negacionista del cambio climático tiene otras versiones. En 1998, el 
profesor danés Bjorn Lomborg publicó El ecologista escéptico, donde proponía 


rebatir la idea generalizada de que los ecosistemas estaban en peligro con el 
cornucopiano argumento de la abundancia.[20] Lomborg —cuyo libro es 
considerado “un ejemplo de manual de mal uso de las estadísticas” (Oreskes y 
Conway, 2018: 435)- sostenía que los graves pronósticos de científicos y 
ecologistas buscaban generar temor en la población para que se destinara dinero 
a salvar el ambiente, mientras otros problemas mucho más acuciantes —como el 
hambre y la pobreza— quedaban desfinanciados en consecuencia. Apelaba a la 
remanida y demasiado obvia estrategia de oponer lo social a lo ambiental (tema 
sobre el cual volveremos) cuando en realidad ambas problemáticas no deben 
separarse, ya que —como nos lo recuerda la noción de justicia ambiental- el 
cambio climático y la expansión de actividades contaminantes afectan muy 
especialmente a los países del Sur y, en ellos, a las poblaciones más vulnerables. 


Los ataques negacionistas cuentan con gran respaldo económico y fuerte 
presencia en los medios de comunicación estadounidenses. Así, las embestidas 
contra el mundo científico fueron tan intensas que durante un tiempo tuvieron un 
“efecto paralizante”; algunos sectores se mostraron reacios a plantear propuestas 
fuertes sobre las pruebas científicas para evitar la ofensiva de sus adversarios; en 
otros casos, los ataques se desdeñaron por “no científicos” (Oreskes y Conway, 
2018: 447). Naomi Klein menciona que en 2007 las tres principales cadenas 
televisivas de los Estados Unidos difundieron ciento cuarenta y siete noticias 
sobre el cambio climático; en 2011, en cambio, esas mismas cadenas apenas 
divulgaron catorce sobre el tema. Un sondeo realizado en 2007 indicó que el 
71% de los estadounidenses creía que el consumo continuo de combustibles 
fósiles transformaría el clima; en 2009 ese porcentaje había caído al 51%, y en 
junio de 2011 al 44% (Klein, 2015: 52-53). 


La justicia climática como eje transversal 


Aunque el concepto de justicia climática hizo su aparición oficial en la COP de 
Bali en 2007, solo dos años más tarde, en 2009, y tras el fracaso de la COP de 
Copenhague, emergió un movimiento ecológico global de carácter radical, con 
eje en la crítica al capitalismo y la transición energética. “Cambiar el sistema, no 
el clima” pasó a ser la consigna. 


El movimiento por la justicia climática nació al calor de esas discusiones 
globales, sobre todo de la mano de las ONG más pequeñas que buscaban 
reapropiarse del concepto para recuperar su dimensión más confrontativa e 
integral, de cara a la urgencia de articular políticas públicas que conllevaran 
resultados positivos a nivel global en términos de reducción de los GEI y 
plantearan una transición del sistema capitalista a modelos políticos y 
económicos solidarios, justos e igualitarios basados en una relación armoniosa 
con el medio ambiente (Kucharz, 2010). Con el correr de los años, este 
movimiento se articuló como una red diversa y plural de movimientos y 
organizaciones en el Norte y en el Sur global. 


El concepto de justicia climática —utilizado por primera vez en 1999 por el grupo 
Corporate Watch, activos miembros del movimiento de justicia ambiental, con 
sede en San Francisco (EUA)- proponía abordar las causas del calentamiento 
global, pedir cuentas a las corporaciones responsables de las emisiones (las 
compañías petroleras) y plantear la necesidad de una transición energética. 
Presentado en sociedad en diversas reuniones, una de ellas celebrada en la sede 
de Chevron Oil en San Francisco, sus principios fueron establecidos en Bali por 
la International Climate Justice Network en 2002. En cuanto concepto, la justicia 
climática apunta a retomar una perspectiva integral y reponer la dimensión social 
presente en la ecología de los pobres. Desde esta perspectiva, la justicia 
climática “exige que las políticas públicas estén basadas en el respeto mutuo y 
en la justicia para todos los pueblos”, además de “una valorización de las 
diversas perspectivas culturales”. Plantea una política de reconocimiento y exige 
la participación de los sectores afectados. Es un concepto vinculado con el de 
deuda climática, que a su vez se conecta con la visión planteada durante la 
Conferencia de los Pueblos sobre el Cambio Climático y los Derechos de la 


Madre Tierra, celebrada en Tiquipaya,[21] que pone el acento en las diferentes 
responsabilidades de actores y países más y/o menos contaminantes. 


Para la especialista en derecho internacional Susana Borrás, los movimientos de 
justicia climática centran sus reivindicaciones en tres dimensiones. En primer 
lugar, la distributiva, que se refiere a la equidad en la distribución de los recursos 
atmosféricos y por ende establece responsabilidades diferentes entre países ricos 
y países pobres, ya que los primeros son los grandes emisores de GEI. En 
segundo lugar, la dimensión procedimental, referida a la equidad en los procesos 
de administración de la justicia para resolver las disputas y asignación de 
recursos. Y por último, una dimensión restauradora que propone un compromiso 
de reparación de derechos de los afectados y víctimas del cambio climático 
(Borrás, 2016-2017: 100-101). 


Los movimientos por la justicia ambiental y climática diseñaron de manera 
progresiva, como sostiene Martínez Alier, una nueva cartografía de territorios en 
resistencia que él llama “Blockadia” retomando la denominación de Naomi 
Klein.[22] Así, desde el Sur el mapa de la justicia ambiental y climática señala 
acciones y estrategias de bloqueo y confrontación contra la expansión del capital 
y su intento por apropiarse de territorios por la vía de megaproyectos y 
convertirlos en zonas de sacrificio. Estas incluyen desde movilizaciones y cortes 
de rutas y calles hasta otras formas de resistencia civil. En América Latina, las 
luchas contra el neoextractivismo lideran los movimientos por la justicia 
ambiental y climática en sus diversas modalidades: contra la expansión de la 
frontera hidrocarburífera, contra la megaminería, contra la soja transgénica, los 
biocombustibles y las megarrepresas. En América del Norte predominan las 
luchas contra los gasoductos que transportan el gas de la fractura hidráulica o 
fracking y atraviesan territorios indígenas (por ejemplo, contra el Dakota Access 
Pipeline). En Europa, las marchas contra las minas de carbón en Alemania y 
contra el fracking en Inglaterra, y las diferentes acciones de bloqueo al 
transporte de combustibles fósiles. 


En el Norte, el catalizador del movimiento por la justicia climática fue la 
denuncia del racismo ambiental, que tuvo su vuelta de tuerca en 2005 cuando el 
huracán Katrina arrasó las comunidades más pobres de origen 
afronorteamericano de Nueva Orleans y dejó al descubierto las tremendas 
inequidades en el país más rico del planeta. El paso del huracán Sandy, en 2012, 
por Nueva York —que dejó las oficinas de Manhattan a oscuras, produjo más de 
doscientos muertos y daños por setenta y cinco mil millones de dólares— también 


fomentó este cambio cultural. Los apagones afectaron a más de dos millones de 
neoyorkinos; sin embargo, mientras las oficinas centrales de Goldman Sachs 
estaban iluminadas y Wall Street pudo amortiguar la gravedad del problema con 
generadores propios, los pobres y menos poderosos quedaron atrapados en el 
sistema de desigualdad y sin amparo alguno del Estado (Mann y Wainwright, 
2018: 278). Dos años después, el 21 de septiembre de 2014, Nueva York fue 
testigo de la marcha de los pueblos contra el cambio climático, en la que 
participaron cerca de cuatrocientas mil personas. “Entre las consignas podía 
leerse: “No hay planeta B”; “Los bosques no están en venta”; “No al fracking?”; 
“No se puede detener el cambio climático si antes no se detiene la maquinaria 
bélica de los Estados Unidos”, frases que demostraban la diversidad de las 
organizaciones y sectores que asistieron a la movilización”.[23] En otras 166 
ciudades en el mundo también hubo actos y movilizaciones contra el cambio 
climático. La marcha, “más festiva que confrontacional” (Mann y Wainwright, 
2018: 280), se realizó antes de la cumbre de las Naciones Unidas sobre el clima 
con el objetivo de presionar para llegar a un acuerdo antes de la COP 21, llevada 
a cabo en París, en 2015. 


Y, como era de esperar, en 2015 se firmó el celebrado Acuerdo de París en el 
marco de la COP 21. Pese a los aplausos, este acuerdo presenta enormes 
falencias y debilidades, por no decir omisiones imperdonables. La lectura del 
documento final reveló que no aparecían palabras claves como “combustibles 
fósiles”, “petróleo” y “carbón” y que la deuda climática del Norte hacia el Sur 
brillaba por su ausencia. También se omitieron las referencias a los derechos 
humanos y las poblaciones indígenas, trasladadas al preámbulo (Acosta y Viale, 
2015). Por si esto fuera poco, el acuerdo debía entrar en vigor cinco años 
después, en 2020, y su primera revisión de resultados estaba prevista para 2023. 
El carácter no vinculante del acuerdo y las vergonzantes omisiones dejaron un 
gusto amargo en los miles de activistas climáticos que se movilizaron desde 
Bourget hacia París para manifestarse en distintos puntos de una ciudad 
completamente vallada. El llamado a la justicia climática fue la consigna común. 
Naomi Klein devino la estrella indiscutible e inspiradora de este movimiento en 
París, no solo por sus críticas al capitalismo neoliberal como responsable del 
calentamiento del planeta, sino por su propuesta de multiplicar resistencias y 
ocupaciones y organizar Blockadia para transformar a la sociedad desde abajo 
(Mann y Wainwright, 2018: 296). 


El Acuerdo de París fue ratificado en 2017 por 171 de los 195 países 
participantes; sin embargo, no ha dejado de ser una declaración de buenas 


intenciones, ya que no establece compromisos concretos o verificables. Podría 
decirse incluso que implicó un retroceso en relación con acuerdos anteriores, 
dado que el cumplimiento de lo pactado y su forma de implementación — 
reducción de emisiones de CO2 para no sobrepasar el aumento de 2 *C en la 
temperatura media— dependen de la buena voluntad de cada país firmante. No 
hubo planteos concretos tendientes a combatir los subsidios que alientan el uso 
de combustibles fósiles o para dejar en el subsuelo el 80% de todas las reservas 
conocidas de estos combustibles, como recomiendan la ciencia y la Agencia 
Internacional de la Energía, entidad que no tiene nada de ecologista. No se 
cuestiona el crecimiento económico y tampoco se pone en entredicho el sistema 
de comercio mundial, que esconde e incluso fomenta multiplicidad de causas de 
los graves problemas socioambientales que padecemos. Sectores altamente 
contaminantes como la aviación civil y el transporte marítimo, que acumulan 
cerca del 10% de las emisiones mundiales, quedaron exentos de todo 
compromiso. Tampoco se afectaron las leyes del mercado financiero 
internacional que, sobre todo vía especulación, constituye un motor de 
aceleración inmisericorde de todos los flujos económicos más allá de las 
capacidades de resistencia y de resiliencia de la Tierra. Y tampoco existen 
compromisos orientados a facilitar la transferencia de tecnologías destinadas a 
fomentar la mitigación y la adaptación a los cambios climáticos en beneficio de 
los países empobrecidos. 


El Acuerdo de París abre aún más las puertas para impulsar falsas soluciones en 
el marco de la economía verde, que se sustenta en la continua e incluso ampliada 
mercantilización de la naturaleza. Con el fin de lograr un equilibrio de las 
emisiones antropogénicas, los países podrán compensarlas a través de 
mecanismos de mercado que involucren bosques u océanos, o bien alentando la 
geoingeniería o los métodos de captura y almacenaje de carbono. Para financiar 
todos estos esfuerzos se establece un fondo de cien mil millones de dólares 
anuales a partir de 2020, al que buscan aplicar no pocos países periféricos. 


Como cabía esperar, la última COP 25, realizada en diciembre de 2019, concluyó 
en un nuevo fracaso. Recordemos que se llevó a cabo en Madrid y no en la sede 
originalmente prevista, Santiago de Chile, debido a las protestas sociales que 
sacudían a ese país. La cumbre no arribó a ningún consenso y una vez más hubo 
que aplazar el desarrollo del artículo del Acuerdo de París referido a los 
mercados de CO?2. 


Entre el negacionismo y la toma de conciencia 


El escenario actual es paradójico. Por un lado, las investigaciones realizadas 
muestran los vasos comunicantes entre sectores ultraliberales, un puñado de 
científicos y empresas petroleras con estrategias para negar los efectos del 
calentamiento global y el papel que desempeñan las actividades humanas. Por 
otro lado, la evidencia científica existente es incontestable. Ya nadie puede poner 
en duda el origen antrópico del cambio climático ni sus consecuencias sobre la 
vida en el planeta. Lo único que puede haber son desacuerdos acerca del 
horizonte temporal, puesto que la velocidad o el ritmo de estos cambios no se 
pueden prever del todo. 


Sin embargo, pese al consenso científico sobre el tema y al descrédito de las 
posiciones negacionistas y sus oscuros financiamientos, en los últimos años estas 
posiciones han alcanzado impactantes triunfos políticos de la mano de las 
derechas y los neofascismos emergentes. Donald Trump, actual presidente de los 
Estados Unidos, el país más poderoso del planeta; su par Jair Bolsonaro en 
Brasil, también potencia global y el país más influyente en América del Sur; 
Scott Morrison, primer ministro de Australia, uno de los países con mayor huella 
ecológica del planeta, son algunos de los exponentes más radicales de esta 
tendencia. No es casual que en estos países se hayan desatado devastadores 
incendios forestales debido al desfinanciamiento de las políticas ambientales y el 
recrudecimiento de las medidas favorables a los combustibles fósiles y la 
deforestación. El caso más reciente es Australia, donde los incendios de enero de 
2020 arrasaron con la vida de cerca de mil millones de animales, muchos de 
ellos marsupiales únicos en el planeta, y mostraron la ausencia del Estado en una 
de las mayores catástrofes ecológicas de los tiempos recientes (Aizen, 2020). 


Este escenario, en el que convergen la derechización política y la ceguera 
ambiental, está asociado a las profundas transformaciones económicas y sociales 
ocurridas en las últimas décadas, que expresan un deslizamiento político- 
ideológico de las clases subalternas que hoy repudian las consecuencias de una 
globalización desigual. En Europa, cada proceso eleccionario se ha convertido 
en una suerte de test general sobre el destino de la Unión Europea, que, por un 
lado, enfrenta a una extrema derecha que reclama el rechazo del euro, la 


implementación de políticas proteccionistas y la expulsión masiva de migrantes, 
y por otro lado, todavía sostiene un establishment de centro y socialdemócrata 
que aboga por la continuidad, a partir de la defensa del statu quo, del libre 
comercio y la moneda europea. 


En las últimas décadas, en los Estados Unidos, el negacionismo climático 
ahondó las diferencias entre demócratas y republicanos en aspectos tan nodales 
como la regulación ambiental. La emergencia del Tea Party produjo una 
radicalización por derecha del Partido Republicano y profundizó aún más la 
brecha entre los dos partidos tradicionales. En este contexto, como afirma 
Edgardo Lander, la política del expresidente Barak Obama (2008-2016) dejó un 
saldo ambivalente. Por un lado, incrementó la producción petrolera en un 88% e 
impulsó el fracking, una energía extrema cuyos impactos sobre el territorio, el 
ambiente y la salud están más que probados. La expansión de energías extremas 
no solo significó un retroceso en la agenda global para la ya difícil transición 
energética, también reconfiguró el tablero geopolítico global. Por otro lado, 
Obama planteó una serie de políticas públicas ligadas a la eficiencia energética, 
la reducción de emisiones de vehículos automotores y el Plan de la Energía 
Limpia. Sostuvo también la prohibición de la explotación hidrocarburífera en las 
costas de Alaska y en parte importante de la costa atlántica del país. En esa 
misma línea propició la firma del Acuerdo de París en una iniciativa conjunta 
con China, y en uno de sus últimos actos de gobierno vetó el proyecto de ley que 
autorizaba el polémico oleoducto de Keystone (Lander, 2019: 147). 


La victoria de Trump en las elecciones presidenciales cambió de manera radical 
la política ambiental del país y añadió nuevos obstáculos al escarpado camino 
hacia la transición pos combustibles fósiles. El retroceso es enorme y los daños a 
nivel global, incalculables. Es probable que algunos hayan pensando que el 
populismo vocinglero de Trump y su ideología de extrema derecha no pasarían 
de un puñado de declaraciones altisonantes. Pero la agenda corporativa que se 
había construido con los años, al calor de la negación del cambio climático, 
encontró en él a su gran paladín. Trump no solo flexibilizó la legislación 
ambiental existente, sino que impulsó su desmantelamiento. En efecto, en 
términos de políticas domésticas, el respaldo presidencial a las empresas de 
combustibles fósiles se tradujo en un rápido desmontaje de las regulaciones 
ambientales, que habían tardado décadas en instalarse. En el primer día de su 
mandato anunció que el plan de acción ambiental de Obama sería eliminado por 
“dañino e innecesario”. Y dio instrucciones de revisar todas las regulaciones que 
pudieran limitar la producción de energía. Fueron más de ochenta medidas que 


erosionaron la regulación ambiental existente. Es más: el concepto de “cambio 
climático” desapareció de las declaraciones gubernamentales, como si jamás 
hubiera existido. La regresión en materia ambiental terminó de consumarse en 
junio de 2019, cuando el titular de la Agencia de Protección Ambiental (EPA, 
por sus iniciales en inglés), el exlobista de la industria del carbón Andrew 
Wheeler, firmó “una norma que niega la autoridad del gobierno federal para 
imponer límites nacionales a las emisiones contaminantes y otorga a los Estados 
la competencia de determinar si las plantas existentes requieren mejoras para 
garantizar su eficiencia”.[24] 


La nueva política estadounidense tuvo efectos perniciosos incluso sobre la Unión 
Europea, el continente más avanzado en legislación ambiental. En 2015 la UE se 
había comprometido a aumentar en 27% las energías renovables (reduciendo el 
uso de combustibles fósiles), pero en una reunión celebrada en diciembre de 
2017 los ministros de Medioambiente acordaron disminuir ese procentaje al 
24,3%. Asimismo, decidieron mantener los subsidios a las industrias de energías 
fósiles hasta 2030, no hasta 2020 como se había establecido con anterioridad. 


Trump encontró un émulo latinoamericano en la figura de Jair Bolsonaro, 
presidente electo de Brasil desde 2019. El vertiginoso ascenso de Bolsonaro 
recolocó a América Latina en el escenario político global, en consonancia con la 
expansión de los partidos antisistema y de la mano de una extrema derecha 
xenófoba, antiglobalista y proteccionista. En un contexto antiprogresista, la 
extrema derecha brasileña surgió como una de las ofertas disponibles y puso en 
el centro de la agenda —escándalos de Odebrecht mediante— un discurso 
anticorrupción. Este discurso generó una cadena de equivalencias con otras 
demandas de la población, desde las que involucraban la defensa de la familia 
tradicional amenazada por el Estado, las críticas al garantismo, el desprecio por 
el ambientalismo y las políticas de derechos humanos, el rechazo hacia los 
pueblos originarios y el cuestionamiento a la llamada “ideología de género” y la 
diversidad sexual, hasta aquellas que habilitaban la defensa de la dictadura 
militar o la justificación de la tortura. 


La política de Bolsonaro se tradujo en una declaración de guerra a los pueblos 
indígenas a través del desmantelamiento de la Fundación Nacional Indígena, 
principal institución dedicada al sector, y en la decisión de transferir la 
competencia sobre identificación, delimitación y demarcación de tierras 
indígenas al Ministerio de Agricultura, institución que está en manos de los 
sectores ruralistas, opositores sistemáticos al reconocimiento de los derechos de 


esos pueblos (Lander, 2019: 159). Las políticas favorables a los sectores de 
agronegocios y los grandes ganaderos se hicieron sentir en la Amazonía, como 
lo muestran los incendios forestales de agosto de 2019 —casi el triple de los 
ocurridos el mismo mes del año anterior— que arrasaron con millones de 
hectáreas y destruyeron vidas, biodiversidad y territorios. Un verdadero 
ecocidio/terricidio instrumentado desde el Estado. 


En Australia las últimas elecciones nacionales le dieron el triunfo a Scott 
Morrison, líder del Partido Liberal, quien se convirtió en una figura política 
cuando en 2017 llevó un pedazo de carbón al Parlamento para pasárselo a sus 
compañeros de recinto. “No te asustes”, les decía, “No tengas miedo”. Bill 
McKibben, fundador de la organización 350.org, señala en su artículo “¿Qué 
pasaría si Australia fuera un planeta?” que si realmente fuese un planeta, 
rápidamente destruiría su clima por sí sola, y no podría responsabilizar por ello a 
nadie más que a sus propios políticos (como Morrison) susbsidiados por las 
industrias de combustibles fósiles, sus políticas extractivistas y la acción de los 
medios de comunicación negacionistas (McKibben, 2020). 


En paralelo a estas políticas terricidas, y ante la ausencia de medidas reguladoras 
desde los Estados que involucren la reducción de las emisiones de GEL, ha 
cobrado fuerza un movimiento que impulsa la desinversión en combustibles 
fósiles para avanzar en las energías renovables. Uno de los mentores de este 
poderoso movimiento es la citada organización 350.org. Al respecto, la 
periodista ambiental Marina Aizen afirma que: 


Empezó en los campus universitarios de los Estados Unidos e Inglaterra para que 
las instituciones académicas, que manejan copiosos fondos, sacaran su dinero de 
activos del petróleo, del gas y del carbón. Parecía entonces solo una quimera de 
las organizaciones que estaban detrás de esta movida, como 350.org, que las 
energías fósiles pudieran parecer tóxicas. Pero, rápidamente, empezó a suceder. 
El primer batacazo lo dio, en 2014, el fondo de los hermanos Rockefeller, cuyo 
origen —paradójicamente— fue el petróleo. El año pasado, el Banco Central de 
Noruega le recomendó al sistema de pensiones deshacerse totalmente de esos 
activos. Numerosos fondos con miles de millones se han retirado de ese negocio. 
Así lo anunció el Banco Mundial (Aizen, 2018, 2015). 


Este cambio de paradigma comenzó a calar fuerte en ciertos ámbitos del 
establishment vinculados a la dinámica del capital, y algunos ya hablan de los 
combustibles fósiles como “activos obsoletos”, concepto que se refiere a la 
devaluación de las energías fósiles ante el imperativo de la transición energética 
y el riesgo de que pronto se conviertan en “activos inservibles”.[25] 


Estas medidas concretas de desinversión se conjugan con otros proyectos de 
gran envergadura que apuntan a poner en marcha un “Green New Deal”, 
popularizado por la diputada demócrata Alexandria Ocasio Cortez en los Estados 
Unidos. Aunque tiene varias versiones, en lo que respecta a la lucha contra el 
cambio climático el Green New Deal de Ocasio Cortez propone descarbonizar la 
economía estadounidense en diez años, apostar a las energías renovables, los 
medios de transporte limpios —incluidos aviones y barcos, donde los cambios son 
más lentos que con los automóviles— y adaptar la industria, la agricultura y la 
construcción a los nuevos estándares de consumo. También busca ampliar y 
mejorar las infraestructuras, acondicionar los edificios existentes y expandir los 
bosques”.[26] 


En su último libro, El Green New Deal global (2019), el economista Jeremy 
Rifkin se hace eco del movimiento de desinversión en combustibles fósiles, que 
crece dentro del establishment y se expande en diferentes ciudades y países ante 
la necesidad de una transición energética. Inspiradas en la encíclica Laudato Si”, 
instituciones católicas de distintas partes del mundo retiraron sus inversiones en 
combustibles fósiles; este fue el mayor anuncio de desinversión por parte de una 
organización religiosa. Se trata de casi 600 instituciones, con un valor conjunto 
de más de 3400 billones de dólares.[27] Según el último informe de 350.org, 
publicado en septiembre de 2019, la desinversión saltó de 52 000 millones de 
dólares en 2014 a más de 11 billones, un aumento sorprendente del 2000%. Este 
movimiento es tan fuerte que en Australia el primer ministro Scott Morrison 
piensa proponer una ley que vuelva ilegales las presiones de los activistas a los 
bancos para que dejen de otorgar créditos para el desarrollo de combustibles 
fósiles (McKibben, 2020). Pese a todo, las inversiones globales en energías 
limpias están en su punto más bajo de los últimos seis años, mientras las 
emisiones de combustibles fósiles han alcanzado su punto más alto.[28] 


Algunos espíritus se abren a la necesidad de un cambio radical ante la 
experiencia cotidiana de la catástrofe anunciada. Rifkin consigna que, incluso en 
los Estados Unidos, el número de negacionistas o escépticos del cambio 
climático se ha reducido de manera considerable a raíz de las sucesivas 


catástrofes ambientales que afectan al país, desde huracanes e inundaciones 
hasta olas de calor e incendios devastadores. Según encuestas realizadas en 
diciembre de 2018, el 73% de los estadounidenses consideran que el cambio 
climático está en marcha (un 10% más que en 2005) y casi la mitad (46%) dice 
haber vivido experiencias ligadas al cambio climático, un 15% más que en 2015 
(Rifkin, 2019a: 9-10). 


Hacia la sociedad en movimiento y el protagonismo de los jóvenes 


Cabría preguntarse a qué nos referimos cuando hablamos de movimientos para 
la justicia climática. Como sostiene Martínez Alier (2020), “Para que haya un 
movimiento no hace falta una organización. Es erróneo buscar la presencia del 
movimiento global de justicia ambiental en los cambiantes nombres de las 
organizaciones antes que en las acciones locales con sus formas diversas y en sus 
expresiones culturales”. 


El movimiento por la justicia ambiental y climática comparte el ethos de los 
movimientos alterglobalización, de los cuales forma parte. La acción directa y lo 
público, la vocación nómade por el cruce social y la multipertenencia, las redes 
de solidaridad y los grupos de afinidad aparecen como piedra de toque en el 
proceso siempre fluido y constante de construcción de la identidad. En cuanto 
movimiento de movimientos, sus formas son plurales y adoptan diferentes 
niveles de involucramiento y acción, que van desde grandes y pequeñas 
organizaciones que desarrollan una persistente tarea militante y registran 
continuidad en el tiempo, hasta otras más fluidas y transitorias como redes o 
alianzas surgidas con el objetivo de realizar una determinada acción y que luego 
se disuelven o quedan en estado de latencia. Así, el movimiento para la justicia 
ambiental y climática incluye desde organizaciones de base (colectivos 
ecologistas y feministas, movimientos socioambientales locales y culturales, 
ONG ambientalistas, organizaciones de pueblos originarios); redes de 
organizaciones y movimientos sociales nacidos como instancias de coordinación 
para realizar acciones de protesta puntuales, específicas y simultáneas en 
diferentes partes del mundo (ya sea ante la OMC, la COP o el Foro de Davos) y 
protestas de jóvenes en forma de “huelgas climáticas” como las que promueven 
Fridays for Future y Jóvenes por el Clima, hasta movilizaciones espontáneas, 
algunas de carácter masivo y transversal, que denuncian la inacción de los 
gobiernos ante los crímenes ambientales (como sucedió en Brasil y otras partes 
del mundo en relación con los múltiples incendios de la Amazonía e incluso en 
Australia, donde miles de manifestantes, sobre todos jóvenes, marcharon en 
enero de 2020).[29] 


Puede suceder que algunas de estas acciones, pese a su masividad, se agoten en 


la dimensión cultural-expresiva y no alcancen dimensión política. Pero ante la 
envergadura de la crisis climática, las movilizaciones adquieren contornos 
sociales y participativos cada vez más amplios y transversales e incluyen a 
amplios sectores de la ciudadanía que toman conciencia de la gravedad de la 
crisis y la necesidad de exigir políticas activas urgentes y transformadoras. 
Estamos ante la emergencia de un nuevo activismo climático, muy vinculado a la 
juventud, que desborda cualquier organización de base y apunta a conformar, 
antes que un movimiento social, una sociedad en movimiento. 


En 1988, la tapa de la revista Times mostraba un globo terráqueo atado con 
varias vueltas de soga y un colorido atardecer como fondo bajo el sugestivo 
título “Planeta del año: la Tierra en peligro de extinción”. Treinta y un años 
después, en diciembre de 2019, la portada de la revista publicaba el rostro de la 
joven sueca elegida como “la persona del año”, con el subtítulo “Greta 
Thunberg, el poder de la juventud”. Greta fue la persona más joven en aparecer 
en la portada de la conocida revista. O, en palabras de los editores: “Si bien la 
revista tiene un largo historial en el reconocimiento del poder de la juventud, 
nunca antes había elegido a una adolescente”. 


En términos de activismo climático, muchas cosas cambiaron desde el Acuerdo 
de París hasta la cumbre de Madrid, muchas de ellas vinculadas con la irrupción 
de los jóvenes que asumieron el protagonismo del movimiento por la justicia 
climática. Ya dijimos que en 2015 la gran estrella de la contracumbre parisina 
fue la escritora canadiense Naomi Klein, que acababa de publicar Esto lo cambia 
todo. El capitalismo contra el clima. En diciembre de 2019, en Madrid, la figura 
insoslayable fue Greta Thunberg, la adolescente sueca que dos años atrás había 
iniciado una cruzada contra el cambio climático. 


En agosto de 2018, luego de varias olas de calor e incendios forestales que 
convirtieron el apacible verano sueco en un infierno, una jovencita de aspecto 
frágil lanzó la primera “huelga estudiantil por el clima”. Con apenas 14 años y 
afectada por el síndrome de Asperger, Greta Thunberg dejó de asistir a clases 
para plantarse todos los días frente al Parlamento y denunciar los riesgos de la 
inacción de las élites políticas y económicas ante el acelerado cambio climático. 
Su perseverancia, su obstinación y la impactante crudeza de sus declaraciones la 
hicieron célebre de la noche a la mañana. Su llamado dio la vuelta el mundo y 
encontró eco en miles de adolescentes y jóvenes que —unidos en el movimiento 
Fridays for Future— se pusieron a la cabeza del movimiento global por la justicia 
climática. 


Las palabras de Greta poseen una fuerza dramática inusual, en sintonía con la 
gravedad de la hora. “No quiero que tengan esperanza, quiero que entren en 
pánico. Quiero que sientan el miedo que yo siento todos los días y luego quiero 
que actúen”, les dijo a los líderes del Foro Económico Mundial reunidos en 
Davos en enero de 2019. “Todo esto está mal. Yo no debería estar aquí. Debería 
estar de vuelta en la escuela, al otro lado del océano. Sin embargo, ¿ustedes 
vienen a nosotros, los jóvenes, en busca de esperanza? ¿Cómo se atreven?”. 
“Estamos en el comienzo de una extinción masiva. Y de lo único que pueden 
hablar es de dinero y cuentos de hadas de crecimiento económico eterno. ¿Cómo 
se atreven?”. “Me han robado mis sueños y mi infancia con sus palabras vacías. 
Y, sin embargo, soy de los afortunados”, dijo en septiembre de ese año en Nueva 
York, en la cumbre de Jóvenes por el Clima de la ONU. 


En su paso por la COP 25 en Madrid, Greta se rodeó de activistas, sobre todo 
indígenas, y de científicos estudiosos del cambio climático. A la hora de hablar 
ante los políticos y observadores tradicionales, evitó la emoción y las frases 
contundentes para apelar a los datos científicos sobre la situación del clima. Su 
lema fue, más que nunca: “Escuchen a los científicos”. 


El “efecto Greta Thunberg” se tradujo en el lanzamiento de las huelgas globales 
contra el cambio climático, cuyo impacto y masividad sorprendieron a propios y 
extraños. Durante la segunda huelga global, el 15 de marzo de 2019, más de 1,4 
millones de jóvenes se manifestaron en 125 países y 2083 ciudades. En la 
tercera, el 20 de septiembre de ese mismo año, fueron 4 millones en 163 países, 
entre ciudades del Norte y del Sur. La convocatoria de Greta y, por extensión, la 
acción de los nuevos movimientos por la justicia climática, pusieron en 
evidencia el fracaso de los grandes objetivos que se había trazado la humanidad 
casi medio siglo atrás, al inaugurar la era de las cumbres climáticas globales. En 
primer lugar, el fracaso del llamado “desarrollo sustentable o sostenible” como 
nuevo paradigma, vaciado de todo contenido transformador y sacrificado en los 
altares del capitalismo y del libre mercado. En segundo lugar, el quiebre del 
pacto intergeneracional que, desde la época de las primeras cumbres, buscaba 
garantizar el derecho de las futuras generaciones a una herencia adecuada que les 
permitiera un nivel de vida no inferior al de la generación actual. 


¿Pueden tener vuelta atrás estos quiebres? Todo depende de las decisiones 
políticas que las élites políticas y económicas adopten a nivel global en el corto 
plazo. No más de una década, esta que acaba de comenzar. Como expresa una 
carta firmada por más de once mil científicos de todo el mundo: “La crisis 


climática ha llegado y va mucho más rápido de lo que la mayoría de los 
científicos esperaba. Es más severa que lo previsto, amenaza los ecosistemas 
naturales y el destino de la humanidad”. El tiempo es poco y los desafíos 
requieren audacia y rigor, pues “las reacciones en cadena climática pueden 
causar alteraciones significativas en los ecosistemas, las sociedades y las 
economías, que podrían hacer que grandes áreas de la Tierra se vuelvan 
inhabitables”.[30] Una solución urgente requeriría no solo una reducción 
drástica de la emisión de gases de efecto invernadero, sino también una 
disminución en el metabolismo social, lo cual implicaría menos consumo de 
materia y energía. 


Sobre la participación cada vez más amplia de la sociedad civil y las 
características del movimiento de justicia climática, cabe preguntarse: ¿se trata 
de un movimiento de movimientos o estamos ante la emergencia de la sociedad 
en movimiento, comparable a la potencia femenina que vislumbramos cada vez 
que se movilizan los poderosos colectivos de mujeres contra el patriarcado y la 
violencia de género? 


En suma, el movimiento por la justicia climática es hijo de los movimientos 
pacifistas y ecologistas de los años ochenta, pero sobre todo de los más recientes 
y más comprometidos en la lucha contra todo tipo de desigualdad y contra las 
diversas formas de dominación neocolonial, racista y patriarcal. Es hijo de las 
luchas del Sur contra el neoextractivismo y de las masivas movilizaciones 
feministas que recorren el mundo. Los tiempos se han acortado de modo 
indefectible. Pese a las continuas manifestaciones en todo el mundo y al 
creciente protagonismo de los jóvenes, la brevedad es tanta que podríamos 
medirla con un reloj de arena. La radicalidad requerida en las posiciones y 
demandas es tanta que no basta con organizar movilizaciones que vehiculicen 
desde abajo las dimensiones expresivas de la lucha o se autolimiten al legitimar 
las tibias reformas que priorizan las leyes del mercado (bonos de carbono, entre 
otras). 


El mensaje es cada vez más rotundo, como manifiestan los jóvenes, que son los 
verdaderos protagonistas de esta hora crucial: para generar cambios reales no 
solo es necesario desarrollar la dimensión expresiva, sino también avanzar desde 
abajo en la confrontación colectiva con el poder global y sus manifestaciones 
locales y territoriales, de modo que las decisiones sobre el futuro del planeta y de 
la humanidad no continúen secuestradas por una reducida élite política y 
económica que atenta contra el tejido de la vida. Para avanzar en una dirección 


transformadora, hacia una sociedad posfósil que plantee una transición justa y 
sustentable, la dimensión emancipatoria desde abajo debe activar la dimensión 
reguladora de los Estados en todos sus niveles. 


[3] Véase “La lucha no debe ser contra el “cambio climático” sino contra el 


“terricidio””, entrevista de Lucía Cholakian Herrera a Moira Millán, Nodal 
24/10/2019, disponible en <www.publico.es>. 


[4] La mejor introducción y síntesis de debates sobre el Antropoceno puede 
encontrarse en Fressoz y Bonneuil (2013). Veáse también Svampa (2019). 


[5] El IPCC es un órgano intergubernamental que proporciona una base 
científica a los gobiernos, a todos los niveles, para formular políticas 
relacionadas con el clima, y sirve de apoyo para las negociaciones de la 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Clima y la Convención Marco de 
las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (CMNUCC). 


[6] “El año 2019 cierra una década de valores excepcionales de calor y 
fenómenos meteorológicos de efectos devastadores a escala mundial”, 
disponible en <www.public.wmo,int>. 


[7] Hemos desarrollado estos temas en Svampa (2016: parte l, cap. 2). 


[8] En aquella ocasión, los activistas latinoamericanos presentes en la Cumbre 
convencieron a Fidel Castro de utilizar el concepto en la conferencia oficial, 
aunque Virgilio Barco, entonces presidente de Colombia, ya lo había usado en la 
ceremonia de final de curso en el Massachusetts Institute of Technology en junio 
de 1990 (Borrás, 2016-2017: 102). 


[9] “Los seis gases de efecto invernadero considerados son: dióxido de carbono 


CO2), gas metano (CH4) y óxido nitroso (N20 los otros tres son gases 


industriales fluorados, hidrofluorocarburos (HFC), perfluorocarbonos (PEC) y 
hexafluoruro de azufre (SF6 )”. Véase Protocolo de Kioto, disponible en 
<www.ecointeligencia.com>. 


[10] El mecanismo de desarrollo limpio y el de aplicación conjunta son 
estrategias de flexibilidad del Protocolo de Kioto, destinadas a reducir las 
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en sintonía con la tesis del crecimiento indefinido. 


2. De lo global a lo regional y lo local 


La Argentina como laboratorio a cielo abierto 


Introducción 


Pensar el Antropoceno como diagnóstico de crisis requiere el análisis de las 
dinámicas actuales de desarrollo que promueven tanto los países centrales como 
los periféricos, dependientes a nivel local y territorial. En esta línea resulta 
interesante la lectura del historiador Jason Moore, quien plantea una 
periodización que va más allá de la Revolución Industrial, a la que entronca con 
una visión de larga duración sobre los procesos de despliegue del capital. 


En sentido amplio —el Antropoceno— va más allá de la máquina de vapor y 
entiende que el primer paso en esta industrialización radical del mundo empezó 
con la transformación del medio ambiente global en una fuerza de producción 
para crear algo a lo que llamamos la economía moderna y que es mucho más 
grande de lo que puede contener el término economía (Moore, 2013). 


Moore afirma que la expansión de la frontera de mercancías —que “se refiere a 
espacios de mínima mercantilización/máxima apropiación y a las 
contradicciones derivadas de las presiones recurrentes emitidas”-— es un factor 
clave. Considera que el desarrollo del capitalismo entre 1450 y 1750 marcó el 
patrón para lo que vino después, en la medida en que el desplazamiento de 
mercancías impulsó el desplazamiento de poblaciones y no a la inversa. Los 
ciclos del capital, marcados por la expansión de la frontera de mercancías, 
generaron un modelo histórico-geográfico basado en la apropiación rápida y la 
expansión y la diversificación geográficas una vez agotado el recurso. “¿Se 
agota la tierra? Nos movemos a la frontera. Este era el lema que aparecía en el 
escudo de armas del capitalismo temprano”. De modo que la crisis actual debe 
ser leída como un proceso de larga duración en el que toman forma nuevas 
maneras de ordenar la relación entre los humanos y el resto de la naturaleza. 
Moore establece una conexión dialéctica entre modo de producción y modo de 
extracción (capitalización y apropiación), mediante la cual el capitalismo se 
adueña de recursos regionales —que enseguida agota— y termina por forzar una 


expansión geográfica renovada. 


Ese capitalismo que impulsa de manera constante la expansión de la frontera 
termina por toparse con sus límites, que marcan el fin de los recursos baratos. 
Eso quiere decir que “la gran frontera ya está cerrada o está por cerrarse”. Esas 
fronteras para la acumulación del capital y el crecimiento, al calor del 
neoliberalismo a escala global, son también límites planetarios. Así, para 
analistas como Elmar Altvater, la actual no sería una crisis más del capitalismo — 
por otra parte recurrentes en su historia—, sino una crisis socioecológica que pone 
de manifiesto los límites del planeta y por ende marca también los límites del 
capitalismo.[31] 


De la mano de la OMC y la nueva arquitectura comercial mundial, esta 
embestida cada vez más intensa del capital se traduce en la mercantilización de 
todos los factores de producción: el agua, los bosques, las semillas, la vida 
misma y su posibilidad de reproducción social se ven amenazados. El avance de 
la mercantilización se ve reflejado en la expansión de las fronteras territoriales a 
través de múltiples modelos de desarrollo insustentable a gran escala, que 
conjugan la rentabilidad extraordinaria con la destrucción de territorios y la 
desposesión de poblaciones. En suma, lo que aparece con carácter global 
(sobrecalentamiento planetario) debe conectarse con dinámicas territoriales 
locales y regionales específicas: la expansión de las fronteras petrolera y minera, 
los monocultivos y el avance de la ganadería intensiva, la expansión de las 
fronteras forestal y pesquera y la construcción de megarrepresas son la expresión 
directa de esta lógica mercantilizadora del capital que reconfigura territorios, 
desplaza poblaciones y destruye ecosistemas mientras nos conduce a paso 
acelerado al terricidio. 


En la primera parte de este capítulo nos dedicaremos a explorar la expansión de 
las fronteras del capital en América Latina y en la Argentina, y en la segunda 
daremos cuenta de las consecuencias de la crisis climática y la conflictividad 
socioambiental para nuestro país. Sostendremos que existe una conexión directa 
entre la crisis climática y los modelos de desarrollo insustentable que se 
expanden en la Argentina: que el neoextractivismo, como la crisis climática, 
tiene dimensiones globales, locales y territoriales. 


La expansión de las fronteras del capital en América Latina 


A fin de estudiar la problemática ambiental y climática, el pensamiento crítico 
latinoamericano acuñó el concepto de neoextractivismo, una categoría analítica 
de gran potencia descriptiva y explicativa, y además dotada de un carácter de 
denuncia y un fuerte poder movilizador. El extractivismo recorre la ya larga 
memoria de América Latina y define un patrón de acumulación asociado al 
nacimiento del capitalismo moderno y a las demandas de las grandes metrópolis. 


En consecuencia, el extractivismo no es una fase más del capitalismo ni tampoco 
un problema de economías subdesarrolladas vinculado a la estructura colonial de 
nuestros territorios. Abundante y generosa en recursos naturales, nuestra región 
se reconfiguró una y otra vez en los sucesivos ciclos económicos, impuestos por 
la dinámica del capital y la división internacional del trabajo, a través de la 
expansión de las fronteras de las mercancías. Reconfiguración que a nivel local 
implicó grandes contrastes entre rentabilidad extraordinaria y extrema pobreza, 
así como una gran pérdida de vidas humanas y degradación de territorios 
convertidos en zonas de sacrificio. Potosí, en Bolivia, marcó el nacimiento de un 
modo de apropiación de la naturaleza a gran escala y de un modo de 
acumulación colonial caracterizado por la exportación de materias primas y por 
un esquema de inserción subordinada en la economía mundial. Especialización 
interna y dependencia externa consolidaron lo que el venezolano Fernando 
Coronil acertó en llamar “sociedades exportadoras de naturaleza”. 


La historia del extractivismo en la región no es lineal; aparece atravesada por los 
sucesivos ciclos económicos, dependientes de las demandas del mercado 
mundial, y por los procesos de afirmación del Estado nacional —sobre todo a 
mediados del siglo XX-— caracterizados por el control nacional de la renta 
extraordinaria (del “excedente infecundo”, como decía René Zavaleta Mercado), 
sobre todo de sectores como el petróleo y la minería. Sin embargo, este 
desarrollismo marcado por la posibilidad de captación de la renta por el Estado 
alimentó también un peculiar imaginario social sobre la naturaleza 
latinoamericana y sus bondades. Al calor de los sucesivos booms de los 
commodities se instaló poco a poco una visión eldoradista, expresada en la idea 
de que, gracias a la convergencia entre abundancia de recursos o riquezas 


naturales y oportunidades brindadas por los mercados internacionales, sería 
posible lograr una vía rápida al desarrollo. 


¿Qué es lo novedoso entonces en el nuevo ciclo extractivista, tanto en su 
dimensión global como para la región latinoamericana? A nivel global asistimos 
a una mayor expansión de la frontera de los commodities, producto del aumento 
del metabolismo social del capital. El modelo de consumo asociado al 
capitalismo avanzado exige, para poder mantenerse, una mayor cantidad de 
materias primas y energías. Esto a su vez impulsa el incremento del metabolismo 
social y trae aparejada una mayor presión sobre los bienes naturales y los 
territorios.[32] Como señalamos, esto conlleva una crisis socioecológica de 
proporciones planetarias que se hace visible en la crisis climática, un punto 
límite que nos diferencia de las generaciones anteriores en cuanto a la emisión 
de gases de efecto invernadero y por ende, en cuanto a la posibilidad de 
mantener y expandir modelos de desarrollo basados en la extracción y la 
explotación de bienes naturales. El efecto es recurrente: la radicalización de la 
lógica capitalista neoliberal, ilustrada por la conjunción entre financiarización de 
la economía y dinámicas geopolíticas, la escasez cada vez mayor de recursos 
naturales y el agravamiento acelerado de la crisis climática impulsan el aumento 
desmedido del precio de los commodities, lo cual potencia a nivel local y 
regional la dinámica neoextractivista en los territorios, en todos sus formatos, 
avaladas por políticas públicas, mientras se multiplican los desastres 
ambientales. Esto da como resultado lo que en otros trabajos denominamos el 
“consenso de los commodities” (Svampa, 2013), que en América Latina muestra 
la convergencia de gobiernos neoliberales, conservadores y progresistas en 
términos de políticas extractivistas, como asimismo la instalación de una 
clausura o un punto ciego a partir de la idea de que no existirían alternativas a 
este tipo de desarrollo. 


En América Latina, la presión sobre los bienes naturales es creciente. A partir de 
2002, el sector de la minería experimentó un auge inédito debido al aumento 
creciente del precio internacional de los metales y a la liberalización de los 
marcos reguladores en los años noventa, que concedió enormes exenciones a las 
grandes compañías mineras. Según datos de Cepal, nada menos que trece países 
de la región están entre los quince primeros puestos como productores mundiales 
de minerales.[33] La presión y la demanda de recursos mineros a nivel global 
llevaron a las empresas a extraer minerales dondequiera que los encontraran: 


La minería no respeta zonas protegidas, sitios arqueológicos o sagrados, 
asentamientos humanos, glaciares, nacientes de agua, cabeceras de cuencas ni 
ecosistemas frágiles. Incluso se ha comenzado a explotar minería bajo el mar y 
las muestras obtenidas fuera de la Tierra son analizadas con la esperanza de 
encontrar materiales explotables más allá de los límites terrestres (Padilla, 2012: 
38). 


Algo parecido sucede con el modelo alimentario a gran escala, que tiene 
enormes impactos sobre nuestra salud y sobre la vida de animales, plantas y 
campos. Se trata de un modelo construido por las grandes firmas 
agroalimentarias del planeta, con una fuerte tendencia al monocultivo, cuya 
expansión y consolidación transformó los territorios dedicados tradicionalmente 
a la agricultura, sobre todo en los países periféricos y, por ende, trajo aparejados 
el desplazamiento y la destrucción de otros modos de cultivar y habitar, 
asociados a las economías regionales tradicionales y las comunidades 
campesino-indígenas. 


Los monocultivos construyen poco a poco un modelo insostenible e injusto, 
tanto en términos sociales como geopolíticos, puesto que repercuten sobre las 
poblaciones más vulnerables y acentúan las desigualdades en las sociedades que 
los implementan, además de incrementar la deuda ecológica del Norte global 
hacia las regiones del Sur.[34] 


En toda la región latinoamericana esto se tradujo en un aumento considerable de 
cultivos transgénicos ligados al monocultivo o monoproducción para 
exportación: caña de azúcar, palma aceitera, soja y maíz. La soja se ha extendido 
muy particularmente en el Cono Sur. En 2003, en un recordado aviso publicado 
en los diarios más importantes de la Argentina, Syngenta bautizó “República 
Unida de la Soja” a los territorios unidos de Brasil, Argentina, Uruguay, 
Paraguay y Bolivia. La expansión de la frontera sojera conllevó la 
reconfiguración del mundo rural y la desestructuración de los marcos sociales y 
colectivos previos, a partir del desplazamiento de un modelo de agricultura 
campesina y/o familiar o una economía regional hacia el modelo del 
management, que entiende la tierra como mercancía. 


Solo entre 2000 y 2014 las plantaciones de soja en América del Sur se ampliaron 
en 29 millones de hectáreas, extensión comparable al tamaño de Ecuador. Brasil 
y la Argentina concentran cerca del 90% de la producción regional, si bien la 
expansión más rápida se ha producido en Uruguay, y Paraguay es el país donde 
la soja ocupa mayor superficie en relación con el resto de cultivos: un 67% del 
área agrícola total (Oxfam, 2016: 30). 


El nuevo modelo agrario acentuó aún más las desigualdades. Todos estos 
factores redefinieron la disputa por la tierra. Según el informe de Oxfam (con 
datos de los censos agropecuarios de quince países), “en conjunto en la región, el 
1% de las fincas de mayor tamaño concentra más de la mitad de la superficie 
agrícola. Dicho de otro modo, el 1% de las fincas acapara más tierra que el 99% 
restante”. Colombia es el país más desigual en el reparto de la tierra, donde el 
1% concentra el 81% de las explotaciones agropecuarias. Le sigue Perú, donde 
el 1% concentra el 77% de las fincas; Chile con el 74%; Paraguay con el 71%; 
Bolivia con el 66%; México con el 56%; Brasil con el 44% del territorio agrícola 
para el 1% de las fincas, y la Argentina, donde el 1% de las explotaciones 
concentra el 36%.[35] 


Por otra parte, el afán por mantener una matriz energética ligada a los 
combustibles fósiles, y ante el agotamiento de los recursos hidrocarburíferos 
convencionales y de fácil acceso, provocó la expansión de la frontera 
tecnológica con el objeto de extraer combustibles no convencionales, cuyo costo 
económico es mayor, su rendimiento energético mucho menor que el de los 
convencionales, y sus impactos ambientales y sociosanitarios sumamente 
perjudiciales. Los Estados Unidos reconfiguraron la agenda energética global al 
impulsar como política de Estado la explotación de los hidrocarburos no 
convencionales, mediante el fracking. Esto generó una nueva cartografía de 
conflictos que, a partir de 2012, se trasladó a América Latina, y en particular a la 
Argentina como cabeza de playa del fracking, para extenderse luego a Brasil, 
México y Colombia.[36] 


Algo similar sucede con los grandes proyectos de infraestructura. En el año 
2000, en la región latinoamericana se firmó la cartera de proyectos de 
infraestructura lirsa/Cosiplan (Iniciativa para la Integración de la Infraestructura 
Regional Suramericana/Consejo Suramericano de Infraestructura y Planeamiento 
de Unasur), que abarca transporte (hidrovías, puertos, corredores biocéanicos), 


energía (grandes represas hidroeléctricas) y comunicaciones. Hay que tener en 
cuenta que una de las funciones más importantes de estos proyectos es facilitar 
el transporte de los commodities desde los lugares de extracción hasta los 
puertos exportadores. Entre 2004 y 2014 crecieron de manera exponencial y 
pasaron de 335 proyectos a 579 (Molina Carpio, 2017: 130). En este marco, la 
fiebre por las megarrepresas aumentó y colocó a la región latinoamericana, junto 
con el sudeste asiático, en el epicentro de las inversiones. Si bien Brasil 
encabeza el ranking con 256 grandes represas construidas o en etapa de 
planeamiento, la tendencia se ha expandido a otros países latinoamericanos: de 
las 412 represas en construcción, construidas o propuestas en 2015 en la cuenca 
del Amazonas, 77 están en Perú, 55 en Ecuador, 14 en Bolivia, 6 en Venezuela y 
2 en Guyana (Vidal, 2017). 


Uno de los rasgos más característicos de los proyectos extractivos es el 
gigantismo o la gran escala de los emprendimientos, lo que nos advierte sobre la 
magnitud de las inversiones —se trata de megaemprendimientos capital- 
intensivos— y sobre el carácter de los actores intervinientes —grandes 
corporaciones transnacionales—.[37] En contraste, los megaproyectos no son 
trabajo-intensivos dado que generan escasos empleos directos. Pese al discurso 
oficial, que en todos los países busca inflar de manera exorbitante el empleo 
producido de modo directo por la minería a gran escala, por cada millón de 
dólares invertido se crean apenas entre 0,5 y 2 empleos directos (Colectivo 
Voces de Alerta, 2011). En Perú, país minero por excelencia, esta ocupa apenas 
el 2% de la población económicamente activa (PEA), contra el 23% de la 
agricultura, el 16% del comercio y casi el 10% de las manufacturas (Maquet, 
2013). 


Un rasgo inherente al neoextractivismo es el aumento del conflicto social. A lo 
largo y a lo ancho de América Latina y en toda la geografía de los países del Sur, 
a medida que aumentó la cantidad de proyectos extractivos y se expandieron las 
superficies territoriales intervenidas, los conflictos no han cesado de crecer. El 
ejemplo más elocuente es la minería a gran escala. Cada proyecto desencadena 
un proceso conflictivo que arranca con las actividades de exploración y que no 
finaliza ni siquiera cuando se paraliza momentáneamente ni cuando se agota el 
ciclo de vida del yacimiento, como se verifica en casos emblemáticos de la 
minería como Guanajuato y Zacatecas en México, y Cerro de Pasco, La Oroya o 
Bahía de llo en Perú (Machado Aráoz, 2012). 


No hay país latinoamericano con proyectos de minería en que no haya conflictos 


sociales entre las comunidades y las empresas mineras y el gobierno. Existen 
numerosos espacios colectivos consagrados a la problemática de la megaminería, 
entre ellos, el Observatorio Latinoamericano de Conflictos Ambientales 
(OLCA), creado en 1991, con sede en Chile, y el Observatorio de Conflictos 
Mineros de América Latina (Ocmal), que funciona desde 1997 y articula más de 
cuarenta organizaciones. Según el Ocmal, en 2010 había 120 conflictos mineros 
que afectaban a 150 comunidades; en 2012 ascendían a 161, que incluían 173 
proyectos y 212 comunidades afectadas. En febrero de 2014 los conflictos 
mineros eran 198, con 297 comunidades afectadas y 207 proyectos involucrados. 
En enero de 2017 habían aumentado a 217 e involucraban 227 proyectos y 331 
comunidades. En enero de 2020 eran 275 los conflictos, con 292 proyectos 
involucrados y 233 hechos de criminalización denunciados. La Argentina tiene 
28 conflictos activos; Chile, 49; Perú, 42; Brasil, 26; México, 54; Colombia, 18; 
Ecuador, 9. Asimismo, existen 6 conflictos transfronterizos.[38] 


Otra base importante es el Atlas de Justicia Ambiental (EJAtlas, por sus iniciales 
en inglés), un proyecto en el que participa un equipo internacional de expertos 
procedentes de veintitrés universidades y organizaciones de justicia ambiental de 
dieciocho países, coordinado por los investigadores del Instituto de Ciencia y 
Tecnología de la Universidad Autónoma de Barcelona bajo la dirección del 
reconocido economista y ecologista catalán Joan Martínez Alier. Se trata 
también de un proyecto colectivo en el que participa la sociedad civil. Según el 
EJAtlas, el incremento de los conflictos se produjo a partir de 1997 y en especial 
a partir de 2006-2008. La base del Ocmal muestra un incremento a partir de 
fechas similares (Villegas, 2014: 10-11). 


Así, lo que denominamos neoextractivismo se refiere a un modo de apropiación 
de la naturaleza y un modelo de desarrollo insustentable (o maldesarrollo) 
basado en la sobreexplotación de bienes naturales, en gran parte no renovables, y 
caracterizado por la gran escala y su orientación a la exportación, así como por 
la expansión vertiginosa de las fronteras de explotación hacia nuevos territorios, 
antes considerados improductivos o no valorizados por el capital. El 
neoextractivismo se ha constituido en una ventana privilegiada para leer la 
relación entre régimen político, participación ciudadana y derechos humanos. Al 
compás de la expansión de los conflictos territoriales y socioambientales y sus 
dinámicas recurrentes, tanto los gobiernos conservadores como los progresistas 
han asumido un discurso desarrollista beligerante en defensa del 
neoextractivismo, acompañado por una práctica criminalizadora y una voluntad 
explícita de controlar las formas de participación popular. 


Uno de los resultados ha sido el aumento de la violencia estatal y paraestatal, 
que se visibiliza en el incremento de los asesinatos de activistas ambientales en 
América Latina. En 2016 hubo 200 asesinatos de activistas ambientales en el 
mundo, y el 60% se cometió en América Latina. El año 2017 fue el período con 
más muertes de defensores de la Tierra y el medio ambiente, con un total de 207 
asesinatos, casi cuatro personas por semana; el 60% en Latinoamérica. La 
agroindustria es el sector de negocios más afectado, con 46 asesinatos, mientras 
que las muertes relacionadas con la minería aumentaron de 33 a 40, y otros 23 
asesinatos se asociaron a la tala.[39] 


Visto desde el Sur, el neoextractivismo ofrece una ventana privilegiada para leer 
y sopesar el alcance de la crisis socioecológica y el cambio climático, tanto a 
nivel global como local, desde el ámbito del Estado nación. Los 
neoextractivismos no solo tienen impactos locales y territoriales, sino que 
contribuyen al cambio climático. El avance de la deforestación, la mayor 
emisión de gases de efecto invernadero por cambios en los usos de la tierra y la 
quema de combustibles fósiles sumados a la pérdida de biodiversidad muestran 
que los vínculos entre extractivismo y cambio climático son múltiples. Además, 
todas estas formas de producción y degradación de los ecosistemas son 
responsables del incremento de la emisión de GEI, no solo durante el proceso de 
producción, sino durante el transporte de los bienes. 


Como ya dijimos, el neoextractivismo reenvía también a una lectura en términos 
de crisis de la democracia, esto es, de la relación entre régimen político, 
democracia y respeto de los derechos humanos. Sin licencia social, sin consulta a 
las poblaciones, sin controles ambientales y con escasa presencia del Estado o 
incluso con ella, la tendencia actual es manipular las formas de participación 
popular para controlar las decisiones colectivas. Por otro lado, el aumento de la 
violencia estatal y paraestatal abre la pregunta sobre los vínculos, siempre 
tensos, entre extractivismos y derechos humanos. La ecuación perversa entre “a 
más extractivismo, menos democracia” muestra el peligroso desliz hacia el 
cierre político, vista la creciente criminalización de las protestas 
socioambientales y el ya aludido incremento del asesinato de activistas 
ambientales en todo el mundo, en particular en América Latina. 


Neoextractivismo e insustentabilidad en la Argentina 


Como bien dijera Andrés Carrasco, expresidente del Conicet y uno de los 
investigadores más comprometidos con estos temas, nuestro país es un 
laboratorio a cielo abierto en lo que atañe a los neoextractivismos existentes: 
monocultivo y expansión de la frontera sojera; deforestación y fumigaciones con 
glifosato a gran escala; megaminería a cielo abierto, figura extrema del 
extractivismo y la actividad más resistida en todo el continente; expansión de 
energías extremas, como la explotación de hidrocarburos no convencionales 
(shale y tight gas) a través del fracking; construcción de megarrepresas, y 
expansión del extractivismo urbano en diferentes modalidades. A esto hay que 
sumar las “zonas de sacrificio” ya existentes; esto es, territorios muy 
deteriorados que comprometen la vida humana debido a la existencia de 
cuantiosos pasivos mineros y petroleros y a la profundización de los impactos 
socioambientales y territoriales en los polos industriales y petroquímicos en 
diversos puntos del país. 


Aunque todas estas actividades pueden considerarse extractivistas y altamente 
contaminantes en términos de impacto, cada una posee características propias, 
esto es, un entramado socioeconómico y una historicidad específicos. Veamos 
las características principales de algunas de ellas. 


El corazón del modelo extractivo: el agronegocio 


El agronegocio, y en especial la soja transgénica, es el corazón del modelo 
extractivo argentino. En la actualidad nuestro país se encuentra entre los cuatro 
principales productores mundiales de soja transgénica, con casi 24 millones de 
hectáreas cultivadas.[40] Desde fines de los años noventa, cuando se aprobó la 
soja transgénica, la expansión del agronegocio implicó la reestructuración global 
del sistema agrario tradicional (lógica de ganadores y perdedores), y no obstante 
ello fue muy difícil abrir un debate social, político y ambiental sobre sus 
implicancias. 


El agronegocio en la Argentina se caracteriza por el uso intensivo de 
biotecnologías[41] que cumplen los estándares internacionales (semillas 
transgénicas a través de la técnica de siembra directa), lo cual posicionó a 
nuestro país como uno de los mayores exportadores mundiales de cultivos 
transgénicos. Estas innovaciones implicaron un gran desarrollo del sector 
agroalimentario y un salto en la escala de producción, e incrementaron 
notablemente su peso relativo en las exportaciones y la economía. 


Este modelo agrario se extendió no solo en la región pampeana, sino también en 
las áreas marginales, esto es, en el Norte y Litoral del país, y hoy ocupa 
alrededor de 26 de 33 millones de hectáreas sembradas, de las cuales el 90% está 
dedicado a la soja. La rentabilidad del sector agroalimentario se vio favorecida 
por la salida de la convertibilidad en el año 2002, y por las constantes y 
sucesivas devaluaciones de la moneda local, como asimismo por el boom de los 
precios internacionales de productos primarios y el consenso de los 
commodities. 


El modelo de agronegocios es responsable del mayor problema socioambiental 
de la Argentina, nuestro Chernóbil en potencia. Por otro lado, a diferencia de la 
megaminería, es un modelo más complejo debido a su capacidad para articular 
actores sociales y económicos diferentes y por la red de empleos y servicios que 
genera. Mientras en el sector semillero encontramos a las grandes 
multinacionales (Monsanto, Syngenta, Cargill) y unos pocos grupos económicos 
locales, en el circuito de producción surgieron otros actores económicos, entre 


ellos, los “terceristas” (que cuentan con el equipamiento tecnológico), los 
“contratistas” (suerte de “productores sin tierra” entre los que se incluyen actores 
extraagrarios, como los pools de siembra y los fondos de inversión) y, por 
último, los pequeños y medianos propietarios (muchos de ellos devenidos 
rentistas porque alquilan sus propiedades para el cultivo de la soja). La 
expansión del modelo de agronegocios produjo el surgimiento de organizaciones 
empresariales vinculadas al sector agroindustrial, entre las que se destacan la 
Asociación Argentina de Productores en Siembra Directa (Aapresid) y la 
Asociación Argentina de Consorcios Regionales de Experimentación Agrícola 
(Aacrea), así como organizaciones por cadenas de producción como Maizar 
(maíz), Acsoja (soja), Aagir (girasol), ArgenTrigo (trigo) y ACTA (Asociación 
de Cámaras de Tecnología), que nuclean, entre otros, a los proveedores de 
fertilizantes, agroquímicos y semillas. Estas organizaciones, a diferencia de las 
tradicionales Sociedad Rural Argentina (SRA), Federación Agraria Argentina 
(FAA) o Confederación Intercooperativa Agropecuaria (Coninagro), presentan 
una integración vertical que abarca desde la producción primaria hasta sectores 
de servicios ligados a la nueva trama productiva. 


Desde los inicios, la concentración económica es uno de los rasgos propios del 
modelo de agronegocios. Así, mientras Monsanto controla el 90% del mercado 
de semillas transgénicas, Novartis es la primera empresa agroquímica a nivel 
mundial. La coronación de este proceso, que se inició en los años noventa con la 
irrupción de la soja transgénica, es el intento permanente de una nueva “ley de 
semillas” hecha a medida de las grandes transnacionales semilleras. Esto vendría 
a cerrar el capítulo de aquellos años e implicaría la privatización total del sistema 
agropecuario argentino. 


Al compás del avance mundial del agronegocio y el monocultivo de la soja, la 
Argentina ha perdido diversidad y muestra una clara tendencia al acaparamiento 
de tierras. El modelo sojero conlleva una territorialidad cada vez más 

excluyente, que arrincona a las poblaciones campesinas e indígenas y condena al 
ocaso al mundo chacarero. La expansión de la frontera agropecuaria se realizó a 
costa de una violentísima deforestación y ocupación territorial, pero también de 
la reducción y desaparición de otros actores agrarios. Esto implicó la eliminación 
de comunidades que vivían en los montes y bosques deforestados. Hubo 
expulsión y asesinatos de campesinos que defendían su territorio y un éxodo de 
pequeños productores, que dejaron el campo para malvivir en los cordones de las 
grandes áreas metropolitanas. 


Según el Grupo de Estudios Rurales, la técnica agrícola de siembra directa 
impactó fuertemente en el uso de mano de obra, que disminuyó entre un 28 y un 
37%, lo cual generó un fuerte éxodo de la población rural hacia las ciudades. 
Asimismo, los datos proporcionados por el Instituto Nacional de Tecnología 
Agropecuaria (INTA) (Sili y Soumoulou, 2011: 16) confirman la concentración 
de tierras: el 2% de las explotaciones agropecuarias representa el 50% de la 
tierra, mientras que el 57% de las explotaciones agropecuarias (las más 
pequeñas) tienen solo el 3%. Los resultados preliminares del último Censo 
Nacional Agropecuario (realizado en 2018) dan cuenta de que la explotación 
agropecuaria queda cada vez en menos manos. El 1,08% del total de los 
emprendimientos agrarios utiliza el 36,4% de los terrenos productivos del país. 
Asimismo, el Censo señala que hay alrededor de ochenta mil productores menos 
que hace dieciséis años. La mutación y reconfiguración del sector contribuyó a 
crear un modelo de “agricultura sin agricultores”, como subrayan tantos 
especialistas en el tema. 


Según la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la 
Agricultura (FAO, 2016), la Argentina está entre los diez países que más 
deforestan a nivel mundial: unas 300.000 hectáreas anuales en promedio. 
Durante los últimos treinta y cinco años se perdieron 12 millones de hectáreas de 
zonas boscosas solamente en la ecorregión del Gran Chaco argentino. La Ley 
nacional de Protección del Bosque Nativo, sancionada en 2008, continúa 
desfinanciada mientras se suceden los desmontes para el avance de la soja 
transgénica o la ganadería. Los impactos sanitarios y ambientales del 
agronegocio se hacen sentir. Las cosechas récords de soja van acompañadas por 
la pérdida de bosques nativos, la degradación acelerada de los suelos, la 
contaminación del agua y los pueblos fumigados con agrotóxicos. Por lejos, esta 
se ha convertido en la mayor problemática socioambiental de nuestro país, 
debido a su extraordinaria extensión y proporción de ocupación territorial. 


La Argentina consume más del 9% de toda la producción de glifosato del planeta 
y es el país donde se utilizan más litros de glifosato por habitante a nivel 
mundial. Los datos muestran que en la cosecha 1948/1949, la Argentina utilizaba 
solo diez mil litros de agroquímicos, cifra que aumenta a 3,5 millones en los 
años sesenta. A partir de 1996 (cuando se autoriza la utilización de la semilla 
transgénica de soja), a los ya 69 millones de agroquímicos tradicionales se 
sumaron 250 millones de litros de glifosato, que en nuestros días alcanza la 
friolera de 500 millones de litros anuales fumigados sobre los campos, pero 
también sobre pueblos y hasta escuelas rurales. Según estudios científicos, 


incluso nuestros grandes ríos, como el Paraná, proveedores de la mayor parte de 
la población, están contaminados con agrotóxicos.[42] 


En suma, pese a que presenta una trama socioproductiva compleja, el modelo 
agrario no puede ocultar la presencia de cuatro elementos que delatan su carácter 
extractivo y la insustentabilidad social y ambiental que conlleva. Primero, la 
orientación a la exportación, disociada de cualquier preocupación por la 
soberanía alimentaria. Segundo, la fuerte tendencia al monocultivo de la soja, lo 
cual implica mayor deforestación, pérdida de biodiversidad, acaparamiento de 
tierras —en inglés land grabbing—, expulsión de poblaciones, y criminalización e 
incluso asesinatos de campesinos e indígenas. Tercero, el grado de concentración 
de la actividad (soja, maíz, caña de azúcar) con alta presencia de inversión 
extranjera y de pools de siembra. Cuarto, los impactos negativos sobre la salud 
de las personas, a raíz de la utilización masiva de glifosato en las fumigaciones. 
Como veremos en el capítulo 4, dedicado a los casos emblemáticos, no ha sido 
fácil abrir el debate sobre los impactos sociosanitarios del modelo agrario 
dominante. Uno de los problemas es la fuerte pregnancia de un imaginario 
social, muy ligado a la historia del modelo agroexportador, asociado al “campo”, 
al crecimiento y a la bonanza económica. 


La figura extrema del extractivismo: la megaminería 


A partir del andamiaje jurídico montado en los años noventa —sostenido y 
profundizado en la actualidad—, la Argentina encontró una nueva modalidad de 
explotación: la megaminería, hasta ese momento desconocida en nuestro país, 
cuyas características son completamente diferentes de la minería tradicional. 


En el planeta, los minerales se hallan cada vez menos en vetas. La humanidad ha 
agotado casi por completo esa forma de encontrarlos y ahora el objetivo, para 
mantener la ilusión del crecimiento ilimitado, son los minerales con baja ley, es 
decir, con poca concentración y muy diseminados en grandes extensiones. Por 
eso la imagen del minero con casco y linterna ya no existe. Para poder extraer 
los minerales diseminados en grandes extensiones de territorio, esta actividad se 
realiza a cielo abierto con el uso de colosales cantidades de energía, explosivos, 
agua y sustancias muy tóxicas para separar la roca del mineral. Esto la vuelve 
inherentemente insustentable,[43] ya que no hay control posible dadas las 
características intrínsecas de la técnica. 


Los desechos se arrojan en enormes diques de cola o relave, que debido a su 
magnitud y a la vulnerabilidad de sus estructuras están en peligro de colapso 
permanente. Como consigna el geógrafo Marcelo Giraud, según la ONU en la 
última década se produjeron cuarenta roturas y colapsos de diques de cola: once 
en América anglosajona, once en Latinoamérica, quince en Asia y tres en 
Europa.[44] 


El proceso extractivo remueve millones de toneladas de roca. Según el propio 
informe de impacto ambiental de la empresa ejecutora, el emprendimiento 
minero Pascua Lama (San Juan) removerá 1806 millones de toneladas de roca en 
toda su vida útil. En materia de explosivos, los datos son también espeluznantes: 
solo en Pascua Lama, de realizarse, se arrojarán durante el proceso extractivo 
nada menos que 493.500 toneladas, casi la mitad de los lanzados en la Segunda 
Guerra Mundial. Los tres principales proyectos mineros de nuestro país —La 
Alumbrera, Pascua Lama y Agua Rica— concentrarían un nivel de consumo 
energético subsidiado de 395 MW, que supera la producción total de la central 
nuclear de Atucha (375 MW).[45] 


Respecto del consumo de agua, los datos son alarmantes. La Alumbrera 
(Catamarca) tiene autorizado el empleo de más de 86 millones de litros de agua 
por día, mucho más que el consumo total de la provincia. A su vez, en materia 
eléctrica representa el 85% del consumo total de energía de la provincia. El 
emprendimiento minero Veladero, en San Juan, opera sobre glaciares y ambiente 
periglacial, como se desprende del informe de impacto ambiental realizado por 
la empresa (Espizua y otros, 2006). Esto la convierte en una actividad ilegal, ya 
que contradice la Ley nacional de Protección de Glaciares que establece, 
taxativamente, la prohibición de la minería sobre esas superficies. Recordemos 
que este emprendimiento provocó, en septiembre de 2015, el peor accidente 
minero ambiental de la historia de nuestro país al contaminar con cinco millones 
de litros de solución cianurada la cuenca del río Jáchal. Hecho que, pese a su 
brutalidad y su flagrancia, aún permanece impune. 


Con estas características, cuando la megaminería avanza sobre los territorios y 
entra en competencia con otras actividades por la utilización del agua, la tierra, 
la energía y otros recursos, termina por reorientar la economía del lugar donde se 
implanta y se configura como un modelo territorial excluyente. Las 
producciones agropecuarias e industriales y el turismo en zonas cordilleranas y 
precordilleranas son incompatibles con esta actividad. 


El destino casi exclusivo de este tipo de minería (oro, plata, cobre y otros 
metales) es la exportación de un concentrado, con nulo valor agregado. Esto 
acentúa la desigual geografía de la extracción y el consumo general, que afecta a 
todo el subcontinente latinoamericano. A lo cual hay que agregar que la minería 
aurífera, muy expandida en nuestro país, explota un metal de escaso uso o 
utilidad social, ya que el 83% de su producción se destina a reservas bancarias y 
joyería. 


Con respecto al régimen jurídico, la actividad cuenta con un tratamiento 
impositivo y financiero diferencial que posibilita la coexistencia de empresas 
inmensamente ricas y pueblos extremadamente pobres. En efecto, en las 
provincias ligadas a la megaminería (Catamarca, San Juan y Santa Cruz), la 
actividad está muy lejos de haberse convertido en un motor de desarrollo. 
Después de veintitrés años de explotación de La Alumbrera y ya en su etapa 
final, el paisaje socioeconómico de Catamarca no cambió favorablemente sino 
todo lo contrario: los índices industriales y de la construcción cayeron, los 
niveles de pobreza siguen siendo más altos que la media nacional y los 
porcentajes de población asistida a través de los diversos programas sociales 


figuran entre los más altos del país (es la provincia con mayor número de 
beneficiarios de la Asignación Universal por Hijo) (Svampa y Viale, 2014). 


Otro tanto ocurre en San Juan, la provincia elegida como modelo del lobby 
minero. Pese a tener en funcionamiento desde hace muchos años algunos de los 
mayores emprendimientos del país y a la transferencia por parte de la nación del 
doble de recursos per cápita que la media nacional, según datos del Instituto 
Nacional de Estadística y Censos la pobreza y la indigencia son las más altas de 
la región y se mantienen por encima de las provincias vecinas que no desarrollan 
la actividad. La empresa Barrick paga en San Juan solo USD 1,7 por cada USD 
100 de minerales que extrae en Veladero, la mina más grande de la provincia. 
Así, las regalías mineras no llegan a cubrir siquiera el 1% del presupuesto 
provincial: en 2009 las empresas mineras pagaron a las arcas provinciales 628 
millones de pesos de un presupuesto total de 65 000 millones. La minería 
metalífera emplea allí poco menos de dos mil quinientas personas de forma 
directa, menos del 1% del total del empleo en la provincia (leral, 2011). Según 
datos oficiales, en 2016 hubo apenas 10.337 empleos en minería metalífera en 
todo el país, apenas el 0,09% del total de doce millones de trabajadores 
registrados (Giraud, 2017). 


Lo cierto es que no existe en el mundo ningún país periférico que haya logrado 
un desarrollo socioeconómico con la megaminería, como tampoco hay ningún 
lugar en el mundo donde se desarrollen (o se intente desarrollar) proyectos de 
megaminería sin generar una gran conflictividad social. Los procesos de 
encadenamientos productivos dinámicos a partir de la minería se dan únicamente 
en los países centrales (Estados Unidos, Canadá, Australia), donde se hallan 
radicadas las grandes corporaciones transnacionales que controlan las cadenas de 
valor a escala global. En el caso de países especializados en la provisión de 
materias primas, lo cierto es que ninguno ha superado la pobreza y el 
subdesarrollo gracias a la gran minería transnacional. Esta puede generar fuerte 
crecimiento económico (en términos de aumento del producto interno bruto), 
pero volátil, con escaso derrame y sin auténtico desarrollo para la población. 


En la actualidad, en la Argentina hay once proyectos en proceso de explotación, 
aunque los informes del Ministerio de Energía y Minería (2016) señalan que son 
435 los proyectos existentes y la mayoría de ellos (82%) se encuentra en la etapa 
inicial. Según el documento oficial, el 9,5% se ubica en las fases de factibilidad 
y operación, y alrededor de veinte proyectos se hallan en estado de explotación 
avanzada. 


Por último, hay que añadir el litio, del cual nos ocuparemos, como caso 
emblemático, en el capítulo 4. En nuestro país, si bien se ha desatado la fiebre 
eldoradista del litio al calor de las concesiones mineras transnacionales y los 
discursos sobre el “oro blanco” o la sociedad posfósil, ha habido muy poco 
debate acerca de los enormes desafíos económicos y tecnológicos, del atropello a 
las comunidades de pueblos originarios y de los riesgos ambientales. La mayoría 
de los salares que contienen litio en la Argentina se encuentran en el frágil 
ecosistema de la Puna de Atacama y en la provincia de Catamarca, y tanto la 
política de extracción como el no respeto a las poblaciones han desencadenado 
una fuerte conflictividad en los territorios. 


Fracking y expansión de la frontera hidrocarburífera 


En la Argentina, la expansión de la frontera petrolera está asociada a la 
explotación de hidrocarburos no convencionales a través del fracking. 
Recordemos que en 2010, en un contexto de restricción interna y externa, la 
empresa Yacimientos Petrolíferos Fiscales, por entonces en manos del grupo 
español Repsol, anunció el descubrimiento de hidrocarburos no convencionales 
en la formación geológica de Vaca Muerta, ubicada en la región patagónica. En 
2012 el gobierno de Cristina Fernández de Kirchner realizó la expropiación 
parcial (51% de las acciones) de YPF, que volvió a manos del Estado argentino, 
y dio inicio a un conjunto de transformaciones institucionales y políticas que 
tenían entre sus principales objetivos la explotación de hidrocarburos no 
convencionales como una manera de impulsar el conjunto de la producción 
nacional. A través de la figura de la sociedad mixta se colocó en el centro del 
nuevo paradigma la búsqueda y el otorgamiento de grandes concesiones a los 
capitales extranjeros, como se hizo con Chevron (empresa condenada en 
Ecuador por graves delitos ambientales y violación de derechos indígenas 
cuando era Texaco) en la cuenca neuquina. 


La vuelta de tuerca privatista dejó de lado el modelo nacional-estatal del pasado, 
reinvindicado a la hora de intervenir sobre Repsol-YPF. Sin embargo, el 
gobierno de Cristina Fernández de Kirchner logró instalar una suerte de 
“consenso sobre el fracking” entre distintos sectores de la clase política, más allá 
de las diferencias ideológicas, que continuaría durante el gobierno de Mauricio 
Macri. En ese contexto se tornó difícil —por no decir imposible— cuestionar el 
fracking, ni siquiera invocando el carácter controversial que tiene en otros 
países, donde se ha declarado la moratoria o se ha prohibido (Alemania, Francia, 
varios estados de los Estados Unidos y Canadá, entre otros), o incluso, como 
veremos en el capítulo siguiente, a casi siete años de su implementación, 
apelando a los informes sobre las consecuencias socioambientales y sanitarias 
que ya ha generado. Aun así, pese a todas las asimetrías existentes, en nuestro 
país abundan los cuestionamientos y la información sobre los impactos 
socioambientales y económicos, elaborados por organizaciones ambientales, 
investigadores críticos, asambleas y pueblos originarios; pero permanecen en la 
periferia, ignorados por la ilusión eldoradista que han fomentado los diferentes 


gobiernos. 


No se trata solo de la explotación de hidrocarburos no convencionales. La 
Argentina ya acumula importantes pasivos ambientales ligados a la explotación 
petrolera convencional, algo que saltó a la vista cuando en plena euforia 
estatizante, en abril de 2012, el entonces subinterventor de la compañía Repsol, 
Axel Kicillof, afirmó que el país no pagaría lo que la empresa española pretendía 
en términos de indemnización y que, además, se descontarían los pasivos 
financieros y ambientales. Desbordantes de entusiasmo, los gobernadores de las 
provincias petroleras desempolvaron los informes ambientales y comenzaron a 
hacer los cálculos, prestos a competir en declaraciones impactantes.[46] Sin 
embargo, en el acuerdo firmado con Repsol los pasivos ambientales nunca 
estuvieron en la discusión e incluso la denominación “pasivos” desapareció de 
los informes oficiales. 


Por último, recordemos que más de la mitad de los hidrocarburos que se extraen 
en la Argentina provienen de la Patagonia. El hallazgo del yacimiento Loma de 
la Lata, en 1977, convirtió a Neuquén en una provincia eminentemente petrolera. 
El yacimiento está enclavado en territorio mapuche y abarca 8000 hectáreas de 
las comunidades Paynemil y Kaxipayiñ. A partir de 1994, las comunidades 
mapuches comenzaron a denunciar hechos de contaminación, lo cual se fue 
agravando tanto por ausencia de una política ambiental como por los derrames 
de crudo producidos por Repsol. En 2001 se dio a conocer un informe realizado 
por la empresa alemana de gestión ambiental Umweltschutz Nord, solicitado por 
las comunidades mapuches, donde se cuantificaban enormes daños ambientales. 
Además, con la reforma de 1994 la Constitución argentina incluyó el Convenio 
169 de la Organización Internacional del Trabajo (OT'P), que exigía la consulta 
previa, libre e informada de los pueblos originarios para la realización de 
actividades económicas y extractivas que pudieran afectar su territorio. En suma, 
los reclamos de las comunidades contra las actividades petroleras reconfiguraron 
el mapa político-social y dieron visibilidad a la Confederación Mapuche del 
Neuquén, una de las provincias con mayor población indígena. 


Cabe agregar que la intensa conflictividad desatada por la contaminación de 
Repsol en los territorios mapuches de Loma de la Lata fue un punto de inflexión 
en el proceso de recuperación identitaria de esas comunidades, en un contexto 
internacional favorable al reconocimiento de los derechos de los pueblos 
indígenas. 


Las megarrepresas en el mapa extractivista 


Tal como muestra la lirsa, la megaminería, el agronegocio, el fracking y las 
energías extremas como las megarrepresas tienen una lógica común que está 
ligada a la sobreexplotación de recursos naturales, cada vez más escasos, 
orientados a la exportación. Tanto en su etapa de construcción como durante sus 
años de funcionamiento, las grandes represas hidroeléctricas provocan severos 
impactos ambientales, sanitarios y sociales. 


En la Argentina, y en consonancia con sectores de la comunidad mundial, la Ley 
27 191 de Fomento de las Energías Renovables no considera a las grandes 
represas como energías renovables, debido al alto impacto ambiental que 
generan y a su escasa vida útil. Además, las grandes represas emiten dióxido de 
carbono y metano, generados por la putrefacción de los organismos vivos 
cubiertos por el agua. 


Como señalan las investigadoras Alejandra Clar y Rosana Sosa: 


En nuestro país, el problema ambiental de las represas afecta mucho a la 
ecorregión del Delta e Islas del Paraná, no solo por la presencia en esta de la 
represa de Yacyretá, sino también porque Brasil es un país con una gran 
“apuesta” a la energía hidroeléctrica, por lo que en el curso superior del río 
Paraná hay un elevado número de represas, que alteran los tramos medio e 
inferior del río. Esto se ve agravado por el hecho de que, a pesar de que los 
impactos de las represas son conocidos, en la actualidad, hay planificaciones 
para muchos proyectos hidroeléctricos nuevos en el área, tanto en Brasil como 
en nuestro país (Clar y Sosa, 2013). 


Un hito en la resistencia a las grandes represas en la Argentina, muy poco 
visibilizado en comparación con otros conflictos socioambientales, fue el 
plebiscito convocado en la provincia de Misiones en relación con el proyecto 


binacional argentino-paraguayo Corpus Christi. En 1996, a través de la consulta 
popular, el 88,63% de los misioneros rechazó la construcción de la represa. 


En Brasil, el caso emblemático es Belo Monte, en plena Amazonía, donde sobre 
el río Xingú se construyó una megarrepresa que obligó al desalojo violento de 
las poblaciones indígenas que habitaban la zona. En América Latina estas obras 
también están relacionadas con el aprovisionamiento de energía para otras 
actividades. Nos referimos a las grandes represas hidroeléctricas cuya energía se 
destina mayormente a atender la demanda de los proyectos extractivistas, en 
particular mineros y petroleros, dentro o fuera de los diversos países. Por 
ejemplo, Bolivia, Paraguay y Perú suministran electricidad para ampliar la 
frontera extractivista y la industrialización en Brasil. 


En pleno siglo XXI se anuncia en la Argentina la construcción de dos 
megarrepresas sobre el río Santa Cruz, en la Patagonia —proyecto impulsado por 
capitales chinos durante la presidencia de Cristina Fernández de Kirchner y 
ratificado con modificaciones por Mauricio Macri—, mientras las grandes 
potencias desmontan sus represas y países como Chile u Honduras se 
manifiestan en contra de este tipo de emprendimientos. Eric Rignot, de la 
Universidad de California, señaló que 


Las evaluaciones realizadas sobre los impactos ambientales de las megarrepresas 
parecen haber olvidado a los glaciares que las nutren con agua de deshielo 
continuamente. [...] Un cambio en el nivel del lago podría tener consecuencias 
graves y devastadoras para estos y otros glaciares. En particular, un aumento en 
el nivel del lago aceleraría el retroceso de los glaciares en respuesta al 
calentamiento climático, ya que los glaciares se derretirían más rápido en 
contacto con las aguas del lago y se deslizarían hacia el lago con mayor 
velocidad.[47] 


Vale la pena destacar que el Santa Cruz es, hasta el momento, el único río 
glaciario que corre libre desde la cordillera hacia el océano. 


Las formas del extractivismo urbano 


La lógica extractiva también desembarcó en las grandes ciudades, a pesar de que 
no tienen petróleo ni minerales ni bosques nativos ni campo para monocultivos. 
No son los terratenientes sojeros ni las megamineras, sino los especuladores 
inmobiliarios los que expulsan y provocan desplazamientos de población, 
aglutinan riqueza y territorios comunes, se apropian de lo público, ocasionan 
daños ambientales generalizados y desafían a la naturaleza en el marco de la 
degradación institucional y social. 


Lo que denominamos “extractivismo urbano”, una variante extrema del 
urbanismo neoliberal, se nutre de la misma lógica de los monocultivos intensivos 
o la megaminería y provoca, igual que ellos, destrucción de la multiplicidad y 
acumulación y reconfiguración negativa del tejido urbano. La entrega de bienes 
comunes como tierras, inmuebles y espacios verdes que pertenecen al Estado 
convierte a la especulación inmobiliaria en la pata urbana de la acumulación por 
desposesión. Los barrios pierden sus identidades, y sus habitantes no participan 
en la decisión de las políticas de planeamiento urbano. 


Las grandes ciudades latinoamericanas se han convertido en una ilustración 
paradigmática del proceso de extractivismo urbano. El éxito de una ciudad se 
busca a través de indicadores como la construcción de metros cuadrados y el 
aumento de la valuación de los inmuebles. De esta manera se impone un sistema 
especulativo que implica privatizar beneficios y socializar costos, y que 
consolida un modelo de ciudad exclusivo para las clases medias y altas. El 
extractivismo urbano ha privatizado incluso el ocio y la recreación: centrados en 
la figura del ciudadano-consumidor, los shoppings se han convertido en las 
nuevas “plazas” a las que solo acceden quienes pueden consumir y se han 
multiplicado los lugares de esparcimiento pagos. Por otro lado, hay un elemento 
central para destacar en la discusión sobre los locales comerciales dentro de 
plazas y parques. No se trata solamente de que hay una crisis de espacios verdes 
porque contamos con menos metros cuadrados de “verde” que lo recomendable, 
sino de la función social y de interacción que cumplen plazas y parques. Junto 
con su papel ecológico, son uno de los pocos lugares donde todos somos iguales, 
donde el dinero no sirve, un espacio “fuera del comercio” en las grandes 


ciudades. Incorporar la lógica del dinero dentro de plazas y parques rompe esa 
igualdad y distingue lugares según la posibilidad individual de consumir. 


El extractivismo urbano impulsa la mercantilización de la vivienda hasta el 
paroxismo, convirtiendo los inmuebles en una especie de commodity, una mera 
mercancía, mera especulación. El inmueble deja de ser un bien de uso para 
convertirse en un bien de cambio. Además, los espacios verdes, las tierras 
fiscales y los espacios públicos son sacrificados en pos del “crecimiento” de la 
ciudad y la generación de renta para las corporaciones inmobiliarias.[48] Se 
impermeabilizan los suelos, se construye y urbaniza de modo irracional, y se 
avanza sobre las superficies absorbentes como humedales en áreas urbanas y 
suburbanas. Nada de esto es producto de la planificación en pos del interés 
general, sino de la especulación inmobiliaria a través de los privilegios 
concedidos por quienes ocupan cargos en los diferentes niveles del Estado 
(nacional, provincial, local). En efecto, las corporaciones inmobiliarias actúan 
con la habilitación del poder político, que les facilita una normativa permisiva 
para construir en zonas destinadas a otros fines, las exime de impuestos (incluso 
en paralelo con el incremento tributario para el resto de la sociedad) y, si resulta 
necesario, pone a las fuerzas de seguridad del Estado a su servicio para reprimir 
las eventuales resistencias sociales a estos procesos desiguales, privatistas y 
expulsivos. 


El extractivismo urbano busca liberar la ciudad de pobres y, en cierta medida, 
también de amplios sectores medios, en el marco de una emergencia habitacional 
que afecta a los sectores más vulnerables. El Estado, presente para brindar el 
marco jurídico necesario para garantizar el lucro a los grandes grupos privados, 
está ausente en lo que podría ser una eventual regulación del mercado 
inmobiliario, tanto en operaciones de compraventa como en alquileres, ausencia 
que profundiza la aguda crisis habitacional. 


Este tipo de dinámica robustece la idea de una ciudad cada vez más excluyente. 
No solo es incapaz de incorporar a las nuevas poblaciones migrantes, sino que a 
muchas familias pobres no les queda otra opción que trasladarse a barrios 
informales, donde habitan en viviendas caracterizadas por el hacinamiento, la 
falta de servicios públicos básicos y, en muchos casos, sin acceso a la 
infraestructura mínima. Siempre amenazados por la posibilidad del desalojo o la 
erradicación, estos sectores se encuentran en permanente emergencia 
habitacional, ambiental y sanitaria. La escasa naturaleza y los espacios públicos 
existentes son sacrificables, un “vacío” que debe llenarse con negocios. 


Esta misma lógica recorre los barrios cerrados y countries, así como los 
megaemprendimientos turísticos, que se han extendido a niveles inimaginables 
en gran parte del país. En la provincia de Buenos Aires, estas urbanizaciones 
amenazan ecosistemas estratégicos y frágiles, como los humedales y las cuencas 
fluviales, imprescindibles para la sustentabilidad del aglomerado metropolitano. 
Asimismo, acentúan las desigualdades pues tienden a desplazar a las poblaciones 
vulnerables allí asentadas y generan un proceso de concentración de tierras. 


Como señala la geógrafa e investigadora Patricia Pintos: 


La anexión de ingentes superficies de suelo al aglomerado se tradujo en una 
rápida ampliación de la mancha urbanizada bajo la forma de múltiples 
archipiélagos urbanos conectados entre sí y con la centralidad principal —la 
ciudad de Buenos Aires— por el sistema de autopistas metropolitanas construido 
poco tiempo antes. [...] La naturaleza ofrecida adquiere la forma banalizada de 
lagunas y canales artificiales, bajo la retórica de la oferta de los deportes 
náuticos y, cuando es posible, de la promesa del acceso directo al río desde cada 
urbanización (Pintos, 2017: 29). 


Los humedales funcionan como enormes esponjas que actúan como reguladores 
hídricos ante eventos climáticos extremos. Por ejemplo, para la construcción de 
barrios cerrados se necesita una drástica transformación del terreno y sus 
funciones naturales a través de obras de terraplenado, relleno, excavación y 
refulado. Solo en 2014, al menos 9200 hectáreas de humedales de la cuenca del 
río Luján se convirtieron en countries o barrios privados —con terraplenes y 
rellenos— que impiden el normal escurrimiento de las aguas fluviales. En 2015 la 
localidad de Luján sufrió la peor inundación de los últimos treinta años, con 
miles de evacuados y las aguas entrando en su famosa basílica. 


Muchos recuerdan el fuerte temporal de lluvias de abril de 2013, que produjo 
una gran inundación en la ciudad de La Plata. Cayeron 392 milímetros de agua 
en menos de cuatro horas y las consecuencias del evento climático extremo 
sacudieron a la capital bonaerense y sus habitantes. Inundación, barrios 
anegados, autos bajo el agua, vecinos en los techos de las casas fueron algunas 
de las postales de una tormenta que dejó un mínimo de ochenta y nueve personas 


muertas. Una de las zonas más afectadas fue la localidad de Tolosa debido al 
desborde del arroyo El Gato, uno de los más contaminados de la provincia. 
Cuando bajaron las aguas comenzó otra etapa en este tipo de catástrofes —más 
“silenciosa” pero igualmente dañina— relacionada con las enfermedades y 
epidemias cuyas consecuencias nunca se contabilizan. 


Vecinos, organizaciones sociales y asambleas barriales que luchan contra la 
construcción indiscriminada de torres y barrios privados, la privatización de la 
tierra y en defensa de los espacios verdes y humedales habían anunciado la 
posibilidad de este desastre. Al igual que ocurre con quienes resisten la 
megaminería y la sojización en las provincias, sus expresiones y reclamos fueron 
minimizados. 


La paradoja es que los humedales son rellenados y destruidos para construir 
barrios privados que luego se venden como “una vuelta a la naturaleza”. 


Neoextractivismo y cambio climático 


Una economía argentina hiperdependiente de las divisas que generan sus 
exportaciones primarias tiene que considerar que la agricultura es una actividad 
altamente vulnerable a los efectos del cambio climático.[49] La evidencia 
científica pronostica mayor frecuencia e intensidad de eventos climáticos como 
lluvias y sequías prolongadas en la Argentina. 


Los datos que el Servicio Metereológico Nacional recopila en el país desde hace 
ciento cuarenta y cinco años revelan que entre 1961 y 2010 el volumen de 
lluvias creció el 20% y que la temperatura, en promedio, subió 0,5 *C. Para los 
próximos veinticinco años se proyecta una aceleración de ese aumento, y la 
región con mayores cambios sería el noroeste del país, con subas de hasta 1,5 *C 
(Barros y Camilloni, 2016). Según la región, la temperatura subió entre 0,5 y 1 
“C. Existen zonas en algunas provincias -como Río Negro, Chubut, San Juan, 
Mendoza o Entre Ríos— donde la temperatura promedio es 1 “C más alta que 
hace medio siglo. 


La Argentina ocupa el puesto número 28 en el ranking de países con mayor 
emisión de gases de efecto invernadero. En el marco del Acuerdo de París y para 
hacer frente al cambio climático, el país se comprometió a reducir el 18% de sus 
emisiones de dióxido de carbono de manera incondicional[50] para 2030, 
porcentaje que podría incrementarse al 37% en caso de acceder al 
financiamiento internacional. Las Contribuciones Determinadas a Nivel 
Nacional (NDC por sus iniciales en inglés) son las acciones que todos los países 
que integran la Convención Marco sobre Cambio Climático de las Naciones 
Unidas deben llevar a cabo para intensificar sus acciones contra el cambio 
climático, ya sea para reducir las emisiones de GEI —acciones de mitigación— o 
para adaptarse a los impactos producidos por ese fenómeno —acciones de 
adaptación—. 


Es importante aclarar que este compromiso es sobre “emisiones proyectadas”, 
por lo que incluso si implementara las NDC comprometidas, la Argentina 
aumentaría sus emisiones un 19% y eso la llevaría a escalar varias posiciones en 
el ranking.[51] 


Por otro lado, este compromiso es incompatible con el avance de la explotación 
de Vaca Muerta, considerada una potencial bomba de carbono. El shale gas y el 
tight gas generan un mayor nivel de emisión de GEI que el convencional durante 
su etapa de producción, ya que se necesitan más pozos por metro cúbico de gas 
producido. Sus operaciones utilizan energía, por lo general procedente de 
motores diésel, lo que aumenta las emisiones de CO2 por unidad de energía útil 
producida. La fracturación hidráulica requiere mayor consumo de energía e 
incluso un mayor volumen de venteo o quema de gas durante la fase de 
terminación del pozo.[52] No es casual que en 2018 el Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales de la ONU haya advertido que, de avanzar en 
Vaca Muerta, “la explotación total, con la fracturación hidráulica, de todas las 
reservas de gas de esquisto consumiría un porcentaje significativo del 
presupuesto mundial de carbono para alcanzar el objetivo de un calentamiento 
(no mayor) de 1,5 *C, estipulado en el Acuerdo de París”,[53] y haya 
recomendado al Estado argentino reconsiderar la explotación a la luz de los 
compromisos adoptados. 


Otra de las principales críticas contra la Argentina se relaciona con los 
fenomenales subsidios estatales a los combustibles fósiles (gas, petróleo y 
carbón), que contrastan con los exiguos subsidios a las energías renovables. El 
5% de la electricidad del país es producido por fuentes renovables, proporción 
que casi se triplicó en los últimos años pero aún está muy lejos de la obligación 
fijada por la Ley de Fomento de las Energías Renovables[54] sancionada en 
2015, que establecía un 12% para 2019. La Argentina tampoco tiene un plan 
sectorial para descarbonizar su economía para 2050. 


El Inventario Nacional de Gases de Efecto Invernadero contabiliza los gases 
emitidos y absorbidos de la atmósfera durante un año calendario en el territorio 
argentino.[55] El último inventario midió las emisiones realizadas durante 2014 
para los distintos sectores de la sociedad, estimadas en 368.295 GgCO2e.[56] 
Mientras el sector energético emitió el 53% de los GEL, la agricultura, la 
ganadería, la silvicultura y otros usos de la tierra (que incluyen los desmontes 
por el agronegocio) emitieron nada menos que el 39%. El tema no es menor y 
pone en el ojo de la tormenta no solo la quema de combustibles fósiles, sino 
también los cambios en los usos de la tierra, producto del desmonte para la 
sojización del territorio y también de la ganadería intensiva. 


Podría alegarse que la emisión de GEI en nuestro país —como en otros países 
dependientes periféricos— es baja si se la compara con los países centrales o más 


desarrollados. Esto es así, si tenemos en cuenta que países como Inglaterra, los 
Estados Unidos, Canadá y Australia y cada vez más los que integran la nueva 
constelación geopolítica de poder, como China e India, se encuentran entre el 
lote de los mayores contaminadores de nuestra atmósfera. Esto suele soslayar 
que, aunque los países exportadores de hidrocarburos tengan emisiones 
comparativamente más bajas, el gas o los crudos exportados a otras naciones 
serán quemados y en ese momento liberarán GEI. Las emisiones de los Estados 
Unidos, por ejemplo, provienen de hidrocarburos extraídos en Ecuador o 
Colombia (Gudynas, 2010: 58). 


Los cambios previstos para la Argentina 


¿Cuáles son los cambios climáticos previstos para el país? Los estudios 
existentes indican inundaciones y olas de calor para la ciudad autónoma y el 
Gran Buenos Aires. Las precipitaciones y el nivel del Río de la Plata seguirán 
aumentando a lo largo del siglo, lo cual incrementaría la frecuencia de las 
inundaciones. El riesgo de inundaciones en la cuenca baja de los ríos Matanza, 
Riachuelo y Reconquista será mayor, hecho que impactará sobre los centenares 
de miles de habitantes de las villas y asentamientos que viven en condiciones de 
absoluta precariedad. La combinación de precipitaciones cada vez más 
frecuentes y extremas y altas temperaturas también genera la propagación de 
enfermedades que antes solo se veían en otras latitudes, como el dengue, el zika 
O la fiebre chinkungunya. 


Según el informe de la Fundación Ambiente y Recursos Naturales (FARN, 
2019), en el Litoral y la pampa húmeda las sequías y olas de calor serán más 
frecuentes. Asimismo, tengamos en cuenta que los cambios en el uso del suelo 
en esta región, a raíz de la expansión de la soja, incrementarán los caudales de 
los ríos de la cuenca del Plata y potenciarán los riesgos de inundaciones en un 
escenario de precipitaciones más abundantes. No olvidemos que la sequía de 
2018 —que afectó a las provincias de Buenos Aires, Santa Fe, Entre Ríos, 
Córdoba y La Pampa- generó pérdidas millonarias en cosechas de soja y maíz 
del orden de los 6000 millones de dólares y fue considerada uno de los diez 
fenómenos climáticos más destructivos del año en todo el mundo (Christian Aid, 
2018). 


En las provincias patagónicas, el aumento de la temperatura acelera la reducción 
de las zonas cubiertas de hielo y afecta de manera directa a los glaciares. Se 
espera que también disminuyan las lluvias, lo que reduciría el caudal de muchos 
ríos, por ejemplo, el Santa Cruz, y en consecuencia se produciría un retroceso de 
los bosques patagónicos. Esto a su vez aumentaría la vulnerabilidad de muchas 
especies endémicas. El caudal insuficiente de los ríos podría perjudicar la 
producción de energía hidroeléctrica. La falta de recursos hídricos generaría 
nuevos desafíos para el sector productivo de frutas y hortalizas. Las condiciones 
más secas aumentarían el riesgo de incendios forestales y su propagación. 


Para la zona de la estepa patagónica se estima una disminución de las lluvias y 
un aumento de la temperatura, lo que provocaría un escenario de mayor aridez. 
Ese cuadro puede acelerar el proceso de desertificación de miles de hectáreas 
como consecuencia de la degradación del suelo. Lo dramático es que cada año 
en todo el país, y sobre todo en la Patagonia, dos millones de hectáreas se suman 
a los cien millones de hectáreas secas del país en proceso de degradación y 
desertificación. A su vez, el incremento del nivel del mar podría acelerar los 
procesos erosivos sobre las costas, aumentando el retroceso de las playas y 
acantilados, y afectar la permanencia de especies como pingiiinos, lobos y 
elefantes marinos en las áreas protegidas, lo que pondría en peligro la 
importantísima actividad turística de esta zona. 


Las provincias del noroeste y las de Cuyo son las más afectadas por la crisis 
hídrica. En el noroeste las altas temperaturas podrían continuar acelerando la 
evaporación del agua y de esa manera disminuir la disponibilidad del recurso en 
la región. A su vez, se estima que habrá una fragmentación y reducción de los 
humedales altoandinos que afectará notablemente a la fauna local. Las 
temperaturas extremas alterarán las horas de trabajo y esparcimiento al aire libre 
en las épocas más calurosas. Por otro lado, las principales consecuencias del 
cambio climático en Mendoza y San Juan están vinculadas al agua. Se espera 
que disminuyan aún más las áreas cordilleranas cubiertas por glaciares, que son 
los grandes reguladores hídricos de la región. Ese deshielo y la disminución de 
las precipitaciones ya han comenzado a acelerar el agotamiento de aguas 
superficiales como los ríos San Juan, Atuel y Mendoza, por lo que se prevé 
mayor vulnerabilidad de varias economías regionales. La reducción del 
suministro de agua por actividades que consumen cantidades enormes, como la 
minería, podría tener consecuencias ecológicas y socioeconómicas de gran 
alcance. El sistema actual de producción agrícola podría tornarse inviable en las 
próximas décadas. 


[31] Esta es la tesis de Altvater (2014: 7). A diferencia de Moore, que propone 
reemplazar el término “Antropoceno” por “Capitaloceno”, Altvater prefiere 
denominar la actual etapa de crisis como “Capitaloceno”, 


[32] Aunque el intercambio metabólico entre el ser humano y la naturaleza es un 
tema que atraviesa de modo marginal los escritos de Karl Marx, fue desarrollado 


3. Conflictos socioambientales y crisis climática 


Introducción 


La Argentina del siglo XXI, la de la posconvertibilidad, se tornó más compleja 
en términos de conflictos sociales a partir de una dinámica establecida entre 
diferentes centros y periferias. El centro suele ser ocupado por las 
organizaciones sindicales, las grandes organizaciones sociales y comunitarias 
(desocupados y economía social) y movilizaciones feministas, en tanto que los 
conflictos socioambientales quedan confinados a la periferia. Asimismo, si bien 
estos se incrementan, aparecen más ligados a las luchas contra el modelo 
extractivista que a una narrativa del cambio climático. Solo en los últimos años 
uno y otro han comenzado a integrarse en una narrativa socioecológica común, 
que conecta tanto las escalas como los procesos. 


Cuando hablamos de la centralidad de los conflictos sindicales y 
socioterritoriales, nos referimos a aquellos conflictos rurales y urbanos ya 
instalados, visibles en las grandes ciudades y dotados de amplias ramificaciones 
y articulaciones sociales, con capacidad de ocupar el espacio público en la 
capital del país. 


En contraposición, los conflictos ligados al neoextractivismo (minería, petróleo, 
acaparamiento de tierras, despojo a poblaciones campesinas e indígenas) están 
más vinculados al ámbito rural, a pequeñas y medianas localidades, alejadas de 
los grandes centros urbanos y con escasa visibilidad y representación en los 
espacios públicos mayores. A esto se suma que, desde 1994, los recursos 
naturales son de dominio de las provincias, lo cual facilita el encapsulamiento de 
los conflictos ligados a las actividades extractivas al ámbito local y agrava las 
asimetrías. 


Por último, todo esto ha sido potenciado por la falta de articulaciones con 
sectores sindicales y territoriales urbanos, que mantienen un imaginario del 
desarrollo hegemónico que naturaliza este tipo de problemáticas ambientales, 
subordinándolas o incluso contraponiéndolas a la búsqueda de beneficios 
económicos y sociales. 


Tampoco podemos ser ingenuos acerca de los intereses que los conflictos 


socioecológicos confrontan e interpelan. Se trata de un tipo de conflictividad que 
toca el corazón de los modelos de desarrollo y el imaginario del progreso, que 
están lejos de transformarse. Estas visiones hegemónicas cuentan con el apoyo 
de poderosos lobbies capaces de activar el alineamiento automático del poder 
económico, político y mediático y de generar un efecto de “clausura” reforzado 
por una dinámica de provincialización de las luchas. 


Pese a esta gran asimetría de fuerzas, el carácter periférico de las luchas 
ecoterritoriales alterna con momentos de alta exposición. Esto ha sucedido en 
relación con las luchas contra la megaminería. Sin embargo, estas ventanas de 
oportunidad son siempre transitorias, tienden a clausurarse rápido gracias a los 
esfuerzos de los lobbies empresariales y sus alianzas con la clase política y los 
propios medios de comunicación, que vuelven a poner las cosas “en su lugar”. 


En el presente capítulo abordaremos varias problemáticas. En primer lugar, 
daremos cuenta de la historicidad de las luchas socioambientales desde 2003 en 
adelante, es decir, el período que comprende los tres gobiernos kirchneristas 
(2007-2015) y la gestión de Mauricio Macri (2015-2019). En segundo lugar, 
expondremos la problemática del cambio climático y las tendencias que muestra 
para el caso argentino. Sin menoscabar la especificidad ni las escalas de los 
conflictos, nos proponemos mostrar que asistimos a una confluencia vertiginosa 
entre conflictividad socioambiental y crisis climática. Sostendremos que la 
conflictividad socioambiental en la Argentina cuenta ya con una historia de 
veinte años, ligada a las luchas de las lejanas provincias donde avanzan la 
minería y el fracking, así como los agronegocios con sus fumigaciones y su 
deforestación. Afirmaremos que, pese a que ha tendido a inscribirse en la 
cartografía de las luchas en espacios más periféricos —respecto de otras luchas, 
como las sindicales, las territoriales y, en los últimos años, las feministas—, su 
consolidación y su creciente importancia a nivel global y nacional marcan un 
decidido avance desde la periferia hacia el centro. 


Algunas consideraciones preliminares 


Antes de avanzar, explicitaremos algunos supuestos teóricos y epistemológicos 
que guían este capítulo. Una primera consideración alude al tipo de 
conflictividad que atraviesa nuestras sociedades. Vivimos en sociedades 
complejas, donde los riesgos y las incertidumbres que causan la dinámica 
industrial y el crecimiento económico exponencial e ilimitado producen daños 
sistemáticos e irreversibles sobre los ecosistemas, afectan y amenazan las 
funciones vitales de la naturaleza y la reproducción de la vida. Así, las 
decisiones antes reservadas a los técnicos y las burocracias especializadas han 
adquirido un sentido social y político más amplio. En la actualidad, los llamados 
“modelos o estilos de desarrollo”, lejos de ser naturalizados y aceptados sin 
discusión por la población, generan intensos debates sociales por sus 
consecuencias económicas, ambientales, sociosanitarias, culturales y políticas. 
Más aún, estos debates tienden a adoptar un carácter eminentemente político. 


En esta línea se insertan los conflictos socioambientales que recorren nuestro 
país. Entendemos por “conflictos socioambientales” aquellos que conciernen al 
acceso y control de los bienes naturales y el territorio, que involucran actores 
enfrentados, con intereses y valores divergentes, en un contexto de gran 
asimetría de poder. Esta definición nos lleva a realizar dos aclaraciones. La 
primera remite al hecho de que los debates en torno al desarrollo tienen un 
anclaje profundo en las definiciones políticas de una sociedad, en su historia 
cultural. Es evidente que no existe un único modelo de desarrollo, pero en 
América Latina el interrogante no es solo epistemológico (ligado a su 
construcción conceptual e ideológica), sino también político, como proyectos de 
sociedad. 


Esto no implica afirmar que la totalidad de los conflictos socioambientales 
desembocan en una dinámica de impugnación de los modelos de desarrollo 
dominantes (el neoextractivismo, sus dispositivos de control y dominación). En 
otras palabras: no todos los conflictos socioambientales expresan un giro 
ecoterritorial o se configuran como movimientos de justicia ambiental. Las 
dinámicas sociales diseñan diferentes escenarios y gradaciones según las 
localidades, los países y los sectores sociales involucrados, así como los 


imaginarios y las tradiciones de lucha disponibles; incluso según la etapa en que 
se encuentra el megaproyecto cuestionado. De manera esquemática puede 
afirmarse que, por un lado, están aquellos actores sociales que aceptan las 
narrativas dominantes y enfatizan la discusión acerca de la distribución de los 
beneficios económicos; por el otro, aquellos que denuncian la dinámica de 
desposesión y tienden a impugnar el modelo de desarrollo. Asimismo, ambos 
posicionamientos pueden convivir de modo ambiguo en una misma organización 
social, como se observa en Perú y Bolivia, de fuerte tradición extractivista. 


Por otra parte, la significación y resonancia que adquieren los conflictos y las 
luchas que desafían el modelo de desarrollo dominante no puede definirse 
exclusivamente desde el punto de vista cuantitativo. La significación de una 
acción colectiva es de orden cualitativo, remite a su importancia en términos de 
generación de nuevas tendencias, de nuevos lenguajes de valoración, de su 
impacto tanto en el interior de un campo común (los movimientos sociales) 
como en relación con la sociedad (la instalación de nuevos problemas públicos). 
Una de las hipótesis que vertebra este libro es que los posicionamientos pueden 
analizarse en términos de conflicto social, en la medida en que se los integre en 
un estudio sobre los proyectos de sociedad alternativos (élites o fracciones 
dominantes y sectores subalternos). En este sentido, el clásico debate 
desarrollista sobre cuestiones productivas, técnicas y económicas apunta a 
imbricarse con otro que introduce el análisis del poder, el modo de pensar lo 
político en un contexto de crisis socioecológica y, por esa vía, la construcción de 
imaginarios colectivos sobre la sociedad deseable.[57] Siguiendo esta línea, allí 
donde los proyectos extractivos son cuestionados, las poblaciones involucradas 
reivindican formas de la democracia participativa y directa mientras establecen 
una disputa acerca de lo que se entiende por desarrollo y, de modo más general, 
se preguntan sobre otros modos de construir la sociedad y habitar el mundo. En 
suma, es este tipo de conflictividad el que hoy llama la atención tanto en nuestro 
país como en toda América Latina; el que configura nuevas tendencias, sobre 
todo bajo la crisis climática, más allá de los repertorios y las respuestas 
tradicionales; el que genera y confluye con nuevas narrativas contrahegemónicas 
acerca del territorio, la naturaleza y el ambiente; el que diseña de este modo otro 
horizonte deseable y posible. 


La segunda aclaración remite al escenario de asimetría social constitutivo de 
estos conflictos, pues si bien las contiendas socioambientales son también luchas 
argumentativas, no operan en un contexto de igualdad. Es imposible negar la 
capacidad de lobby que desarrollan las corporaciones (mineras, petroleras, de 


agronegocios) sobre el Estado y sus instituciones, sobre los medios de 
comunicación; su injerencia y presión sobre las decisiones ciudadanas y 
judiciales; incluso en los procesos electorales y las prácticas de representación 
delegativa. Por un lado, existe una omisión deliberada desde el ámbito político- 
empresarial respecto de no propiciar condiciones para el debate público sobre las 
consecuencias de las diferentes formas de neoextractivismo. Este aspecto es 
visible en la tendencia a obstaculizar o impugnar formas de democracia directa 
(referéndum o consultas públicas) promovidas desde abajo y previstas por los 
dispositivos institucionales vigentes. Por otro lado, la asimetría alude también a 
la opacidad del Estado en sus diferentes niveles (nacional, regional, local), pese 
a su Obligación de garantizar a la ciudadanía el derecho al acceso a la 
información de interés público. El caso es que, a la hora de recabar información 
estadística sobre empleos, rentabilidad o inversiones realizados por las empresas 
extractivas, impactos ambientales, sociales y económicos, gran parte de los datos 
que proveen los organismos oficiales directamente involucrados 
(secretarías/ministerios de minería, energía, planeamiento estratégico) resultan 
en estadísticas no confiables que inflan de modo ostensible las proyecciones 
económicas, o replican sin rodeos los datos suministrados por las corporaciones. 


Esta dificultad para acceder a información veraz hizo que uno de los ejes que 
estructura el debate colectivo, tanto en la Argentina como en el resto de la región 
latinoamericana, sea la necesidad de generar fuentes propias, lo cual se tradujo 
en la apuesta por producir un saber crítico independiente de los diferentes 
poderes (económico, político, mediático). En consecuencia, sin ignorar los datos 
oficiales, nuestro trabajo apela a fuentes propias —elaboradas colectivamente y 
de modo interdisciplinario, en lo que respecta a megaminería y fracking—, y 
también a distintas fuentes académicas —EJAtlas, Cepal, investigaciones de 
colegas de la región, a nivel nacional- y no académicas —Ocmal, organizaciones 
sociales diversas, relatos de activistas— para dar cuenta de estos procesos.[58] 


Se trata de nuevos movimientos socioambientales, rurales y urbanos (de 
localidades pequeñas y medianas), de carácter policlasista y caracterizados por 
un formato asambleario y un potencial antagonista importante. Cabe destacar 
que en este nuevo entramado social juegan un papel no menor diferentes 
colectivos culturales, algunas ONG ambientalistas (con lógica de movimiento 
social), e intelectuales y expertos que acompañan —e incluso coprotagonizan— la 
acción de las organizaciones y los movimientos sociales. 


Los ciclos de la conflictividad socioambiental 


Las resistencias sociales contra la megaminería abrieron un nuevo ciclo de 
luchas socioambientales en nuestro país. Efectivamente, la megaminería es una 
de las actividades extractivas más resistidas no solo en la Argentina sino también 
en América Latina y el mundo. Este ciclo comenzó en 2003 con el conflicto en 
Esquel (Chubut), donde movilizaciones masivas impulsaron el primer plebiscito 
y, a continuación, la Ley provincial 5001 que prohíbe la megaminería con 
cianuro. Recordemos que en octubre de 2002 se presentó un informe de impacto 
ambiental para la explotación de una mina de oro en esa localidad, a cargo de la 
empresa canadiense Meridian Gold. Gracias al alerta de técnicos y 
ambientalistas de la región, la comunidad de Esquel comenzó a movilizarse. En 
un escenario nacional caracterizado por una gran efervescencia social, y 
siguiendo los pasos de la experiencia de Tambogrande en Perú,[59] los vecinos 
autoconvocados organizaron un plebiscito el 23 marzo de 2003, que reunió al 
81% de la población y arrojó un rotundo “no” a la minería tóxica.[60] 


Cuatro factores claves jugaron a favor: movilización multisectorial, socialización 
de la información, construcción de redes territoriales y acumulación de las 
luchas. El modelo Esquel ofreció una novedosa configuración que luego se 
replicaría en otras partes del país. Primero, fue un movimiento de carácter 
asambleario, interclasista e intergeneracional, con una fuerte reivindicación de la 
autonomía respecto de partidos políticos y sindicatos; segundo, el triunfo en el 
plebiscito mostró la importancia crucial de la construcción de un saber experto 
independiente en la puja con actores estatales y transnacionales; tercero, la 
demanda de las poblaciones resaltó la importancia de activar los dispositivos 
institucionales existentes al servicio de la democratización de las decisiones; por 
último, los avatares del conflicto reflejaron el surgimiento de un lenguaje de 
valoración del territorio divergente del dominante, donde convergía la 
concepción del “territorio elegido” con la cosmovisión de las comunidades 
indígenas (la asociación entre Tierra y territorio). El “efecto Esquel” tuvo un 
arrastre multiplicador y se constituyó en un caso testigo para las comunidades 
que comenzaban a enterarse de su “destino minero”. 


A diferencia de otros países latinoamericanos, en la Argentina las consultas no 


han sido la vía institucional más frecuente utilizada por las poblaciones. Solo se 
han registrado dos plebiscitos entre 2003 (Esquel) y 2012 (Loncopué, en 
Neuquén) en relación con la megaminería. Entre uno y otro mediaron casi diez 
años y se prohibieron varios, entre ellos los de Calingasta y Jachal (San Juan) y 
los de Tinogasta y Andalgalá (Catamarca), alegando que los recursos naturales 
son de dominio de las provincias, por lo cual los municipios no tendrían 
competencia para decidir sobre ellos y, por ende, tampoco sus poblaciones. No 
es casual que el camino más frecuente en la Argentina haya sido la sanción de 
leyes provinciales que prohíben o restringen la megaminería con algún tipo de 
sustancia química. Entre 2003 y 2011, gracias a la resistencia y movilización de 
las poblaciones afectadas, nueve provincias (Chubut, Mendoza, Córdoba, San 
Luis, Tucumán, La Pampa, Tierra del Fuego, La Rioja y Río Negro) sancionaron 
leyes que prohibían la minería con uso de sustancias tóxicas, aunque en dos de 
ellas, La Rioja y Río Negro, fueron derogadas. No obstante, la megaminería no 
ha podido avanzar en La Rioja debido a la resistencia social y las puebladas que 
se registraron en Famatina, mientras en Río Negro avanzan de modo silencioso 
varios proyectos mineros que incluyen la explotación de cobre y de uranio. Así, 
el surgimiento de un campo de disputa en torno a la aceptación o el rechazo del 
modelo minero ha generado una cartografía muy conflictiva, donde el avance 
vertiginoso del modelo convive con diferentes leyes que prohíben la 
megaminería hidroquímica en varias provincias. 


En enero de 2012 se produjo una pueblada en Famatina, una pequeña localidad 
de la provincia de La Rioja, que dio mayor visibilidad a este tipo de conflictos. 
La periferia se hizo visible en el centro y, al menos por un tiempo, las protestas 
contra la megaminería tuvieron eco a nivel nacional. La pueblada de Famatina 
tuvo un efecto político y simbólico mayor al desnudar el carácter devastador de 
la megaminería y sus alianzas políticas, y sobre todo la ausencia de 
consentimiento de la población, esto es, la falta de licencia social. 
Posteriormente, los sucesivos derrames de solución cianurada en la mina de 
Veladero (2015, 2016 y 2017) en San Juan, emprendimientos a cargo de la 
compañía canadiense Barrick Gold, pusieron al descubierto el carácter 
insustentable de la actividad y dinamizaron las resistencias en diferentes 
provincias, sobre todo en Catamarca, donde está instalada La Alumbrera. 


De Gualeguaychú a las luchas contra el fracking (2004-2015) 


Entre 2004 y 2008 la conflictividad ambiental estuvo asociada a la oposición de 
Gualeguaychú a la instalación de dos pasteras de origen transnacional en la 
margen oriental del río Uruguay. Hubo intensas y masivas movilizaciones que 
incluyeron largos cortes de los pasos fronterizos que unen la Argentina con 
Uruguay. Los asambleístas autoconvocados de Gualeguaychú lograron, a través 
de una protesta pacífica que conjugaba la desobediencia civil con la democracia 
asamblearia, colocar el conflicto en la agenda política nacional e internacional. 
La empresa española Ence decidió cambiar la zona de emplazamiento de su 
pastera. No así Botnia, de origen finlandés, que optó por continuar las obras y 
entró en funcionamiento a mediados de 2007. El conflicto desembocó en varias 
causas judiciales, pero los resultados finales fueron frustrantes para la ciudadanía 
movilizada del lado entrerriano. 


Cierto es que la protesta de Gualeguaychú representó uno de los picos más altos 
de la agitada historia de los movimientos asamblearios de la Argentina; sin 
embargo, también fue la experiencia que más rápidamente mostró sus límites, 
marcados no tanto por su estricto carácter de clase (la predominancia de sectores 
medios) o por su marcada autorreferencialidad (debida a la sobreexposición 
constante en los medios de comunicación), sino también por el carácter de la 
protesta (el corte ininterrumpido, durante tres años, del puente internacional 
Libertador General San Martín se transformó en un problema en sí mismo) y por 
el hecho de haberse instalado en los límites de una matriz nacionalista. La 
intervención del entonces presidente argentino Néstor Kirchner en apoyo a la 
asamblea (en clave de “causa nacional”) y la respuesta no menos virulenta de su 
par uruguayo Tabaré Vásquez fueron cruciales para la inflexión nacionalista. De 
modo que el conflicto terminó por instalarse en un registro de difícil solución, el 
de la exacerbación de las lógicas nacionalistas, antes que en el terreno de la 
discusión conjunta sobre la viabilidad de ciertos modelos de desarrollo. 


El corte del puente internacional se levantó en junio de 2010, después de una 
agitada asamblea televisada en directo y seguida de cerca por las autoridades de 
ambos países. Los vecinos continúan realizando movilizaciones hasta hoy para 
denunciar la contaminación del río Uruguay por desechos industriales y el 


incumplimiento del monitoreo de la planta establecido en su momento por el 
Tribunal Internacional de La Haya, así como por la amenaza, en 2019, de la 
instalación de una nueva planta papelera proyectada por Botnia-UPM en 
Uruguay. 


Otro de los hitos fundamentales fue el conflicto del Riachuelo. A diferencia de 
otros casos aquí reseñados, en este fue uno de los poderes de la nación —la Corte 
Suprema de Justicia— el que buscó encauzar esta gravísima problemática cuando 
en julio de 2008, a través del fallo “Mendoza, Beatriz Silvia y otros c/ Estado 
nacional y otros s/ daños y perjuicios” (daños derivados de la contaminación 
ambiental del río Matanza Riachuelo), ordenó sanear la Cuenca Matanza 
Riachuelo. Los debates públicos en torno a la causa, sumados a su resonancia 
política y mediática, introdujeron temas hasta ese momento muy poco presentes 
en la agenda, como el control sobre las industrias contaminantes, el saneamiento 
de basurales, la definición del ordenamiento ambiental del territorio, la 
estimación del daño causado a las personas, la visibilización del sufrimiento 
social y ambiental de las poblaciones más vulnerables (Auyero y Swistun, 2007). 
Todo esto condujo a una “reconfiguración social” del problema, en palabras de la 
socióloga Gabriela Merlinsky (2013: 43). 


Sin embargo, cabe constatar que poco se avanzó en el saneamiento. Un informe 
de la Auditoría General de la Nación señaló, en 2019, que se necesitarían quince 
años para verificar la situación de la salud de las familias que habitan en la 
cuenca, y según datos aportados por el gobierno de la ciudad de Buenos Aires en 
2018, aún resta reubicar al 63% de la población afectada por la contaminación. 
Asimismo, para la auditoría porteña falta coordinación en el relevamiento de las 
empresas asentadas en la zona y a raíz de ello, en septiembre de 2019, la 
Legislatura prorrogó por cinco años la emergencia social, urbanística, ambiental 
y sanitaria de la Cuenca Matanza Riachuelo.[61] 


La situación fue todavía más problemática con respecto a los hidrocarburos no 
convencionales y la llegada del fracking a nuestras tierras. En un contexto de 
vaciamiento de YPF, en manos de Repsol, y a las puertas de un vertiginoso 
proceso de desabastecimiento energético, Vaca Muerta parecía la solución 
mágica a la cual todos los sectores de poder apostaron sin rodeos. Sin embargo, 
el avance del fracking produjo la reacción de las comunidades locales en todo el 
continente. Asambleas ciudadanas, comunidades indígenas y campesinas, ONG 
ambientalistas, redes de intelectuales y académicos y algunos sindicatos 
encabezan estas resistencias. 


A partir de 2012 se crearon numerosas asambleas y redes ciudadanas en la 
Argentina para impulsar la moratoria y/o prohibición de la explotación de 
hidrocarburos no convencionales mediante el fracking. A fines de 2019, unas 62 
localidades contaban con ordenanzas que lo prohibían.[62] En Brasil, eran 72 
ciudades en 2016, aunque otras fuentes, como la organización 350.org, señalan 
que habría más de 200 municipios libres de fracking y varios estados que 
evalúan su prohibición total. No pocos activistas brasileños viajan a la Argentina 
para observar in situ los daños que produce este tipo de energía extrema, sobre 
todo en el Alto Valle del río Negro, donde avanza entre las plantaciones de peras 
y manzanas. A nivel regional se creó la Alianza Latinoamericana Frente al 
Fracking, una red de organizaciones que busca promover el debate analizando el 
contexto energético de cada país; los impactos sociosanitarios, ambientales y 
económicos que ocasiona en la población; sus efectos como modelo de 
ocupación territorial, y las estrategias de incidencia, movilización y resistencia 
desplegadas en cada país. 


A nivel global, el carácter controversial del fracking aparece ilustrado por una 
profusa y móvil cartografía global del conflicto, que arrancó en el corazón del 
Norte imperial, como lo refleja su prohibición en Vermont y la moratoria en 
algunos estados como Nueva York y Los Ángeles. Tan controversial es la 
tecnología de la fractura hidráulica y tan evidentemente destructivos sus 
impactos, que las movilizaciones sociales se expandieron por toda Europa desde 
2011: a Francia se sumaron Alemania, Holanda, España, Bulgaria, Rumania, 
Irlanda y Escocia por la prohibición y/o suspensión indefinida del fracking. El 
último país en avanzar hacia una moratoria a causa de la actividad sísmica 
vinculada al fracking fue Inglaterra, a fines de 2019. 


Hasta ahora, el único país latinoamericano que aprobó una moratoria por cuatro 
años en relación con el fracking es Uruguay. En agosto de 2017, varias 
agrupaciones ambientalistas de Uruguay, la Argentina y Brasil marcharon por el 
noroeste uruguayo contra la explotación de hidrocarburos mediante fracking 
levantando como bandera la protección del acuífero guaraní, una de las reservas 
de agua dulce más grandes del planeta. El proyecto de moratoria fue convertido 
en ley en diciembre de ese mismo año. 


En suma, durante los tres gobiernos kirchneristas hubo una disociación entre la 
agenda de derechos humanos abocada al terrorismo de Estado y los juicios a los 
militares, por un lado, y la agenda de derechos humanos ligada a los impactos 
del neoextractivismo en los diferentes territorios, por el otro. Es cierto que este 


hiato entre ambas fue potenciado por la desconexión entre luchas sindicales y 
luchas contra el neoextractivismo. Pero, en líneas generales, la relación directa 
entre neoextractivismo, política de concentración de la tierra y deterioro de los 
derechos fue uno de los puntos ciegos del gobierno kirchnerista y, sobre todo, de 
las organizaciones de derechos humanos vinculadas al gobierno. No es casual 
que el kirchnerismo haya “blindado” el discurso progresista (lo que generó una 
suerte de progresismo selectivo) ante el carácter estructural de esta problemática, 
negando la responsabilidad del gobierno nacional y subrayando el peso 
determinante de las políticas sociales y la revitalización de instituciones 
laborales, entre ellas, la negociación colectiva. 


Flexibilización ambiental y mayor avance del capital (2015-2019) 


Entre 2015 y 2019 el presidente Mauricio Macri intentó dar vía libre a la 
megaminería en territorios prohibidos, pero no lo logró. Ya sin una agenda de 
derechos humanos ni progresismos selectivos, el gobierno de Cambiemos 
avanzó sobre varios frentes hacia la radicalización del extractivismo. Eliminó las 
retenciones a la minería y disminuyó las de la soja; transfirió la Secretaría de 
Minería al nuevo Ministerio de Energía —a cargo del ex-CEO de Shell-; creó un 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sustentable cuyo ministro pronto se 
convirtió en lobista de las mineras, y reforzó la figura de la Organización Federal 
de Estados Mineros (Ofemi) creada por el gobierno de Cristina Fernández de 
Kirchner en 2012. Asimismo, como veremos, reafirmó el subsidio a las 
petroleras en clave neoliberal y comenzó a hablar sin ruborizarse de “cuidado del 
ambiente” y de “participación ciudadana”. En realidad, la narrativa del cuidado 
era una fórmula vaciada, más ligada a la cultura del marketing y a unos pocos 
eslóganes efectistas que a una propuesta de discusión integral sobre las 
consecuencias socioambientales, culturales y políticas de los modelos de 
desarrollo. El gobierno de Macri sostuvo una concepción hiperdébil de la 
sustentabilidad, pese a que concretó la apertura a la inversión en energías 
renovables en clave de negocios, un punto ciego de las gestiones de Néstor 
Kirchner y Cristina Fernández de Kirchner. 


En cuanto a los reclamos territoriales de las comunidades mapuches, desde el 
principio el gobierno implementó una estrategia política que retomaba y 
potenciaba las lecturas demonizadoras de los grandes propietarios rurales y que 
asociaba a estas comunidades indígenas con la violencia y el terrorismo, además 
de desempolvar viejas acusaciones como aquellas de que “no son argentinos, 
sino chilenos” o que “exterminaron a los tehuelches”. La campaña de 
demonización respondía a la apuesta explícita por la profundización de un 
modelo extractivo basado en la explotación de combustibles no convencionales, 
la megaminería a cielo abierto, la multiplicación de represas hidroeléctricas y la 
expansión de cultivos transgénicos, a lo que corresponde añadir los 
emprendimientos inmobiliarios en territorios defendidos por comunidades 
indígenas y no indígenas, muchos de ellos en manos de propietarios extranjeros. 


Recordemos que en 2006, por demanda de las organizaciones y en un contexto 
de creciente conflictividad, se sancionó la Ley 26.160 que prohíbe los desalojos 
de las comunidades indígenas y ordena la realización de un relevamiento 
territorial. Sin embargo, este ordenamiento jurídico que se despliega en 
diferentes niveles (provincial y nacional, siguiendo una normativa internacional) 
contrasta con la realidad. Para tener una idea de esto, nada mejor que recurrir al 
informe final del relator especial de Naciones Unidas sobre los Derechos de los 
Pueblos Indígenas, James Anaya, quien visitó la Argentina en 2011 para recoger 
testimonios y denuncias de las comunidades. El informe da cuenta de un cuadro 
preocupante atravesado por la situación ambiental, el impacto cultural, la 
fragmentación del tejido social, la falta de consulta previa (Convenio 169 de la 
OIT), los desalojos violentos y las situaciones de criminalización y represión. 


Asimismo, como afirma el Observatorio de Derechos Humanos de los Pueblos 
Indígenas (Odhpi), la criminalización de los pueblos originarios no se produce 
tanto durante el ejercicio del legítimo derecho de protesta, como cuando se hace 
uso de derechos reconocidos jurídicamente, como el reclamo de tierras y 
territorios cuyos derechos se hallan amparados por la normativa nacional y 
provincial existente. Este panorama nos lleva a reflexionar sobre la mutación de 
las formas de la violencia política en la Argentina y sus blancos predilectos: en 
los años noventa los desocupados conformaban la “población sobrante”, 
hombres y mujeres descartados en nombre de la globalización neoliberal, cuyos 
cuerpos se rebelaron al destino de sacrificio y comenzaron a cortar las rutas del 
país. Hoy son comunidades enteras, indígenas y campesinas, víctimas del 
racismo endémico, las que devienen obstáculo, una piedra en el camino contra la 
expansión del “progreso”. En este escenario vuelven las preguntas que invocan 
esa memoria larga atravesada por el genocidio originario, acerca de cuál es el 
lugar que la Argentina contemporánea y los modelos de desarrollo imperantes 
les reservan a comunidades y pueblos indígenas. 


La situación de las comunidades indígenas que reclaman tierras ancestrales 
empeoró a partir de 2015. Hubo numerosos desalojos, y varios dirigentes fueron 
encarcelados en situación irregular y se reactivaron causas anteriores. El 
dirigente mapuche Facundo Jones Huala, a quien se le atribuyen crímenes de una 
enorme gravedad, fue extraditado a Chile. La agresiva campaña político- 
mediática apuntó a asociar a los grupos mapuches con la violencia política 
supuestamente articulada por un grupo radicalizado, RAM (Resistencia 
Ancestral Mapuche). El objetivo de estas acusaciones infundadas era disociar los 
reclamos de los mapuches del discurso de los derechos humanos y vincularlos 


con la violencia, para crear las bases de un consenso antiindígena que avalara 
ante la sociedad el avance del capital sobre los territorios en disputa. 


Estos casos confirmaron el retorno a un paradigma racista y punitivista que se 
creía superado como doctrina aceptada para el accionar estatal. Así, 2017 será 
recordado como un año atravesado por hechos de represión institucional y de 
violencia, como el asesinato de Rafael Nahuel, joven mapuche de la comunidad 
Lafken Winkul Mapu, perpetrado por la Prefectura Naval en la provincia de Río 
Negro en el marco de una recuperación territorial. O la desmedida represión 
llevada a cabo por Gendarmería Nacional en Pu Lof en Resistencia de 
Cushamen, Chubut, en enero de 2017, y su repetición en agosto de ese mismo 
año, contexto en el que se produjo la desaparición y muerte de Santiago 
Maldonado. Sin agenda de derechos, la gestión macrista solo estaba interesada 
en fomentar la expansión del capital apelando a la criminalización de las 
resistencias. Pero la crisis económica y el mal gobierno le quitaron el oxígeno 
que necesitaba para completar su embestida sobre los territorios. 


En suma, durante el gobierno de Mauricio Macri se hizo evidente un plan 
sistemático para flexibilizar la escasa normativa de protección ambiental 
existente, lograda gracias a las movilizaciones populares y las múltiples acciones 
de la sociedad civil. Asistimos a una suerte de “trumpización” de la política 
ambiental, ya que no se trataba de hechos aislados e inconexos, sino de 
procedimientos metódicos y premeditados similares a los de la actual gestión 
estadounidense. 


Aun así, cabe destacar el proceso de acumulación de luchas, que se tradujo en un 
incremento de la conflictividad socioambiental y territorial en las periferias, cuya 
presencia en la agenda nacional, aunque transitoria y fugaz, avanza y se 
consolida y es mucho más relevante que en años anteriores. Pese a que las luchas 
ecoterritoriales cuentan con organizaciones en los territorios de las diferentes 
provincias, durante la campaña electoral de 2019 ninguno de los candidatos 
presidenciales, a excepción de la izquierda, planteó el debate sobre los modelos 
de desarrollo ni tampoco señaló la importancia de avanzar en una agenda 
socioambiental que incluyera la participación ciudadana. Ninguno esbozó 
siquiera algún tipo de cuestionamiento al fracking (más allá de las diferencias en 
torno a cómo avanzar con Vaca Muerta), la megaminería y el agronegocio. 


El “mendozazo” en tiempos de crisis climática 


Lo ocurrido en Mendoza en diciembre de 2019 merecería un capítulo aparte. Es 
cierto que hubo otras puebladas, como la de Famatina, y otras movilizaciones 
masivas, como las de Gualeguaychú entre 2003 y 2008, pero en nuestro país 
jamás habíamos asistido al levantamiento de una provincia entera (con 
manifestaciones de hasta cien mil personas), más aún, una de las provincias 
consideradas centrales en términos de importancia política y estructura 
productiva. La población mendocina se volcó de modo masivo a las calles y las 
rutas cuando el gobernador electo Rodolfo Suárez (UCR-Cambiemos), en 
acuerdo con el Frente de Todos, decidió modificar la Ley 7722 para habilitar el 
ingreso de la megaminería con sustancias químicas. La modificación de la ley se 
concretó en el marco de una Legislatura vallada y a espaldas de una sociedad 
movilizada. Apenas una semana después de su modificación, ante el carácter 
masivo del levantamiento social, luego de consultar con los intendentes (que en 
su mayoría apoyaba el rechazo de la población) y con una provincia paralizada, 
el Ejecutivo debió retroceder y enviar la nueva ley para su derogación y 
restablecimiento de la 7722. De este modo quedó claro que en Mendoza no 
habrá megaminería. 


Este levantamiento social tuvo una fuerte repercusión a nivel nacional e 
internacional y dio cuenta de varias cuestiones que deben ser incorporadas a la 
agenda política nacional. Por un lado, la constatación de que desde 2005 (cuando 
comenzaron las resistencias) y 2007 (cuando se sancionó la Ley 7722), la 
minería no cuenta con licencia social en Mendoza. Existe entonces una línea de 
acumulación de luchas y una conciencia ambiental en relación con la 
megaminería. Pero además, la pretendida modificación de la ley era regresiva en 
términos de protección de derechos. 


Asimismo, la Ley 7722 expresa cambios culturales importantes con respecto al 
cuidado del agua y del ambiente, sobre todo ante la crisis climática. Teniendo en 
cuenta la problemática de la escasez hídrica en la provincia, el conflicto con la 
megaminería se inserta en una disputa por el agua. Mendoza está fecundada por 
algunos oasis, logrados a partir de una legislación temprana sobre el control, la 
distribución y el cuidado del agua. Nació como la provincia de “los domadores 


de aguas”. 


La lucha mendocina reimpulsó las movilizaciones en Chubut, provincia acosada 
de modo recurrente por las mineras que buscan abrir la meseta a la explotación 
del plomo y la plata, además del uranio. En enero de 2020, pese a las embestidas 
del capital minero y del actual gobernador Mariano Arcioni, un grupo de 
legisladores provinciales del oficialismo y el propio vicegobernador se 
manifestaron contra la megaminería luego de una sucesión de marchas masivas 
en las localidades más importantes que contaron con el apoyo de varios 
intendentes. 


Por último, considerando la envergadura y la transversalidad de las 
movilizaciones, es necesario pensar lo sucedido en Mendoza, antes que como un 
movimiento social, como la potencia de la sociedad en movimiento. Fue la 
mayor manifestación por el agua en la Argentina y una de las más grandes que se 
recuerde en toda América Latina. Produjo un punto de inflexión en la historia 
socioambiental de nuestro país, cuyas consecuencias vivimos en la actualidad. 
En términos de hecho político mayor, inauguró la gestión de un nuevo gobierno, 
el de la dupla Alberto Fernández-Cristina Fernández de Kirchner, y puso en el 
tapete la importancia de las luchas socioambientales en tiempos de crisis 
climática. 


En suma, la actividad minera está concentrada en unas pocas empresas 
transnacionales que generan exigua mano de obra y cuya producción está 
orientada de modo exclusivo a la exportación masiva de minerales (sin valor 
agregado), con altísima conflictividad social. Dejan como herencia pasivos 
ambientales durante y tras el cierre de las minas, zonas de sacrificio que quedan 
a cargo del Estado nacional y las provincias y, sobre todo, de las poblaciones. En 
este contexto resulta preocupante la obsesión de los gobiernos por habilitar la 
megaminería en las provincias donde está expresamente prohibida por ley y no 
existe licencia social. El mensaje es claro. No se puede ignorar la importancia 
cada vez mayor de las luchas ecoterritoriales. El clima político y económico es 
muy diferente al de la década pasada; la deuda externa es inmensa, la demanda 
social también, y ya no se puede imponer el crecimiento económico a costa de la 
salud de las personas y los territorios. A esto se añade que las placas tectónicas 
en América Latina se mueven cada vez más rápido. 


El cambio climático se ha convertido en uno de los mayores desafíos de la 
humanidad. Para gran parte de los países de América Latina y del Sur global, los 


procesos de adaptación adquieren una relevancia fundamental, porque de esa 
adaptación depende la supervivencia de miles de pueblos y comunidades. Estos 
procesos requieren más que nunca una fuerte regulación y, por ende, mayor 
intervención y control estatal. 


A fines de 2019 la Cámara de Diputados convirtió en ley[63] el proyecto del 
entonces senador nacional Fernando “Pino” Solanas que institucionaliza la lucha 
contra la crisis climática en la Argentina.[64] Durante más de cuatro años se 
buscó consenso en las cámaras de Senadores y Diputados a fin de lograr una 
norma que estableciera herramientas concretas para que el país pudiera adaptarse 
a la crisis climática global y cumplir sus obligaciones de reducir las emisiones de 
GEI. La ley supone, al menos en la letra, que la lucha contra el cambio climático 
se convertirá en política de Estado, un dato no menor ante la creciente presencia 
de gobernantes negacionistas como Donald Trump o Jair Bolsonaro. Nuestra ley 
establece que, una vez electos, los gobernantes escépticos respecto del cambio 
climático estarán obligados a implementar políticas públicas al respecto. Al ser 
una ley de presupuestos mínimos de protección ambiental, basada en el artículo 
41 de la Constitución Nacional, dispone su obligatoriedad también para las 
provincias. Además establece el principio de responsabilidades comunes pero 
diferenciadas (globales y nacionales) y también el de prioridad, en las políticas 
públicas, hacia los sectores más vulnerables. 


Para la aprobación de esta ley fue clave el impulso de las organizaciones de 
jóvenes que luchan contra la crisis climática, como Jóvenes por el Clima y la 
Alianza por el Clima, que desde principios de 2019 salieron a las calles para 
reclamar a gobiernos y empresas una acción de envergadura. Estas 
organizaciones ya habían tenido una intervención decisiva en el Congreso de la 
Nación en julio de 2019, cuando impulsaron y lograron en el Senado la 
Declaración de la Emergencia Climática y Ecológica, como venían haciendo en 
todo el mundo millones de adolescentes inspirados en el liderazgo de Greta 
Thunberg. Al aprobar este proyecto, también presentado por el exsenador Pino 
Solanas, la Argentina se convirtió en el primer país latinoamericano en declarar 
la emergencia climática y ecológica. Y el cuarto a nivel mundial: hasta ese 
momento solo Irlanda, Canadá y Francia lo habían hecho. 


La Ley nacional de Adaptación y Mitigación al Cambio Climático fue otro hito 
en la agenda socioambiental, como en su momento las leyes de Bosques y de 
Glaciares, pero esta vez con la decisiva intervención de jóvenes de todo el país 
que irrumpieron por primera vez en la escena institucional argentina presionando 


para lograr consensos entre los distintos espacios políticos. 


El avance de los movimientos animalistas y la extensión de derechos 


¿Qué lazos existen entre los movimientos animalistas y los movimientos 
socioambientales? Es una pregunta difícil de responder, pues si bien, stricto 
sensu, los reclamos de los colectivos animalistas no son demandas 
socioambientales, es cierto que se conectan con ellas por otras vías. ¿Por qué 
incluirlos, entonces, en este libro? Hay que tener en cuenta que los presupuestos 
filosóficos de los movimientos animalistas, aun con sus especificidades, 
presentan puntos importantes en común con las narrativas relacionales a la hora 
de analizar el vínculo entre sociedad y naturaleza, entre animales humanos y no 
humanos. No por casualidad, estos colectivos hoy forman parte del movimiento 
por la justicia climática, participan en las marchas por el clima a nivel global y, 
en la Argentina, han estado presentes en las marchas en defensa del agua, por 
ejemplo en Mendoza, para el mantenimiento de la Ley provincial 7722 en 
diciembre de 2019. 


Desde el Neolítico, los humanos usufructuamos a los animales no humanos de 
las formas más diversas y más crueles. La profundización de la explotación y el 
agravamiento del sufrimiento animal, sumados a la gran escala de ciertos 
modelos de mortandad, parecen ser las claves de este vínculo más que 
perdurable. Por ejemplo, antes de los combustibles fósiles, los transportes 
públicos eran tirados por caballos (en Londres había más de diez mil taxis con 
tracción a sangre hacia 1870). No solo cumplieron un rol imprescindible en la 
agricultura, sino también en las confrontaciones bélicas: se estima que en la 
Primera Guerra Mundial murieron unos ocho millones de caballos. Si bien el 
cambio de modelo energético benefició a los equinos, cabe señalar que las 
transformaciones del modelo alimentario en las últimas décadas empeoraron las 
condiciones de vida de otros animales para responder a las necesidades de un 
mundo humano cada vez más superpoblado. “La larga sombra de la producción 
ganadera” se proyecta sobre los vacunos, y a esto se suma la proliferación de 
megagranjas industriales para otros animales domésticos. Hoy se matan 56 000 
millones de animales al año: tres veces más que en 1980. La figura del 
holocausto cotidiano y perpetuo, “el eterno Treblinka” —como titulara de modo 
perturbador Charles Patterson su libro publicado en 2002—,[65] está más 
presente que nunca. Los animales no humanos, afirma la filósofa francesa 


Elisabeth de Fontaney, “viven en un estado de excepción permanente”.[66|] 


El movimiento por la defensa de los animales surgió en los años setenta en los 
países de habla inglesa y se extendió con rapidez por todo el planeta. Desde su 
origen se ha nutrido de los nuevos movimientos sociales (ecologistas, feministas, 
pacifistas). En las últimas décadas, sus avances en la denuncia contra el maltrato 
animal han sido muy importantes. Pero, al mismo tiempo, la explotación de los 
animales también se ha extendido, y a gran escala. El postulado del movimiento 
animalista contemporáneo es doble. Por un lado, propone ampliar la frontera de 
derechos que no deben ser atributo exclusivo de los humanos, sino extensivos a 
los animales no humanos. Por otro lado, cuestiona el especismo que, con 
diversos argumentos, considera a la humana como superior al resto de las 
especies y por ende justifica su dominio sobre estas. En palabras de la 
antropóloga María Carman: 


Los promotores de esta ética sin especies —o bien ética interespecie— resaltan que 
las diferencias físicas entre humanos y animales no deben ser el fundamento para 
una discriminación en el trato dispensado a los animales no humanos, dado que 
tenemos importantes semejanzas en cuanto a las capacidades de sentir dolor, 
placer y otro tipo de emociones (2017: 138). 


En nuestro país han surgido numerosos colectivos, en su mayoría expresiones 
locales de movimientos de alcance global. Una investigación realizada por 
Anahí Méndez (2014) aporta una interesante mirada comparativa sobre cuatro 
colectivos animalistas —la Asociación Animalista Libera!, Especismo Cero, La 
Revolución de la Cuchara y AnimaNaturalis— que se han constituido a escala 
local, nacional e internacional articulando redes entre sus nodos y también con 
otras organizaciones defensoras de los animales y del ambiente. La investigación 
consigna que estos cuatro colectivos nacieron hacia el año 2000, en consonancia 
con la expansión de la sociedad digital y las nuevas tecnologías de 
comunicación, y que se han extendido en diferentes centros urbanos, como la 
ciudad de Buenos Aires, Córdoba, Jujuy, Rosario, San Luis, El Calafate, entre 
otros. Sus estrategias conjugan el trabajo online con la acción directa en la calle 
y la participación sostenida en el ámbito legislativo, para promover cambios 
reales en el tratamiento de los animales a través de la normativa. 


Gracias a la presión de los colectivos animalistas, en 2013 se sancionó la Ley 
4351 en la ciudad de Buenos aires, que implementa un plan de castraciones 
masivas y gratuitas como única herramienta ética de control poblacional de la 
fauna urbana. 


A su vez, esta misma ley concreta un sueño perseguido durante años, el 
tratamiento de la salud animal como una cuestión de salud pública, y a tal fin 
dispone la creación de los Centros de Atención Veterinaria Comunal (como 
mínimo uno en cada comuna) y los Centros Móviles de Atención Veterinaria. 
[67] 


Aunque ha habido numerosos reclamos por el incumplimiento de la ley y la 
posibilidad de una modificación de carácter regresivo, hasta hoy constituye uno 
de los logros fundamentales del movimiento animalista. 


Otra de las acciones emprendidas está vinculada al zoológico de Buenos Aires y 
sus habitantes. Más allá del cuestionamiento a la propuesta del gobierno de la 
ciudad (convertir el zoológico en un supuesto ecoparque, lo que en realidad 
enmascaraba nuevos negocios inmobiliarios), lo novedoso de este proceso fue el 
inédito fallo judicial sobre la orangutana Sandra,[68] quien se encontraba 
confinada en el exzoo y que fue considerada como “sujeto de derecho no 
humano”.[69] Luego de la sentencia, en noviembre de 2019 fue trasladada a un 
santuario para grandes simios en Florida, Estados Unidos. A esto hay añadir el 
fallo de la chimpancé Cecilia,[70] del Tercer Juzgado de Garantías de la 
provincia de Mendoza, que la reconoció como sujeto de derecho no humano y 
merecedora de un hábeas corpus. Esto le permitió salir de su cautiverio en el 
zoológico local para llevar una vida más digna en el Santuario de Sorocaba, en 
Brasil. 


Respecto del maltrato animal, se han promovido varias leyes. Una de ellas buscó 
prohibir la tracción a sangre, pero no prosperó debido a la oposición del 
sindicato de carreros y otras organizaciones. Este proyecto puso en tensión el 
tema de los derechos de los animales con los derechos de los más postergados de 
la sociedad, pues amenazaba la fuente de trabajo de sectores marginales. Como 
sostiene Carman: 


La visión humanizada de los animales corre el riesgo de corresponderse con una 
visión biologizante de los humanos que no estarían dotados de esos mismos 
atributos, allanando nuevas vías para la estigmatización de los sectores 
relegados. La política de visibilidad del derecho animal no está exenta de 
funcionar como contracara de una política de invisibilidad [...] de los derechos 
de los humanos más vulnerables (2017: 121). 


Otro de los grandes temas fue la prohibición de las carreras de galgos promovida 
por la asociación Proyecto Galgo Argentino, a la que adhirieron otros grupos 
proteccionistas y animalistas del país. Todo comenzó con el pedido de cierre de 
un zoológico en Colón, provincia de Entre Ríos, a lo que se sumó el reclamo de 
vecinos para terminar con la tortura a la que se sometía a los galgos. Después de 
tres largos años, el Congreso sancionó la ley en 2016: por unanimidad en el 
Senado[71] y bajo presiones y amenazas en la Cámara Baja. Por primera vez en 
la historia del Congreso de la Nación se habló de los perros y los animales en 
general, no solo como seres sintientes, sino como sujetos de derechos. Varios 
legisladores destacaron la necesidad de “cambiar el paradigma en relación con 
los animales”.[72] 


Es probable que, con el correr de los años, dos reclamos tiendan a convertirse en 
acciones emblemáticas. Las protestas contra el maltrato animal durante el 
Festival Nacional de Doma y Folklore en Jesús María, provincia de Córdoba, y 
las acciones de activistas veganos en la Exposición Rural Argentina, que se 
realiza anualmente en la ciudad de Buenos Aires. En 2019 la intervención 
terminó en una inusitada golpiza, que la prensa buscó mostrar como un 
enfrentamiento entre “veganos” y “gauchos”. Durante la ceremonia de 
premiación los manifestantes ingresaron a la pista y fueron repelidos por los 
jinetes, que los atacaron a rebencazos y les arrebataron las pancartas. 


En su definición más simple y extendida, ser “vegano” consiste en alimentarse 
sin incluir en la dieta ningún producto de origen animal (tampoco sus derivados, 
a diferencia del vegetarianismo). Pero el veganismo es algo mucho más amplio, 
es una actitud consecuente hacia todos los animales no humanos, una filosofía de 
vida que tiene como foco de decisión el sufrimiento que el humano causa a los 
otros animales, el supremacismo moral que supone tratar a otros seres sintientes 


como objetos. El animalismo, por su parte, sostiene que los animales (todos) 
tienen los mismos derechos que los humanos (visión extensionista) y sus vidas 
deben ser respetadas como la de cualquier hombre o mujer. Según la activista 
francesa Corine Pelluchon (2018), “los animalistas son antiespecistas, y sus 
convicciones los llevan al veganismo”. 


En suma, en la Argentina existe un importante movimiento animalista que 
desarrolla acciones en defensa de los derechos de los animales, tanto a título 
general como a título particular (como sucedió con la orangutana Sandra y la 
chimpancé Cecilia), que presenta vínculos y una base en común con diferentes 
luchas ecoterritoriales (crítica al antropocentrismo, visto como “especismo”). Sin 
embargo, a diferencia de lo que ocurre en otras latitudes —por ejemplo, en 
Europa, donde hay fuertes nexos entre los movimientos ecologistas y los 
animalistas—, en la Argentina y en otros países de América Latina impera una 
suerte de incomprensión e incomunicación recíproca. Pues si en líneas generales 
los animalistas se preocupan poco por la salud de los ecosistemas (su 
preocupación es más social que ecológica en relación con los animales), o de 
modo somero algunos consideran que “una teoría de los derechos de los 
animales expandida puede hacerse cargo de asuntos fundamentales como el 
hábitat y el ecosistema”, como afirman Donaldson y Kymlicka (2018), por su 
parte la lucha ecologista tampoco se ha interesado mucho por la condición de los 
animales, más allá de colocar en el centro de sus campañas a los que están en 
peligro de extinción. Así, en América Latina, pese a que los últimos quince años 
estuvieron tan marcados por las luchas contra el neoextractivismo y la sanción 
de nuevos derechos (por ejemplo, los Derechos de la Naturaleza, 
constitucionalizados en Ecuador), poco y nada se ha hablado de tender puentes 
con los reclamos y las propuestas animalistas. 


Del giro ecoterritorial a las luchas por la justicia climática 


Más allá de las marcas específicas, la dinámica y la acumulación de las luchas 
socioambientales en América Latina asentaron las bases de un lenguaje común 
de valoración sobre la territorialidad que da cuenta del cruce innovador entre 
narrativa ambientalista y matriz indígena-comunitaria. La Argentina no es una 
excepción. Esta convergencia expresa lo que podemos denominar “giro 
ecoterritorial”, que refleja cómo se piensan y representan, desde la perspectiva 
de las resistencias colectivas, las actuales luchas socioambientales centradas en 
la defensa de la Tierra y del territorio. 


Una primera cuestión a tener en cuenta es que el giro ecoterritorial remite a la 
construcción de marcos para la acción colectiva, que funcionan tanto como 
estructuras de significación y esquemas de interpretación contestatarios O 
alternativos, como productores de una subjetividad colectiva.[73] Estos marcos 
tienden a desarrollar una importante capacidad movilizadora, instalan nuevos 
temas, lenguajes y consignas en términos de debates de sociedad, y orientan la 
dinámica interactiva hacia la producción de una subjetividad común en el 
espacio latinoamericano de las luchas. 


En este contexto, lo más novedoso es la articulación entre actores diferentes 
(movimientos indígenas y campesinos, movimientos socioambientales, ONG 
ambientalistas, redes de intelectuales y expertos, colectivos culturales, jóvenes y 
mujeres), que se traduce en un encuentro de saberes y disciplinas, en un diálogo 
cada vez más intergeneracional que conduce a la emergencia de un saber 
experto, independiente de los discursos dominantes, y a la valorización de los 
saberes locales, muchos de raíz campesina o indígena. El tema no es menor. A 
partir de esta articulación, diferentes organizaciones y movimientos elaboran 
diagnósticos comunes y expanden su plataforma discursiva, que excede la 
problemática local y nacional e incluye temas asociados a la justicia climática, al 
tiempo que diversifican las estrategias de lucha combinando la movilización de 
base y las redes sociales con la generación y aplicación de diferentes 
instrumentos técnicos y legales (amparos colectivos, nuevas ordenanzas, 
demanda de consulta pública y leyes de protección del ambiente y de los 
derechos de los pueblos originarios). Estos lenguajes se nutren de diferentes 


matrices político-ideológicas, de perspectivas anticapitalistas, ecologistas e 
indianistas, feministas y antipatriarcales que provienen del heterogéneo mundo 
de las clases subalternas. 


El giro ecoterritorial presenta cada vez más contactos significativos con los 
movimientos por la justicia climática. Ante la dimensión y envergadura de la 
crisis climática, las movilizaciones adoptan contornos sociales y participativos 
cada vez más amplios y transversales e incluyen a amplios sectores de la 
ciudadanía, que toman conciencia de la gravedad de la crisis y de la necesidad de 
exigir políticas activas urgentes y transformadoras, interpelando a los grandes 
decisores de la élite económica y política. Estamos ante la emergencia de un 
nuevo activismo climático, muy vinculado a la juventud, que desborda cualquier 
organización de base y apuesta a conformarse como un actor relevante en el 
combate por la vida. 


El carácter periférico que adoptan los conflictos ambientales en la agenda 
política y pública no está vinculado solo con el tipo de actor movilizado 
(asambleas, pueblos originarios y organizaciones ambientalistas) ni 
exclusivamente con la geografía del conflicto (la lejanía respecto del centro 
político), sino con el tipo de actores económicos y políticos que sostienen los 
modelos de desarrollo cuya insustentabilidad se cuestiona. Se trata nada menos 
que de los actores centrales de la dinámica capitalista actual, las grandes 
corporaciones extractivas. Ya sea la megaminería, el agronegocio, las compañías 
petroleras o los grandes desarrolladores urbanos, estas corporaciones poseen una 
gran capacidad de lobby que involucra alianzas estratégicas con la clase política 
provincial y nacional y una proyección multiescalar (transnacional), así como 
una fuerte injerencia y capacidad de presión sobre la agenda de los medios de 
comunicación, tanto grandes como pequeños. 


Luego de lo ocurrido en Mendoza y Chubut, dentro del campo del nuevo 
oficialismo hay quienes entienden que las luchas ecoterritoriales o contra el 
terricidio no pueden subestimarse, tienen historia y un lenguaje de derechos. En 
esa línea, sería un error por parte del gobierno que asumió en 2019 insistir en 


una política favorable a la megaminería. 


El nuevo protagonismo de la juventud en las luchas contra el cambio climático, 
al calor del efecto “Greta Thunberg”, ha sido determinante. La Argentina cuenta 
hoy con una abigarrada red de movimientos jóvenes (Alianza por el Clima, 
Fridays For Future, Jóvenes por el Clima, Ecohouse, Extinción o Rebelión, por 
citar solo algunos), sin olvidar a los movimientos veganos que defienden los 
derechos de los animales. Los lazos entre las nuevas redes y organizaciones y las 
asambleas y colectivos antiextractivistas, así como con las organizaciones 
indígenas y campesinas, y los movimientos territoriales rurales, son cada vez 
más estrechos. Más aún, en provincias como Mendoza casi no hay distancia 
entre las luchas contra la megaminería y el fracking y las nuevas organizaciones 
juveniles. La ampliación del campo de batalla habla a las claras de la existencia 
de un movimiento por la justicia ambiental y climática. 


En suma, las luchas en defensa del planeta tienen aquí su carnadura local y 
territorial y reflejan grandes cambios culturales que no pueden ser ignorados. 
Llegó la hora de escuchar el mensaje de las poblaciones que luchan contra 
diversas formas de neoextractivismo y a los más jóvenes, para quienes la 
búsqueda desesperada de excedente no puede hacerse en detrimento del derecho 
de los pueblos, del agua, de los territorios, del clima, de los bienes comunes. 


[57] Retomamos el postulado asumido colectivamente y desarrollado en Svampa 
(2015). 


[58] Para el caso de la megaminería, véase Colectivo Voces de Alerta (2011) 
(publicado en sus diferentes versiones en la Argentina, Ecuador, Uruguay y 
Perú); para el fracking, véase Bertinat y otros (2014, reeditado en 2018); sobre 
modelos de desarrollo y neoextractivismo, véase Svampa y Viale (2014). A nivel 
latinoamericano, apelamos a los aportes individuales y colectivos del Grupo de 
Trabajo Permanente de Alternativas al Desarrollo, además de las diferentes 
investigaciones académicas a nivel nacional, realizadas en colaboración con 
organizaciones sociales, que serán citadas oportunamente. 


[59] En Tambogrande, distrito localizado al norte de Perú, se realizó la primera 
consulta vecinal en América Latina para expresar el acuerdo o desacuerdo 


“ng” a ER el 90%. o 


[61 ] “Sin informe de la situación mutilado se Llcndo Li emer gencia aras la 
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íticos; establece la obligaciór 


4. Los casos emblemáticos 


El peligro es que, de tanto oír mentiras, ya no podamos reconocer la verdad. 


Chernóbil[74] 


Lo único que escucho es fatalidad y pesimismo [...]. / Vuelan montañas enteras 
buscando petróleo / que ya no está en el pozo. / Hay niños que revisan la basura 
de los basureros. / Me estoy quedando sin agua, así que mejor vigilo el chorro. 


The Rolling Stones, “Doom and Gloom”[75] 


Introducción 


En este capítulo nos abocaremos a presentar cuatro casos emblemáticos de 
nuestro país. Para comenzar, abordaremos los impactos sociosanitarios del 
glifosato, sin duda la mayor problemática socioambiental de la Argentina. En 
segundo lugar, realizaremos un recorrido por el derrotero de la Ley de 
Protección de Glaciares y su vinculación con los derrames en la mina Veladero 
en San Juan. Esta ley nos inserta en una trama político-económica en la que se 
tensan las escalas nacional y provincial, y pone al descubierto cuestiones como 
la impunidad de las corporaciones, las contradicciones de la clase política, las 
resistencias sociales y el nuevo derecho ambiental. En tercer lugar, nos 
detendremos en el caso de Vaca Muerta y el fracking, que encarna la ilusión 
eldoradista más potente del siglo XXI. Por último, nos centraremos en el litio 
para interrogarnos acerca de las limitaciones de este tipo de minería de agua, así 
como del rol estratégico de este mineral en el marco de una transición hacia una 
sociedad posfósil o carbono cero. 


Caso 1. Agronegocios, un laboratorio a cielo abierto 


Cerremos los ojos un instante e imaginemos que dentro de una década, tal vez 
menos, alguien tiene la osadía de producir una exitosa miniserie sobre crímenes 
político-ambientales, al estilo de Chernóbil, pero dedicada al glifosato. Contaría 
la trama oculta de sus impactos, basada en el silencio de gobiernos, funcionarios 
y periodistas, desde los años noventa hasta la actualidad. 


Nuestro país jugaría un rol fundamental en esa serie. La historia podría 
comenzar con los “Monsanto Papers”, que revelarían cómo se sobornó en todo el 
mundo a gobernantes, parlamentarios, científicos y periodistas para ocultar las 
consecuencias del glifosato. La Argentina sería vista como un cobayo, un 
ejemplo del gran experimento a cielo abierto en que se transformó su vasto 
territorio, desde la pampa húmeda hasta el Norte: lo que hoy llamamos “frontera 
agraria”. De este modo, podríamos conocer paso a paso el papel que 
desempeñaron algunos medios de comunicación que silenciaron sus 
consecuencias, y seríamos testigos de las reuniones secretas entre los CEO de 
Monsanto y los periodistas estrellas del “campo”. 


En esa secuencia, un episodio ineludible sería la persecución del científico 
Andrés Carrasco, como el día en que recibió en su laboratorio la visita de unos 
abogados que intentaron presionarlo para que no revelara los resultados de su 
investigación sobre los efectos del glifosato. También aparecería el exministro de 
Ciencia, Lino Barañao. Se mostraría cómo hizo Monsanto para contar con la 
anuencia de un funcionario que retuvo su cargo después de 2015, pese al cambio 
de gobierno. Ese capítulo comenzaría con el ministro argumentando que “el 
glifosato es como agua con sal”. En otro desfilarían los representantes del 
agronegocio pidiendo “cerrar escuelas rurales” para no tener que obedecer los 
fallos judiciales que prohíben aplicar glifosato en sus inmediaciones. Aparecería 
el expresidente Mauricio Macri, en conferencia de prensa, cuestionando con 
rostro sorprendido esos fallos, aduciendo que se oponen al desarrollo del 
campo... 


Se contaría cómo la Argentina ostenta el triste récord de ser el mayor aplicador 
de glifosato por persona del mundo (más de 350 millones de litros por año). Y 


cómo esta sustancia letal ya está presente en alimentos, algodones, toallas 
femeninas, ríos y hasta en el agua de lluvia. Se mostrarían documentos de 
Monsanto que prueban sus vínculos inapropiados con la Agencia de Protección 
Ambiental (EPA, por sus iniciales en inglés) de los Estados Unidos, y se 
detallarían las maniobras para evitar nuevas revisiones de seguridad del 
glifosato. 


En un momento clave se contaría cómo Monsanto realizó tareas de inteligencia 
sobre científicos, políticos y periodistas en Francia para operar sobre ellos y así 
influir en sus declaraciones públicas sobre el glifosato. Todo sería tan obvio que 
generaría indignación en los espectadores, quienes se preguntarían cómo diablos 
pudo pasar todo eso mientras los medios callaban y la clase política se lavaba las 
manos. 


En medio de una crisis socioecológica y climática sin precedentes, el impacto de 
las denuncias sería tan fuerte que los mercados internacionales comenzarían a 
retroceder. Argumentarían que hacía tiempo pensaban en tomar esa decisión y 
anunciarían el drástico cierre de las importaciones de todos los productos que 
contuvieran glifosato. Sería noticia en todos los portales del mundo: la mayor 
desinversión global de las últimas décadas. 


La Argentina, un país dependiente y periférico, quedaría en estado de shock, de 
quiebra inminente, sin tener dónde exportar su soja pero tampoco el resto de su 
producción agrícola, sus tiernas carnes, sus glamorosos vinos, sus frutas de 
diferentes climas... también contaminados con glifosato. 


No vamos a espoilear el desenlace, pero podemos adelantar que sería un final 
abierto. 


Volvamos a cerrar los ojos... 


Laboratorio a cielo abierto,[76] experimento a escala masiva sobre los territorios 
y sobre los cuerpos de las personas, lo cierto es que el agronegocio constituye un 
verdadero modelo de maldesarrollo, nuestro Chernóbil criollo, que ilustra como 
pocos uno de los temas más obturados por los gobiernos y los actores 
económicos involucrados. 


Las cosechas récord y el boom de la carne argentina en el mundo han venido de 
la mano de la destrucción masiva de bosques nativos, de la degradación 
acelerada de los suelos, de la contaminación del agua y de los pueblos fumigados 


con agrotóxicos. Los impactos sanitarios y ambientales del agronegocio se hacen 
sentir: se ha convertido en el mayor problema socioambiental de nuestro país por 
su extraordinaria extensión y proporción de ocupación territorial. Hay que 
recordar el trabajo pionero del doctor Andrés Carrasco —profesor de 
Embriología, investigador principal del Conicet y director del Laboratorio de 
Embriología Molecular de la Facultad de Medicina de la UBA-—, quien en 2009 
dio a conocer un estudio en embriones sobre los efectos dañinos del glifosato. A 
través de ese trabajo, Carrasco demostró que la exposición a dosis de glifosato 
hasta mil quinientas veces inferiores a las utilizadas en las fumigaciones que se 
realizan en los campos argentinos provoca trastornos intestinales y cardíacos, 
malformaciones y alteraciones neuronales. La investigación, publicada al año 
siguiente en la revista estadounidense Chemical Research in Toxicology, trajo a 
Carrasco una serie de consecuencias impensadas: amenazas anónimas, campañas 
de desprestigio mediáticas e institucionales, fuertes presiones políticas, entre 
otras. 


En la actualidad, el monocultivo de soja —y en menor medida de maíz— ocupa 
unas 25 millones de hectáreas. Al menos 12 millones de personas residen en 
zonas donde se arrojan más de 500 millones de litros de agrotóxicos anuales, y 
donde los niveles de exposición (ya no potencial) se elevan a 40-80 litros-kilos 
por persona por año. Como acierta en señalar Medardo Ávila Vázquez:[77] 


Si bien aumentó la superficie cultivada en poco más de 50% (de 20 a 32 
millones de hectáreas), el aumento del consumo de agrotóxicos es mayor al 
1000%, y esto ocurrió porque este modelo de producción es dependiente de 
químicos, porque tanto las malezas como los insectos se adaptan o acostumbran 
a los agrotóxicos con que los atacan y al cabo de pocos años ya no sufren daño 
ante su fumigación. En esa situación, la respuesta del agronegocio es aumentar la 
dosis del agrotóxico y/o mezclarlo con otras moléculas similares, como se 
observa en el actual control de malezas que en 1996 utilizaba 3 litros de glifosato 
por hectárea por año y ahora están fumigando con 12 litros en esas mismas 
hectáreas, pero mezclado con 2 litros de 2.4D por año, dicamba y otros 
herbicidas. 


Ya en 2012, el Defensor del Pueblo de la Nación redactó un informe que afirma 


que los agroquímicos tienen vinculación directa con la discapacidad, solicitó la 
implementación del principio precautorio (ante la posibilidad de perjuicio 
ambiental es necesario tomar medidas protectoras), e instó al Ministerio de Salud 
a tomar medidas “preventivas y eficaces”.[78] En 2014 exhortó a las autoridades 
a tomar “las medidas precautorias que resulten necesarias a fin de minimizar los 
riesgos por exposición a agroquímicos de las comunidades educativas rurales”. 
[79] 


Que los agroquímicos más utilizados en el agronegocio son extremadamente 
peligrosos ya lo ha determinado el Centro Internacional de Investigaciones sobre 
el Cáncer (IARC, por sus iniciales en inglés) de la OMS. En marzo de 2015 
emitió un informe que señala: “Hay pruebas convincentes de que el glifosato 
puede causar cáncer en animales de laboratorio y hay pruebas limitadas de 
carcinogenicidad en humanos (linfoma no Hodgkin)”; también destaca que el 
herbicida “causó daño del ADN y los cromosomas en las células humanas”, algo 
directamente vinculado con el cáncer. 


Lo cierto es que existen sobradas evidencias científicas sobre la toxicidad de los 
principales agroquímicos que se utilizan en nuestro país (Swanson y otros, 2014; 
Mesnage y otros, 2015; Bernardi y otros, 2015; Guyton y otros, 2015; Díaz, 
2015). A partir de estudios empíricos, investigadores del Conicet, médicos de 
pueblos fumigados, profesionales de la Universidad Nacional de Rosario (UNR) 
y de La Plata (UNLP) han brindado evidencia de lo que generan los agrotóxicos: 
cáncer, malformaciones, abortos espontáneos, problemas respiratorios, entre 
Otros. 


Un grupo de científicos de la UNLP publicó en 2018, en la revista Science of the 
Total Environment, un artículo titulado “Glifosato y atrazina en lluvia y suelos 
de áreas agroproductivas en la región de las pampas en la Argentina” (Alonso y 
otros, 2018). Allí demostraron que el glifosato está presente incluso en las 
lluvias y en el aire. El área de estudio comprendió cuatro de las cinco provincias 
de la región pampeana: Buenos Aires, Entre Ríos, Santa Fe y Córdoba, y cubrió 
un área aproximada de 60 millones de hectáreas. Estos investigadores ya habían 
detectado en la cuenca del río Paraná la presencia alarmante de agroquímicos 
como glifosato y endosulfán,[80] incluso en algodones de uso cotidiano.[81] 


En 2018, y ante la negativa de las autoridades municipales a dictar medidas de 
protección para la salud de los habitantes de la localidad de Canals, en el sudeste 
de la provincia de Córdoba, vecinos autoconvocados del pueblo y la Red 


Universitaria de Ambiente y Salud realizaron un estudio de la mortalidad por 
cáncer y encontraron que el 55% de los habitantes de Canals muere por esa 
causa, mientras en todo el país y en la ciudad de Córdoba la proporción es 
inferior al 20% (Garay y otros, 2018). Se identificó a todos los fallecidos entre el 
1” de abril de 2017 y el 31 de marzo de 2018 (111 en total) y se preguntó a 
familiares directos o vecinos por la enfermedad padecida en cada caso. Los 
resultados mostraron que el cáncer era la principal causa de muerte, y que más 
de la mitad de los fallecidos en ese período habían sufrido esa enfermedad (61 
vecinos en total, lo que equivale al 55% de los muertos). También se determinó 
que en Canals muere más gente de lo normal o esperado para el tamaño de la 
población (hay un 45% más de fallecimientos que en otros lugares). Asimismo, 
al comparar sus hallazgos con estadísticas nacionales, la investigación encontró 
otros datos alarmantes: la tasa de abortos espontáneos de mujeres en edad 
reproductiva es 4,8 veces más alta, hay un 25% más de enfermedades 
respiratorias, tres veces más colagenopatías y el doble de casos de diabetes tipo 
HT e hipotiroidismo (Garay y otros, 2018). 


Damián Verzeñassi, director del Instituto de Salud Socioambiental y profesor de 
la Facultad de Ciencias Médicas (UNR), relevó —desde el año 2010 hasta la 
actualidad— más de treinta localidades en las provincias de Santa Fe y Entre Ríos 
junto con estudiantes de Medicina que realizan la práctica final para graduarse 
con un campamento sanitario. Realizaron más de cien mil encuestas que 
vinculan en la región el uso de agrotóxicos con enfermedades. El relevamiento 
de 110 000 habitantes de treinta localidades reflejó el aumento de enfermedades 
oncológicas, malformaciones congénitas, hipertensión e hipotiroidismo debido al 
uso de agroquímicos, en zonas donde se fumiga a cien metros del ejido urbano 
(Verzeñassi, S.f.). 


El propio Ministerio de Salud de la Nación realizó en 2015 un estudio sobre los 
plaguicidas y su impacto sobre la salud: 


En Córdoba el equipo reportó un patrón de incidencia de cáncer no aleatorio, 
identificando su distribución y asociándola con características biológicas, 
socioeconómicas, de estilo de vida y ambientales. Entre los componentes 
ambientales que se han hallado asociados a diferentes tipos de cáncer en 
poblaciones humanas, se encuentra la exposición a tóxicos, naturales y 
antrópicos; es el caso de los plaguicidas. El estadístico de carga de cáncer 


utilizado en este proyecto, la tasa de mortalidad para cada departamento del país, 
también presentó una distribución espacial no aleatoria para cáncer total para 
ambos sexos y para cáncer de mama. [...] La distribución espacial de los Índices 
de Impacto Ambiental Total (LAT) también fue agregada, presentando una 
concentración de los valores altos de ILAT en la región pampeana, y coincidiendo 
con el patrón de la distribución geográfica del Índice de Exposición Acumulada 
a Plaguicidas (IEP). Ello provee un argumento valioso para el análisis de la 
asociación entre la exposición a plaguicidas y los potenciales daños en la salud. 
[...] Diversos autores han reportado daño genotóxico asociado al uso de 
plaguicidas, estando el desarrollo del cáncer asociado a la acumulación de daño 
genético. Existe asimismo evidencia que asocia algunos cánceres con la 
exposición a plaguicidas (Díaz, 2015). 


En términos legales, existe también una profusa y dispersa jurisprudencia al 
respecto, obtenida gracias a la movilización de los pueblos fumigados y los 
esfuerzos de los abogados consagrados a defender sus derechos. Cabe señalar 
que en centenares de municipios hay ordenanzas que prohíben las fumigaciones 
aéreas y/o establecen distancias de exclusión a la fumigación terrestre, y que 
todas ellas son fruto del accionar de organizaciones locales que reclaman por el 
derecho a la salud y a un ambiente sano. 


En 2012, el Tribunal Superior de Justicia de Córdoba rechazó los recursos de la 
defensa de dos productores agrícolas[82] “por infringir la Ley de Residuos 
Peligrosos (24.051), afectando el ambiente y salud pública del barrio Ituzaingó 
de Córdoba”. La sentencia dejaba en claro que “el uso de plaguicidas podrá 
configurar un riesgo permitido en el ámbito para el cual ese empleo comporta 
ciertos beneficios para la explotación agrícola”, y especificaba: “un riesgo no 
permitido cuando se utiliza en ámbitos territoriales prohibidos que están cerca 
del asentamiento de conjuntos poblacionales”. 


En suma, ese fallo de 2012 establece que este tipo de productos peligrosos no 
puede utilizarse en ámbitos urbanos y en consecuencia limita su uso a las 
“explotaciones rurales”. Basta recorrer el campo argentino para observar que los 
cultivos fumigados con agroquímicos están próximos y/o incluidos en zonas 
urbanas y, en la mayoría de los casos, integrados a viviendas permanentes, 
escuelas rurales, huertas, colmenares, tambos, criaderos de pollos y de cerdos, 
explotaciones de cría y engorde de hacienda, ríos, arroyos, lagunas, espejos y 


pozos de agua. Por otra parte, la aplicación de agroquímicos en las explotaciones 
agrícolas trasciende ese ámbito cuando se encuentran residuos de estos 
plaguicidas y otros utilizados dentro del ámbito rural en los alimentos destinados 
al consumo en las ciudades.[83] 


El auge de la utilización de agroquímicos en nuestro país comenzó en 1996, 
durante la segunda presidencia de Carlos Menem, cuando se autorizó la soja 
transgénica de Monsanto resistente al glifosato. Desde esa fecha hasta la 
actualidad se aprobaron en la Argentina más de sesenta eventos transgénicos 
(soja, maíz, papa, algodón, cártamo y alfalfa). Las empresas beneficiadas son 
Syngenta, Bayer, Monsanto, Bioceres/Indear, Dow Agroscience, Tecnoplant, 
Pioneer y Nidera, entre otras. Según un detallado informe realizado en 2019 por 
la Auditoría General de la Nación, al momento de aprobar un transgénico el 
Estado no considera el uso de agroquímicos que acompaña a la semilla, no mide 
el impacto ambiental (en bosques, animales, aire, agua, suelos) y tampoco evalúa 
el impacto sobre los alimentos que luego consumiremos todos. Peor aún: el 
Estado argentino aprueba los transgénicos sobre la base de estudios realizados 
por las empresas que los venden, esto es, no realiza análisis propios. El 
organismo estatal encargado de aprobar estos eventos transgénicos es la 
Comisión Nacional de Biotecnología (Conabia). El periodista Darío Aranda 
obtuvo el listado secreto de los integrantes de la Conabia: de un total de treinta y 
cuatro, veintiséis pertenecían a las empresas (Bayer, Monsanto, Syngenta, 
Bioceres) o tenían conflictos de intereses con ellas (Aranda, 2017). 


Pese al persistente silenciamiento del tema, existen claras y contundentes 
evidencias científicas y empíricas del masivo impacto ambiental y sanitario del 
uso de agrotóxicos en nuestro país, que muestran la relación directa entre el 
glifosato y el “campo”. Esto en el marco de poderosas campañas que ocultan 
cualquier posible controversia sobre el paquete tecnológico utilizado. Aunque la 
agricultura tiene diez mil años de antigijedad en la historia de la humanidad, y el 
agronegocio con transgénicos y agroquímicos menos de veinticinco, aun así 
afirman que esta última variable es la única agricultura posible. El lobby del 
agronegocio califica cualquier cuestionamiento como “ideológico” y “no 
científico”, cuando en realidad es exactamente al revés. Son los fundamentalistas 
del agronegocio quienes no están dispuestos a atender los estudios científicos (y 
los hechos) que revelan que en la Argentina estamos viviendo una verdadera 
tragedia ambiental debido al uso de agroquímicos. 


Caso 2: El interminable derrotero de la Ley de Glaciares y los derrames de 
la Barrick Gold 


Los glaciares y casquetes polares son las principales reservas de agua dulce de 
nuestro planeta. El 97,5% de la superficie total de agua de la Tierra es salada, y 
solo el 2,5% restante es dulce. De ese 2,5% de agua dulce, el 79% se encuentra 
en estado sólido permanente en los hielos polares y los glaciares. Los glaciares 
persisten en el tiempo, a partir del equilibrio que establecen entre agua 
acumulada y agua derretida y entre períodos húmedos y períodos secos. Las 
regiones que contienen hielo y nieve permanentes componen la denominada 
“criósfera”, que incluye también los suelos congelados y el permafrost (hielo 
intersticial). La criósfera desempeña un papel fundamental en la regulación del 
clima, puesto que la nieve y el hielo tienen un alto albedo, que refleja hasta un 
90% de la radiación de la luz solar.[84] 


En las últimas décadas se ha constatado una drástica disminución de la criósfera, 
producto de la crisis climática y de los grandes emprendimientos extractivos 
como la minería. Por un lado, el derretimiento de los glaciares disminuye el 
albedo global y alimenta la tendencia al calentamiento del planeta, todo lo cual 
afectará la disponibilidad de agua para consumo humano, agricultura y 
generación de electricidad. Por otro lado, la minería produce numerosos 
impactos, sea de forma directa (cuando implica remoción de hielos o depósito de 
materiales de descarte sobre los glaciares o el área periglacial) como indirecta 
(construcción de caminos, perforación y uso de explosivos, polvo que se 
deposita sobre los glaciares y acelera su derretimiento). 


En términos ecosistémicos, la desaparición de glaciares generará un impacto 
mayor sobre las reservas de agua dulce y alterará de manera irreparable el 
balance hídrico de las cuencas. La elevación del nivel de los océanos provocará 
desastres en ciertas zonas continentales y cuantiosas pérdidas de infraestructura, 
con el consiguiente aumento de refugiados climáticos. Ciudades enteras 
quedarán bajo las aguas. La progresiva desaparición de suelos congelados 
generará inestabilidad y avalanchas en zonas montañosas. Una amenaza de corte 
decididamente dantesco son las futuras emisiones de gas metano, que yace en las 
profundidades de los hielos árticos (hace poco se comprobó que existen allí 


toneladas de ese gas). A raíz del calentamiento global, el permafrost de la región 
liberará, al derretirse, este potente gas de efecto invernadero "mucho más 
potente que el dióxido de carbono-, lo cual podría desestabilizar el clima global 
y provocar enormes costos para la economía mundial en las próximas décadas. 


De modo general, aunque muchos glaciares están protegidos por encontrarse en 
parques nacionales o haber sido incorporados a leyes nacionales sobre el agua 
(Pedace y Vega, 2011: 16), solo en los últimos años se ha redactado legislación 
específica para protegerlos. El primer país que se planteó una iniciativa de este 
tipo fue Chile, a partir del controvertido proyecto minero de Pascua Lama, que al 
comienzo contemplaba intervenciones en los glaciares Toro 1, Toro 2 y 
Esperanza. Esto ocurrió durante la primera presidencia de Michelle Bachelet, en 
2005, cuando se elaboró un proyecto de ley impulsado por diferentes 
organizaciones ambientalistas. Si bien el anuncio de una ley de glaciares fue 
bienvenido, el sector minero no tardó mucho en reaccionar expresando su 
rechazo a la propuesta, ya que, de sancionarse, la ley impediría la ejecución de 
numerosas explotaciones.[85] 


Desde el campo progresista argentino, la entonces diputada nacional por el ARI 
Marta Maffei reelaboró el proyecto chileno y lo presentó al Congreso, donde fue 
votado por unanimidad por ambas cámaras en 2008. Sin embargo, debido a las 
presiones del lobby minero, la expresidenta Cristina Fernández de Kirchner vetó 
la ley, hecho conocido como el “veto Barrick Gold”. Como cabía esperar, la 
decisión generó un gran revuelo político, lo que motivó que, poco después, el 
diputado Miguel Bonasso volviera a presentar el mismo proyecto de ley ante el 
Parlamento, que sería aprobado en la Cámara de Diputados y sancionado, por un 
escasísimo margen, en el Senado nacional en septiembre de 2010 como Ley 26 
639 (Régimen de Presupuestos Mínimos para la Preservación de los Glaciares y 
del Ambiente Periglacial). 


Pero el veto presidencial tuvo un efecto político inesperado, pues levantó el velo 
sobre una actividad que operaba en las sombras. A raíz de ello, y por un instante, 
la batalla por la Ley de Glaciares hizo que la megaminería abandonara el 
reducido espacio donde mejor se movía —el de los territorios locales, bien 
controlados, donde las empresas mineras son actores sociales totales— y tuviera 
que salir al ruedo y debatir bajo los inquisidores reflectores de la escena 
nacional. Por otro lado, el reñido debate en el Parlamento reprodujo, en una 
versión casi caricaturesca, la histórica oposición entre el centro y las provincias. 
Nada más antipático para los gobernadores que verse obligados a rendir cuentas 


ante el centro político, la capital porteña, erigida en juez, hablando en nombre de 
la nación. No es casual que, a raíz de la discusión por la Ley de Glaciares, los 
gobernadores se hayan deshecho en lamentos victimizantes y denunciado por 
enésima vez el desconocimiento del centro respecto de la dura realidad de las 
provincias, desempolvando un discurso federal y antiporteño tan oportuno como 
interesado, atado a la autonomía de decisión de las provincias en lo atinente a los 
recursos naturales. Paradójicamente, el ámbito donde los gobernadores debían 
debatir y dar la cara —el Senado nacional- es el lugar por excelencia de 
representación política de las provincias. 


Aunque el debate sobre los glaciares pueda parecer a muchos un tanto 
engorroso, propio de juristas, técnicos y algunos ambientalistas, y por completo 
alejado de la realidad cotidiana, lo que está en juego es muy concreto: se trata de 
una ley de presupuestos mínimos, única en el mundo, cuyo objetivo es la 
protección de los glaciares y el área periglacial, en cuanto constituyen una vital 
reserva y fuente de agua dulce, un bien común al que todos tenemos derecho 
más allá de los orígenes provinciales o los intereses corporativos. Desde el punto 
de vista político, el proyecto de Ley de Glaciares inauguró un intenso período de 
discusión que por primera vez trajo la cuestión de la megaminería desde las 
lejanas provincias hasta un recinto nacional, al tiempo que reveló las tensiones y 
contradicciones del campo político, tanto en el oficialismo como en la oposición, 
bajo la presión de los gobernadores de las provincias promineras y la Cámara 
Argentina de Empresarios Mineros (CAEM) que reúne a las grandes 
transnacionales que operan en el país. 


Como autores de este libro, el recorrido de esta ley nos interpela de modo muy 
personal, pues desde 2010 participamos activamente en las discusiones durante 
su tratamiento legislativo y seguimos su derrotero interviniendo en términos 
jurídicos y escribiendo en diferentes medios. En las audiencias realizadas entre 
agosto y septiembre de 2010, pudimos constatar que no solo había un gran 
desconocimiento sobre el tema, sino también un poderoso lobby minero, 
representado por diversos actores que no dudaron en utilizar los medios de 
comunicación para exaltar las bondades de la megaminería, incurriendo en todo 
tipo de falsedades y de terrorismo estadístico acerca del empleo minero existente 
y sus proyecciones, ni en tergiversar lo que significaba la ley en términos de 
protección del territorio. El debate, signado por definiciones de glaciólogos y 
diversos especialistas en la materia, puso en evidencia los grandes intereses 
económicos que afectaban la sanción de esta ley, que lejos de ser prohibicionista, 
es proteccionista del agua y del ambiente, como establece el artículo 41 de 


nuestra Carta magna. 


Guardamos un recuerdo imborrable de la primera audiencia pública por la Ley 
de Glaciares en el Senado, llevada a cabo en septiembre de 2010 en el salón Eva 
Perón, un recinto estrecho y alargado, con dos hileras de sillones desparramados 
y enfrentados entre sí y al fondo una mesa pequeña en torno a la cual se sentaron 
el presidente y vicepresidente de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos 
Naturales. Detrás de los sillones había dos filas de sillas plegables contra la 
pared, y entre sillones y sillas, un pasillo angosto por donde trajinaban los 
reporteros gráficos con sus cámaras. Existen diferentes maneras de ejercer el 
poder; pero cuando este se naturaliza, suele mostrarse sin miramientos ni rodeos 
en los gestos más cotidianos y sencillos. Los confortables sillones ubicados en el 
centro de la sala estaban destinados a los senadores, mientras el resto de los 
asistentes (expertos, asesores de senadores, periodistas) debía acomodarse como 
podía en las escasas sillas junto a la pared o permanecer de pie. Sin embargo, 
cuando la comitiva de la CAEM entró en la sala, no dudó de cuál era el lugar que 
le estaba destinado. El grupo de cuatro o cinco personas miró a su alrededor y 
sin titubear fue a sentarse en los sillones destinados a los senadores. ¡Eso sí que 
es confianza de clase! ¡El ejercicio del poder en acto! No pudimos no 
indignarnos al ver cómo los representantes de la CAEM se desparramaban 
cómodamente por los sillones, mientras nosotros éramos acechados por 
empleados y asesores del Senado y con mucha dificultad logramos conseguir 
una silla plegable. 


La aprobación de la Ley de Glaciares fue un gran triunto colectivo, el primero y 
único a nivel nacional, hasta hoy, vinculado a las luchas contra la megaminería. 
Varias ventanas de oportunidad explican el hecho. Una de ellas fue que en 2010 
el oficialismo no contaba con mayoría automática en el Congreso: la había 
perdido después de las elecciones parlamentarias de 2009. Esto permitió 
construir un consenso transversal —particularmente en el Senado, que fue donde 
se dio la batalla decisiva— en el que participaron desde representantes de 
diferentes partidos políticos de la oposición hasta un pequeño sector del 
oficialismo, asambleas socioambientales de las provincias, la Federación de 
Viñateros de San Juan, un arco extenso de reconocidas ONG ambientalistas e 
investigadores y académicos de diferentes universidades públicas del país, y 
especialistas en los complejos aspectos que engloba la problemática. En una 
ocasión memorable, los empresarios mineros y los gobernadores tuvieron que 
bajar al llano y rendir cuentas ante la opinión pública. La intensa campaña 
prominera realizada a través de costosas solicitadas en los diarios más 


importantes del país, sumada a la prepotencia de algunos gobernadores, 
senadores y funcionarios no fue tan eficaz como esperaban. La ostentación del 
lobby generó comportamientos contradictorios e impredecibles, incluso en 
algunos senadores que hasta entonces funcionaban como sumisos ventrílocuos 
de las empresas. Por un instante, la clase política reunida en el recinto tomó 
revancha en público del poder económico, y algunos de los que normalmente se 
subyugaban dieron un paso al frente e hicieron la diferencia. Algunos 
entendieron que tenían la oportunidad, hasta entonces impensable, de poner un 
límite a las mineras; tampoco hay que descartar ajustes de cuentas de último 
momento que afectaron el resultado final de la votación y posibilitaron la 
inesperada victoria de la ley impulsada por las organizaciones sociales, de la 
mano de los senadores Miguel Bonasso y Daniel Filmus. 


La Ley de Glaciares constituye un hito fundamental en la protección de nuestros 
recursos hídricos y la defensa del ecosistema de la cordillera de los Andes, hoy 
amenazados por el avance de la megaminería. Sobre ella pende una espada de 
Damocles, una recurrente intención de modificarla para reducir las áreas 
protegidas y favorecer a las grandes transnacionales para que avance la 
explotación minera. Una de las claves de esta ley es su artículo 2, que delimita el 
ambiente periglacial y protege esas zonas fundamentales en el ciclo de 
producción del agua dulce. Su cumplimiento impide la instalación de 
emprendimientos megamineros y el uso indiscriminado de recursos hídricos para 
obtener los millones de litros diarios que necesitan para sus tareas extractivas. 


Desde su aprobación, la Ley de Glaciares ha sido vapuleada y obstaculizada, lo 
cual imposibilita su aplicación plena y efectiva. De haberse implementado como 
correspondía, no se hubiesen producido los tres derrames de cianuro de la mina 
Veladero que contaminaron cinco ríos, sencillamente porque habría sido 
clausurada por encontrarse dentro del ambiente periglacial. Todavía hoy, diez 
años después de su promulgación, sectores asociados a gobernadores promineros 
pretenden engañar a la sociedad diciendo que esta ley implica una definición 
muy amplia de la zona periglacial. Lo cierto es que, en su artículo 6, la ley 
prohíbe diversas actividades —no solo la minería— en una porción muy pequeña 
de nuestro territorio. A escala nacional, puede estimarse que solo protege 
alrededor del 1% del territorio argentino. 


En realidad, lo que estos sectores buscan ocultar es que existen más de cuarenta 
proyectos mineros a gran escala que colisionan con la Ley de Glaciares y que 
podrían concretarse si lograran modificarla y reducir su zona de protección. Esto 


generaría graves e irreversibles impactos ambientales sobre nuestras cuencas 
hídricas y daños irreparables en la vida de los pueblos. Por último, cabe agregar 
que fue durante el tratamiento legislativo de la ley cuando se puso en evidencia 
cómo el joven derecho ambiental impacta de manera directa sobre las distintas 
ramas del derecho, generando una aguda disputa sobre las nuevas figuras 
jurídicas incorporadas a nuestro sistema constitucional. 


San Juan y la Barrick Gold: el peor derrame de la historia socioambiental 
argentina 


La provincia de San Juan, considerada la “capital nacional de la minería”, se 
convirtió en un “Mineralo-Estado”. Este es un concepto propuesto por William 
Sacher para caracterizar al Estado canadiense en su rol promotor del modelo 
minero. Según este autor, Canadá —como líder internacional del sector— busca 
propagar el modelo más allá de sus fronteras. Con este fin, el gobierno nacional 
otorga apoyo político, financiero y moral sostenido a las empresas mineras 
multinacionales en su propio territorio y en otros países (Sacher, 2010; Bottaro y 
Sola Álvarez, 2015). Muchas de las dimensiones que Sacher contempla para el 
caso canadiense están presentes en la política implementada para la promoción 
de la megaminería en los últimos años por el gobierno sanjuanino. Por ejemplo, 
en San Juan y Catamarca esto se tradujo en la conformación de espacios 
gubernamentales vinculados con la minería y la participación de funcionarios de 
gobierno en empresas de servicios ligadas al sector. La yuxtaposición entre lo 
público y lo privado en este esquema de contubernio y corrupción incluye 
también el aparato de difusión y propaganda, puesto al servicio de la 
megaminería, como asimismo la censura y la persecución ante cualquier 
disidencia respecto del “destino minero” de estas provincias. El cierre de lo 
público y las alianzas non sanctas aplican también a otras provincias, como 
Santa Cruz, Jujuy y Salta. En términos políticos, al igual que el Petro-Estado, el 
Mineralo-Estado está lejos de ser un modelo de “buen gobierno”. 


En el norte de la provincia de San Juan, en la cordillera de los Andes y cerca del 
límite con Chile, se encuentra la mina Veladero, ubicada administrativamente en 
el Departamento de Iglesia, entre los 3800 y 5000 metros de altura sobre el nivel 
del mar. Se trata de un proyecto de minería de oro y plata a cielo abierto operado 


por la empresa Barrick Gold (de capitales canadienses) desde 2005. Según los 
datos proporcionados por el Informe de Impacto Ambiental (IIA), el proyecto 
Veladero utiliza “los métodos tradicionales de: rajo abierto, trituración, 
lixiviación en pilas y extracción de oro y plata a través del proceso Merril- 
Crowe, para obtener metal doré como producto final”. Las obras e instalaciones 
del proyecto, que afectan y ocupan 1000 hectáreas de terreno, contienen las 
escombreras y la pila de lixiviación y rajos, que por su envergadura modificarán 
de forma definitiva la topografía. Por si esto fuera poco, el mineral depositado en 
las pilas es regado por goteo con una solución diluida de cianuro.[86] 


El domingo 13 de septiembre de 2015, un operador del valle de lixiviación de 
Veladero advirtió un aumento de caudal en la altura de la compuerta del canal 
norte. El derrame de solución cianurada había comenzado veinticuatro horas 
antes, pero los habitantes de la localidad de Jáchal, ubicada aguas abajo del 
emprendimiento minero, se enteraron de lo ocurrido al día siguiente en horas de 
la tarde, por mensajes de WhatsApp enviados por trabajadores de la mina que, 
preocupados por las eventuales consecuencias sobre el agua y la salud, alertaron 
a sus familiares. Es decir, no fueron las autoridades públicas ni los directivos de 
la empresa quienes dieron a conocer lo que sería el derrame más grave de la 
historia de la minería argentina; fueron los mensajes de WhatsApp de los obreros 
de la mina que llegaron a la ciudad de Jáchal. En pocas horas, estos mensajes se 
viralizaron en las redes sociales. El lunes 14 de septiembre de 2015, con los 
habitantes de Jáchal en las calles, el entonces gobernador José Luis Gioja, uno 
de los principales promotores de la megaminería en el país, convocó a una 
conferencia de prensa en la cual minimizó el accidente. Mientras tanto, la 
empresa modificó la información sobre la cantidad de cianuro derramada. 


El primer informe que envió la empresa al Ministerio de Minería declaraba haber 
derramado 224 000 m*; diez días después, ya era 1.072.000 litros. De los hechos 
narrados surge una clara desidia, tanto de las autoridades provinciales como 
nacionales, que en ningún momento comunicaron de manera fehaciente a la 
población sobre la gravedad de lo ocurrido. 


Un informe elaborado por la División Operaciones del Departamento de Delitos 
Ambientales de la Policía Federal Argentina determinó que el derrame de un 
millón de litros de agua cianurada provocó la contaminación de cinco ríos en la 
provincia de San Juan.[87] Otro informe realizado por la Universidad Nacional 
de Cuyo,[88] que se conoció en octubre de 2015, estableció la presencia de 
varios metales pesados (aluminio, mercurio y manganeso) en el río Jáchal, 


evidencia incontestable de una alarmante contaminación. En al menos seis de las 
once muestras que se tomaron, los resultados determinaron que los valores 
hallados superaban los límites permitidos para beber, para la vida acuática y para 
el riego. El mismo informe explica por qué un derrame de agua cianurada puede 
generar esta dispersión de metales pesados en los cursos de agua. Pasada la fuga, 
el cianuro es difícil de detectar en el ambiente, por lo que debe evaluarse el 
impacto que deja su pasaje. Precisamente: una de las razones por las que se usa 
cianuro en la minería es por su propiedad de solubilizar los metales de las rocas. 
[89] En suma, este estudio probó que el cianuro contaminó el agua de los ríos de 
la montaña sanjuanina al reaccionar con metales pesados y peligrosos para la 
vida, y que estos fueron arrastrados aguas abajo. Esta es la verdadera y 
gravísima contaminación que ocasionó el derrame del domingo 13 de septiembre 
de 2015.[90] 


La respuesta oficial, luego de que se hiciera público el informe, estuvo a cargo 
del gobernador Gioja, quien insólitamente envió una carta a la casa de altos 
estudios intimándola para que “ratifique o rectifique dicho informe”. Lo ocurrido 
en San Juan terminó de echar por tierra la idea —tan difundida por los gobiernos— 
de la posibilidad de una “minería sustentable”. 


Por su parte, el gobierno de San Juan, a cargo de Sergio Uñac desde diciembre 
de 2015, aplicó una multa de 145.696.000 pesos argentinos a la minera Barrick 
por el derrame, producto del sumario administrativo que tramitó en el Ministerio 
de Minería. Más allá de la suma millonaria, hay que tener en cuenta que equivale 
al valor del oro que extrae Barrick durante siete de los 5475 días de explotación 
total a lo largo de quince años.[91] 


En materia judicial se iniciaron dos causas que derivaron en una cuestión de 
competencia en el caso entre la Justicia federal y la provincial. Patrocinando a la 
Asamblea Jáchal No Se Toca junto con el abogado sanjuanino Diego Seguí, 
Enrique Viale, uno de los autores de este libro, presentó ante la Justicia federal el 
pedido de constitución como querellantes en la causa penal que comenzaba a 
tramitarse en los tribunales de Comodoro Py luego del derrame. El juez federal 
Sebastián Casanello admitió la constitución de querellantes por considerar que se 
habían “demostrado de un modo suficiente las razones por las cuales debe ser 
considerada ofendida por el delito investigado”. Una de las primeras medidas 
cautelares solicitadas como querellantes, fundada en que se desconocía si el 
hecho delictivo continuaba produciéndose, fue el inmediato cierre de la mina 
Veladero sobre la base de los principios preventivo y precautorio. 


Para poder resolver este pedido, el juez Casanello, en una inédita medida en 
materia de control ambiental minero en la Argentina, ordenó en marzo de 2016 
la conformación de una Comisión de Expertos integrada por el hidrogeólogo 
Robert Moran —especialista reconocido a nivel mundial-, representantes de la 
Asamblea Jáchal No Se Toca —querellante en autos—, personal idóneo del 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Nación, personal de la 
Secretaría de Minería del Ministerio de Energía y Minería de la Nación y 
personal de la Subsecretaría de Recursos Hídricos de la Secretaría de Obras 
Públicas del Ministerio del Interior, y coordinada por el Departamento de Delitos 
Ambientales de la Policía Federal Argentina. Esta inspección fue la primera y 
única independiente que se realizó luego de más de once años de actividad 
ininterrumpida de la empresa en la provincia.[92] 


La Comisión de Expertos pudo inspeccionar la mina en abril de 2016. A su 
regreso, la Comisión de Ambiente y Desarrollo Sustentable del Senado de la 
Nación, presidida por Pino Solanas, convocó a Robert Moran para una sesión 
especial.[93] Ante un salón colmado de legisladores y público, el hidrogeólogo 
realizó una exposición sobre su visita a Veladero y presentó dos mapas de la 
mina. Ambas imágenes mostraban que todos los ríos que rodean la mina nacen 
en zonas periglaciales y todas las estructuras que la componen (piletas de 
lixiviación, rocas de desecho o escombreras) se ubican también en estos lugares 
tan sensibles y protegidos por la Ley nacional de Glaciares. Moran dictaminó 
que: 


Todas las estructuras de Veladero están sobre un ambiente periglacial. [...] 
Resulta obvio que las aguas subterráneas menos profundas están siendo 
impactadas a partir de los desechos. [...] No solo se debe estar preocupado por el 
cianuro, ya que hay otros elementos contaminantes que recibe el cauce del río, 
como ácidos, desechos, armonio, cobre, mercurio; pero de esto no se hace 
mención. [...] Uno de los principales problemas de Veladero es la contaminación 
silenciosa. 


En el mismo momento en que Robert Moran entregó su informe al juzgado 
federal de Sebastián Casanello, con el cual el juez decidiría el pedido de cierre 
de la mina solicitado por la querella, se dio a conocer un fallo de la Corte 


Suprema de Justicia de la Nación (CSJN) que modificó de manera drástica el 
derrotero judicial. En efecto, en mayo de 2016 la CSJN atendió el reclamo del 
fiscal de Estado de San Juan[94] y de los abogados de los CEO de Barrick[95] y 
ordenó que la causa abierta en el juzgado de Casanello debía limitarse solo a la 
investigación de los funcionarios nacionales, mientras dejó en manos del juez 
provincial Pablo Oritja la investigación sobre el hecho en sí y sobre la actuación 
de los directivos de Barrick y los funcionarios provinciales (Mira, 2015). El juez 
Oritja decidió investigar a nueve operarios de segundo nivel, pero dejó afuera las 
responsabilidades del CEO de Barrick Guillermo Caló, imputado por Casanello. 
Tampoco imputó a las autoridades del gobierno provincial, y además rechazó 
como querellante a la Asamblea Jáchal No Se Toca, hecho aceptado por la 
Justicia federal. 


El fallo de la CSJN se tradujo en una enorme pérdida de oportunidad en materia 
de justicia ambiental, al restringir a la Justicia federal la investigación por la 
responsabilidad penal en relación con un delito ambiental. Más aún, generó gran 
alivio en los directivos de Barrick y los funcionarios provinciales, ya que la 
investigación principal quedó en manos de una Justicia provincial complaciente 
que desechó todas las medidas de prueba tomadas por la Justicia federal e 
incluso el escrupuloso informe presentado por Robert Moran. Resulta claro que 
en la Justicia de San Juan no existen garantías de imparcialidad ni de 
independencia del Poder Ejecutivo, y que las compañías mineras atraviesan con 
sus intereses no solo el Ejecutivo provincial, sino también el Legislativo y el 
Judicial. 


En este sentido, la CSJN tiene una alta cuota de responsabilidad en los siniestros 
ocurridos en la mina Veladero también por otro motivo. En efecto, con 
anterioridad mantuvo congelada por más de seis años una causa judicial en la 
que ciudadanos sanjuaninos denunciaban los impactos y las fragilidades 
ambientales del proyecto minero.[96] Parece una burla, pero el máximo tribunal 
decidió desentenderse del problema y declaró su “incompetencia originaria” 
exactamente diez días antes del primer desastre ambiental en San Juan. De haber 
sido atendida esa causa, quizá se habrían evitado los desastres ambientales de 
Barrick. 


Pero esto no es todo. Unos días antes de que se cumpliera el aniversario del 
mayor accidente minero de la historia del país, la mina Veladero volvió a ser 
noticia, el jueves 8 de septiembre de 2016, por un nuevo derrame de solución 
cianurada, otra vez en el valle de lixiviación del yacimiento. Una semana 


después del hecho, Barrick reportó a las autoridades provinciales un “incidente 
dentro del valle de lixiviación producto del desacople de una cañería corrugada 
de 18 pulgadas con solución de proceso”. En ese reporte admitió que: “De 
acuerdo con las investigaciones preliminares, el desacople se habría producido 
por el impacto de un trozo de hielo”. No podía ser de otro modo, dado que el 
valle de lixiviación se encuentra en ambiente periglacial donde el hielo es una 
constante. 


Este nuevo derrame generó una fuerte reacción en la provincia de San Juan y en 
particular entre los vecinos de Jáchal, quienes aún se encontraban acampando 
como protesta en la plaza central del pueblo ante la impunidad del primer 
derrame. “Agua sí, cianuro no” y “Se sabía que la Barrick saquea y contamina” 
eran las dos consignas que repetían las miles de personas que marcharon por las 
Calles de San Juan para exigir el cierre de la explotación de oro en Veladero. A la 
semana siguiente de este incidente, más de quinientos vecinos e integrantes de la 
Asamblea Jáchal No Se Toca recorrieron a pie los 170 kilómetros que los 
separan de la capital sanjuanina y entregaron en mano al gobernador un petitorio 
para avanzar en el cierre de la explotación. Esta marcha de protesta no obtuvo 
respuesta oficial significativa ni consecuencia judicial alguna, ni siquiera una 
multa. Luego se sabría que era el quinto derrame confirmado, ya que al menos 
había habido otros tres en 2011 y 2012 que nunca se hicieron públicos.[97] 


El 28 de marzo de 2017 se produjo un nuevo “incidente”. Fue la propia desidia 
de la compañía minera la que provocó el derrame, ya que el caño que se 
desacopló y produjo el accidente tendría que haber sido removido.[98] La 
empresa se había comprometido a hacerlo, pero una vez más no cumplió su 
palabra. Tampoco cumplió con los procedimientos del caso ni activó la 
emergencia, pero sí cortó la frecuencia radial para que los empleados no se 
enteraran y solo permitió que unas pocas personas llegaran al sector del 
accidente. Horas después, restringió el uso de celulares a los empleados. 


Este derrame fue el tercero de gravedad en menos de un año y medio.[99] La 
cifra no es menor: tres incidentes es el límite que impone el artículo 264 del 
Código de Minería para ordenar taxativamente la clausura definitiva de un 
yacimiento (en efecto, el inciso e] determina: “En caso de TRES infracciones 
graves se procederá al cierre definitivo del establecimiento”). 


Sectores ambientalistas no tardaron en volver a pedir la clausura definitiva de 
Veladero por los sucesivos derrames y la violación a la Ley de Glaciares y 


denunciaron la connivencia de los gobiernos provincial y nacional con Barrick 
Gold. Este tercer derrame no tuvo ninguna consecuencia, ni económica ni 
judicial, excepto una suspensión de actividades rápidamente levantada por la 
Justicia local sin siquiera inspeccionar el lugar. En efecto, la Justicia sanjuanina 
rehabilitó la mina Veladero, que estuvo paralizada solo dos meses. El juez 
interviniente levantó la medida cautelar que pesaba sobre la explotación minera 
“en virtud de un pedido específico que realizó la empresa, que estaba 
acompañado por el informe del Ministerio de Minería”. 


Glaciares, Veladero y reclamos jachaleros 


Los hechos demuestran que si las autoridades de aplicación de la Ley de 
Glaciares —el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible (MAyDS)- y las 
del organismo encargado del inventario y monitoreo del estado de glaciares y 
ambiente periglacial —el Instituto Argentino de Nivología, Glaciología y 
Ciencias Ambientales (lanigla)- hubiesen dado cumplimiento a las obligaciones 
dispuestas en esa ley en tiempo y debida forma en vez de apartarse de la letra 
mediante artilugios legales, el derrame de cianuro y metales pesados del 12 de 
septiembre de 2015 no habría sucedido, como tampoco los de 2016 y 2017. 


El propio IA del emprendimiento Veladero brinda un detalle sobre la afectación 
de glaciares y periglaciares.[100] Destacamos que, al ser hechos reconocidos por 
la empresa que explota Veladero en su IAA, revisten el carácter de instrumento 
público y tienen la fuerza probatoria de los dictámenes (art. 33 de la Ley 25 675 
o Ley General del Ambiente). 


Además, según consta en un informe técnico del Ministerio de Ambiente de la 
Nación (al que accedió Enrique Viale a fines de 2016, como explicaremos más 
adelante), en ese momento existía un total 322 proyectos mineros en distinto 
grado de avance, de los cuales 77 se encuentran en las cuencas relevadas por el 
lanigla en el Inventario Nacional de Glaciares. De estos proyectos, 44 están 
cerca o sobre cuerpos de hielo que deben estar protegidos, entre ellos la mina 
Veladero. El documento fue elaborado por la Dirección de Gestión Ambiental de 
Recursos Hídricos y Acuáticos de la Nación y es parte del abundante material 
que el juez federal Casanello secuestró en sus procedimientos sobre el Ministerio 


de Ambiente de la Nación dentro de la causa penal antes reseñada. Resulta 
increíble que esta información crucial tome estado público solo como 
consecuencia de allanamientos judiciales. Parecería que su destino era 
permanecer oculta para dilatar la aplicación efectiva de la Ley de Glaciares. 


Sin embargo, pese a toda la información existente, tanto el lanigla como el 
MAyDS, organismos encargados de inventariar y monitorear los glaciares y el 
ambiente periglacial en el emprendimiento Veladero, evitaron dar cumplimiento 
a sus expresas y taxativas obligaciones legales. Con esos antecedentes, en 
octubre de 2016 el juez Casanello reorientó la causa judicial, dentro de la 
limitada competencia que le había otorgado la CSJN, y apuntó su investigación a 
la aplicación efectiva (o no) de la Ley de Glaciares por parte de los funcionarios 
nacionales. Ordenó importantes medidas de prueba, entre otras, la declaración 
testimonial de más de treinta personas ligadas a la ley, empezando por sus 
autores —los exdiputados Marta Maffei y Miguel Bonasso y el exsenador Daniel 
Filmus—, y sumando a distintos funcionarios y especialistas relacionados con su 
aplicación. Como ya señalamos, la Asamblea Jáchal No Se Toca es querellante 
en esta causa penal y su razonamiento es sencillo: si la Ley de Glaciares se 
hubiese cumplido, las minas Veladero y Pascua Lama no existirían y por ende no 
habría habido derrames. 


Para entender el tema hay que ir hacia atrás en el tiempo. La Ley de Glaciares 
fue sancionada el 30 de septiembre de 2010, por lo que, de acuerdo con su texto, 
el 31 de marzo de 2011 debía estar finalizado el inventario de glaciares en las 
zonas prioritarias, es decir, aquellas que tienen actividades posiblemente 
incompatibles con la protección, como la megaminería. 


El tema es de una gravedad extrema porque el propio Poder Ejecutivo y el 
lanigla —organismo oficial encargado de hacer el inventario— sustituyeron 
ilegalmente las taxativas definiciones normativas de “glaciares” y “ambiente 
periglacial” por nuevas definiciones que reducen notablemente las superficies a 
proteger. Esta redefinición favorecía, entre otras, a la minera Barrick ya que 
dejaba fuera de la protección el glaciar Toro 1, donde se haría el tajo del 
megaproyecto Pascua Lama. También quedaría fuera todo el ambiente 
periglacial de la mina Veladero, donde se produjeron los derrames de cianuro. 


En diciembre de 2016, Enrique Viale tuvo acceso al borrador de un decreto 
nacional para modificar la reglamentación de la Ley de Glaciares recibido de 
forma anónima por la Asamblea de Jáchal. Este documento buscaba avanzar en 


la limitación de la aplicación de la Ley de Glaciares a través de distintas 
definiciones y decisiones que excedían la facultad reglamentaria del Poder 
Ejecutivo y evidenciaban un intento de distorsionar —y flexibilizar— la ley 
mediante un inconstitucional borrador de “reglamentación” que reducía las áreas 
a proteger, tal como pretenden las grandes empresas mineras.[101] Denunciamos 
esa información ante el juez Casanello, quien requirió la presencia de personal 
policial en las oficinas del Ministerio de Medio Ambiente que conducía Sergio 
Bergman y en el Ministerio de Energía y Minería a cargo de Juan José 
Aranguren, para que pusieran a disposición “de forma inmediata” cualquier 
documento que guardara relación con la información presentada por los 
querellantes. 


Al hacer pública esta información, evidenciamos una vez más que los intereses 
mineros están por encima de la protección de los glaciares. Peor aún, queda 
demostrada la complicidad de los gobiernos al intentar distorsionar de manera 
inconstitucional la Ley de Glaciares. Resulta además inentendible la 
participación de la Secretaría de Minería de la Nación en la reglamentación de 
una ley de neto corte ambiental. 


Por fin, en agosto de 2017 el juez Casanello citó a declaración indagatoria a los 
extitulares de la Secretaría de Ambiente de la Nación (hoy ministerio) Juan José 
Mussi, Omar Judis y Sergio Lorusso, y al exdirector del lanigla, Ricardo 
Villalba. La conclusión de Casanello es rotunda: 


Barrick no solo funciona en una zona protegida —y por ende constituye una 
actividad prohibida por ley—, sino que ha impactado fuertemente sobre el 
ambiente a proteger. Se asienta sobre permafrost —“el frezeer” de los glaciares, 
que permite su conservación-; tiene instalaciones en morenas, glaciares de 
escombros, vegas, protalus; los caminos hacia las minas han deteriorado e 
incluso hecho desaparecer glaciares debido al constante levantamiento del polvo 
que producen sus camiones; su cercanía a glaciares provoca una afectación 
indirecta —y en algún caso, lisa y llanamente, directa— de los mismos. A todo 
esto, hay que agregar una cifra negra: las geoformas, que por ser menores de una 
hectárea o por el simple hecho de no estar mencionadas en el “cronograma” no 
han sido mapeadas y que podrían estar por debajo de la infraestructura de la 
mina. 


En una sentencia que supera las ochenta carillas, luego de un intenso proceso 
judicial de más de dos años con más de treinta declaraciones testimoniales, 
allanamientos en los que se recabó prueba única y nunca antes expuesta, e 
inspecciones judiciales in situ, el juez federal Sebastián Casanello sostuvo que 
“varios organismos nacionales contribuyeron mediante sus omisiones a generar 
un ámbito de desprotección de los glaciares”. En suma, este fallo devela, como 
nunca antes y con gran detalle, el entramado público/estatal para no aplicar la 
Ley de Glaciares. 


Por último, cabe agregar que el procesamiento del entonces presidente del 
lanigla, Ricardo Villalba, generó gran controversia en el ámbito académico. Es 
importante aclarar que no se lo juzgó por la publicación de un artículo científico 
o un trabajo de investigación, sino en su carácter de funcionario público. La 
propia ley establece que el Inventario Nacional de Glaciares es responsabilidad 
del lanigla y que debía realizarse según las pautas, plazos y definiciones que la 
ley establece de manera taxativa. Esas definiciones legales fueron el eje central 
de los intensos debates parlamentarios, pues el lobby minero apoyaba un 
proyecto de ley cuyas definiciones sobre glaciares y periglaciares eran mucho 
más laxas y conllevaban una notable reducción de la superficie a proteger. 


En efecto, gran parte del debate legislativo, tanto en la Cámara de Diputados 
como en la de Senadores, giró en torno a determinar si se protegía todo el 
ambiente periglacial o solamente los “glaciares de escombros”. Triunfó la 
posición que apuntaba a una mayor protección. Sin perjuicio de ello, el lanigla 
eligió utilizar la definición más restrictiva —que había perdido en la votación 
legislativa— para dejar extensas áreas sin inventariar. 


El Inventario Nacional de Glaciares define las áreas protegidas por la norma, es 
decir, si algo queda fuera del inventario, no está protegido por esta ley. Así lo ha 
señalado la CSJN al afirmar que “una vez que se haya llevado a cabo el 
inventario de glaciares, se conocerán con exactitud las áreas que se encuentran 
protegidas por la ley”.[102] El inventario debe (debió) realizarse según las 
pautas, plazos y definiciones que la propia ley establece. Justamente esas 
definiciones legales fueron el eje central de los intensos debates parlamentarios, 
cuando era claro que el lobby minero quería más laxitud en las definiciones y los 
plazos que los finalmente aprobados en la norma. 


Asimismo, la ley es clara y concisa en su artículo 2 cuando define los glaciares 
protegidos: “Cualquiera sea su forma, dimensión y estado de conservación”. 
Esto significa que la ley establece expresamente que están protegidos todos los 
glaciares, sin tamaño mínimo de una hectárea, como errónea e ilegalmente 
decidió el lanigla.[103] 


En cuanto al debate sobre “el criterio científico” de utilizar —contra lo dispuesto 
por la ley— el piso de una hectárea para inventariar los glaciares, es importante 
recordar los conceptos vertidos por Michael Zemp, director del prestigioso 
World Glacier Monitoring Service (WGMS), en una carta pública redactada ante 
el requerimiento de Ricardo Villalba. Si bien allí dice que el tamaño mínimo de 
una hectárea “puede considerarse en línea con las buenas prácticas 
internacionales”, también señala que “si un inventario cumple con los requisitos 
de su autoridad nacional/patrocinadora tiene que ser evaluado en concordancia 
con el mandato original”. Además, el experto internacional establece que “el 
tamaño mínimo de un glaciar no es un criterio para su definición, sino una 
elección práctica de quienes implementan un inventario”.[104] 


Por su parte, y esto también es determinante para las imputaciones penales, la 
ley establecía ciento ochenta días para realizar el inventario en las zonas 
prioritarias, pero el lanigla y el MAyDS publicaron el mapa de la zona Veladero- 
Lama en septiembre de 2016, nueve meses después de que Ricardo Villalba 
dejara su cargo como presidente del instituto (10 de diciembre de 2015) y más de 
un año después del peor derrame ambiental minero de la historia argentina y a 
días de acaecido el segundo, cuando la presión mediática y social era 
insostenible. 


Pero hay algo que resulta clave para entender la problemática. Como ya dijimos, 
a fines de 2016 recibimos el borrador de un documento oficial para modificar 
por decreto la Ley de Glaciares, preparado entre los ministerios de Ambiente y 
de Energía de la Nación, cuya existencia fue reconocida judicialmente. Este 
documento pretendía modificar la Ley de Glaciares para dejar fuera del 
inventario a los menores a una hectárea. Las otras modificaciones eran reducir el 
ambiente periglacial a los glaciares de escombro y realizar un “estudio de 
significancia hídrica” a los glaciares y periglaciares: ambos intentos recurren a la 
misma metodología ilegal que estableció el lanigla al inventariar solamente 
aquellos glaciares que “actúan como reservas hídricas existentes”. En otras 
palabras: las modificaciones a la Ley de Glaciares que pretendía el entonces 
presidente Mauricio Macri —y pedía el lobby minero— son las mismas que se le 


cuestionan al lanigla. 


La decisión del lanigla de establecer el límite de una hectárea y restringir el 
ambiente periglacial a los glaciares de escombros tuvo consecuencias muy 
concretas: más de mil geoformas borradas en el inventario de San Juan y 
exclusión del glaciar Toro 1 (situado en el futuro tajo de Pascua Lama) y del 
glaciar Brown Inferior (en el camino minero de Veladero y Pascua-Lama), entre 
tantos otros ejemplos. 


Por último, vale aclarar que la Justicia federal no cuestiona lo que se hizo, sino 
lo que no se hizo, esto es, las omisiones. Cuestiona no solo que el inventario en 
las denominadas “zonas prioritarias” no se hizo en tiempo y forma, sino también 
el no haber realizado siquiera un reconocimiento in situ de Veladero y Pascua 
Lama, pese al expreso pedido de la Asamblea Jáchal No Se Toca. 


Esta causa judicial desnudó a la minera Barrick, pero al mismo tiempo —como 
veremos en el capítulo próximo- puso en evidencia los puntos ciegos de la 
ciencia ante este tipo de problemáticas sociales que exigen una reflexión más 
compleja, mayor humildad y abandono del dogmatismo. En suma, este fallo que 
hemos analizado en detalle, y que determinó el procesamiento de tres máximas 
autoridades argentinas (en ese entonces secretarios de Ambiente de la Nación) 
por incumplir una ley ambiental, constituye un enorme espaldarazo para el 
cumplimiento real y efectivo de la Ley de Glaciares.[105] 


Hemos dicho que el modelo minero pone en jaque a la democracia y al Estado 
de derecho, porque avanza verticalmente y sin el consenso de las poblaciones, y 
genera todo tipo de conflictos sociales y violaciones de derechos humanos y de 
la naturaleza. Además de evidenciar las complicidades gubernamentales y el 
desprecio de Barrick hacia el territorio y la población argentinos, los hechos 
descriptos muestran el enorme desequilibrio entre una de las empresas mineras 
más poderosas del mundo y un pequeño pero valeroso pueblo de veinte mil 
habitantes. No solo San Juan es la expresión más acabada del Mineralo-Estado, 
sino que la zona donde opera Veladero es, en la práctica, una suerte de territorio 
extranjero donde incluso las autoridades de control, tanto nacionales como 
provinciales, tienen que “coordinar” con la empresa Barrick para garantizar su 
ingreso y permanencia. 


En este sentido, cabe subrayar con preocupación la encerrona institucional en 
que se encuentra la población de Jáchal luego de los desastres ambientales. La 


vía judicial quedó sellada —parcialmente— cuando la CSJN desvió la 
investigación penal hacia la complaciente Justicia de San Juan, donde los 
expedientes duermen ahora en un cajón del juzgado de Jáchal. Pese a ello, los 
jachaleros probaron otra vía institucional, la más democrática: impulsar una 
consulta popular para que el pueblo decida. Tampoco se lo permitieron: por 
presiones de sectores mineros y del propio gobernador sanjuanino, Sergio Uñac, 
la ordenanza quedó sepultada en el Concejo Deliberante. Se ha generado así un 
insoportable cierre institucional acompañado de una clausura de los canales de 
expresión que silencia toda disidencia, a través del reforzamiento de la censura y 
la criminalización que caracterizan al Mineralo-Estado. Si los jachaleros 
protestan en la vía pública quedan demorados y judicializados, acusados de 
diversas contravenciones o delitos. 


En suma, garantizada la impunidad, en San Juan no se puede votar ni protestar 
contra Barrick, la minera responsable del peor accidente ambiental del que tenga 
registro la minería argentina. Estamos obligados a pensar un modo de garantizar 
la transparencia del sistema republicano y la necesaria democratización de las 
decisiones, si no queremos que la ciudadanía caiga en el peor de los 
descreimientos ante la institucionalización del fraude y busque otras vías de 
resolución para sus conflictos. Tampoco debemos olvidar que —como dice la 
leyenda del monumento a la cacerola erigido en Jáchal tras la crisis de 2001- 
2002— “Funcionario, la cacerola vigila”.[106] Quizá este mensaje de las 
cacerolas todavía resuene, pues no solo está dirigido a quienes detentan el 
gobierno, sino al conjunto de la clase política. 


Caso 3: Vaca Muerta: ¿de promesa eldoradista a activo obsoleto? 


En su último y conmovedor libro, La quiebra del capitalismo global 2000-2030, 
el economista y ecologista Ramón Fernández Durán recuerda que el tiempo de 
las energías baratas y abundantes se acaba. La disponibilidad de energía 
abundante, basada en la quema de combustibles fósiles (carbón, gas y petróleo) 
se encuentra en franco retroceso, y el acceso a aquellas reservas que todavía 
guarda la Tierra en sus entrañas más profundas es mucho más costoso en 
términos económicos y produce daños ambientales irreversibles. 


Hoy nos encontramos en una etapa de ampliación de la frontera tecnológica que 
incluye las denominadas “energías extremas”, un concepto más amplio que el de 
hidrocarburos no convencionales. Tatiana Roa Avendaño, del Censat-Agua Viva, 
y Hernán Scandizzo, del Observatorio Petrolero Sur, sostienen que las energías 
extremas “se refieren no solo a las características de los hidrocarburos, sino 
también a un contexto en el que la explotación de gas, crudo y carbón entraña 
cada vez mayores riesgos geológicos, ambientales, laborales y sociales, además 
de una alta accidentalidad comparada con las explotaciones tradicionales o 
llamadas convencionales” (Roa Avendaño y Scandizzo, 2016). 


Entre las energías extremas encontramos diferentes tipos: el gas de esquisto 
(shale gas), que existe en depósitos de esquisto —rocas madres formadas a partir 
de depósitos de limo, arcilla y materia orgánica— a una profundidad de entre 
1000 y 5000 metros. Las lutitas son rocas sedimentarias porosas pero poco 
permeables, porque sus poros son muy pequeños y no están bien comunicados 
entre sí. El tight gas (o gas de arenas compactas) está atrapado en una formación 
geológica más compacta, por ejemplo, una de arenisca o caliza. También está el 
gas de mantos de carbón, ligado al carbón de piedra, que se encuentra a una 
profundidad de entre 500 y 2000 metros. Y los crudos pesados o arenas 
bituminosas, cuyos costos ambientales son también muy gravosos; actualmente 
se extraen en Canadá en el distrito de Alberta y en la faja del Orinoco en 
Venezuela. Por último, no hay que olvidar los yacimientos de petróleo offshore 
en el mar, cada vez más alejados de la costa y en aguas profundas, que son 
extraídos en algunos casos luego de atravesar gruesas capas de sal. En Brasil, 
por ejemplo, la distancia entre la superficie del mar y los reservorios de petróleo 


en las áreas conocidas como “Presal” puede llegar a más de 7000 metros. 


Entre las tecnologías que se utilizan para extraer estas energías extremas está la 
fractura hidráulica o fracking, que tiene características comparables a la minería 
a cielo abierto: se utilizan cantidades extraordinarias de agua, energía y químicos 
que contaminan el suelo, el aire y el agua y generan inmensos e irreparables 
daños a los ecosistemas. En esta línea, Vaca Muerta aparece como un caso 
emblemático de energía extrema. 


Aunque se utiliza desde hace décadas, la fractura hidráulica ha comenzado a 
implementarse a gran escala en los últimos quince años, a partir del agotamiento 
de los yacimientos convencionales y la ampliación de la frontera tecnológica. En 
la Argentina, el fracking a gran escala se aplica a partir de 2013, luego de la 
validación del convenio entre YPF y Chevron. Esta técnica permite llegar hasta 
la roca madre, donde se generan los hidrocarburos, para extraer los que no 
migraron y están allí desde hace siglos. La roca madre es aquella donde se 
acumula la materia orgánica proveniente de animales y vegetales que quedaron 
incorporados en el fango del fondo de mares y lagos, que pueden generar o 
generaron hidrocarburos. En el caso de los hidrocarburos convencionales, el gas 
migra desde la roca madre a una trampa petrolífera; una vez perforada esa 
trampa, los hidrocarburos salen a la superficie porque están a presión. Pero en 
los hidrocarburos no convencionales el gas no migra a un reservorio y, para 
extraerlo, es necesario fracturar la roca madre. Luego de la perforación vertical, 
realizada hasta unos 2000 o 3000 metros de profundidad, se cambia a 
perforación horizontal, unos 1000 o 1500 metros, a fin de dirigirla a la roca de 
esquistos para atravesarla longitudinalmente. La técnica consiste en la inyección, 
a altas presiones, de agua, arena y productos químicos a las formaciones rocosas 
ricas en hidrocarburos, con el objetivo de fracturar la roca e incrementar la 
permeabilidad y, con ello, mejorar la extracción. Las fracturas vinculan los 
pequeñísimos poros donde se alojan los hidrocarburos y permiten que circulen 
hacia el pozo, desde donde se extraen a la superficie. Inmediatamente después de 
realizada la fractura, al disminuir la presión de los equipos de bombeo, el gas y 
petróleo liberados salen a la superficie y arrastran con ellos gran parte de los 
fluidos inyectados. Dependiendo de las condiciones de locación del pozo y del 
tipo de hidrocarburo, el fluido de retorno (flowback) puede volcarse en piletones 
de superficie excavados a tal efecto o en tanques colectores. Ese fluido es un 
desecho: un cóctel de todos los químicos usados en la fractura, más los que 
naturalmente se encuentran en la formación. Todas estas sustancias se “purgan” 
en los piletones hasta que el gas o petróleo sale limpio para ser enviado a las 


plantas de procesamiento. 


En términos específicos, Vaca Muerta designa una formación sedimentaria que 
se extiende unos 30.000 km? en el corazón de la meseta neuquina. En esta 
enorme superficie rica en fósiles de dinosaurios y yacimientos de hidrocarburos, 
existen unos 31 proyectos de los cuales solo cinco están en etapa de producción, 
con fuerte protagonismo de YPF y Tecpetrol y presencia de 31 empresas del 
sector (Total, Shell, PanAmerican Energy, Wintershall, Equinor y Gazprom, 
entre otras). En términos más amplios, la problemática que instala Vaca Muerta 
involucra un área mayor: la cuenca neuquina, que abarca diferentes formaciones 
geológicas de shale y tight, un total de 120.000 km? entre las provincias de 
Neuquén, sur de Mendoza y La Pampa y norte de Río Negro, tal como indica el 
mapa de la Secretaría de Energía.[107] Allí se encuentra la formación Las Lajas, 
donde desde 2011 se extrae tight gas entre plantaciones de peras y manzanas en 
la localidad rionegrina de Allen, hoy con YPF. En 2018 la frontera de 
explotación se prolongó hacia Malargie, en Mendoza, donde el fracking fue 
autorizado por decreto provincial. Se trata de un conjunto de megaproyectos 
asociados a las energías extremas cuyos impactos sociales, ambientales y 
territoriales repercuten sobre diferentes territorios, poblaciones y economías. 
[108] 


Pese a que Vaca Muerta se ha instalado en la agenda pública y mediática a nivel 
nacional y es evocada de modo recurrente, la clase política y económica está 
lejos de entablar un debate serio, democrático y multidimensional sobre los 
impactos socioambientales y territoriales y las consecuencias económicas, 
financieras, culturales y sociosanitarias que implica un conjunto de 
megaproyectos de estas características vinculados a las energías extremas. 


Desde el comienzo, en 2012, diferentes sectores del poder económico y político 
buscaron ocultar los datos controversiales que circulaban a nivel global acerca 
del fracking y promovieron una visión eldoradista de Vaca Muerta. El gobierno 
de Cristina Fernández de Kirchner (2007-2015) abrazó la idea de que los 
reservorios no convencionales de la cuenca neuquina salvarían a la Argentina del 
déficit energético y la convertirían en una suerte de Arabia Saudita del 
hemisferio sur. La euforia nacionalista desatada por la expropiación parcial de 
YPF en 2012, agravada por el contexto de desabastecimiento energético, obturó 
la posibilidad de llevar a cabo un debate responsable y desideologizado y generó 
lo que en su momento denominamos el “consenso del fracking” (Svampa y 
Viale, 2014: cap. 5), sellado en agosto de 2013 con la aprobación por parte de la 


Legislatura neuquina —represión mediante— del acuerdo Y PF-Chevron 
motorizado por el gobierno nacional. A partir de 2016, el gobierno de Mauricio 
Macri (2015-2019) renovó la apuesta por los no convencionales sin esconder sus 
aspectos vergonzantes (la asociación con grandes corporaciones transnacionales 
y los generosos subsidios del Estado). Además, profundizó sus aspectos 
perversos en abierta clave neoliberal, esto es, con mayor flexibilización 
ambiental y laboral. 


Los Estados Unidos, pioneros del fracking, cuentan con numerosos estudios 
científicos que prueban sus impactos socioambientales y sanitarios; entre ellos, 
el Compendio de hallazgos científicos, médicos y de medios de comunicación, 
publicado en 2015 por Concerned Health Proffessionals of New York, que 
advierte con datos concretos sobre la contaminación del agua y la contaminación 
atmosférica, la lubricación de fallas sísmicas, los escapes radiactivos y la 
filtración de gas y fluidos. Pese a nuestra aún breve experiencia con el fracking, 
gran parte de los impactos que señala la literatura científica ya son visibles en la 
Argentina: aumento de derrames y otros accidentes, proliferación de basureros 
con residuos tóxicos, ocupación intensiva del territorio y desplazamiento de 
poblaciones y otras economías, emisión de gases y lubricación de fallas 
sísmicas, entre otros riesgos y daños. 


En la actualidad, en la cuenca neuquina hay un promedio de dos derrames por 
día. Según información obtenida de la Secretaría de Ambiente de Neuquén, entre 
enero y octubre de 2018 se registraron 934 hechos de contaminación, contra 863 
en 2015.[109] Uno de los derrames más graves se produjo en octubre de 2018 en 
Bandurria Sur (a 11 km de Añelo) y afectó entre 40 y 80 hectáreas. Este derrame 
permaneció fuera de control durante 36 horas y no fue informado por la empresa 
sino por los trabajadores. En Allen, entre marzo de 2014 y enero de 2018 hubo al 
menos catorce accidentes entre explosión de pozos, incendios con llamas de 
hasta 15 metros de altura, derrames en zonas de producción de peras, roturas de 
canales de riego y 240 000 litros de agua tóxica derramada sobre chacras. En 
junio de 2019 se produjo el primer derrame en Malargiie, en el yacimiento El 
Mollar, minimizado por las autoridades.[110] 


Uno de los grandes problemas del fracking es la utilización de agua, un detalle 
no menor en la meseta neuquina, zona de escasos recursos hídricos. Un solo 
pozo de fracking consume entre tres y once millones de litros de agua. "También 
se utilizan químicos y arena (sílice). Aunque los productos químicos varían 
según las formaciones hidrocarburíferas, en algunos casos se han encontrado 


entre seiscientos y novecientos químicos diferentes. Un informe reciente destaca 
que para 2023 la demanda de agua en Vaca Muerta se duplicará y rondará los 
treinta millones de metros cúbicos anuales.[111] Otro gran problema es el 
almacenamiento de residuos tóxicos que genera la actividad. Los basureros 
petroleros en Vaca Muerta revelan enormes deficiencias. La empresa Treater es 
un claro ejemplo de esta situación: su vertedero, situado a 5 km de Añelo, ocupa 
13,6 hectáreas (lo que equivale a quince canchas de fútbol) y fue denunciado en 
2018 ante la Justicia por no respetar la distancia mínima de un núcleo urbano (8 
km) y por tener piletas de disposición de residuos sin canales de drenaje 
adecuados ni mallas protectoras que eviten la contaminación de suelos y napas 
de agua, como exige la legislación nacional. Entre los clientes de Treater figuran 
YPF, Shell y Total. 


Otro de los impactos es la utilización intensiva del territorio. Las locaciones 
petroleras ocupan entre una hectárea y una hectárea y media, donde se agrupan 
varios pozos. Un único pozo, perforado verticalmente hasta 2000 metros y 
horizontalmente hasta 1200 metros, remueve alrededor de 140 m* de tierra, por 
lo que una plataforma promedio remueve alrededor de 830 mY, casi diez veces 
más que un pozo convencional perforado a 2000 metros de profundidad. Cada 
plataforma permite acceder únicamente a una pequeña área del yacimiento que 
se pretende explotar, por lo que es común que haya muchas, lo que requiere una 
superficie lo suficientemente grande como para permitir el despliegue y 
almacenaje de los fluidos y los equipos (Bertinat y otros, 2014). 


Este avance sobre los territorios acentuó la disputa con los pueblos originarios, 
puesto que en Vaca Muerta se asientan de modo disperso unas veinte 
comunidades mapuches. En 2014 el gobierno de Neuquén se vio obligado a 
reconocer a la comunidad de Campo Maripe, asentada en la zona desde 1927. 
Aunque el territorio en disputa son unas 10.000 hectáreas, el gobierno solo 
aceptó como parte de la comunidad unas 900. En abril de 2019, la comunidad 
fue llevada a juicio por “usurpación” y, pese a que el juez a cargo dictaminó su 
absolución, dos meses después el fallo fue anulado en una clara señal política. 
[112] El avance de las locaciones empuja a los pueblos originarios que habitan la 
zona y agrava el histórico proceso de criminalización de las comunidades 
mapuches. 


Asimismo, la problemática de la avanzada del fracking sobre el territorio es 
visible en Allen, en el corazón del Alto Valle del río Negro, donde el retroceso 
de la actividad frutícola es evidente. Hay 211 pozos en total, 180 de extracción 


efectiva, y 169 en la concesión del yacimiento Estación Fernández Oro, que 
incluye Allen y Fernández Oro.[113] Los datos revelan que entre 2009 y 2014 la 
localidad perdió 409 hectáreas, esto es el 6,3% de la superficie cultivada.[114] 


Otro de los impactos palpables es el aumento de la sismicidad. Desde un 
comienzo, los registros sísmicos recorren la cartografía global del fracking y 
afectan regiones geológicamente estables hasta la llegada de las energías 
extremas: desde Arkansas y Texas hasta la provincia de Sichuan en China, donde 
en febrero de 2019 se ordenó el cese temporal de las operaciones luego de que el 
último sismo provocara dos muertos y varios heridos.[115] En 2019, después de 
una lucha que arrancó en 2013, las autoridades del Reino Unido decidieron 
suspender el fracking de forma indefinida por temor a nuevos terremotos tras la 
publicación de un reporte de la Autoridad de Gas y Petróleo (OGA, por sus 
iniciales en inglés) que señaló “que no es posible predecir la probabilidad ni la 
magnitud de un sismo causado por esta práctica”.[116] 


En Neuquén, una de las mayores preocupaciones es el incremento de la 
sismicidad, que afecta sobre todo a la localidad de Sauzal Bonito. En 2019 hubo 
ciento treinta sismos.[117] Según estudios recientes Sauzal Bonito estaría 
asentada sobre la Dorsal Huincul, un sistema de fallas geológicas, aunque no se 
descarta que los constantes movimientos sean de carácter antropogénico y estén 
relacionados con el fracking. A raíz de ello, la provincia ordenó instalar 
sismógrafos para monitorear los movimientos.[118] Cabe agregar que lo que 
sucede con el fracking no es ninguna una sorpresa: la información sobre sus 
impactos ambientales y territoriales ya estaba disponible en 2013, año en que 
arrancó la explotación en Vaca Muerta. La diferencia entre 2013 y 2019 es que 
los impactos, en su carácter multidimensional, son visibles y palpables. 


Por último, como ya dijimos en el capítulo 2 (véase “Neoextractivismo y cambio 
climático”), en un contexto de calentamiento global, Vaca Muerta es una 
potencial bomba de carbono. Además, el Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales de la ONU no solo cuestiona su viabilidad ambiental, sino 
también sus implicancias territoriales y culturales. En esa línea, subraya la 
necesidad de realizar un “estudio de evaluación participativo, junto con los 
pueblos indígenas, del riesgo del impacto sobre sus derechos económicos, 
sociales y culturales, en particular la salud, previo a autorizar la explotación de 
recursos naturales”, y recomienda que la consulta previa, libre e informada se 
haga según protocolos y acuerdos elaborados con esos pueblos. 


A partir de 2015, el gobierno de Mauricio Macri redobló la apuesta en Vaca 
Muerta en detrimento de la explotación hidrocarburífera tradicional, a lo que 
sumó la flexibilización laboral. Así, en enero de 2017 el gremio petrolero de la 
Patagonia firmó un convenio que permitía recortar el costo laboral entre 30 y 
40%, además de disminuir la cantidad de trabajadores por pozo y establecer la 
continuidad del trabajo con viento en superficie, entre otras concesiones. 
Asimismo, en octubre de 2018, se firmó un nuevo convenio que limita el 
derecho a huelga en Vaca Muerta. 


Tal como señala el Observatorio Petrolero Sur, a los derrames y explosiones en 
Allen o en Loma Campana hay que sumar los accidentes laborales que también 
se han disparado: en solo quince meses hubo ocho víctimas fatales.[119] Cabe 
añadir que varios informes internacionales sobre fracking destacan el incremento 
de los riesgos laborales en relación con los combustibles no convencionales. En 
los Estados Unidos, solo entre 2007 y 2012, murieron 664 trabajadores en 
campos de petróleo y gas no convencional. No por casualidad se incluye a los no 
convencionales dentro de las llamadas “energías extremas”, dada la 
multiplicación de riesgos, no solo ambientales y sociosanitarios, sino también 
laborales. 


Otro aspecto notorio es la ausencia de inversión en infraestructura, pues, como 
advierten distintos especialistas, el gas no es un commodity como el petróleo y 
para su distribución y comercialización requiere una amplia y costosa 
infraestructura. Si a esto sumamos que Vaca Muerta apenas ha despegado, ya 
que solo se ha explotado el 3%,[120] corresponde que nos preguntemos cuál será 
la envergadura de los impactos cuando la explotación a gran escala se haga 
realidad. Los compromisos contraídos por el gobierno de Macri con el Fondo 
Monetario Internacional (FMI) y la disminución de los subsidios a las empresas 
petroleras han repercutido en el mundo laboral. En diciembre de 2019 había 
1800 trabajadores suspendidos, pese a la conciliación obligatoria dispuesta por el 
Estado.[121] 


En suma, no existe un “fracking seguro y responsable”, como afirma la fórmula 
agitada por las grandes compañías en los Estados Unidos y difundida 
sumisamente a nivel local. Los estudios técnicos demuestran que el fracking es 
un asunto cargado de pésimas experiencias y grandes incertidumbres que 
contribuye aún más a la exacerbación del neoliberalismo y la crisis 
socioecológica que hoy vive nuestro planeta. 


Además de los aspectos ambientales y laborales, hay otros elementos 
importantes por considerar, como la escasa viabilidad económica de Vaca 
Muerta. Que la extracción de combustibles fósiles depende de los subsidios es 
un secreto a voces. En la Argentina, esta dependencia comenzó durante el 
gobierno de Cristina Fernández de Kirchner y aumentó a niveles siderales 
durante la gestión de Mauricio Macri.[122] “La asignación de recursos de un 
país refleja dónde están los intereses del Estado” decía un informe de FARN de 
2019.[123] Para dar un ejemplo, los subsidios a los combustibles fósiles 
presupuestados para 2019 duplicaban lo erogado en 2018 para las universidades 
nacionales y el monto se acercaba al asignado en 2019 al Ministerio de 
Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, lo que expresa con claridad cuáles 
eran las prioridades del gobierno de Cambiemos. Basta decir que, en los Estados 
Unidos, el gas en boca de pozo cuesta USD 2,50 por millón de BTU, mientras 
que en la Argentina cuesta USD 7,50. La diferencia con el precio de mercado la 
paga de su bolsillo el ciudadano argentino, tarifazo mediante, para así asegurar la 
rentabilidad de las petroleras y lograr que no abandonen Vaca Muerta. 


Lo cierto es que estamos ante un problema de índole estructural. En enero de 
2019, un artículo del periódico conservador The Wall Street Journal ponía el 
acento en dos tipos de dificultades: la necesidad de un esquema estatal de 
subsidios para asegurar un horizonte de rentabilidad económica a las empresas, y 
la baja rentabilidad o retorno energético.[124] La cuestión ligada a la baja tasa 
de retorno energético no es ninguna novedad. Aparece en todos los estudios 
serios sobre el fracking. En la Argentina, la ilusión eldoradista llevó a ocultar o 
minimizar estos aspectos. Cabe recordar que la “revolución de los no 
convencionales” permitió que los Estados Unidos incrementaran 
exponencialmente la oferta interna de hidrocarburos, sobre todo de gas, a partir 
de la explotación masiva de yacimientos de tight y shale. Según funcionarios del 
gobierno estadounidense, en el último lustro el gas extraído en este tipo de 
yacimientos representó el 50% del total de la producción del país, lo que lo 
convirtió en el mayor productor a nivel global en 2010. El boom envalentonó a 
propios y ajenos para trazar un horizonte de autosuficiencia energética y 
potencial exportación de fósiles hacia los mercados globales. Pero esta historia 
de éxito no se sostiene en el mediano plazo: las operadoras sobreestimaron las 
reservas entre 100 y 500% debido a que se exageró la productividad de los pozos 
al no tener en cuenta el bajo rendimiento energético de los no convencionales. 
Durante el primer año, un pozo de gas no convencional típico produce el 80% de 
todo el gas de su vida útil. Luego, la producción decae muy rápido, lo que 
impulsa la necesidad de realizar nuevas fracturas, repitiendo todo el proceso. 


En términos más integrales, la viabilidad económica y financiera de Vaca Muerta 
también ha sido cuestionada en un extenso informe elaborado por el Instituto de 
Economías Energéticas y Análisis Financiero (leefa, por sus iniciales en inglés), 
un think tank estadounidense, dado a conocer en marzo de 2019. El leefa realizó 
un análisis detallado de las desventajas comparativas y los problemas 
(económicos y financieros pero también políticos y sociales) de Vaca Muerta, y 
alertó sobre sus riesgos crecientes y su inviabilidad a mediano y largo plazo. 
Entre otros destaca “los riesgos del mercado”, el crecimiento y la baja del precio 
de las energías renovables, que las hacen cada vez más atractivas para los 
grandes jugadores, como asimismo la falta de competitividad internacional de 
Vaca Muerta si se compara con otros grandes yacimientos de shale (como la 
cuenca Pérmica en los Estados Unidos) mucho más productivos en el período 
analizado (2013-2018). A esto hay que añadir factores como la judicialización de 
los conflictos con pueblos originarios (protegidos por una legislación 
internacional), los conflictos ambientales y la escasez hídrica en la zona de 
explotación. Respecto del país, el informe señala factores negativos como la 
recesión, la oposición social al FMI, la alta inflación y el sobreendeudamiento. 
También detalla que el plan para duplicar la producción de gas y petróleo para 
los próximos seis años es “una apuesta esperanzadora y poco realista” dentro de 
un escenario político y económico de “fuerte inestabilidad”. Estos factores 
tornan muy poco atractivo el megaproyecto de Vaca Muerta y plantean con 
realismo la inviabilidad, no solo ambiental sino económica y financiera, de la 
mayor promesa eldoradista de la historia argentina. 


Desde la campaña electoral, las señales del presidente Alberto Fernández fueron 
claras y apuntan a profundizar la explotación. La primera medida gubernamental 
fue la baja de las retenciones a las petroleras, que quedaron establecidas en 8%. 
Se dice también que Vaca Muerta tendría su ley propia en 2020.[125] Por otro 
lado, el nuevo gobierno nombró al economista Guillermo Nielsen al frente de 
YPF, un asiduo consultor de las petroleras con una visión neoliberal muy 
próxima a la del exministro de Energía y ex-CEO de Shell, Juan José Aranguren, 
que será recordado por los conflictos de intereses en que se vio envuelto y por 
los tarifazos que aplicó a la población. 


En una entrevista con el presidente Fernández, el periodista Horacio 
Verbitsky[126] le preguntó si durante el gobierno de Macri no se habría 
sobreestimado la importancia de Vaca Muerta y el shale en detrimento de la 
producción convencional, y agregó que Nielsen estaba “enamorado de Vaca 
Muerta”. El presidente reconoció el diagnóstico —el descuido de la producción— 


y dejó traslucir su intención de impulsar la extracción convencional.[127] 


En suma, los sucesivos gobiernos han alentado el espejismo de Vaca Muerta 
contra viento y marea a través de diferentes políticas públicas. Tanto es así que 
esta promesa se ha convertido en uno de esos temas que exaltan por igual a 
conservadores, liberales y progresistas, más allá de sus diferencias ideológicas. 
Han convertido Vaca Muerta en una suerte de fetiche intocable, que se refuerza 
más por las promesas que por los resultados, pese a los costos sociales, 
económicos y ambientales del fracking e incluso a la amarga sensación de 
fracaso que cada tanto asoma hasta en sus más acérrimos defensores. 


En el marco del consenso de los commodities y la nueva fase de expansión de 
las fronteras del capital, la Argentina ha retomado el mito eldoradista que 
alimenta una suerte de pensamiento mágico, expresado en la idea de que, gracias 
a las oportunidades económicas (el alza en los precios de las materias primas y la 
creciente demanda de commodities globales considerados estratégicos), sería 
posible acortar rápidamente la distancia con los países industrializados y 
alcanzar el desarrollo siempre prometido y nunca concretado de nuestra 
sociedad. "Tomamos esta expresión del sociólogo boliviano René Zavaleta 
Mercado, que ya desarrollamos en numerosos textos (entre otros, Svampa y 
Viale, 2014). Zavaleta Mercado afirmaba que el mito del excedente “es uno de 
los más fundantes y primigenios en América Latina”. Con ello hacía referencia 
al mito eldoradista que “todo latinoamericano espera en su alma”, ligado al 
súbito descubrimiento material de un recurso o bien natural que genera el 
excedente como “magia”. 


El objetivo de convertir a la Argentina —por la vía de Vaca Muerta (y la cuenca 
neuquina)- en una potencia hidrocarburífera a gran escala expresa como pocos 
la apuesta ciega por un extractivismo energético de tipo contaminante y 
depredatorio, que colisiona con las necesidades de un planeta marcado por el 
cambio climático, y alude a la histórica dificultad de amplios sectores de la 
dirigencia política y económica de superar una visión productivista y primario- 
exportadora del desarrollo. Asimismo, esta obsesión consolida el rechazo 
consuetudinario de nuestras clases políticas a pensar escenarios de transición 
posfósil, hacia el uso de energías limpias y renovables. 


Pero todavía hay algo más que añade la cuenta regresiva del reloj climático. 
Buena parte del empecinado enamoramiento con Vaca Muerta de un sector de las 
élites de nuestro país, del afán de aceleración de la explotación, del sueño en 


gran escala, de la apelación constante al “milagro” que recorre los discursos 
mediáticos, políticos y empresariales, se basa en el hecho de que, a nivel global 
y pese al lobby petrolero y las concesiones gubernamentales, la transición hacia 
energías renovables resulta inevitable. Y esto permite predecir que, en un futuro 
próximo, los combustibles fósiles serán descartados como fuente de energía y 
dejados bajo tierra y se convertirán en un “activo obsoleto”. 


Volvamos al principio. Tengamos en cuenta que, en términos energéticos, la 
crisis climática conlleva varias consecuencias. Por un lado, estamos ante la 
evidencia de que los impactos producidos por la quema de combustibles fósiles 
sobre los ecosistemas, humanos y no humanos, son cada vez mayores. La 
rapidez con la que avanza el reloj climático parece indicarnos que la sociedad 
del carbono ha tocado su límite, lo cual nos inserta en un escenario civilizatorio 
inédito y complejo, que exige como paso necesario la tarea de desvincular 
nuestras estructuras económicas, sociales y culturales de la extracción de 
combustibles fósiles para ir hacia una sociedad sustentable y posfósil, con una 
infraestructura tendiente a la emisión cero. 


Sabemos que la transición energética y socioecológica no será fácil ni mucho 
menos lineal. Pero no podrá llevarse a cabo si antes no aceptamos la necesidad 
de cambiar radicalmente el paradigma energético, lo que implica abandonar la 
explotación de los combustibles fósiles dejándolos bajo tierra. Esta necesidad ha 
comenzado a calar hondo en ciertos ámbitos sociales, no solo en los sectores 
“ambientalistas” sino en el establishment ligado a la dinámica del capital, de 
modo que ya comienza a hablarse de los combustibles fósiles como “activos 
obsoletos”, es decir, devaluados ante el imperativo de la transición.[128] No son 
pocos los actores sociales que adoptan una visión diferente sobre las inversiones 
en energía fósil. Esto no se debe solo a la presión del movimiento global por la 
justicia climática y los acuerdos logrados en la COP de París, sino a cuestiones 
de orden económico y financiero; esto es, ante la posibilidad de una desinversión 
masiva, el temor es que la burbuja del carbono estalle, generando más daño aún 
a la industria del carbono y perjudicando a millones de jubilados. Al respecto, 
citamos un párrafo esclarecedor del economista Jeremy Rifkin: 


Preocupados por el cambio climático y por la perspectiva de que sus fondos 
permanezcan en una industria de combustibles fósiles acosada por los activos 
obsoletos, que podrían hacer desaparecer los fondos de millones de trabajadores 


estadounidenses, los fondos de pensiones de los Estados Unidos comienzan a 
liderar el proceso de desinversión. Estados y ciudades desinvierten los fondos 
públicos de pensiones del sector de combustibles fósiles y las industrias 
relacionadas que le prestan servicios o dependen de él, como la petroquímica, y 
reinvierten en las oportunidades verdes que conforman el desarrollo de una 
economía inteligente propia de la tercera revolución industrial (Rifkin, 2019a: 
115). 


Más de ciento cincuenta ciudades en el mundo (Nueva York, París, Berlín, 
Melbourne, entre otras) y un país (Irlanda) lideran este proceso de desinversión 
en la industria fósil, para reinvertir en energías renovables, vehículos eléctricos y 
rehabilitación de edificios con emisión cero. Esta nueva actitud refleja lo que se 
ha denominado “desvinculación”. A esto se suman otras decisiones “como la del 
Banco Mundial, que decidió no financiar más proyectos en exploración de gas y 
petróleo, o la propuesta de la nueva Comisión Europea que quiere convertir al 
Banco Europeo de Inversiones en un verdadero “banco climático” al que 
destinaría la mitad de sus inversiones”.[129] 


“Desinvertir”, “desvincular”, “descarbonizar” parecen ser las claves de una 
opción que conduce al “colapso inevitable de los combustibles fósiles” (Rifkin 
dixit) antes que al colapso planetario por vía del aumento de las emisiones de 
CO?2. Sin embargo, en vez de discutir posibles escenarios de transición 
energética o un gran pacto ecosocial y económico, en la Argentina se promueve 
la huida hacia adelante a través de la expansión de la frontera tecnológica, con la 
extracción de hidrocarburos no convencionales, o a través de la fractura 
hidráulica. Los autores de este libro pudimos comprobar esta preocupación a 
mediados de 2017, durante un debate con Emilio Apud, importante directivo de 
YPF durante el gobierno de Mauricio Macri. Apud admitió que la humanidad se 
encamina hacia una matriz energética no fósil basada en los renovables, pero 
enseguida agregó, con una euforia difícil de disimular: “Por eso mismo hay que 
sacar los combustibles fósiles que hay en Vaca Muerta lo antes posible, porque si 
no, en unos años, ya no van a valer nada”.[130] 


Vaca Muerta tiende a convertirse en un descabellado laberinto que, al ritmo de 
los impactos ambientales y territoriales y la falta de milagros, habilita una serie 
de interminables excepciones: beneficios impositivos, subsidios estatales que 
repercuten sobre la economía de todos los argentinos, mayor flexibilización 


laboral y un blindaje jurídico que avanza sobre los derechos de las poblaciones, 
indígenas y no indígenas. En verdad, Vaca Muerta tiene todos los elementos para 
devenir un “activo obsoleto” en la década que se inicia. Y esto significa 
transformar la promesa eldoradista en una pesadilla nacional con repercusiones 
múltiples y en un desastre ambiental a gran escala. 


Caso 4. El litio: ¿falsa solución o vía hacia una sociedad posfósil? 


El litio es considerado la llave maestra para la transición energética hacia una 
sociedad posfósil. Este mineral tiene diferentes usos, modalidades y destinos, y 
uno de los principales es la fabricación de baterías para computadoras 
personales, celulares y productos afines. Las baterías de ion litio almacenan 
energía y son fundamentales para la fabricación de vehículos eléctricos. El litio 
también se emplea para obtener grasas lubricantes, vidrios, aluminio, polímeros 
y en distintas ramas de la industria farmacéutica.[131] 


En la actualidad, el 39% de la demanda de litio se destina a la producción de 
baterías, el 30% a cerámicos y vidrios, el 8% a grasas y lubricantes, el 5% a la 
metalurgia, el 5% a polímeros, el 3% a tratamientos del aire y el restante 10% a 
otros usos. Las proyecciones indican que para el año 2026 el 70% del consumo 
de litio se destinará a baterías, el 15% a cerámicos y vidrios y el 15% restante a 
otros usos.[132] Asimismo, a nivel global, se advierte la expansión acelerada del 
mercado de los acumuladores eléctricos sobre la base de litio, que supera al 
mercado de pilas y baterías y hace prever que estos acumuladores, que permiten 
un nivel de reserva energética mayor, no solo modificarán hábitos de consumo 
individuales, sino que ciudades enteras los adoptarán para la administración y 
distribución de energía. 


A nivel geopolítico, la importancia del mercado del litio refleja la nueva 
configuración del poder mundial. La necesidad de salir del paradigma del 
combustible fósil y la gravedad de la crisis climática han generado una feroz 
competencia con relación al litio y la cadena de valor. Por un lado, son pocos los 
países que controlan esa cadena, es decir, los que pueden realizar el camino que 
va desde la extracción del mineral hasta la elaboración de la batería. A 
comienzos de este siglo, Japón lideraba el mercado de pilas y baterías, seguido 
por los Estados Unidos y varios países europeos. Firmas como Toyota buscan 
desde hace tiempo estar presentes en la cadena de valor. En aquel momento 
China ocupaba una posición muy marginal (solo representaba el 1,46% del 
total). Sin embargo, en un escenario cada vez más complejo, mientras algunos 
líderes mundiales (Estados Unidos, Australia, Brasil) apuestan al negacionismo, 
China —hasta hace poco renuente a firmar el Protocolo de Kioto— modificó su 


política y aparece cada vez más comprometida con la transición energética. Así 
lo demuestra su liderazgo en el mercado global de autos eléctricos con la 
empresa BYD, asentada en Shenzhen, que supera incluso a la californiana Tesla. 
No es casual que en 2017 China haya pasado a ocupar el primer lugar como 
exportador mundial de baterías de litio, a la par de los Estados Unidos y 
Singapur, seguidos por Hong Kong. Japón retrocedió de manera vertiginosa y los 
países europeos quedaron en la mitad de sus valores anteriores (Zicari y otros, 
2019: 62). 


Estos debates sobre el rol del litio en la transición, que muestran el 
reposicionamiento de las potencias a nivel global, comienzan a impactar en 
Sudamérica. Aquí se encuentra el llamado “triángulo del litio”, localizado entre 
el salar de Atacama (Chile), el salar de Uyuni (Bolivia) y los salares Salinas 
Grandes, Olaroz-Cauchari y Hombre Muerto (Argentina), zona que concentra 
más de la mitad de las reservas probadas de litio del planeta (Argento y Puente, 
2019). 


El litio es un metal alcalino de rápida oxidación en contacto con el agua o el aire, 
que posee propiedades diferenciales en cuanto a la conducción del calor y la 
electricidad. Se encuentra en diferentes tipos de yacimientos de minerales y en 
salmueras naturales. El insumo que ocupa el primer escalón en la cadena de 
valor, el carbonato de litio, se extrae de los yacimientos en salmueras y también 
de yacimientos de otros minerales, como el espodumeno. Aunque el litio no es 
un mineral raro ni escaso, ni tampoco está distribuido de modo desigual, lo más 
rentable es extraerlo de los salares andinos. Por este motivo, la presión global y 
nacional sobre la región atacameña de los salares es cada vez mayor. 


La minería del litio es diferente a la megaminería metálica —no implica remover 
toneladas de tierra ni dinamitar montañas—, pero su principal problema estriba en 
que es fundamentalmente una minería de agua. Su extracción en salmuera exige 
el consumo de cantidades insostenibles de agua en una región árida, que pone en 
riesgo el frágil ecosistema del desierto, su vida silvestre y los medios de vida de 
sus habitantes, en especial las comunidades indígenas. Esto sucede ahora mismo 
en la región atacameña de Chile y la Argentina. Debido al consumo excesivo de 
agua, la extracción amenaza con romper el equilibrio hídrico, ya que tiende a 
secar acuíferos y reservas de agua en zonas que se caracterizan por la aridez y el 
estrés hídrico. Asimismo, compite por el agua con las actividades agrícolas y de 
pastoreo de las comunidades indígenas locales y representa una amenaza para la 
biodiversidad. Una investigación realizada para Chile por Ingrid Garcés, de la 


Universidad de Antofagasta, indica que por cada tonelada de litio que se produce 
se utilizan dos millones de litros de agua dulce. Así, “diariamente se extraen más 
de 226 millones de litros de agua y salmuera del salar de Atacama”.[133] A esto 
hay que sumar los impactos de los proyectos de minería metálica cercanos, que 
también extraen grandes cantidades de agua (Minera Zaldívar y Minera 
Escondida). El impacto de la minería de litio en la región atacameña chilena es 
tal que fue uno de los temas del Tribunal Internacional por los Derechos de la 
Naturaleza, que se reunió en Chile en diciembre de 2019.[134] 


En la Argentina, la extracción de litio creció de manera exponencial en los 
últimos años. La exportación de carbonato de litio aumentó del 8% en 2012 a 
16% en 2016: esto indica un crecimiento del 100% en apenas cinco años. En la 
actualidad, nuestro país es el tercer exportador de litio a nivel mundial, detrás de 
Chile y Australia. Esta tendencia a la aceleración indica que el consumo de agua 
será Cada vez mayor. Una proyección para el año 2022, realizada por el 
investigador Gustavo Romeo, indica que el consumo anual en la Argentina será 
de 50.000 millones de litros de agua, lo que equivale al consumo anual de una 
ciudad de 350.000 habitantes (Romeo, en Fornillo, 2019: 235-236). 


El aumento de la demanda del litio desencadenó una nueva fiebre eldoradista, 
que llevó a diseñar diferentes estrategias en los tres países involucrados. Chile 
busca consolidarse como el gran exportador a nivel mundial sin salir del modelo 
de primarización, esto es, apostando solo a su fase 1 (producción de carbonato de 
litio sin valor agregado). Para ello cuenta con un marco regulatorio altamente 
mercantilizado (que incluye la privatización del agua) y un apoyo irrestricto del 
Estado nacional a las empresas mineras (las dos más importantes son SQM y 
Albemarle), que demandan cada vez mayor cantidad de agua para producir más 
toneladas de litio. La disputa por el agua, en un país con estrés hídrico que 
necesita desalinizar el agua de mar para sus minas de cobre, no es un tema 
menor.[135] A partir de los conflictos desencadenados en la región atacameña en 
torno al agua, la afectación de las formas de vida y la economía local, la empresa 
Albemarle firmó un convenio millonario con las comunidades indígenas que 
residen en la zona.[ 136] 


Bolivia, otro país minero por excelencia, entendió que el litio no era un 
commodity más, sino un bien estratégico, y apostó a un proyecto de largo aliento 
con control estatal e industrialización. Desde 2008, el Estado boliviano explora 
la asociación con diferentes empresas transnacionales para avanzar en las 
subsiguientes fases (II y HI) y producir a futuro la batería de litio, asegurándose 


la transferencia de recursos tecnológicos y el uso de patentes. Debido a esto, 
Bolivia casi no avanzó en la fase l (extracción de litio), pese a contar con la 
mayor reserva mundial en el salar de Uyuni. Asimismo, el gobierno de Evo 
Morales buscó acordar con las comunidades locales y muy especialmente con 
los poderosos sectores mineros de Potosí. En esta línea, en 2018 se creó 
Yacimientos Litíferos Bolivianos (YLB), “una empresa estatal que incluye 
prospección, exploración, explotación, beneficio o concentración, instalación, 
implementación, puesta en marcha, operación y administración de los recursos 
evaporíticos, complejos de química inorgánica, industrialización y 
comercialización”.[137] 


El derrocamiento de Evo Morales en noviembre de 2019 truncó la posibilidad de 
concretar este ambicioso proyecto, que ya había desencadenado un serio 
conflicto con las organizaciones mineras de Potosí y sus ascendentes líderes en 
el Comité Cívico, que obligaron a dar marcha atrás al convenio firmado por 
YLB con una empresa alemana porque dejaba exiguas regalías a la zona. Nada 
garantiza que estos proyectos que apuntan a la industrialización del litio, sobre la 
base de la transferencia de tecnología por parte de actores transnacionales, sean 
retomados en el futuro. 


El caso de la Argentina es diferente al de sus vecinos. Durante los mandatos de 
Cristina Fernández de Kirchner no hubo interés en impulsar los proyectos 
asociados a las energías renovables, mientras que durante los cuatro años de 
gobierno de Mauricio Macri fueron vistas como una oportunidad más de hacer 
negocios. En tiempos del kirchnerismo, la ausencia de debate sobre la energía 
fósil (su viabilidad, su controvertida sostenibilidad) y el posterior giro 
eldoradista hacia Vaca Muerta tuvieron como correlato la obturación de una 
discusión seria sobre la transición energética y sus complejidades. Y aunque 
existió un proyecto estatal que proponía ir “del salar a la batería”, finalmente 
quedó frustrado. 


Fue el gobierno de Cambiemos el que instaló el tema de las energías renovables 
en la agenda política, pero lo hizo en un marco de mercantilización extrema y 
acentuación de la dependencia económica y tecnológica. Por otro lado, esto no 
significó —como indica el Grupo de Estudios en Geopolítica y Bienes Comunes— 
que el gobierno de Cambiemos desarrollara una política de Estado respecto del 
litio. Más allá de contribuir a la fiebre eldoradista en relación con el llamado 
“oro blanco”, el involucramiento del Estado nacional consistió en ofrecer 
condiciones más ventajosas que Chile y Bolivia para la llegada de las 


corporaciones mineras. Se acentuaron así las dinámicas económicas propias del 
Mineralo-Estado a través de un esquema de otorgamiento de concesiones que 
agravó la disputa por el agua en zonas áridas y dejó en evidencia el desprecio 
hacia la población local. En la medida en que el litio apareció como una 
oportunidad de nuevos negocios para la élite económica y política (a través de la 
creación de empresas de servicios mineros o empresas júnior para obtener 
pedimentos que luego se venden a grandes empresas del sector), profundizó las 
alianzas non sanctas entre lo privado y lo público. 


Como corolario, pese a ser considerado un recurso estratégico, hoy por hoy el 
litio no cuenta con un marco regulatorio propio. Su explotación se inscribe 
todavía en la normativa de la megaminería metálica, redactada en los años 
noventa, e incluye grandes exenciones y exiguas regalías (3%) además de bajas 
retenciones y autoexclusión de las provincias para extraer el mineral. 


El mapa del litio argentino elaborado por el Servicio Geológico de los Estados 
Unidos junto con el Servicio Geológico Minero local determinó que en nuestro 
país hay 53 proyectos de extracción de capital extranjero, de los cuales 27 
cuentan con acuerdos de tenencia minera. Además de la expansión de la frontera 
litíffera —que abarcó de modo indiscriminado las provincias de Jujuy, Salta y 
Catamarca-—, el gobierno de Macri tenía en carpeta abrir la frontera en otras 
provincias -como San Luis y Córdoba— donde la minería a cielo abierto está 
prohibida y las posibilidades de extraer litio incluyen modalidades mucho más 
contaminantes. 


La fiebre del litio tuvo una inflexión particular en Jujuy, donde se creó Jujuy 
Energía y Minería, Sociedad del Estado (Jemse),[138] que firmó un convenio 
con la empresa italiana Seri para montar una planta piloto de ensamble de 
baterías de litio, fabricar las celdas de las baterías y producir material activo a 
partir de las extracciones de los salares jujeños.[139] 


No olvidemos que la minería es una de las actividades extractivas más resistidas 
de nuestro país y el litio no fue una excepción. Como afirma Barbara Góbel: 


Los espacios concesionados no son espacios vacíos. La minería del litio 
“aterriza” en territorialidades con trayectorias históricas propias, prácticas 
específicas, significados culturales y dinámicas de articulación social. Los 


espacios concesionados se solapan con tierras de pastoreo, territorios indígenas y 
reservas naturales (Góbel, 2013). 


Desde un comienzo la exploración y explotación del litio generó conflictos 
territoriales con las comunidades indígenas. Veamos el caso de las Salinas 
Grandes, el tercer salar más grande de Sudamérica, con una extensión de más de 
12 000 hectáreas. El salar se reparte entre las provincias de Jujuy y Salta, a 4000 
metros de altura, y está habitado por unas seis mil personas entre atacameños y 
kollas, que viven del pastoreo de animales, pequeños cultivos y la extracción de 
sal —y también del turismo—, y en su mayoría no poseen títulos de propiedad de 
la tierra. Ante la llegada en 2010 de empresas para extraer litio, distintas 
comunidades vecinas del salar vieron amenazados sus derechos históricos sobre 
el uso de la sal y se unieron para proteger su territorio. Para hacerlo conformaron 
la Mesa de Comunidades Originarias de la Cuenca de Salinas Grandes y Laguna 
de Guayatayoc para la Defensa y Gestión del Territorio. Las Salinas Grandes son 
la base de una cuenca endorreica que se continúa hacia el norte en la Laguna de 
Guayatayoc, muy salada y alcalínica. Esta laguna está casi unida a las Salinas y 
es el hábitat natural de una gran colonia de flamencos rosados. Agreguemos a 
esto que los salares son humedales, por ende, son reguladores hídricos 
importantes, zonas de inundación permanente o temporaria que actúan como 
esponja. 


En noviembre de 2010 la Mesa de Comunidades Originarias para la Defensa y 
Gestión del Territorio, integrada por treinta y tres comunidades indígenas, 
presentó una acción de amparo ante la CSJN en la que exigía la consulta previa 
sobre la concesión de acuerdo con la Constitución Nacional (art. 75 inc. 17), la 
Ley General del Ambiente de 2002, el Convenio 169 de la OIT y la Declaración 
de los Derechos Indígenas de las Naciones Unidas.[140] La presentación ante el 
Foro Permanente de Derechos Humanos de la ONU en Ginebra posibilitó la 
visita del relator James Anaya a las comunidades que habitan las Salinas 
Grandes, y su presencia tuvo un fuerte impacto sobre el gobierno provincial y las 
empresas. Pero en enero de 2013 la CSJN rechazó el amparo interpuesto por las 
comunidades originarias de Jujuy. En el fallo, la CSJN afirmó que “las acciones 
entabladas contra la provincia de Salta y el Estado nacional son ajenas a la 
competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación”.[141] Ante 
esto, las organizaciones decidieron acudir a la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos y trabajaron en conjunto con varias ONG y reconocidas 


fundaciones de protección del ambiente (FARN, Fundación Boell) y de derechos 
humanos (Equipo Nacional de Pastoral Aborigen) para elaborar el Primer 
Protocolo de Consulta Indígena de nuestro país (2015). 


Cabe subrayar que la transformación de las Salinas Grandes de paisaje primario 
a commodity global estratégico desencadenó un proceso de recuperación 
identitaria en el que convergen, por un lado, los derechos de los pueblos 
indígenas y la defensa del territorio (Convenio 169 de la OT'P), y por otro lado, la 
conceptualización de las Salinas como “cuenca” (esto es, como un único 
ecosistema, integral, que es necesario preservar en todas sus partes tanto en 
Jujuy como en Salta). Por último, también implica la recuperación de la historia 
andina (las rutas de comercialización de la sal como parte del Camino del Inca). 
Lo novedoso es, como afirman Argento y Puente (2019: 208), que las 
comunidades de Salinas Grandes ya no exigen la consulta previa sino que 
asumen la autodeterminación territorial; reclaman que la cuenca de los salares 
sea declarada zona libre de minería: de cualquier exploración minera, se trate de 
litio o de megaminería. Esto tuvo su correlato en las acciones de 2019, cuando 
las comunidades expulsaron a dos multinacionales adjudicatarias que pretendían 
avanzar con la exploración y explotación del litio. 


La expansión indiscriminada de la frontera minera, la disputa por el agua y la 
ausencia de consulta previa, libre e informada a las comunidades condujeron a 
un escenario muy complejo en el que la nota común es el atropello de las 
empresas y las autoridades provinciales hacia los pueblos originarios. Las 
respuestas son diferentes: el avance extractivo en los salares Olaroz y Cauchari 
contrasta con la situación en las Salinas Grandes, donde predomina el rechazo a 
la minería del litio, reforzado por la visibilidad que ha tenido esta lucha en los 
últimos tiempos. Ejemplo de esto es la actividad que se llevó a cabo el 25 de 
enero de 2020, asociada al proyecto Aeroceno, del artista argentino Tomás 
Saraceno, quien hizo volar un globo en las Salinas Grandes sin combustible fósil 
ni batería de litio ni helio (solo con aire), tripulado por una mujer, que llevaba el 
mensaje de las comunidades: “El agua y la vida valen más que el litio”.[142] La 
actividad fue seguida por streaming desde diversos lugares del mundo y contó 
con el apoyo y financiamiento de un grupo coreano de K-pop, BTS, con ochenta 
millones de seguidores en el mundo. El 31 de enero de 2020 se realizó una 
presentación en el CCK con el avance de documentales realizados en las Salinas 
Grandes y fuerte protagonismo de las comunidades ancestrales. 


En suma, la expansión de la frontera litífera ha implicado conflictos y 


avasallamientos de los derechos de las comunidades indígenas, que representan 
otros modos de habitar el territorio y otros lenguajes de valoración. No existen 
controles ambientales y, sobre todo, no hay estudios independientes sobre las 
cuencas hídricas afectadas y los acuíferos comprometidos. No se comprende la 
importancia de las salinas como humedales: un ecosistema frágil que funciona 
como regulador hídrico en una zona particularmente árida. Por otro lado, el 
Estado nacional se ha desentendido incluso de apoyar las investigaciones 
existentes en la Argentina acerca de métodos de extracción más amigables con el 
ambiente y tampoco apoya al sector científico que aspira a involucrarse en la 
cadena de valor.[143] Al desfinanciar el sistema de investigación científica, el 
gobierno de Macri dejó en claro cuáles eran sus prioridades y cuál su visión 
sobre el “desarrollo”: un modelo primario exportador. La expansión del litio se 
hizo sin planificación estratégica ni intervención del Estado nacional y 
provincial —a excepción de los intentos de Jujuy de asociarse con corporaciones 
transnacionales— en la cadena de valor. Sin embargo, el problema no se reduce a 
la apuesta a un modelo primario exportador, basado en el carbonato de litio. En 
todos los casos, incluido el de Jujuy, se consolidó un esquema extractivista y 
transnacionalizado similar al de la minería metálica, donde convergen la disputa 
por el agua, la provincialización de los conflictos y el despojo de las 
poblaciones, sobre todo de los pueblos originarios. 


En este contexto, resulta muy hipócrita apelar a la idea de “sociedad postósil” o 
“transición energética” mientras se les exige a las poblaciones que acepten la 
premisa y conviertan sus territorios en zonas de sacrificio. En realidad, el 
modelo actual de minería transnacional solo sirve para justificar el saqueo y 
alimentar el cambio de paradigma energético en los países del Norte global, una 
vez más cimentado en la desposesión de las comunidades locales y la 
destrucción de la naturaleza. Mientras en el Sur se insiste con energías 
fuertemente contaminantes, el modelo de transición energética que se propone 
está lejos de la “transición justa”; más bien, conduce a convertir el triángulo del 
litio en una suerte de “triángulo de la maquila de la batería ion-litio” (Fornillo, 
2019: 159). 


* KR 


Ante el escenario de desposesión y saqueo que se está configurando en la 
Argentina en relación con el litio, vale la pena preguntarse en qué tipo de 
transición energética estamos pensando. Cierto es que la historia nos enseña que 
no hay transiciones puras, que el camino nunca será lineal. 


En esta línea, quisiéramos adelantar nuestra visión. No estamos asimilando la 
minería del litio con el tipo de insustentabilidad propio de la explotación de 
hidrocarburos no convencionales. No hay camino transicional posible por la vía 
de los combustibles fósiles y del fracking. En contraste, el litio nos propone 
otros interrogantes porque de algún modo pertenece a dos mundos diferentes. 
Por un lado, responde al viejo paradigma del extractivismo depredatorio, ligado 
al consumo insustentable de agua, la destrucción de biodiversidad y el 
desconocimiento de los derechos de las poblaciones. Por otro, pertenece al 
nuevo paradigma energético, el de la sociedad posfósil, el de las energías 
renovables. Sin embargo, no es cierto que toda sociedad posfósil conduce al 
posdesarrollo. La transición no puede reducirse a un cambio de matriz 
energética, garantizando la continuidad de un modelo de consumo insustentable. 
La descarbonización de la economía debe conducirnos a un cambio integral de la 
matriz productiva, de consumo y de distribución; debe apuntar a cambiar el 
sistema de relaciones sociales y reforzar el vínculo ecodependiente con la 
naturaleza. 


En ese sentido, la transición socioecológica es un horizonte mayor que debe 
servir para plantearnos preguntas más radicales acerca del tipo de sociedad en 
que queremos vivir, sobre los modelos de desarrollo que proponemos para el 
futuro. En suma, el rol que ocupa el litio en el cambio de sistema no es 
determinado ni inequívoco, y por ende no escapa a los temores e interrogantes 
que genera la necesidad de adoptar una perspectiva más integral y 
multidimensional acerca de los costos ambientales, las dimensiones territoriales 
y sociales, los derechos de las poblaciones involucradas en los territorios, los 
derechos de la naturaleza, el lugar del Estado y el lugar del conocimiento y la 
investigación científica. 


[74] La frase, en boca del actor que interpreta al científico Valeri Alekséyevich 
Legásov, corresponde a la primera escena de la serie televisiva Chernóbil (HBO, 
2019), que gira en torno al desastre nuclear producido en abril de 1986. Está 
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[128] “Según la Agencia Internacional de la Energía, solo un tercio de las 
reservas probadas de combustibles fósiles podrá quemarse en el futuro, ya que 


[135] No hace e a Minera a po que E an de extraer agua 


5. Los puntos ciegos del modelo de desarrollo dominante 


Introducción 


En los capítulos anteriores hemos argumentado que, en América Latina, el 
imaginario desarrollista encontró una vuelta de tuerca a partir del año 2000, en 
un contexto de cambio de época marcado por el cuestionamiento al 
neoliberalismo, la emergencia de gobiernos progresistas y el boom en el precio 
de los commodities. En este capítulo nos proponemos abordar los puntos ciegos 
de esa visión, presente en los progresismos latinoamericanos y en las políticas 
conservadoras y neoliberales. Más allá de sus diferencias, estos gobiernos no han 
perdido la fe en el mito del progreso y el desarrollo en cuanto dirección única, 
sobre todo en su aspecto productivista de crecimiento económico. 


Nos ocuparemos de esta dimensión a nivel local, nacional y global a través del 
análisis de las fases del neoextractivismo, la conflictividad, sus resultados en 
términos de mayor o menor desigualdad, la tensión entre justicia social y justicia 
ambiental, y los dilemas que plantea la deuda ecológica. El objetivo es 
desmontar los argumentos y los puntos ciegos, sobre todo aquellos ligados a los 
“progresismos selectivos”, que buscan minimizar la importancia de las causas 
ambientales oponiéndolas a la cuestión social y el derecho al desarrollo. 


Haremos un rodeo para dar cuenta de la significación de la cumbre de Tiquipaya 
(Bolivia, 2010) y las razones de su fracaso. Por último, nos abocaremos a otros 
puntos ciegos del modelo dominante y al rol de China en la nueva dependencia. 


La consolidación del consenso de los commodities 


A diferencia de lo que ocurría en los años noventa, entre 2003 y 2013 las 
economías latinoamericanas se vieron favorecidas por los altos precios 
internacionales de los productos primarios (commodities), beneficio que se 
reflejó en las balanzas comerciales y el superávit fiscal. En este marco, la región 
pasó del Consenso de Washington, caracterizado por el ajuste estructural y el 
predominio del capital financiero, al consenso de los commodities, basado en la 
exportación a gran escala de bienes primarios, el crecimiento económico y la 
expansión del consumo (Svampa, 2013). Más allá del signo ideológico, esta 
coyuntura de rentabilidad extraordinaria habilitó el retorno de una visión 
productivista del desarrollo. 


En términos de consecuencias, el consenso de los commodities se distinguió por 
una dinámica compleja, vertiginosa y recursiva, que conviene leer desde una 
perspectiva múltiple. Desde lo económico, se tradujo en la tendencia a la 
reprimarización de la economía, visible en la reorientación hacia actividades 
primario-extractivas con escaso valor agregado, hecho que se agravó con el 
ingreso de China, potencia global que pasó a ser un socio importante para el 
conjunto de la región latinoamericana. 


En un plano general, confirmó a la región latinoamericana como una “economía 
adaptativa”, en relación con los diferentes ciclos de acumulación y por encima 
de las retóricas políticas del período, asociadas a la defensa de la autonomía 
económica y la soberanía nacional. En nombre de las “ventajas comparativas” o 
de la subordinación al orden geopolítico mundial, según los casos, tanto los 
gobiernos progresistas como los más conservadores aceptaron como “destino” el 
nuevo consenso de los commodities, que históricamente ha reservado a América 
Latina el rol de exportador de bienes obtenidos de la naturaleza, minimizando las 
consecuencias ambientales, los efectos socioeconómicos (nuevos marcos de 
dependencia y consolidación de enclaves de exportación) y su traducción 
política (disciplinamiento y coerción sobre la población). 


Desde el Mercosur, la Argentina y Brasil, los dos países con mayor tradición 
industrial, desplegaron un discurso de protección de la industria pero no lograron 


incrementar su participación en los procesos productivos de mayor agregación 
de valor y uso de conocimientos dentro de cada cadena global, y continuaron con 
las exportaciones de productos primarios. Brasil, un país con una economía 
diversificada, sufrió lo que el economista francés Pierre Salama (2015) llama 
“desindustrialización temprana” debido a la incapacidad de los gobiernos para 
contrarrestar los efectos de la “enfermedad holandesa”: la exportación masiva de 
materias primas ligadas a la explotación de recursos naturales y el impacto que 
esto conlleva en los sectores ligados a la manufactura. En la Argentina, durante 
el gobierno de Mauricio Macri, se apuntó a destruir cualquier tipo de protección 
industrial y a promover una mayor apertura hacia las importaciones. En 2017, 
los porcentajes de participación de productos primarios en las exportaciones 
eran: Argentina, 71,2%; Brasil, 62,4%; Paraguay, 88,8%; Uruguay, 79,8%, y 
Bolivia, 95,2% (Cepal, 2019). 


A diferencia de los gobiernos abiertamente conservadores y neoliberales, los 
progresismos buscaron justificar el neoextractivismo diciendo que permitía 
generar divisas al Estado; divisas que serían reorientadas a la redistribución del 
ingreso y al consumo interno, o bien hacia actividades con mayor contenido de 
valor agregado. Este discurso —que sentó las bases del “progresismo 
selectivo”[144] y cuyo alcance real debe ser analizado caso por caso y según 
diferentes fases o momentos— buscaba oponer de modo simplista la cuestión 
social (redistribución, políticas sociales) con la problemática ambiental 
(preservación de los bienes comunes, cuidado del territorio), al tiempo que 
excluía las discusiones sobre desarrollo, sustentabilidad ambiental y democracia. 


En este marco, asistimos a una vuelta de tuerca de la noción de territorio, de 
acuerdo con el modelo de desarrollo dominante. Dado que los territorios 
contienen bienes valorizados por el capital, devenidos en commodities, se 
consolidó una visión eficientista que los considera “socialmente vaciables” y, por 
ende, potenciales zonas de sacrificio. En nombre de la ideología del progreso, las 
comunidades y los pueblos allí asentados son invisibilizados y/o convertidos en 
“superficiarios”, las economías regionales devaluadas o sus crisis exacerbadas. 
Estos procesos de devaluación y violación de derechos se potencian en las 
regiones tradicionalmente relegadas, como los territorios indígenas y 
campesinos. 


Por último, más allá de las diferencias entre los regímenes políticos, el consenso 
extractivista funcionó como un umbral u horizonte histórico-comprensivo que 
obturó la posibilidad de debatir y proponer alternativas. La aceptación tácita O 


explícita del “consenso” contribuyó a instalar un nuevo escepticismo o ideología 
de la resignación que refuerza la “sensatez y razonabilidad” de un capitalismo 
progresista e impone la idea de que no existen alternativas al desarrollo 
extractivista actual. En consecuencia, cualquier discurso crítico u oposición 
radical terminaría por instalarse en el campo de la antimodernidad y la negación 
del progreso o en la mera irracionalidad y el fundamentalismo ecologista. Los 
casos más paradójicos fueron Bolivia y Ecuador, puesto que allí surgieron 
nuevas narrativas con eje en la construcción de un Estado plurinacional, las 
autonomías, la orientación al Buen Vivir y los derechos de la naturaleza. 


El desarrollo como imaginario hegemónico 


El desarrollo es una de las ideas fuerza de la Modernidad. Pese a las graves 
críticas en su contra, el productivismo, el antropocentrismo y la ilusión 
eldoradista continúan siendo los pilares fundamentales del imaginario 
dominante, que nutren el sentido común hegemónico, en especial en América 
Latina. 


Este imaginario arraiga en el pensamiento clásico occidental a partir de una 
concepción productivista del progreso fundamentada en los logros materiales y 
en el ascenso de la economía como “ciencia” paradigmática para interpretar esos 
procesos. Se impuso así, como sostiene Naredo (2006), la idea de un sistema 
económico con su carrusel de producción, consumo y crecimiento, y con la 
mutación del crecimiento en desarrollo. La producción dejó de ser un medio para 
transformarse en un fin. El crecimiento del producto o renta nacional se percibía 
como un factor deseable y generalizable, sin analizar su contenido, sus 
externalidades ni sus consecuencias no deseadas, eclipsando los deterioros que 
dicho proceso inflige en su entorno físico y social. Este tipo de posturas 
considera central el crecimiento económico antes que la distribución, de modo 
que el grado de desarrollo de un país se mide por su capacidad de producción, 
esto es por el conjunto de bienes y servicios que produce (PBI). Así surgió “la 
mitología del crecimiento económico”, una de cuyas consecuencias sería el 
reduccionismo economicista. El marxismo, hijo de la Modernidad en su 
concepción de la naturaleza, también lo fue en su visión del desarrollo asociado 
a la expansión infinita de las fuerzas productivas. 


La visión productivista del desarrollo está asociada a una concepción 
antropocéntrica de la naturaleza, que concibe al humano como alguien externo y 
no integrado a ella. Como bien señalan numerosas pensadoras ecofeministas, 
hacia finales del Renacimiento europeo se impuso una ontología dualista 
respecto de la relación sociedad y naturaleza, que dejó de lado las visiones 
holísticas para consolidar una perspectiva mecanicista e instrumental de la 
naturaleza. Este dualismo se expresaría también en las relaciones de género y en 
el ámbito del conocimiento, así como en el vínculo de dominación respecto de 
otras culturas consideradas no modernas y/o no occidentales, lo cual dio origen a 


una narrativa modernizadora, desarrollista, patriarcal y colonial. 


La mitología del crecimiento económico recibió un nuevo impulso hacia fines de 
la Segunda Guerra Mundial, con el reconocimiento de la hegemonía 
estadounidense y el inicio del proceso de descolonización en África y Asia. Así, 
a partir de 1944 se crearon instituciones económicas y organismos 
internacionales consagrados al tema del desarrollo, entre ellos, la Organización 
de las Nacionales Unidas (ONU, antes Liga de las Naciones), la Organización de 
las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO), y las 
comisiones económicas para las distintas regiones: Comisión Económica para 
Asia y el Extremo Oriente (Ceaeo) en 1947, la Comisión Económica para 
América Latina (Cepal) en 1948 y el Banco Internacional para la Reconstrucción 
y Desarrollo (BIRD) en 1944, entre otros. También en 1944 se creó el Fondo 
Monetario Internacional (FMI). 


En su discurso de asunción en 1949, el presidente estadounidense Harry Truman 
anunció que 


el viejo imperialismo —la explotación para beneficio extranjero— ya no tiene 
cabida en nuestros planes. Lo que pensamos es un programa de desarrollo 
basado en los conceptos de trato justo y democrático [...] que contribuya a la 
mejoría y el crecimiento de las áreas subdesarrolladas (cit. en Naredo, 2006: 
178). 


Las palabras de Truman coronaron la naciente institucionalidad internacional en 
torno a la cuestión del desarrollo y, al mismo tiempo, introdujeron la noción de 
subdesarrollo —relativamente nueva en el lenguaje económico y político— para 
los países “atrasados”. Este discurso constituyó un parteaguas en lo político y 
simbólico: de ahí en más las brechas económicas, sociales y políticas entre los 
diferentes países se expresaron mediante la contraposición entre desarrollo y 
subdesarrollo. Este último —una condición en la que vivían cerca de mil millones 
de personas— se transformó en una situación indigna de la que había que escapar, 
mientras el desarrollo se convertía en un valor universal y homogéneo, el gran 
objeto de deseo y la nueva mitología de Occidente (Esteva, 1996). 


En definitiva, se consolidó la idea de que el mundo desarrollado no podía existir 


sin su opuesto. El discurso sobre “el desarrollo” estableció una estructura de 
dominación dicotómica: subdesarrollado/desarrollado, pobre/rico, 
avanzado/atrasado, civilizado/salvaje, centro/periferia. En esta línea, a 
comienzos de los años sesenta la ONU proclamó el “decenio del desarrollo”, con 
la idea de que la transferencia de tecnología desde los países ricos hacia los 
países pobres resolvería todos los problemas de la humanidad. Y cabe recordar 
que, si bien el enfoque económico-social de la Cepal cuestionaba la mirada 
evolutiva y normativa que proponía el discurso hegemónico, nunca objetó el 
imaginario del desarrollo en sí. 


En nombre del desarrollo, los países centrales pusieron en marcha operativos de 
intervención e interferencia en los asuntos internos de los países 
“subdesarrollados” a través del FMI y del Banco Mundial, Las comunidades y 
las sociedades fueron —y aún son— reordenadas para adaptarse al desarrollo, que 
se transformó en el destino común de la humanidad y en una obligación 
innegociable. 


En esta vertiginosa carrera, y cuando el concepto de desarrollo ya no se traducía 
en los beneficios esperados, comenzaron a crearse variantes con el agregado de 
calificativos (Quijano, 2000): desarrollo económico, social, local, global, rural, 
sostenible o sustentable, ecodesarrollo, etnodesarrollo, desarrollo a escala 
humana, desarrollo endógeno, con equidad de género, codesarrollo, desarrollo 
transformador... Siempre, al fin y al cabo, se trataba de la misma premisa del 
desarrollo. 


Pese a que en las últimas décadas las izquierdas y los populismos 
latinoamericanos llevaron a cabo un proceso de revalorización de la matriz 
comunitario-indígena, muchos de ellos continúan adhiriendo a una visión 
dominante del desarrollo vinculada con la ideología hegemónica del progreso y 
asentada en la expansión de las fuerzas productivas y el crecimiento indefinido. 
En suma, derechas, izquierdas y populismos asumieron el reto de alcanzar el 
desarrollo. Los países dependientes y periféricos, en un acto de subordinación y 
sumisión generalizadas, aceptaron ese estado de cosas y la noción de 
subdesarrollo, siempre que se los nombrara como países “en desarrollo” o “en 
vías de desarrollo”. 


Al escueto recorrido que presentamos aquí[ 145] cabe sumar un elemento propio 
de la cultura y la historia latinoamericanas: la ilusión eldoradista, un mito 
fundante que exacerba la idea de riqueza económica asociada a las ventajas 


naturales, maximiza la idea de beneficios económicos (la rentabilidad 
extraordinaria) y proyecta una visión mágica del desarrollo. Así, entendemos la 
visión eldoradista de los bienes naturales como una expresión regional de la 
ilusión desarrollista, que vuelve a operar en el marco de un nuevo ciclo de 
acumulación. 


Hacia el año 2000, al calor de la globalización neoliberal, asistimos a un regreso 
del imaginario del desarrollo asociado al productivismo y la creencia en que los 
recursos naturales son inagotables. Al compás del aumento de los precios de las 
materias primas y de la aceleración del metabolismo social impulsado por la 
Organización Mundial del Comercio, el neoextractivismo del siglo XXI 
actualizó imaginarios sociales vinculados con la (histórica) abundancia de los 
recursos naturales. En el marco de una nueva fase de expansión de las fronteras 
del capital, sea en el lenguaje crudo de la desposesión (perspectiva neoliberal) 
como en aquel que apunta al control del excedente por el Estado (perspectiva 
progresista), América Latina retomó este mito para alimentar la ilusión 
desarrollista, expresada en la idea de que, gracias a las oportunidades 
económicas (el alza de los precios de las materias primas y la creciente demanda, 
sobre todo desde China), sería posible acortar rápidamente la distancia con los 
países industrializados. 


Ya hemos visto que en Vaca Muerta, en nombre de la promesa desarrollista, se 
multiplican los blindajes. En este Eldorado argentino, todo vale y al mismo 
tiempo no hay sacrificio alguno que alcance para lograrlo. No importa si deben 
cambiarse o flexibilizarse las normas jurídicas, si hay que liberar las fronteras 
financieras, si se disminuyen las cargas tributarias, si se minimizan o incluso se 
anulan las conquistas sociales y ambientales, si se entregan subsidios de todo 
tipo a las actividades extractivistas, si se reprime o se criminaliza la protesta 
social. El imaginario eldoradista exacerba la ilusión del beneficio económico y 
destruye cualquier idea de límite que se interponga. No importa si la realidad 
muestra resultados negativos. La capacidad de obturación o de clausura 
epistémica que este imaginario puede generar es inconmensurable. 


Por otro lado, el desarrollo, entendido como reedición del estilo de vida de los 
países centrales, es imposible de replicar a nivel global: se necesitarían seis 
planetas para que todos los habitantes del mundo tengan el nivel de consumo de 
un estadounidense promedio. Ese estilo de vida depredador pone en riesgo el 
equilibrio ecológico global y margina cada vez más seres humanos de las 
(supuestas) ventajas del ansiado desarrollo.[146|] 


El poder organizador del desarrollo y su capacidad de encantamiento son tales 
que cuando, en los años ochenta, se introdujo la cuestión ambiental en la agenda 
internacional, se apuntó al “desarrollo sostenible” o “sustentable”. Ya dijimos 
que el orden de los términos no es irrelevante. Aún hoy, pese a la emergencia 
ambiental, la valoración económica de las cosas y de las relaciones y la creencia 
en la búsqueda del crecimiento como razón de los Estados continúan vigentes. 
La sustentabilidad se supeditó al desarrollo, la protección de la naturaleza al 
fetiche del crecimiento económico infinito como solución y regulación de las 
necesidades humanas. 


En América Latina, el mexicano Gustavo Esteva y el colombiano Arturo 
Escobar cuestionaron la noción de desarrollo, al igual que la pensadora 
ecofeminista Vandana Shiva (1995), quien la leyó desde la lógica Norte/Sur. El 
desarrollo supuso una occidentalización de las categorías económicas y su puesta 
en marcha requirió que las potencias ocuparan las colonias y destruyeran la 
economía natural local. La generación de excedentes comerciales se convirtió así 
en fuente de pobreza para las colonias y condujo incluso a la creación de 
colonias internas. De modo que 


el desarrollo se redujo a ser la continuación del proceso de colonización, un 
modelo basado en la explotación o exclusión de la mujer (occidental y no 
occidental), en la explotación y degradación de la naturaleza, y en la explotación 
y destrucción gradual de otras culturas. El crecimiento económico sustrajo 
recursos de quienes más los necesitaban, solo que, en vez de potencias 
coloniales, los explotadores eran “las nuevas élites nacionales” (Shiva, 1995). 


Como proyecto culturalmente tendencioso, “destruye los estilos de vida sanos y 
sostenibles y crea verdadera pobreza material o miseria, al desatender las 
necesidades de subsistencia para desviar recursos hacia la producción de 
mercancías”. La pobreza que genera el desarrollo amenaza la supervivencia de 
millones de seres en este planeta. El mal desarrollo es la violación de la 
integridad de sistemas orgánicos interconectados e interdependientes, que pone 
en movimiento un proceso de explotación, desigualdad, injusticia y violencia. En 
clave ecofeminista, la autora concluye: “El mal desarrollo es mal desarrollo en 
pensamiento y acción. En la práctica, esta perspectiva fragmentada, 


reduccionista y dualista viola la integridad y armonía del hombre con la 
naturaleza, y la armonía entre el hombre y la mujer” (Shiva, 1995: 19-75). 


Fases del neoextractivismo (2003-2019) 


Una de las consecuencias de la inflexión neoextractivista fue la explosión de 
conflictos socioambientales, visibles en la potenciación de las luchas ancestrales 
por la tierra protagonizadas por movimientos indígenas y campesinos y en el 
surgimiento de nuevas formas de movilización y participación ciudadana. Con 
los años, y al calor de las nuevas modalidades de expansión de la frontera del 
capital, los conflictos se multiplicaron y las resistencias sociales se hicieron más 
activas y organizadas. Estas luchas, centradas en la defensa de lo común, la 
biodiversidad y el ambiente, dieron origen a lo que hemos bautizado como “giro 
ecoterritorial” (Svampa, 2015). 


Para entender mejor la dinámica del neoextractivismo contemporáneo en la 
región latinoamericana corresponde distinguir tres etapas (Svampa, 2018). Una 
primera fase de positividad, entre 2003 y 2008, al calor del boom del precio de 
los commodities, que consideró el giro extractivista en términos de ventajas 
comparativas como un “nuevo desarrollismo”, más allá de las diferencias entre 
gobiernos progresistas o conservadores. Decimos que fue positiva porque el 
aumento del gasto social y su impacto en la reducción de la pobreza, así como el 
creciente rol del Estado, generaron grandes expectativas políticas en la sociedad. 
En efecto, entre 2002 y 2011, la pobreza en la región descendió del 44 al 31,4%, 
mientras la pobreza extrema se redujo del 19,4 al 12,3% (Cepal, 2013). La 
mayoría de los países extendió su batería de programas de transferencia 
condicionada (bonos o planes sociales) para que alcanzaran al 19% de la 
población (Cepal, 2013): unos ciento veinte millones de personas. En la 
Argentina, el crecimiento de la economía y el aumento del empleo y del salario 
contribuyeron a una disminución sustantiva de la pobreza respecto de 2001- 
2002, cuando había llegado al 52%. En 2007 ya se había reducido al 20,6% 
mientras que la indigencia era del 5,9%. Este período de auge económico y 
reformulación del rol del Estado es también un período de escasa visibilidad e 
incluso de no reconocimiento de los conflictos asociados con la dinámica 
extractiva, y se prolonga aproximadamente hasta 2008, cuando diferentes 
gobiernos renuevan mandatos presidenciales. 


La segunda fase (2008-2013) corresponde a la multiplicación de megaproyectos, 


que conlleva una multiplicación de las resistencias sociales. Esto se ve reflejado 
en los planes nacionales de desarrollo presentados por los diferentes gobiernos, 
con una clara orientación al incremento de las actividades extractivas según la 
especialización del país (minerales, petróleo, construcción de centrales 
hidroeléctricas y/o expansión de cultivos transgénicos). En Brasil se activó el 
Plan de Aceleración del Crecimiento (PAC), lanzado en 2007, que contemplaba 
la construcción de represas en la Amazonía y la realización de megaproyectos 
energéticos ligados a la explotación del petróleo y el gas; en Bolivia fue la 
promesa del gran salto industrial, basado en la multiplicación de proyectos de 
extracción de gas, litio y hierro, y en la expansión del agronegocio; en Ecuador 
fue la apertura a la megaminería a cielo abierto y la expansión de la frontera 
petrolera; en Colombia, a partir de 2010, se lanzó un conjunto de proyectos 
extractivos bajo el lema “la locomotora energético-minera”; en Venezuela, el 
Plan Estratégico de Producción del Petróleo implicaba un avance de la frontera 
de explotación en la faja del Orinoco; en la Argentina, el Plan Estratégico 
Agroalimentario 2010-2020 prometía un aumento del 60% en la producción de 
granos, a lo que se agregó en 2012 la explotación de hidrocarburos no 
convencionales a través del fracking. 


Este incremento de megaproyectos se expresaría también en la Iniciativa para la 
Integración de la Infraestructura Regional (lirsa). A partir de 2007, lirsa quedó 
bajo la órbita de Unasur con la denominación de Consejo Suramericano de 
Infraestructura y Planeamiento (Cosiplan), lo que conllevó una intensificación 
del comercio regional y de las inversiones del Banco Nacional de Desarrollo 
Económico y Social (BND) en obras de infraestructura. Sin embargo, en diversas 
regiones los proyectos de lirsa/Cosiplan fueron resistidos y cuestionados, ya que 
pese al discurso latinoamericanista sobre la necesidad de “tejer nuevas relaciones 
entre Estados, pueblos y comunidades”, la denominada “integración de 
infraestructura” tiene claros objetivos de mercado. Los 544 proyectos totalizan 
una inversión estimada en 130.000 millones de dólares. Para 2014, el 32,3% de 
las inversiones dentro de lirsa/Cosiplan estaba reservado al área energética y 
concentrado en centrales hidroeléctricas muy cuestionadas por sus efectos 
sociales y ambientales, sobre todo en la fragilizada zona de la Amazonía 
brasileña y boliviana (Carpio, 2017: 130). Más aún: de treinta y un proyectos 
prioritarios del Cosiplan, catorce de ellos afectan la Amazonía (Porto Goncalves, 
2017:158). 


Esta segunda etapa nos inserta en un período de abierta hostilidad en los 
territorios extractivos, en que los conflictos socioambientales y territoriales 


superan el encapsulamiento local y adquieren visibilidad nacional: desde el 
proyecto de abrir una carretera que atraviese el Territorio Indígena y Parque 
Nacional Isiboro-Sécure (Tipnis) en Bolivia, la construcción de la megarrepresa 
de Belo Monte en Brasil, la pueblada de Famatina y otras resistencias contra la 
megaminería en la Argentina, hasta la suspensión final de la Iniciativa Yasuní en 
Ecuador, que consistía en dejar parte del petróleo bajo tierra a cambio de una 
indemnización internacional. A estos conflictos de gran visibilidad en países 
gobernados por progresismos, hay que sumar aquellos que se producían en 
países de signo neoliberal o conservador, como el proyecto minero Conga en 
Perú, hoy suspendido; el megaproyecto minero La Colosa en Colombia, 
suspendido en 2017. 


Al calor de los conflictos territoriales y ambientales y sus dinámicas recursivas, 
los gobiernos latinoamericanos terminaron por asumir un discurso desarrollista 
beligerante en defensa del neoextractivismo. Este sinceramiento entre discurso y 
práctica —incluso en aquellos países que más expectativa política de cambio 
habían suscitado en relación con las promesas de Buen Vivir vinculadas al 
cuidado de la naturaleza y el rol de los pueblos originarios, como Ecuador y 
Bolivia— ilustra la evolución de los gobiernos progresistas hacia modelos de 
dominación más tradicionales (casi siempre ligados al clásico modelo populista 
o nacional-estatal). En consecuencia, el neoextractivismo se convirtió en una 
suerte de punto ciego, no conceptualizable, al haberse asumido una 
representación o imaginario hegemónico del desarrollo. Incluso hubo una deriva 
hacia una lectura conspirativa que negaba legitimidad al reclamo socioambiental 
y lo atribuía al “ecologismo infantil” (Ecuador), al accionar de ONG extranjeras 
(Brasil) o al “ambientalismo colonial” (Bolivia). Surgió así un tipo de política 
dual muy propia de los populismos latinoamericanos, a los que podríamos 
denominar “progresismos selectivos” porque, por un lado, apuntaban al 
reconocimiento de ciertos derechos sociales y económicos, y por otro obturaban, 
perseguían y criminalizaban demandas ambientales y de pueblos originarios, 
buscando contraponer deliberadamente la cuestión social a la cuestión ambiental. 


Por último, a partir de 2013 y hasta hoy asistimos a la fase de exacerbación del 
neoextractivismo. Uno de sus elementos relevantes es la caída de los precios de 
las materias primas, que impulsó a los gobiernos latinoamericanos a incrementar 
aún más los proyectos extractivos a través de la ampliación de “las fronteras de 
los commodities” (Moore, 2013). La mayoría de los gobiernos no estaban 
preparados para esa caída —el caso más dramático es Venezuela— y, salvo raras 
excepciones como Bolivia, se observó una rápida tendencia al aumento del 


déficit comercial y la recesión. A esto hay que sumar el declive de la hegemonía 
progresista/populista y el fin del ciclo progresista, con fuerte impacto en la 
reconfiguración del mapa político regional. 


Esta etapa se corresponde con la expansión de las energías extremas (fracking, 
extracción off-shore, arenas bituminosas) y el avance de nuevas territorialidades 
criminales —bandas privadas, un fenómeno evidente en ciertas regiones 
marginales de Venezuela, Perú y Colombia- ligadas a la minería artesanal e 
ilegal. En Perú, esta situación se advierte en la zona de Madre de Dios, donde se 
realiza extracción ilegal de oro. Pero uno de los casos más extremos es 
Venezuela, donde se expande el “pranato” minero,[147] que refleja la 
emergencia de una nueva territorialidad extractiva, violenta y mafiosa. Estas 
estructuras criminales controlan territorios, poblaciones y subjetividades, lo que 
constituye un golpe feroz para cualquier tentativa de reconstrucción de un 
proyecto democrático. 


Otro fenómeno que acompaña la expansión de la minería ilegal es la trata de 
personas. En la región de Puno, Bolivia, y en la región amazónica en Perú, se 
han reportado miles de casos de trata de mujeres y explotación sexual. Lo cierto 
es que allí donde se consolidan configuraciones socioterritoriales caracterizadas 
por la masculinización, la desarticulación del tejido social, la desigualdad y la 
sobreapropiación acelerada, se produce un reforzamiento de la matriz patriarcal 
que agrava las cadenas de violencia y se expresa a través de nuevas figuras 
ligadas a la esclavitud sexual. Asimismo, en esta fase aumenta la violencia 
estatal y paraestatal contra los defensores del ambiente, lo cual impacta muy 
particularmente sobre las mujeres que se oponen al neoextractivismo. 


En 2016 fue asesinada en Honduras la reconocida activista Berta Cáceres, que se 
oponía a la represa Agua Zarca.[148] Otras agresiones suceden en contextos de 
desalojo forzoso, donde las mujeres son violentadas física y sexualmente por las 
fuerzas policiales o los grupos paramilitares (FAU-AL, 2017). No olvidemos que 
América Latina continúa siendo la región del mundo donde se asesinan más 
activistas ambientales y se comete mayor cantidad de femicidios. 


En definitiva, la expansión de la frontera de derechos (colectivos, territoriales, 
ambientales) encontró un límite en la expansión creciente de las fronteras de 
explotación del capital en busca de nuevos bienes, tierras y territorios, debilitó 
las narrativas igualitaristas y las expectativas políticas, y configuró los límites de 
un progresismo selectivo basado en el pacto con el gran capital extractivo y la no 


problematización de la cuestión ambiental. 


La falsa oposición entre lo social y lo ambiental 


Volvamos un momento sobre nuestros pasos y examinemos la parábola que traza 
el ciclo neoextractivista que acabamos de resumir y que incluye, por supuesto, la 
experiencia de los progresismos latinoamericanos. El ciclo arranca con una fase 
de fuerte crecimiento económico, que se traduce en disminución de la pobreza y 
mejoramiento de la situación de los sectores menos favorecidos en todos los 
países; a esta fase le siguen la consolidación de la tendencia a la reprimarización, 
la baja del precio de los commodities y la exacerbación de la dinámica de 
despojo y, más aún, el incremento de la desigualdad. Hacia 2015 se produce un 
giro a la derecha que empeora la situación económica y social en un contexto de 
fin del boom de los commodities. 


Esta fase de exacerbación no solo saca a la luz la cara oscura del 
neoextractivismo, sino también los puntos ciegos de los progresismos selectivos, 
uno de cuyos argumentos más reiterados fue establecer la oposición entre lo 
social y lo ambiental. Sin embargo, en el final del ciclo progresista la pobreza y 
las desigualdades volvieron a ocupar el centro de la agenda y se evidenciaron los 
límites del modelo de desarrollo en términos de transformación de la estructura 
productiva. Y si bien hubo efectos de democratización importantes, las promesas 
de cambio de matriz productiva, transformaciones estructurales y reducción de 
las desigualdades quedaron en lo discursivo. 


En realidad, el neoextractivismo resultó fundamental para la consolidación 
exitosa de los diferentes gobiernos, pero también fue uno de los mayores 
obstáculos para implementar reformas profundas y estructurales en la región 
(Peters, 2016: 22). En otras palabras, las desigualdades persisten gracias a la 
existencia de un sistema tributario regresivo, que se agravó al calor de la 
bonanza extractivista. Así, pese al período de crecimiento económico y de 
rentabilidad extraordinaria vivido entre 2003 y 2013, y pese a la reducción de la 
pobreza, las reformas realizadas en esos años —incluso por gobiernos 
progresistas— no tocaron los intereses económicos de las élites. En 2013, por 
ejemplo, el gravamen a los sectores más ricos alcanzó en la región el 3,5% del 
total de la recaudación fiscal, mientras el IVA subió hasta alcanzar el 36% y en 
no pocos países se convirtió en la principal fuente de recaudación fiscal 


(Burchardt, 2016: 69). 


Por otro lado, los primeros trabajos sobre la desigualdad en la región señalaban 
una reducción para el período 2002-2010 en varios países según el coeficiente de 
Gini (Kessler, 2016; Svampa, 2017). Sin embargo, algunos autores matizaron 
esta afirmación aduciendo que los datos disponibles solo medían períodos cortos 
y no permitían una mirada de largo plazo. Estos especialistas sostenían que la 
disminución de la desigualdad de ingresos se debía al aumento de los salarios y 
no a una reforma del sistema tributario, que, por el contrario, se tornó más 
complejo, opaco y sobre todo regresivo (Salama, 2015). En realidad, la 
disminución de la pobreza aparecía vinculada a la creación de empleo, al 
mejoramiento de los salarios y a la inclusión a través del consumo, pero no a la 
redistribución de la riqueza. Otras investigaciones inspiradas en los estudios de 
Thomas Piketty y concentradas en los sectores superricos —que toman como base 
las declaraciones fiscales de las capas más acaudaladas de la población— 
confirman la concentración de la riqueza. Como señalan Kessler y Benza: 


Un estudio de Oxfam (2015) muestra la profundidad que adquiere la desigualdad 
en América Latina si, más allá de los ingresos, se pone el foco sobre la riqueza y 
el patrimonio. En 2013-2014, el 10% de las personas más ricas de la región se 
quedaba con el 37% de los ingresos, pero las diferencias eran aún más extremas 
si en vez de los ingresos se consideraba la riqueza. En este caso, el 10% más rico 
acumulaba el 71% de la riqueza, mientras el 1% más privilegiado, el 41% (2020: 
85). 


En suma, la reducción de la pobreza mejoró la distribución del ingreso, pero no 
se tradujo en disminución de la concentración de la riqueza. Los datos que 
surgen del Reporte de Ultra Riqueza 2014 respecto de los multimillonarios de 
América Latina contabilizan 14.805 personas, con una riqueza equivalente al 
35% del PBI regional (Kessler y Benza, 2020: 86) 


Los resultados están a la vista y no son halagiteños, lo cual se acentuó con el giro 
a la derecha de algunos países como Brasil, Bolivia y la Argentina (este último, 
hasta 2019). Seguramente los indicadores empeorarán en toda la región con la 
recesión pospandémica, producto de las medidas implementadas para enfrentar 


el covid-19. En este marco resulta difícil sostener la oposición entre justicia 
social y justicia ambiental para amortiguar la crítica al neoextractivismo, 
proveniente tanto de movimientos sociales como del pensamiento ambiental de 
izquierda. 


Tampoco es cierto que exista contradicción entre lo social y lo ecológico. En 
realidad, quienes más sufren los daños ambientales son los sectores más 
vulnerables, no solo porque habitan en zonas expuestas a fuentes muy 
contaminantes, sino porque carecen de los medios económicos y humanos para 
afrontar las consecuencias y resistir los embates del extractivismo de las 
empresas y los Estados, y sobrellevar los impactos producidos por el cambio 
climático. Así, los mapas de la pobreza o exclusión social coinciden en todo el 
mundo con los de la degradación ambiental, como denunció desde un comienzo 
el movimiento por la justicia ambiental. No podemos ignorar que los territorios 
donde habitan los sectores populares son el blanco privilegiado para establecer 
zonas de sacrificio. No es casual que los sectores más vulnerables sean también 
los primeros refugiados climáticos, en medio del agravamiento de los fenómenos 
extremos y el aumento de los desastres ambientales (inundaciones, sequías, 
tormentas). Un ejemplo paradigmático en la Argentina es la cuenca Matanza- 
Riachuelo, donde se conjugan la corrupción política, el predominio de poderes 
informales (narcotráfico y otras actividades delictivas) y una colosal 
desigualdad. En ese territorio conviven los sectores más excluidos del país en 
una situación de sufrimiento ambiental, soportando las peores “externalidades” 
de las empresas más poderosas con la venia explícita de los Estados nacional, 
provincial y municipal de la ciudad de Buenos Aires. En el marco de la 
pandemia, esto ha recrudecido a causa del impacto desigual en los barrios más 
vulnerables, donde se multiplican los contagios debido al déficit estructural de 
vivienda, acceso a servicios básicos, desempleo y cobertura social insuficiente. 


Asimismo, es indudable que algunas vertientes del ambientalismo tradicional no 
apuntan a cuestionar el actual sistema de relaciones sociales ni la realidad 
política. Hace más de veinticinco años, el escritor Eduardo Galeano (1994) decía 
que “la ecología neutral, que más bien se parece a la jardinería, se hace cómplice 
de la injusticia de un mundo donde la comida sana, el agua limpia, el aire puro y 
el silencio no son derechos de todos sino privilegios de los pocos que pueden 
pagarlos”. Desde entonces, muchas cosas han cambiado. Los ambientalismos 
populares emergentes en las últimas décadas en América Latina marcaron un 
rumbo que apunta a la asociación entre justicia social y justicia ecológica. Para 
ello resulta fundamental, por un lado, que el ambientalismo más tradicional 


realice una reconfiguración discursiva hacia valores vinculados con los derechos 
humanos y la justicia social, en la línea señera trazada por el giro ecoterritorial 
en la región. Por otro lado, es necesario que los sindicatos urbanos y los sectores 
progresistas y de izquierda acepten que las problemáticas ambientales golpean 
sobre todo a los sectores más vulnerables, y que no existe progreso posible en 
territorios o ambientes degradados. 


En la Argentina, el proceso de articulación entre lo social y lo ambiental arrancó 
de manera concreta a partir de la creación de asambleas socioambientales. Su 
lucha se centra en la defensa del territorio considerado propio, pero sus marcos 
colectivos de acción y sus lenguajes de valoración no se restringen a las 
cuestiones ambientales más tradicionales, sino que incorporan otras 
preocupaciones afines a la idea de justicia social, como la pobreza, la 
desigualdad en el acceso a recursos naturales vitales y la salud poblacional. 
Asimismo las ONG ambientalistas, que en un principio desplegaron las 
estrategias de difusión y denuncia de la problemática ambiental, también 
incorporaron un enfoque socioambiental integral y aumentaron su penetración 
social. A esas luchas se suman las acciones de los más jóvenes —entre ellos 
Jóvenes por el Clima, Extinción o Rebelión, Fridays for Future y Alianza por el 
Clima- y las marchas globales por el clima. 


Otro de los argumentos más repetidos del progresismo selectivo ha sido enfatizar 
la deuda ecológica de los países desarrollados en relación con los países 
periféricos. O, para decirlo de otro modo, afirmar el “derecho al desarrollo”. En 
el capítulo 1 afirmamos que la discusión de la deuda ecológica del Norte con el 
Sur comenzó hacia 1990. Poco después, en las reuniones alternativas celebradas 
en Río de Janeiro en junio de 1992, se aprobó un “documento marco” entre 
grupos ecologistas que ligaba el tema de la deuda externa (de los países del Sur 
con los acreedores del Norte) con el tema de la deuda ecológica, en que los 
deudores son los ciudadanos y las empresas de los países ricos, y los acreedores, 
los habitantes de los países empobrecidos (CDESs, 2003). 


Los países centrales industrializados siguen siendo importadores de naturaleza, 
rol que hoy se ven forzados a compartir con las grandes economías emergentes 
como China. En términos geopolíticos, la distribución es muy desigual: el Sur 
global carga con el peso de los pasivos socioambientales que conlleva la 
obtención de materias primas, mientras los países del Norte, en nombre del 
cuidado del ambiente, externalizan el extractivismo y sus impactos. Si a esta 
dinámica agregamos los procesos de intercambio desigual vigentes en el 


comercio internacional capitalista,[149] veremos que la combinación del 
crecimiento en los centros y el extractivismo en la periferia genera una doble 
extracción: los centros “absorben” de la periferia un valor económico (a través 
de los procesos convencionales de explotación capitalista) y además “absorben” 
naturaleza. Desde esta perspectiva, los países capitalistas dependientes son 
objeto de extracción de valor económico en la medida en que los productos 
negociados en el comercio internacional se venden a precios que no incorporan 
su verdadero costo: no calculan el aporte del trabajo ni la pérdida de nutrientes o 
biodiversidad, la utilización de agua y energía ni las llamadas “externalidades 
ambientales”. La presión para extraer recursos naturales que los centros 
capitalistas ejercen sobre la periferia demuestra que crecimiento capitalista y 
extractivismo son parte de un mismo sistema. 


Dicho esto, hay que desmontar la asociación entre deuda ecológica y el llamado 
“derecho al desarrollo”, pues este último tiende a desresponsabilizar a los países 
periféricos de la tarea de cuidado del ambiente en un contexto de crisis ecológica 
y climática global, lo cual significa dar piedra libre a cualquier actividad 
contaminante en nombre del progreso social de las periferias. Pero lo cierto es 
que no hay nada más colonial que aceptar pasivamente el rol que se le asigna a 
nuestra región como proveedora global de materias primas, como si ese fuese un 
destino ineluctable y no una decisión geopolítica mundial. En efecto, América 
Latina y otras regiones empobrecidas del planeta continúan manteniendo su 
posición de exportadoras de naturaleza, aun cuando creen estar afirmando su 
“derecho al desarrollo”. 


Nada nos hace pensar que, en un escenario de pospandemia, el intercambio 
desigual entre centros y periferias disminuirá o cambiará de modo espontáneo. 
Tengamos en cuenta que, durante los meses de confinamiento, el freno de 
emergencia se activó solo parcialmente, pues tanto la minería a cielo abierto 
como el agronegocio continuaron funcionando y fueron considerados en nuestro 
país como “actividades esenciales”. Así, por ejemplo, según el seguimiento que 
realiza Greenpeace en el norte de la Argentina mediante la comparación de 
imágenes satelitales, entre el 15 y el 31 de marzo se desmontaron 2172 
hectáreas, lo que equivale a la pérdida de 128 hectáreas por día.[150] 


En nombre de la reactivación económica, la tendencia a más extractivismo y más 
desigualdad socioambiental podría acentuarse. De profundizarse esta línea, se 
agravaría la deuda ecológica, en un escenario en el cual los países centrales ya 
apuntan a una desinversión en los combustibles fósiles para realizar una 


transición hacia energías renovables, mientras que en la periferia 
latinoamericana se subsidian proyectos como Vaca Muerta, se concesiona el litio 
a empresas transnacionales y se avanza con el modelo de la megaminería. 


Tiquipaya: la articulación que no fue 


En la primera década del siglo XXI, los progresismos latinoamericanos 
despertaron una gran expectativa política. Las luchas de los movimientos 
sociales y las organizaciones indígenas contra el ajuste neoliberal, el 
cuestionamiento del Consenso de Washington, la desnaturalización de la relación 
entre globalización y neoliberalismo y la posterior emergencia de gobiernos 
caracterizados de modo genérico como progresistas o de centroizquierda 
insertaron al subcontinente en un novedoso escenario transicional. Esta nueva 
apertura fue expresada de modo paradigmático por los gobiernos de Bolivia y 
Ecuador, países donde la articulación entre dinámica política e intensidad de las 
movilizaciones sociales fue tal que se tradujo en procesos constituyentes cuyo 
corolario fue la ampliación de las fronteras de derechos. Las nuevas categorías 
—“Estado plurinacional”, “autonomías indígenas”, “Buen Vivir”, “bienes 
comunes” y “derechos de la naturaleza”— pasaron a integrar la gramática política 
latinoamericana, impulsadas por diferentes movimientos sociales y 
organizaciones indígenas y alentadas por esos gobiernos. 


Sin embargo, desde el inicio ambos países ilustraban también la existencia de un 
campo de tensión donde cohabitaban narrativas alternativas diferentes: la 
indianista, descolonizadora y ecoterritorial, centrada en la creación de un Estado 
plurinacional y el reconocimiento de las autonomías indígenas, así como en el 
respeto y cuidado del ambiente; y la nacional-popular —estatalista, reguladora y 
centralista—, que apostaba al retorno y/o la recreación de un Estado nacional y al 
crecimiento económico a través de políticas heterodoxas y en el marco de la 
globalización asimétrica. 


Ahora bien, entre 2000 y 2015 corrió mucha agua bajo el puente. La dimensión 
de disputa y conflicto introducida por la nueva dinámica de acumulación del 
capital fue generando dilemas y fracturas al interior del campo de las 
organizaciones sociales y de las izquierdas, que mostraron los límites de los 
progresismos selectivos, ligados a prácticas e imaginarios hegemónicos del 
desarrollo y también a la concentración y personalización del poder, que 
condicionaba su vínculo con las demandas sociales. 


Antes de que esta brecha se profundizara y las tensiones y ambivalencias se 
tornaran contradicciones, hubo iniciativas y acciones que acercaron ambas 
posiciones y narrativas dentro del campo del pensamiento crítico de las 
izquierdas. La Conferencia Mundial de los Pueblos sobre el Cambio Climático y 
los Derechos de la Madre Tierra, o cumbre de Tiquipaya, que se realizó en 
Bolivia en abril de 2010, fue una de ellas. Sin duda, la experiencia y 
acumulación organizativa del Foro Social Mundial de Porto Alegre (2001), el 
triunfo de la IV Cumbre de las Américas, realizada en Mar del Plata en 2005, 
que signó el “No al Alca”, así como el fracaso de la COP en Copenhague (2009) 
contribuyeron a impulsar esta propuesta. En este sentido, la cumbre constituyó 
una de esas experiencias señeras que apostaron a un pensamiento descolonizador 
a partir de una mirada holística de los pueblos indígenas y de la crítica a la deuda 
ecológica de los países del Norte hacia el Sur. Tiquipaya fue el máximo intento 
por superar la tensión entre lo social y lo ambiental desde una perspectiva 
integral, antiimperialista y emancipatoria. 


Repasemos los hechos. Por un lado, la cumbre fue una ambiciosa iniciativa 
convocada por el gobierno de Evo Morales tras el fracaso de la COP de 
Copenhague en diciembre de 2009. Contó con la participación de treinta y cinco 
mil personas, de las cuales nueve mil eran delegados internacionales. En ella se 
aprobó una propuesta que iba mucho más allá del “desarrollo sostenible”, pues 
planteaba que no solo hay que buscar el bienestar de las generaciones futuras 
sino el bienestar de la Madre Tierra. Así, se elaboró un proyecto de Declaración 
Universal de Derechos de la Madre Tierra y circularon iniciativas concretas que 
contemplaban que los presupuestos militares y de defensa fueran destinados a la 
preservación de la naturaleza; que se promoviera la soberanía alimentaria en 
oposición al agronegocio; que se prohibieran la geoingeniería y los organismos 
genéticamente modificados; que los servicios básicos estuvieran bajo control de 
la sociedad y no fueran privatizados; que se preservaran los derechos de los 
pueblos indígenas y, entre ellos, el derecho a la consulta previa, libre e 
informada, para que no se mercantilizaran los bosques a través de REDD 
(Reducción de Emisiones por Deforestación y Degradación de bosques). La 
declaración adoptaba una perspectiva integral, pues hablaba de deuda ecológica 
y justicia climática y colocaba los derechos de la Madre Tierra en la agenda. 


Sin embargo, apenas un año después, estas iniciativas no fueron contempladas en 
la COP realizada en Cancún (México): los movimientos sociales que 
cuestionaban la cumbre fueron mantenidos lejos del recinto oficial, y Bolivia 
quedó sola a la hora de las votaciones. Para completar, el fondo verde, orientado 


a mitigar los impactos del cambio climático, quedó bajo supervisión del Banco 
Mundial. 


Por otro lado, a nivel interno, Tiquipaya tuvo también, en paralelo, su 
“contracumbre”, que mostró las fisuras del progresismo: en la mesa 18 (no 
autorizada por el gobierno), reunió a las organizaciones que buscaban abrir el 
debate sobre la problemática del extractivismo en Bolivia, cuyo gobierno decía 
por ese entonces respetar los derechos de la Pachamama. El doble discurso 
gubernamental potenció el lenguaje ambientalista de varias organizaciones, 
sobre todo, Cidob (Confederación Indígena del Oriente Boliviano) y Conamaq 
(Consejo Nacional de Ayllus y Markas del Qullasuyu), que ya afrontaban un 
escenario complejo: a escala nacional, los conflictos de intereses con el gobierno 
del MAS y el inicio de exploraciones hidrocarburíferas, proyectos energéticos, 
carreteras y concesiones mineras en territorios indígenas; a escala local, no se 
habían realizado consultas previas o estas estaban atravesadas por 
irregularidades. En un escenario de confrontación y movilización, esas 
organizaciones exigieron el respeto del derecho de consulta, tal como lo 
establece el Convenio 169 de la OIT, así como el respeto por las estructuras 
orgánicas (y el rechazo a votaciones y pronunciamientos de autoridades 
originarias paralelas). El final de la promesa ecologista de Evo Morales se 
confirmó con el conflicto de Tipnis (2011), que enfrentó al oficialismo con 
comunidades indígenas y puso al descubierto por completo su doble discurso. El 
Tipnis fue un parteaguas para el gobierno de Evo Morales. El Territorio Indígena 
y Parque Nacional Isiboro-Sécure es desde 1965 una reserva natural y desde 
1990 reconocido como territorio indígena y hábitat de pueblos amazónicos. La 
cuestión era sin duda compleja, pues si bien es cierto que el proyecto de 
construir allí una carretera respondía a necesidades geopolíticas y territoriales, 
los pueblos indígenas involucrados no habían sido consultados. Asimismo, todo 
indica que la carretera abrirá la puerta a proyectos extractivos que traerán 
consecuencias sociales, culturales y ambientales negativas, con o sin Brasil 
como aliado estratégico. En fin, la escalada del conflicto entre organizaciones 
indígenas y ambientalistas versus gobierno fue tal que incluyó varias marchas 
desde el Tipnis hasta la ciudad de La Paz, además de un oscuro episodio 
represivo y la articulación de un bloque multisectorial entre organizaciones 
indígenas rurales, sociales y ambientalistas, con el apoyo de ingentes sectores 
urbanos. 


Así, años después, cuando el 12 de octubre de 2015, también en Tiquipaya 
(departamento de Cochabamba), se realizó la II Conferencia Mundial de los 


Pueblos sobre Cambio Climático y Defensa de la Vida, el discurso ecoterritorial 
del gobierno boliviano giraba en el vacío y la promesa del Buen Vivir aparecía 
desconectada de los derechos de la Madre Tierra. Esta segunda cumbre se 
focalizó en reclamar a los países industrializados el pago de la deuda ecológica y 
la asunción de un compromiso real de lucha contra el cambio climático. La 
Declaración de Tiquipaya[151] instaba a garantizar la subsistencia de la 
humanidad e identificaba el modelo capitalista como principal causante del 
deterioro del ambiente, por lo que planteaba su cambio y transición “hacia el 
modelo de civilización del Vivir Bien”. Pese a las declaraciones, en Bolivia 
surgieron fuertes críticas “debido a que las propuestas que planteó el gobierno en 
ese momento no están siendo respaldadas con medidas coherentes a nivel 
interno”, [152] tal como proclamó el principal impulsor de la primera cumbre, 
Pablo Solón, exembajador del gobierno en la ONU (2009-2011) y reconocido 
ambientalista. 


Finalmente, estos dos ejes del pensamiento del Sur —la narrativa ecoterritorial, de 
fuerte contenido anticapitalista, y la narrativa estatista y antinorteamericana— no 
confluyeron en la práctica. Al contrario: el progresismo selectivo apostó a 
exacerbar la tensión entre justicia social y justicia ambiental, para afirmar su 
“derecho al desarrollo” y asociar la defensa del territorio a los “ambientalismos 
coloniales” y las supuestas ONG extranjeras. En la misma línea, con mayor o 
menor presencia de la narrativa ecoterritorial en la agenda pública, reaccionaron 
los gobiernos de Rafael Correa en Ecuador, y de Dilma Rousseff en Brasil; y el 
de Argentina, sobre todo bajo el mandato de Cristina Fernández de Kirchner 
(Svampa, 2016). Así se impuso el sentido común hegemónico. Consenso de los 
commodities mediante, los progresismos avalaron una visión del desarrollo 
vinculada a la perspectiva neoestructuralista o el “nuevo desarrollismo” 
cepalino, que partía del reconocimiento de que la acumulación se sostiene con el 
crecimiento de las exportaciones de bienes primarios.[153] 


Algunos autores (Feliz y otros, 2012; Saguier y Peinado, 2014) asocian el 
neoestructuralismo con los gobiernos progresistas a partir de la convergencia 
entre retórica antineoliberal y globalización comercial y financiera, vista esta 
última como una oportunidad para las economías de América Latina. En esta 
línea, el neoestructuralismo “progresista” enfatiza las condiciones privilegiadas 
que ofrece la región en términos de “capital natural” o de recursos naturales 
estratégicos, muy demandados por el mercado internacional y especialmente por 
China. De este modo, aunque el planteo progresista fuera heterodoxo y se 
apartara del neoliberalismo en cuanto al rol orientador del Estado, estuvo lejos 


de cuestionar la hegemonía del capital transnacional en la economía periférica 
(Feliz, 2012: 24-27). Esta realidad puso límites claros a la acción del Estado 
nacional y estableció un umbral a la demanda de democratización de las 
decisiones colectivas, sobre todo las demandas provenientes de las comunidades 
y poblaciones afectadas por los grandes proyectos extractivos. En este marco 
político-ideológico dominado por la visión productivista, tan refractaria al 
cuidado de la naturaleza, la dinámica de desposesión se transformó en un punto 
ciego, no conceptualizable. 


Fue recién en 2020, poco antes de declararse la pandemia del covid-19, que la 
Cepal reconoció, a través de Alicia Bárcena, su secretaria ejecutiva, los límites 
del modelo extractivo, cuando afirmó que: 


En general, el modelo económico que se ha aplicado en América Latina está 
agotado: es extractivista, concentra la riqueza en pocas manos y apenas tiene 
innovación tecnológica. Nadie está en contra del mercado, pero debe estar al 
servicio de la sociedad y no al revés. Tenemos que encontrar nuevas formas de 
crecer y para eso se requieren políticas de Estado. No es el mercado el que nos 
va a llevar, por ejemplo, a más innovación tecnológica.[154] 


Esto sería señalado oportunamente por Eduardo Gudynas: 


Asegurada la adhesión al crecimiento económico, se hacen concesiones que no 
lo pongan en riesgo. En ello está el origen de la aceptación de los extractivismos. 
De ese modo, la Cepal llegó a apoyar el concubinato de los extractivismos con 
todo tipo de planes y estrategias de desarrollo, conservador o progresista, 
enfocándose en que se mejorara la gestión tecnológica (más limpios), se 
aumentara el dinero recaudado (económicamente más beneficiosos), y se 
apaciguara la protesta ciudadana (menos conflictivos). Toleró los extractivismos 
a pesar que ello iba en contra de la temprana prédica cepalina que cuestionaba un 
desarrollo basado en exportar materias primas. Lo hizo porque esperaba que 
permitiera acumular capital que de alguna manera sirviera a cambios 
estructurales y a reducir la desigualdad. Como consecuencia, la Cepal nunca fue 
una voz enérgica en denunciar sus severas consecuencias negativas (Gudynas, 


2020). 


En última instancia, no hubo tercera vía ni posibilidad de articulación entre las 
diferentes narrativas contestatarias que estuvieron en el origen del ciclo 
progresista. Tiquipaya cayó en el olvido. La senda de los progresismos selectivos 
—cada vez más asociados a la comoditización de la naturaleza, la reprimarización 
y la nueva dependencia traccionada por el rol creciente de China como potencia 
global- quedó así más cerca de los populismos desarrollistas de los años 
cincuenta en cuanto a estilo político, oportunidades y alianzas socioeconómicas, 
pero también, cada vez más lejos de sus ambiciones industrializadoras. 


China, commodities y nueva dependencia 


En el año 2000 China no ocupaba un lugar relevante como destino de 
exportaciones u origen de importaciones para los países de la región. Sin 
embargo, en su fulgurante ascenso geopolítico, terminó por desplazar como 
socios comerciales a los Estados Unidos, los países de la Unión Europea y 
Japón. Ya hacia 2013 se había convertido en el primer origen de las 
importaciones para Brasil, Paraguay y Uruguay; el segundo para la Argentina, 
Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Honduras, México, Panamá, Perú y 
Venezuela, y el tercero para Bolivia, Nicaragua, El Salvador y Guatemala. Era el 
primer destino de las exportaciones de Brasil y Chile, y el segundo de las de 
Argentina, Colombia, Perú, Uruguay y Venezuela. Esta tendencia se profundizó 
hacia 2017. 


En la mayoría de los casos, las exportaciones de la región al país oriental se 
concentran en unos pocos productos, casi exclusivamente bienes primarios o 
manufacturas basadas en recursos naturales. En contrapartida, las importaciones 
de los países de América Latina desde China son diversificadas e incluyen 
productos con alto contenido de valor agregado. En un trabajo realizado para 
Cepal, Rosales y Kuwayama (2012) reconocen que este esquema implica un 
retorno a viejos patrones de integración en la división internacional del trabajo 
como proveedores de materias primas a cambio de productos de mayor valor 
agregado, ya que las exportaciones regionales a China de productos primarios y 
manufacturas basadas en recursos naturales superan el promedio de esas 
exportaciones al resto del mundo, y al mismo tiempo las importaciones 
provenientes del gigante oriental amenazan a las industrias locales, 
reprimarizando las economías de la región (Slipak, 2014; Svampa y Slipak, 
2018). 


La percepción china de América Latina como área de abastecimiento de 
productos primarios —y como mercado para sus manufacturas— no solo queda 
reflejada en los vínculos comerciales, sino también en el documento de 2008 
conocido como “el Libro Blanco sobre la política de China hacia América Latina 
y Caribe”. Allí China hizo explícita su fascinación por la riqueza natural 
latinoamericana y propuso una integración comercial basada en un enfoque de 


ventajas comparativas clásico que profundizaba el rol latinoamericano como 
proveedor global de commodities. Asimismo, expuso la necesidad de que los 
vínculos sinolatinoamericanos continúen su expansión sobre la base de la 
complementariedad de sus economías, al tiempo que se autopresentaba como 
“país en desarrollo” utilizando un lenguaje que enfatizaba las relaciones de 
cooperación Sur-Sur. 


Al inicio del consenso de los commodities, y al calor del ascenso de los 
gobiernos progresistas, muchos vieron con buenos ojos la incipiente relación 
entre los países latinoamericanos y China, y argumentaron que permitiría 
ampliar los márgenes de autonomía de la región respecto de la hegemonía 
estadounidense. El expresidente venezolano Hugo Chávez lideró este 
posicionamiento al implementar una política de notorio acercamiento a China. 
Apoyado en los altos precios del petróleo, Chávez vio en China un aliado 
comercial y político idóneo para tomar distancia de los Estados Unidos y su 
amenaza constante al régimen venezolano. En un escenario de pasaje acelerado 
de un mundo bipolar a otro multipolar, la relación con China adquirió un sentido 
político estratégico en los equilibrios geopolíticos de la región latinoamericana. 
Para los más optimistas, la nueva vinculación comercial abría la posibilidad de 
una colaboración Sur-Sur entre países en desarrollo. Sin embargo, más allá del 
rótulo de “país emergente” y de lo difícil que resulta aceptar que China se 
presente como un “país en desarrollo”, es claro que su meteórico ascenso global 
y la realpolitik de las relaciones comerciales con los países latinoamericanos 
están lejos de ilustrar la hipótesis de una relación simétrica Sur-Sur. 


Los datos son más que elocuentes. Así, entre 1990 y 2009, la Cepal (2013b) 
detalla que los flujos totales de Inversión Extranjera Directa (IED) provenientes 
del gigante asiático totalizaron tan solo USD 6,3 miles de millones, mientras que 
para 2010-2012 sumaron unos USD 32,2 miles de millones, superando un 
promedio de 10 000 millones anuales. Ya entonces la Cepal reconocía que casi el 
90% de estas inversiones se destinaba a recursos naturales, sobre todo petróleo y 
minería. A partir de ese momento se profundizaron las inversiones en esos 
sectores y se verificó además una importante expansión de los proyectos 
relacionados con el abastecimiento energético, no solo de energías extremas — 
hidrocarburos no convencionales, energía nuclear, megahidroeléctricas—, sino 
también de energías renovables como la solar y la eólica. A esto hay que agregar 
el anuncio de la expansión de la infraestructura de corredores bioceánicos (en 
especial por ferrocarril). Si tomamos en consideración el discurso del presidente 
Xi Jinping durante el Foro Celac-China en enero de 2015, donde expresó la 


intención de que las inversiones en América Latina alcancen los USD 250 000 
millones en el transcurso de los próximos diez años, el total de flujos 
acumulados mencionados es apenas una muestra exigua de las tendencias 
futuras. 


Los flujos de IED en América Latina provenientes de China se establecen 
mayoritariamente en actividades extractivas (minería, petróleo, megarrepresas). 
En numerosos casos se adquieren derechos de explotación de recursos naturales 
o se compran empresas existentes, en tanto las inversiones greenfield escasean. 
Uno de los aspectos que reviste mayor gravedad es que estas inversiones 
implican el control de la oferta de los productos básicos por parte de su principal 
demandante. Esto quiere decir que, incluso si se asume como “bondadosa” una 
integración comercial a la división internacional del trabajo basada en ventajas 
comparativas, este tipo de configuración impide a los actores nacionales la 
apropiación de la renta diferencial proveniente de esos productos. En segundo 
lugar, las inversiones en el sector terciario se orientan a apoyar las actividades 
extractivas. Si se requiriesen obras de infraestructura, estas se encargan a 
empresas chinas con cuadros gerenciales de esa nacionalidad. En suma, estos 
flujos de IED no apuntan a desarrollar capacidades locales ni tampoco 
actividades intensivas en conocimiento o encadenamientos productivos. La 
localización de las empresas chinas y los préstamos contra commodities tienden 
a potenciar las actividades extractivas en detrimento de otras con mayor valor 
agregado, lo que refuerza el efecto reprimarizador de nuestras economías. 


Por otro lado, la firma de convenios o acuerdos unilaterales (TLC) con el gigante 
asiático (muchos de los cuales comprometen sus economías por décadas) está 
lejos de ser la excepción. Al contrario, se ha generalizado en los últimos 
tiempos, lo cual, en lugar de afianzar la integración latinoamericana, agudiza la 
competencia entre nuestros países como exportadores de commmodities. 


Así planteada, la relación comercial entre China y América Latina terminó por 
consolidar las asimetrías y profundizar el extractivismo en clave 
neodependentista. A esto debemos sumar la caída de los precios de las materias 
primas, a partir de 2013, que algunos vinculan con la desaceleración del 
crecimiento en China. No solo la mayoría de los gobiernos latinoamericanos no 
estaban preparados para esa caída, sino que rápidamente se observaron las 
consecuencias en términos de déficit en sus balanzas comerciales (Martínez 
Allier, 2015). En otras palabras, las exportaciones de productos primarios ya no 
compensan las importaciones manufactureras provenientes de China. Esto no 


solo conllevará más endeudamiento sino una exacerbación del neoextractivismo, 
esto es, una tendencia al aumento de las exportaciones de productos primarios y 
la apuesta por energías extremas para cubrir el déficit comercial, con lo cual se 
ingresaría en una suerte de espiral perversa: multiplicación de proyectos 
extractivos, aumento de conflictos socioambientales, desplazamiento de 
poblaciones y criminalización, incluso represión y asesinato de activistas. 


Por último, es necesario señalar los impactos geopolíticos y regionales 
producidos por la llegada de Donald Trump a la presidencia de los Estados 
Unidos en 2017 y profundizados por el colapso global que generó el covid-19. 
Por un lado, sus políticas proteccionistas tienen innegables repercusiones 
globales, sobre todo en la puja interhegemónica con China. La transición 
hegemónica, que hasta ese momento se había asentado en una relación de 
cooperación pacífica entre los Estados Unidos y China en términos de 
Wallerstein,[155] sufrió una inflexión. Por otro lado, tal como hemos visto en el 
capítulo 1, Trump encaró una flexibilización de la normativa ambiental a tono 
con sus posiciones negacionistas respecto del calentamiento global, lo cual trajo 
aparejado un relajamiento internacional pese a la gravedad de la crisis 
socioecológica. En lo que atañe a América Latina, la renegociación del North 
America Free Trade Agreement (Nafta) y la anunciada salida de los Estados 
Unidos del Acuerdo Transpacífico de Cooperación Económica (T'PP, por sus 
iniciales en inglés), si bien facilitan la consolidación de las (ya asimétricas) 
relaciones económico-comerciales entre los países latinoamericanos y China y el 
ingreso de otras potencias como Rusia, estuvieron acompañadas por una mayor 
injerencia política de los Estados Unidos en la región luego de más una década 
de relativa autonomía (desde 2005), muy especialmente en relación con 
Venezuela y la amenaza de intervención o de apoyo a una intervención militar. 


La pandemia producida por el covid-19 puso de manifiesto el fracaso de un tipo 
de globalización basada en el neoliberalismo y la intensificación de los 
intercambios comerciales, de la mano de la OMC y la liberalización de los 
mercados. Asimismo, reveló una mayor inestabilidad geopolítica a nivel 
mundial, ante la ausencia de liderazgos globales y el rotundo retorno a la agenda 
nacional a través del fortalecimiento de los Estados, convertidos en un Leviatán 
sanitario y, al mismo tiempo, en Estados sociales. Si los Estados Unidos, con 
Trump a la cabeza, dejaron de lado la posibilidad de un liderazgo global, 
cerrando fronteras y constituyéndose en el país con más muertos debido a un 
negacionismo recurrente y una deficiente política sanitaria, Europa también 
mostró grandes fallas ante la falta de una política común y la pérdida de 


confianza en la integración supranacional. Por su parte, China no asumió un 
liderazgo global sino de modo parcial, pese a que estuvo más presente en 
América Latina —y en general, en todo el mundo- a través de los aviones 
sanitarios.[ 156] 


En suma, volviendo a lo anterior, lo más notorio no es la vinculación de la región 
—inevitable y necesaria— con China, sino el modo en que se realiza, en un 
contexto de declive del regionalismo latinoamericano y de expansión de las 
ultraderechas a nivel global. En un marco de transición hegemónica, que muy 
probablemente conlleve un cierre de las fronteras y un mayor fortalecimiento de 
los Estados nacionales, nuestro subcontinente parece encaminarse hacia una 
dependencia de nuevo tipo, cuyos contornos comienzan a delinearse. 


[144] Retomamos la expresión utilizada por Darío Aranda durante una 
intervención oral en 2016, pero aclaramos que no lo responsabilizamos por el 
uso y la conceptualización que aquí le otorgamos. 


[145] Para profundizar el tema en clave latinoamericana, véase Svampa (2016). 


[146] Incluso en los países desarrollados, al calor del incremento de las 
desigualdades sociales, el crecimiento económico se concentra en pocas manos. 


147] En sentido estricto, “pran” en la jerga carcelaria significa “¡efe”. Se suele 
atribuir esa sigla al “título” de “preso reincidente asesino nato”. 


[148] En 2015 Berta Cáceres recibió el Premio Goldman, el Nobel verde, en 
reconocimiento a su lucha. Cáceres fundó el Consejo Cívico de Organizaciones 
Populares e Indígenas de Honduras (Copinh), organismo que, junto con el 
pueblo lenca, logró que la constructora de hidroeléctricas más grande del mundo 
—la compañía china Synohidro- se retirara del proyecto de construir la presa 
Agua Zarca en el cauce del río Gualcarque. 


[149] Al hablar de intercambio desigual hacemos referencia a la perspectiva 
presentada por autores como Emmanuel (1969), Dos Santos (1970) y Marini 
(1973). 


[150] Greenpeace, “A pesar de la cuarentena, los desmontes no se detienen”, 
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6. Conceptos, horizontes y narrativas relacionales 


Introducción 


La crisis civilizatoria actual es una crisis profundamente filosófica que apunta al 
corazón de la episteme moderna, pues nos lleva a preguntarnos de dónde 
procede nuestra representación de la naturaleza y sobre qué bases se han 
desarrollado la ciencia y la tecnología en los últimos siglos. La visión moderna 
consolidó un paradigma dualista, que colocó al ser humano no solo en el centro 
(antropocentrismo), sino como un ser exterior a la naturaleza, un ente autónomo. 
No todas las culturas forjaron una concepción como la que tenemos interiorizada 
los individuos modernos. “Tal como señalan numerosas pensadoras 
ecofeministas, entre ellas Carolyn Merchant (1983), durante siglos hubo 
tensiones pero también coexistencia entre la metáfora de la madre nutricia y 
aquella otra de la dominación, proveniente de diferentes tradiciones filosóficas y 
religiosas. La imagen organicista de la naturaleza ponía límites o restricciones 
morales y sociales a la acción humana a la hora de relacionarse con aquella: 
instituía códigos de respeto y consideración. Sin embargo, a partir de los siglos 
XVI y XVII, el desarrollo de la manufactura y el comercio junto con las nuevas 
tecnologías produjeron el paulatino desplazamiento del imaginario organicista 
hacia otro de corte mecanicista. 


La episteme moderno-occidental se asentó entonces sobre la oposición entre 
orden cosmológico y orden antropológico, y la proclamó como una verdad 
universal. Símbolo de los nuevos tiempos, el humano encontró en la doctrina 
cristiana un punto de apoyo para llevar a cabo una nueva misión en la tierra, que 
fue redefinida como materia inerte creada por un Dios externo y todopoderoso. 
El proceso de desencantamiento del mundo inició así su marcha inexorable de la 
mano de la ciencia y la filosofía. De criatura de Dios, el humano pasó a ser el 
amo y señor de todo lo que estaba vivo, el conquistador de la naturaleza. Esto se 
vio reflejado en el nuevo paradigma científico con el Novum Organum, de 
Francis Bacon, quien establece que el científico no debe pensar que la 
indagación de la naturaleza es algo prohibido; antes bien, “la naturaleza debe ser 
acosada en sus vagabundeos, sometida y obligada a servir, esclavizada, 
reprimida con fuerza, torturada hasta arrancarle sus secretos”. Al igual que la 
mujer, la naturaleza aparece inferiorizada y puesta al servicio del hombre. 


Este ideal baconiano de la ciencia fue complementado desde la filosofía por 
Descartes, padre de la visión mecanicista de la naturaleza. Con Descartes, el 
universo devino una gran máquina sometida a leyes. Todo separa al ego cogito, 
en cuanto sustancia pensante, de ese universo reducido a la pura materia y el 
movimiento (sustancia extensa). Ese dualismo ontológico donde arraiga el 
pensamiento cartesiano es fundamental para entender la representación moderna 
de la naturaleza, que la reduce a una maquinaria cuyas piezas se pueden conocer 
y manipular (aunque el “gran relojero del mundo” continúe siendo un Dios 
todopoderoso). Lo que había que hacer era aprender a dominar la naturaleza. 
Ciencia, técnica y filosofía conformaron poco a poco un campo común en el que 
sobresalía la razón humana. 


La puesta en cuestión de estos esquemas binarios que sustentan el paradigma 
cultural-filosófico de la Modernidad conllevó también el cuestionamiento de la 
idea tradicional de ciencia como conocimiento objetivo y universal basado en 
una visión mecanicista e instrumental de la naturaleza. Como señala la 
pensadora ecofeminista española Yayo Herrero: 


Dentro de la propia ciencia, ya a principios del siglo XX se empezó a contestar 
esa visión de ciencia mecánica y a poner de manifiesto que las leyes de la 
mecánica eran perfectas para procesos fabriles, pero no servían para explicar la 
complejidad de lo vivo. La física, la termodinámica, la propia ecología, fueron 
poniendo de manifiesto que el mundo, el universo, la naturaleza no funcionaban 
con esa lógica, y enfoques surgidos dentro de la propia ciencia, como la ciencia 
posnormal o el enfoque de sistemas, han ido haciendo propuestas alternativas. 
Ahora mismo ningún físico diría que la naturaleza funciona de forma 
inequívocamente mecánica (Herrero, 2015). 


Cabe agregar que la participación ciudadana y los nuevos movimientos por la 
justicia ambiental y climática también han puesto en jaque el paradigma 
antropocéntrico y mecanicista al cuestionar los modelos de desarrollo 
hegemónico. Si hasta hace poco los debates sobre los impactos de la dinámica 
industrial y los modelos de desarrollo estaban reservados de manera exclusiva a 
los científicos, los técnicos y las burocracias especializadas de las metrópolis, 
hoy resulta claro que son disputados por diferentes comunidades sociales y 


epistémicas que revindican no solo el derecho a decidir sino también a valorizar 
otros lenguajes, otras narrativas más holísticas acerca del vínculo 
sociedad/naturaleza. Es el caso de los feminismos populares o ecofeminismos y 
de las cosmovisiones indígenas que, ante la crisis civilizatoria, valoran un 
paradigma relacional que subraya la interdependencia y el sostenimiento de la 
vida. 


En este capítulo abordaremos las narrativas relacionales y los lenguajes de 
valoración que están en la base de diferentes experiencias y prácticas de 
reexistencia en el Sur global. Entre estos enfoques privilegiamos dos, muy 
anclados en América Latina: la narrativa posdesarrollista en torno a los derechos 
de la naturaleza y la clave ecofeminista. Por último, retomaremos la 
problemática del diálogo de saberes y el rol del saber científico en las disputas 
político-epistémicas vinculadas con los conflictos socioambientales. 


Narrativas relacionales y giro ontológico 


Hemos sostenido que el Antropoceno o el Terricidio tiene hondas repercusiones 
filosóficas, éticas y políticas. Nos obliga a repensarnos como anthropos, pero 
también nos lleva a replantear el vínculo entre sociedad y naturaleza, entre 
humano y no humano. Cierto es que hace siglos que hemos abandonado la visión 
organicista de la naturaleza —Gaia, Gea o Pachamama- que profesaban nuestros 
ancestros. Como hijos de la Modernidad o colonizados por ella, nos hemos 
vinculado con la naturaleza a partir de una episteme antropocéntrica y 
androcéntrica cuya persistencia y repetición, lejos de conducirnos a una solución 
de la crisis, se han convertido en parte importante del problema. La crisis 
climática nos lleva a cuestionar el paradigma cultural de la Modernidad, basado 
en una visión instrumental de la naturaleza funcional a la lógica de expansión del 
capital. Nos exige pensar las consecuencias de la gran separación —le grand 
partage— entre orden cosmológico y orden humano, como afirma el antropólogo 
francés Philippe Descola (2005). Nos desafía a reelaborar desde otras 
coordenadas la relación entre sociedad y naturaleza, entre ciencias de la Tierra y 
ciencias humanas y sociales. 


Así, la antropología y la filosofía crítica de las últimas décadas nos recuerdan la 
existencia de otras modalidades de construcción de la relación entre lo humano y 
lo no humano, pues no todas las culturas ni todos los tiempos históricos 
desarrollaron un enfoque dualista de la naturaleza. No todos los pueblos 
transitaron el mismo camino ni aislaron a la naturaleza o la consideraron un 
ámbito externo al servicio de la humanidad. Existen otras matrices de tipo 
relacional o generativo basadas en una visión más dinámica, tal como sucede en 
algunas culturas orientales donde el concepto de movimiento, de devenir, es el 
principio que rige el mundo, o en las visiones inmanentistas de los pueblos 
indígenas americanos que conciben al ser humano en la naturaleza, inmerso y no 
separado o enfrentado a ella. 


Estos enfoques relacionales, que subrayan la interdependencia de lo vivo, toman 
diversos nombres: animismo para el antropólogo Descola, perspectivismo 

amazónico o amerindio para Viveiros de Castro. Según Descola (2005), mientras 
el “naturalismo” (dualismo sociedad/naturaleza) asociado a la cultura occidental 


sostiene que el humano comparte la misma realidad física que el animal (la 
corporeidad), del que se distingue por su “interioridad”, el animismo postula que 
todos los seres tienen una interioridad similar y se diferencian por sus cuerpos. 
El brasileño Viveiros de Castro argumenta en un sentido similar en su conocido 
ensayo La mirada del jaguar, donde conceptualiza el modelo local amazónico de 
relación con la naturaleza. El perspectivismo amerindio afirma que el mundo 
está poblado por muchas especies de seres dotados de conciencia y cultura, y que 
cada uno de esos seres se ve como humano y ve a los otros como no humanos, 
esto es, como animales o especies de espíritus. En contraste con la visión 
moderna, el rasgo común entre humanos y no humanos no es la animalidad sino 
la humanidad. La humanidad no deviene excepción, sino regla: cada especie se 
ve como humana y por ende como sujeto de la cultura. “La humanidad es el 
fondo universal del cosmos. Todo es humano” (Viveiros de Castro, 2008). 


Estas posiciones han dado lugar al llamado “giro ontológico”, que reúne una 
serie de perspectivas teóricas con gran impacto en la comprensión de los 
conflictos de distribución cultural en torno a la relación de las sociedades y la 
naturaleza (Escobar, 2010: 106; Serna y Del Cairo, 2016: 194; Tola, 2016). El 
giro ontológico cuestiona las visiones dualistas y la perspectiva moderna, según 
la cual existiría una sola naturaleza y múltiples interpretaciones (relativismo 
cultural, multiculturalismo), y se concentra en cambio en el carácter relacional 
de los vínculos con la naturaleza, entre humanos y no humanos. En palabras de 
Tola: “Más que sostener la idea de que existe un único mundo y diferentes 
representaciones (cosmovisiones), la antropología ontológica se funda en la idea 
de que existen múltiples mundos y que la alteridad es una función de la 
existencia de estos mundos” (2016: 132). Para Viveiros de Castro, “Redefine las 
nociones de mundo, representación, creencia e, incluso, diferencia. Si la 
antropología culturalista se cimenta en el multiculturalismo, el giro ontológico se 
ancla en el multinaturalismo” (1996, citado en Tola, 2016). 


En América Latina, las narrativas relacionales en clave ambientalista existen 
desde hace mucho y sus tópicos son variados, pero se han multiplicado al calor 
de la crisis socioecológica y el surgimiento de las resistencias locales y los 
nuevos movimientos ecoterritoriales, hasta adquirir un mayor espesor discursivo 
y simbólico. En este libro hemos visto cómo, desde el Sur, las consecuencias de 
la crisis socioecológica se conectan con las críticas al neoextractivismo y a la 
visión hegemónica del desarrollo, ya que es en la periferia globalizada donde 
mejor se expresa la mercantilización de los factores de producción a través de la 
imposición a gran escala de modelos de desarrollo insustentables: desde el 


agronegocio y sus modelos alimentarios, la megaminería y la expansión de las 
energías extremas hasta las megarrepresas, la sobrepesca y el acaparamiento de 
tierras. 


Asimismo, la mirada relacional también se vincula con la crítica posdesarrollista 
de Arturo Escobar (2005), quien deconstruyó el concepto moderno de desarrollo 
y develó los principales mecanismos de dominación (la división 
desarrollo/subdesarrollo, la profesionalización del problema —los expertos— y su 
institucionalización en una red de organizaciones nacionales, regionales e 
internacionales), así como sus consecuencias inevitables en términos de 
ocultamiento y subvaloración de otras experiencias y conocimientos locales. 
Escobar planteó desde muy temprano que no había que pensar en desarrollos 
alternativos sino en alternativas al desarrollo. En esta línea, sostiene que: 


Antropólogos, geógrafos y ecologistas políticos han demostrado con creciente 
elocuencia que muchas comunidades rurales del "Tercer Mundo “construyen” la 
naturaleza de formas impresionantemente diferentes a las formas modernas 
dominantes: ellos designan, y por ende utilizan, los ambientes naturales de 
maneras muy particulares. Estudios etnográficos de los escenarios del Tercer 
Mundo descubren una cantidad de prácticas —significativamente diferentes— de 
pensar, relacionarse, construir y experimentar lo biológico y lo natural (Escobar, 
2000: 71). 


Estas “ontologías relacionales”, como las denomina Escobar (2011) siguiendo al 
antropólogo Mario Blaser, tienen al territorio y sus lógicas comunales como 
condición de posibilidad. La interrelación genera espacios de sinergia entre el 
mundo de hombres y mujeres con el resto de los otros mundos que circundan el 
mundo humano. Esos espacios se materializan en prácticas, se manifiestan como 
montañas o lagos, tienen vida o son espacios animados, aunque resulte difícil 
demostrarlo desde la visión del positivismo europeo. 


Estos enfoques, saberes y disciplinas críticas se nutren de una tradición 
latinoamericana y a la vez cosmopolita que fagocita e invoca las más variadas 
escuelas y corrientes críticas de la modernidad occidental, y asimismo de otras 
tradiciones antes invisibilizadas o negadas en términos epistemológicos, por 


ejemplo en lo atinente a los saberes vernáculos y las cosmovisiones de los 
pueblos originarios. Como diría Boaventura de Sousa Santos, existe una 
incipiente “ecología de saberes” que a nuestro entender incluye la recuperación 
de ciertos temas y debates que han recorrido la historia de las ciencias sociales y 
humanas en América Latina. Es dentro de estas corrientes —que cuestionan tanto 
el paradigma antropocéntrico como la visión productivista y eldoradista del 
desarrollo— que debemos incluir tanto los derechos de la naturaleza como la 
narrativa vinculada a los feminismos populares. 


Del Buen Vivir a los derechos de la naturaleza 


Dos de las ideas más movilizadoras pergeñadas o difundidas durante el ciclo 
progresista latinoamericano son las de Buen Vivir y derechos de la naturaleza. 
Mientras que la noción de Buen Vivir se instaló como una suerte de utopía que 
tiende puentes entre pasado y futuro, entre matriz comunitaria, cosmovisión 
relacional indígena y mirada ecologista, la de derechos de la naturaleza postula 
nuevas formas de relación del humano con la naturaleza y con sus semejantes, y 
por ende reclama el pasaje de un paradigma antropocéntrico a otro de carácter 
relacional sociobiocéntrico (Acosta: 2010). 


Ambos temas encontraron un impulso mayor en el marco de los debates 
constituyentes de Bolivia (2006-2009) y Ecuador (2008), pero en años 
posteriores los lazos que los vinculaban se fueron diluyendo. En su origen, el 
Buen Vivir conllevaba una crítica radical al programa moderno del desarrollo y, 
por tanto, a la modernidad occidental y a la colonialidad (del poder y del saber) 
en clave de defensa de la Pachamama. Entre sus lineamientos se destacaba el 
abandono de la idea de desarrollo como crecimiento económico ilimitado y su 
sustitución por una economía solidaria y sustentable con otras relaciones de 
producción que no implicaran la explotación del hombre por el hombre e 
incluyeran la jerarquización igualitaria de otras valoraciones de actividades y 
bienes más allá de la crematística, y una profundización de la democracia. 
Existía consenso acerca de que el Buen Vivir planteaba caminos alternativos a la 
vía más convencional del desarrollo, lo cual abría una posibilidad de salida del 
neoextractivismo. 


Sin embargo, hacia 2010-2011 ese consenso precario se quebró y, desde los 
gobiernos progresistas, el Buen Vivir se disoció de la defensa de los derechos de 
la naturaleza.[157] Como dijimos en el capítulo anterior, la contracumbre de 
Tiquipaya sobre el cambio climático fue un parteaguas, pues sinceró la política 
del gobierno de Evo Morales, que a nivel global postulaba la defensa de la 
Madre Tierra pero silenciaba los conflictos en torno al neoextractivismo en su 
país. Así, en 2010 arranca una segunda fase de la disputa (una nueva etapa del 
consenso de los commodities) ligada al agravamiento de la conflictividad entre 
gobiernos y movimientos de resistencia al extractivismo. Diversos actores y 


organizaciones indígenas y campesinas comenzaron a denunciar la manipulación 
del concepto de Buen Vivir por parte de los gobiernos de Bolivia y Ecuador, e 
incluso de los organismos internacionales. Más aún, al desvincular el Buen Vivir 
de la defensa de los derechos de la naturaleza, los oficialismos terminaron 
vampirizando el concepto y olvidando los derechos en pos de otras variables más 
convencionales que favorecían al desarrollo. Ya en 2010, René Ramírez, al 
frente de la Secretaría Nacional de Planificación y Desarrollo de Ecuador, 
definía el Buen Vivir en el largo plazo en términos más clásicos de socialismo 
distributivo y republicanismo, más próximos a la perspectiva del desarrollo 
humano. 


Desde nuestra posición, es imposible disociar el Buen Vivir de los derechos de la 
naturaleza. Otorgar derechos a la naturaleza no solo significa abandonar una idea 
de conquista, colonización y explotación de la Madre Tierra, sino que plantea un 
cambio profundo que cuestiona todas las lógicas antropocéntricas dominantes y 
constituye una respuesta de vanguardia a la actual crisis civilizatoria. Nos obliga 
a pensar en otras opciones de vida que impliquen, para empezar, la 
desaceleración del modelo de consumo actual y la construcción democrática de 
sociedades más humanas y sustentables. Entre los lineamientos de este nuevo 
paradigma civilizatorio se destaca el abandono de la caracterización de la 
naturaleza como canasta de recursos.[158] Pero el reconocimiento universal de 
los derechos de la naturaleza no supone una naturaleza virgen, sino el respeto 
integral por su existencia y el mantenimiento y regeneración de sus ciclos 
vitales, estructura, funciones y procesos evolutivos. 


Se trata de construir una sociedad sustentada en la armonía de las relaciones de 
los humanos con la naturaleza y los seres vivos, consigo mismos y con otros 
humanos. Esto no implica una visión milenarista de un paraíso, ni tampoco una 
ingenua idealización o una regresión a la premodernidad. Contra lo que se cree, 
esta visión propugna el reencuentro de los humanos con la razón. Señalaba 
Spinoza, uno de los grandes filósofos modernos, que “cualquier cosa que sea 
contraria a la naturaleza lo es también a la razón, y cualquier cosa que sea 
contraria a la razón es absurda” (citado en Viale, Machado y Acosta, 2014). No 
debería sonar extraño que los humanos busquemos garantizar nuestra existencia 
en el universo a partir de una legislación y una jurisprudencia que favorezcan a 
quien nos proporciona el sustento: nuestra Madre Tierra o Pachamama.[159] 


Esta concepción conlleva varias consecuencias: en primer lugar, entender la 
naturaleza como sujeto de derecho implica necesariamente su 


desmercantilización. Así como el discurso normativo actual prohíbe tratar como 
mercancía al humano, al ser sujeto de derecho, la naturaleza debería recibir el 
mismo reconocimiento. Este nuevo paradigma promueve una relación armónica 
con ella. Es importante aclarar que este proyecto protege los “sistemas de vida” 
y que eso no es un obstáculo para el desarrollo de actividades agrícola- 
ganaderas, siempre y cuando se asegure que queden ecosistemas intactos con sus 
especies nativas. La no mercantilización tampoco significa la prohibición de 
comercializar materias primas; apunta, más bien, a prohibir su financiarización, 
es decir, la tendencia a poner en el mercado financiero el conjunto de los 
procesos de la naturaleza, por ejemplo la polinización que realizan las abejas. No 
nos referimos a las abejas, a la miel o a los panales, sino al intento de privatizar 
el acto de polinización o la fotosíntesis de las plantas. Dicho de otro modo: 
dentro del paradigma de la mercantilización los bosques dejan de ser bosques 
para convertirse en créditos de carbono o una abeja deja de ser abeja para 
convertirse en un crédito que puede comprarse y venderse en los mercados 
debido a la función de polinización que realiza. La llegada de los mercados 
financieros a los asuntos ambientales se explica así: todas las funciones que la 
naturaleza posee pueden convertirse en títulos financieros pasibles de ser 
comprados y vendidos.[160] Vale insistir en que estos derechos no defienden una 
naturaleza intocada ni nos inducen a dejar de tener cultivos, pesca o ganadería. 
Pero sí apuntan a mantener los sistemas de vida o, como dirán las ecofeministas, 
la sostenibilidad de la vida. 


En segundo lugar, la dignidad —fundamento de los derechos humanos— 
presupone que todo humano tiene un valor intrínseco. El paradigma de los 
derechos de la naturaleza reconoce también valores intrínsecos con 
independencia de la valoración humana.[161] El ecologista Eduardo Gudynas 
sostiene que 


la consideración de valores propios en la naturaleza consiste en aceptar que las 
formas de vida revisten valores en sí mismas, derivando de ese reconocimiento 
el aceptar que poseen derechos a desarrollar sus propios procesos vitales. 
Obviamente hay una mediación humana en este hecho, en cuanto son personas 
las que reconocen esos valores. Pero se reconoce que esa valoración está más 
allá de nuestra interpretación y reside en los propios seres vivos (Gudynas, 2004: 
197-198). 


En tercer lugar, establecer a la naturaleza como sujeto de derecho exige una 
relación de igualdad y respeto entre humanos y naturaleza. La igualdad debe 
trascender lo humano para reconocer en la naturaleza y sus seres vivos una vida 
que debe ser respetada. 


Este debate fue incluido en la agenda política por la nueva Constitución de 
Ecuador de 2008, que ya en su preámbulo señala: 


Celebrando a la naturaleza, la Pachamama, de la que somos parte y que es vital 
para nuestra existencia, [el pueblo soberano del Ecuador decide construir] una 
nueva forma de convivencia ciudadana, en diversidad y armonía con la 
naturaleza, para alcanzar el Buen Vivir, el sumak kawsay. 


En la Argentina los derechos de la naturaleza no se han constitucionalizado, 
aunque de modo implícito podría decirse que existen algunos elementos de esta 
concepción tanto en el art. 41 de la Constitución Nacional como en la Ley 
General del Ambiente (Ley 25.675), que sostiene: “El daño ambiental generará 
prioritariamente la obligación de recomponer” (es decir, para establecer el deber 
de restaurar el ambiente o la naturaleza al estado anterior al daño ambiental no se 
requiere la acreditación de daños a personas humanas o a sus bienes).[162] Pero 
son, sin duda, las causas socioambientales las que colocan los derechos de la 
naturaleza paulatinamente en la agenda jurídica. Un ejemplo de ello es una 
acción de amparo ambiental colectivo que interpuso Juan José Majul contra la 
Municipalidad de Pueblo General Belgrano, la empresa Altos de Unzué y la 
provincia de Entre Ríos por el daño ambiental generado por las obras vinculadas 
al proyecto inmobiliario Amarras, emplazado sobre importantes humedales 
dentro del valle de inundación del río Gualeguaychú. El resultado fue una 
resolución de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, que establece 


que, en esta línea, corresponde recordar que el paradigma jurídico que ordena la 
regulación del agua es ecocéntrico, o sistémico, y no tiene en cuenta solo los 
intereses privados o estaduales, sino los del mismo sistema, como bien lo 


establece la Ley General del Ambiente (Fallos: 340:1695).[163] 


Juristas como Valeria Berros y Rafael Colombo, de la Universidad Nacional del 
Litoral, consideran que hay que interpretar la resolución en términos de miradas 
emergentes. Así, “el derecho constitucional argentino posterior a 1994 introdujo 
una serie de derechos que nos permitirían ensayar una interpretación ecocéntrica 
del derecho constitucional ambiental a partir de la noción de diversidad 
biológica” (Berros y Colombo, 2017: 53). 


Como bien señalaba Corman Cullinan,[164] los derechos de la naturaleza 
plantean un desafío a la ciencia jurídica, que siempre los limitó a los humanos y 
a las entidades de derecho público y privado. Lo importante es plantear con rigor 
que estas nuevas concepciones hacen a una vida nueva y propician la 
construcción de un mundo sano y equilibrado. Como sostiene Alberto Acosta 
(2010), se trata de expandir y completar el paradigma de los derechos humanos 
(visión antropocéntrica) incluyendo el de los “derechos de la naturaleza” (visión 
biocéntrica). Dicho de otro modo, los derechos humanos se complementan con 
los derechos de la naturaleza, y viceversa. 


Los humanos formamos parte del conjunto innumerable de seres vivos, somos 
parte de la naturaleza, y en este sentido no somos el centro de la Madre Tierra ni 
del cosmos. Al ser parte debemos compartir con los otros seres y coexistir de 
manera complementaria y recíproca. Reconocer derechos a la naturaleza es el 
grito de los seres vivos contra la contaminación, la degradación, la depredación 
ambiental, la crisis ecológica, la inequidad social, la explotación, la desigualdad 
y el despojamiento de la Madre Tierra. En este sentido, la encíclica Laudato Si”, 
sobre el cuidado de la casa común, del papa Francisco hace un importante aporte 
en distintos pasajes para reconocer los derechos de la naturaleza y expresa que el 
cambio afecta incluso a una institución tan tradicional como la Iglesia católica, 
cuya visión está basada en la superioridad del humano sobre los no humanos. 


El antropocentrismo moderno, paradójicamente, ha terminado por colocar la 
razón técnica sobre la realidad, porque este ser humano “ni siente la naturaleza 
como norma válida, ni menos aún como refugio viviente... En la modernidad 
hubo una gran desmesura antropocéntrica” (Francisco, 2015: párr. 115). 


Se necesitaron veinte siglos, y racismos y genocidios múltiples, para reconocer 
el estatuto de “personas” al conjunto de los humanos. Esto ayuda a comprender 
las resistencias actuales para admitir que, además de los humanos, existen otros 
seres con derechos. La historia de la problemática en Occidente alimenta el 
escepticismo, aun cuando muchos de los principios de la ecología provengan de 
este lado del mundo. Podemos partir de la hipótesis de Gaia asociada a James 
Lovelock (1979), quien postuló la idea de la Tierra como un planeta viviente que 
incluye seres vivos, océanos, rocas y atmósfera. Sin que ello implicara hablar de 
“conciencia”, Lovelock afirma que hay que pensar a Gaia como un 
supraorganismo, un ser vivo que modifica su composición interna para asegurar 
su supervivencia. Con independencia del nombre y de la imagen que adopte la 
Madre Tierra en los debates actuales, esta visión es heredera de pensamientos 
aymaras, quechuas y mayas, y remite a un sentido profundo de unidad de los 
humanos con ella, sin la pretendida distancia y superioridad que impusieron 
otros paradigmas y creencias. Nada nos impide dar ese paso. 


A lo largo de la historia, cada ampliación de derechos fue, en un principio, 
impensable o tildada de absurda. Sucedió con la emancipación de los esclavos o 
con la extensión de los derechos a los afrodescendientes, los indígenas, las 
mujeres, los niños y las niñas, y en la actualidad con el reconocimiento de las 
diversidades sexuales. El reconocimiento del “derecho a tener derechos” ha sido 
fruto de un esfuerzo político y jurídico para cambiar las visiones, costumbres y 
leyes que negaban esos derechos. 


Eduardo Galeano solía decir que si el ordenamiento jurídico había construido la 
ficción de que una empresa tuviera derechos, ¿cómo no los iban a tener la 
naturaleza y sus especies? En efecto, es curioso que muchas personas, que se 
oponen a la ampliación de estos derechos, acepten pasivamente que se entreguen 
derechos casi humanos a las personas jurídicas. “Las corporaciones, los 
sindicatos y los Estados son entidades no humanas que tienen derechos y deberes 
conforme a la ley. [...] El sistema legal no tiene dificultad para adjudicar 
derechos no humanos” (Chapron, Epstein y López-Bao, 2019). Las enseñanzas 
de Ramiro Ávila Santamaría, juez de la Corte Constitucional de Ecuador y uno 
de los juristas más reconocidos en derechos de la naturaleza, resultan 
esclarecedoras: 


El estatus del titular de derecho ha cambiado con el tiempo. En un inicio, en el 
constitucionalismo moderno, solo tenía estatus jurídico el burgués propietario; 
este se fue expandiendo, con el constitucionalismo social, al obrero y campesino; 
se integró a la mujer, al indígena y a los mayores de edad; últimamente, se ha 
ampliado el estatus a todas las personas. Finalmente, el estatus se ha extendido a 
la naturaleza. En otras palabras, el concepto de derecho subjetivo y las 
condiciones evolucionan hacia la expansión y mayor integración de sujetos 
protegidos y, en últimas, dependen del debate democrático en un Estado 
constitucional. Desde la historia del concepto, e incluso desde la teoría 
positivista, se cumplen los presupuestos para que se considere a la naturaleza 
como sujeto de derechos (Ávila Santamaría, 2011: 10-11). 


Existe jurisprudencia asociada al reconocimiento de los derechos de la 
naturaleza. En 1972, en los Estados Unidos, se conoció uno de los casos 
ambientales más emblemáticos —“Sierra Club c. Morton” (405 U.S. 727)-, que 
llegó vía apelación a la Corte Suprema. Sentando un precedente importante, el 
juez William Douglas emitió una opinión disidente al afirmar que si la ley le 
reconoce personalidad jurídica a las corporaciones y las empresas, no debería 
haber mayores problemas en hacer lo mismo con “los valles, las praderas, los 
ríos, los lagos, los estuarios, las playas, las cordilleras, las plantaciones de 
árboles, los pantanos, e inclusive el aire que siente las presiones de la vida y la 
tecnología modernas”. 


Cuando en 1982 la Asamblea General de las Naciones Unidas promulgó la Carta 
Mundial de la Naturaleza,[165] se hizo explícito que “toda forma de vida es 
única y merece ser respetada, cualquiera sea su utilidad para el hombre, y con el 
fin de reconocer a los demás seres vivos su valor intrínseco, el hombre ha de 
guiarse por un código de acción moral”. En 2009, “convencida de que la 
humanidad puede y debería vivir en armonía con la naturaleza”, la ONU invitó a 
los Estados y a los organismos del sistema a considerar “el tema de la promoción 
de la vida en armonía con la naturaleza” (AG, 2009: art. 1).[166] En agosto de 
2010 se publicó el primer informe del secretario general sobre Armonía con la 
naturaleza,[167] y en diciembre de ese año la Asamblea General de la ONU, en 
su 65” período de sesiones, adoptó la segunda Resolución sobre Armonía con la 
naturaleza. En junio de 2012, en su documento final (párrafo 39), la Conferencia 
de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo Sostenible (Río+20) menciona de 
manera explícita los derechos de la naturaleza. Ese mismo año, la Unión 


Internacional para la Conservación de la Naturaleza (UICN) adoptó una política 
para incorporar esos derechos en sus procesos de toma de decisiones. 


Una reciente opinión de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), 
solicitada por la República de Colombia, además de confirmar la relación 
intrínseca entre el disfrute de los derechos humanos y un ambiente sano, va más 
allá al especificar que 


el derecho a un medio ambiente sano como derecho autónomo, a diferencia de 
otros derechos, protege componentes del medio ambiente, como bosques, ríos, 
mares y otros, como intereses legales en sí mismos, incluso en la falta de certeza 
o evidencia sobre el riesgo para las personas individuales. Se trata de proteger la 
naturaleza y el medio ambiente no solo por su conexión con una utilidad para el 
ser humano o por los efectos que su degradación podría causar sobre los 
derechos de otras personas, como la salud, la vida o la integridad personal, sino 
por su importancia para los otros organismos vivos con quienes se comparte el 
planeta, que también merecen protección en sí mismos.[168] 


Esta parte de la opinión consultiva de la CIDH fue citada recientemente por la 
Cámara Federal de Casación Penal de la Argentina en la causa que investigó la 
contaminación ambiental producida por el Ingenio Aguilares en la provincia de 
Tucumán.[169] 


Las primeras leyes de derechos de la naturaleza se promulgaron a nivel 
comunitario en los Estados Unidos a partir de 2006, país que hoy cuenta con más 
de una treintena de leyes locales vigentes en diez estados. En efecto, la 
comunidad de Tamaqua (condado de Schuylkill, Pensilvania) fue la primera en 
ese país y en el mundo en reconocer los derechos de la naturaleza mediante una 
normativa expresa. En 2010 el Consejo de la ciudad de Pittsburgh (Pensilvania) 
aprobó por unanimidad una ordenanza que reconoce los derechos de la 
naturaleza como parte de una prohibición del fracking. 


Además del caso de Ecuador, también en Bolivia, el 7 de diciembre de 2010, 
entró en vigencia la Ley 71 de los Derechos de la Madre Naturaleza, que se 
traduce en siete derechos básicos: derecho a la vida; derecho a conservar la 
integridad de los sistemas vivos y los procesos naturales que los mantienen y 


también la regeneración; derecho a la diversidad de la vida: a la conservación de 
la diversificación y la diversidad de los seres en la Madre Naturaleza sin que 
sean genéticamente cambiados o modificados de manera artificial, lo que 
amenaza su futuro funcionamiento; derecho a las aguas; derecho al equilibrio; 
derecho al restablecimiento; derecho al aire limpio y derecho a la vida sin 
contaminación. Por su parte, en 2017 la Ciudad de México aprobó una nueva 
Constitución que incluye disposiciones como el reconocimiento y la regulación 
para “una protección más amplia de los derechos de la naturaleza, formados por 
todos sus ecosistemas y especies como una entidad colectiva sujeto de 
derechos”.[170] 


Por otro lado, es interesante consignar otros fallos y sentencias jurídicas que dan 
cuenta de una tendencia al reconocimiento de los derechos de la naturaleza en el 
mundo. Entre ellos el caso de Te Awa Tupua en Nueva Zelanda,[171] donde se 
reconoció el carácter de persona jurídica al río Whanganui a través de un 
acuerdo suscrito el 30 de agosto de 2012, entre el Iwi de Whanganui (el pueblo 
maorí) y el gobierno neozelandés (que actuó en representación de la Corona). El 
acuerdo (Whanganui and the Crown, 2012) está basado en dos principios: 
primero, el río es concebido como un Te Awa Tupua, es decir, un ente viviente e 
indivisible compuesto por elementos físicos y metafísicos que se extienden 
desde la montaña hacia el mar y cuya salud y bienestar deben ser promovidos; 
segundo, el reconocimiento de una relación especial entre el río y el pueblo 
maorí de Whanganui, y que “la salud y el bienestar del río Whanganui están 
intrínsecamente interconectados con la salud y el bienestar de la gente”. Así, este 
acuerdo reconoce la existencia de una nueva entidad legal: Te Awa Tupua. El 
Awa Tupua es la “persona jurídica” del río Whanganui.[172] Conforme a esto, el 
río es el sujeto de derecho más largo del mundo: recorre 290 kilómetros. 


También se destacan las demandas presentadas en la India para el 
reconocimiento de personalidad jurídica “humana” a los ríos Ganges y Yamuna 
(Safi, 2017). Fruto de la acción interpuesta por un vecino de la ciudad sagrada de 
Haridwar, el 20 de marzo de 2017 la Corte Suprema de Uttarakhand sentenció 
por primera vez en ese país que 


los ríos Ganges y Yamuna, así como sus afluentes, arroyos y todas las aguas 
naturales que fluyen con circulación intermitente o continua de estos ríos, son 
declarados personas jurídicas con el estatus legal de persona con todos sus 


derechos, deberes y obligaciones como una persona viva.[173] 


En América Latina tenemos el caso emblemático de Colombia. Paradójicamente, 
pese a las ingentes declaraciones en favor de la Madre Tierra y el Buen Vivir de 
Ecuador y Bolivia, es en este país marcado por la violencia y la guerra civil 
endémica donde encontramos los fallos más avanzados. En noviembre de 2016 
la Corte Constitucional de Colombia, a través de la Sentencia T-622,[174] 
reconoció al río Atrato (Chocó) como sujeto de derechos con miras a garantizar 
su conservación y protección. El Chocó es un territorio interétnico que ha sido 
durante décadas una zona de guerra disputada por la guerrilla, los paramilitares, 
el ejército y los narcotraficantes (Del Castillo y Sulé Ortega, 2019). Además, la 
cuenca del Atrato fue afectada por la minería de oro y sus aguas contaminadas 
con mercurio. La demanda fue interpuesta por el Foro Interétnico Solidaridad 
Chocó (Fisch) y los Consejos Comunitarios Mayores de la Cuenca del Río 
Atrato (el Consejo Comunitario Mayor de la Organización Popular y Campesina 
del Alto Atrato - Cocomopoca, el Consejo Comunitario Mayor de la Asociación 
Campesina Integral del Atrato - Cocomacia y la Asociación de Consejos 
Comunitarios del Bajo Atrato - Ascoba), con el apoyo y representación del 
Centro para la Justicia Social Tierra Digna, colectivo compuesto casi 
exclusivamente por abogadas mujeres. La acción de tutela demandaba a 26 
entidades del Estado buscando garantías para los derechos fundamentales de las 
comunidades asentadas en las riberas del río y su entorno.[175] 


Asimismo, para garantizar la implementación de esos derechos, la Corte creó la 
figura de los “guardianes del Atrato”, entre los que se encuentran varias 
instituciones y ministerios gubernamentales como Ambiente, así como siete 
hombres y siete mujeres en representación de las comunidades indígenas y 
afrodescendientes del Chocó. 


Uno de los argumentos centrales del fallo lo constituyen los “derechos 
bioculturales”, que representan un nuevo “enfoque jurídico” cuya premisa 
central es la profunda relación de unidad e interdependencia entre la naturaleza y 
la especie humana, lo cual conlleva un nuevo entendimiento sociojurídico en el 
que: “La naturaleza y su entorno deben ser tomados en serio y con plenitud de 
derechos. Esto es, sujetos de derechos”. Y en otro tramo sostiene que “La tierra 
no le pertenece al hombre sino, por el contrario, es el hombre quien pertenece a 
la tierra” (cit. en Berros y Colombo, 2017: 45). Así argumenta: 


Precisamente, el desafío más grande que tiene el constitucionalismo 
contemporáneo en materia ambiental consiste en lograr la salvaguarda y 
protección efectiva de la naturaleza, las culturas y formas de vida asociadas a 
ella y la biodiversidad, no por la simple utilidad material, genética o productiva 
que estos puedan representar para el ser humano, sino porque al tratarse de una 
entidad viviente compuesta por otras múltiples formas de vida y 
representaciones culturales son sujetos de derechos individualizables, lo que los 
convierte en un nuevo imperativo de protección integral y respeto por parte de 
los Estados y las sociedades. En síntesis, solo a partir de una actitud de profundo 
respeto y humildad con la naturaleza, sus integrantes y su cultura, es posible 
entrar a relacionarse con ellos en términos justos y equitativos, dejando de lado 
todo concepto que se limite a lo simplemente utilitario, económico o eficientista. 
[...] Su importancia recae por supuesto en atención a los seres humanos que la 
habitan y la necesidad de contar con un ambiente sano para llevar una vida digna 
y en condiciones de bienestar, pero también en relación con los demás 
organismos vivos con quienes se comparte el planeta, entendidos como 
existencias merecedoras de protección en sí mismas. Se trata de ser conscientes 
de la interdependencia que nos conecta a todos los seres vivos de la Tierra; esto 
es, reconocernos como partes integrantes del ecosistema global —biósfera— antes 
que a partir de categorías normativas de dominación, simple explotación o 
utilidad”.[176] 


Otro fallo histórico de la Corte Suprema de Colombia es el del 5 de abril de 
2018, que reconoce a la Amazonía como sujeto de derechos y permite exigir la 
protección del ecosistema en sí y no solo en función de afectar o no la vida 
humana. La Corte Suprema de Justicia falló a favor de una tutela que 
presentaron veinticinco niños y jóvenes, acompañados por la organización 
Dejusticia, en defensa de sus derechos vulnerados por la persistente degradación 
del bioma amazónico, lo que agrava la problemática de cambio climático y a su 
vez pone en peligro la provisión de agua y la regulación del clima en el país. 


El rol de los feminismos del Sur y ecofeminismos 


Vivimos en un mundo donde la pluralidad ontológica se funda en la idea de 
multiplicidad de mundos o “pluriversos” y se alimenta del interculturalismo, el 
respeto hacia otros modos de comprender la cultura y organizar la vida. Sin 
embargo, los pueblos originarios no son los únicos que gestaron una visión 
relacional. Sin ir más lejos, a la hora de repensar nuestro vínculo con la 
naturaleza desde un paradigma relacional y posdualista, el ecofeminismo, los 
feminismos populares e incluso las economistas feministas asumen un rol 
importante. 


Desde hace décadas, tanto en América Latina como en otras regiones del Sur 
global, las mujeres tienen gran protagonismo en las luchas sociales y los 
procesos de autoorganización colectiva. Uno de los casos emblemáticos es la 
Argentina, donde el protagonismo femenino arrancó con fuerza en los años 
setenta con las Madres de Plaza de Mayo, que buscaban a sus hijos 
desaparecidos durante la última dictadura cívico-militar (1976-1983). Se 
extiende a través de nuevos movimientos de derechos humanos fundados por 
mujeres cuyas hijas fueron violentadas por el poder: uno de los primeros casos, y 
con mayor repercusión, fue el asesinato de María Soledad Morales en la 
provincia de Catamarca en 1990. Es muy probable que las primeras 
movilizaciones de piqueteros que salieron a cortar las rutas nacionales en 1996 
para denunciar el hambre y la desocupación deban su existencia a las mujeres. 


En la actualidad, ante el incremento de los femicidios en la región, son las 
mujeres quienes han salido a la calle para exigir la intervención del Estado con 
políticas públicas concretas con la campaña Ni Una Menos, potenciada en la 
lucha por obtener la legalización del aborto. La lucha feminista devino así una 
gigantesca marea verde que disparó cambios culturales importantes, visibles en 
el proceso de deconstrucción de la masculinidad dominante y en las políticas 
públicas. 


En América Latina, las mujeres son también figuras claves en las luchas contra 
el neoextractivismo: ellas han estado en el origen de numerosos enfrentamientos 
para erradicar el uso de agrotóxicos y transgénicos; ellas tienen gran 


protagonismo en las resistencias contra la megaminería, el avance de la industria 
petrolera y la construcción de megarrepresas. En la Argentina podemos destacar 
tres casos: 1) el rol de las madres del Barrio Ituzaingó, en la ciudad de Córdoba, 
pioneras en denunciar los impactos del glifosato sobre la salud, que condujo al 
primer juicio penal sobre este tema; 2) la lucha contra la megaminería, ilustrada 
por la persistencia de las mujeres de la asamblea de Chilecito y Famatina en La 
Rioja (maestras, amas de casa, comerciantes) y de las asambleas de las 
provincias de Mendoza y Chubut (sobre todo, Esquel); 3) la resistencia de 
mujeres mapuches contra el fracking en Neuquén (Cristina Lincopan, ya 
fallecida) o en las luchas contra el terricidio (Moira Millán). Estos son solo 
algunos ejemplos, pero los casos se repiten en cada país de la región. 


Los feminismos populares latinoamericanos se vinculan con la ecología popular 
de la cual habla Martínez Alier (2005) y con lo que Vandana Shiva denominó 
“ecofeminismos de la supervivencia” cuando se refiere a las experiencias 
diversas de las mujeres en defensa de la salud y el territorio. Estas experiencias 
hicieron que se tomara conciencia de que existen vínculos sólidos entre género y 
ambiente, mujeres y ambientalismo, feminismo y ecología. 


No olvidemos que los feminismos populares nacen en los márgenes, tanto 
sociales como étnicos y geográficos, y se caracterizan por cuestionar la visión 
individualista y moderno-occidental en pos de una valorización de la experiencia 
colectiva y comunitaria, al tiempo que movilizan una perspectiva relacional, con 
raíces ancestrales, ligada a otras cosmovisiones de la modernidad, a partir de un 
enfoque más holístico y una visión organicista de la naturaleza. Sus luchas 
generaron una ampliación de las temáticas tradicionales, ya que debaten sobre 
tierras, Cuerpos y representaciones desde una perspectiva no liberal, destacando 
la relación con el territorio bajo la idea del “territorio-cuerpo” y/o del “cuerpo 
como territorio” a defender frente a la pretensión de conquista. Es notoria la 
similitud de los lenguajes de valoración, desde México, pasando por Ecuador, 
Colombia, Perú y Bolivia, hasta la Argentina. Esta visión constituye el punto de 
partida de una concepción alternativa de la relación sociedad/naturaleza, que 
subraya la relación de interdependencia como fundamental y la ecodependencia 
como un resultado, en el marco de la crisis ecológica y climática (Svampa, 
2017). 


Al interior de los feminismos populares, hay diversas posiciones acerca de si la 
opresión patriarcal está asociada a la violencia colonial, o si además está 
enraizada en la cultura indígena latinoamericana, o es una matriz de dominación 


que articula ambas, de la mano del racismo y del colonialismo interno. Así, hay 
grupos que asocian exclusivamente el patriarcado a la historia colonial y otros 
que, por el contrario y lejos de toda idealización de la comunidad, destacan su 
“refuncionalización” (Lorena Cabnal, feminista xinka guatemalteca) o su 
“entronque colonial” (Julieta Paredes, Asamblea Feminista, Bolivia) en el marco 
de las comunidades campesino-indígenas actuales.[177] 


Afirma Cabnal: 


El feminismo comunitario es una propuesta vivencial que nace de un lugar 
cotidiano, significado como lugar de enunciación: nuestro territorio cuerpo- 
tierra, ya que la relación que existe cosmogónicamente de los cuerpos de las 
mujeres con los elementos del cosmos debería ser para proveernos armonización 
para la vida en plenitud. Sin embargo, en la actualidad no es así; por un lado, 
nuestros cuerpos viven históricamente violencias devenidas del entronque 
colonial, a su vez el territorio tierra está siendo violentado por el modelo de 
desarrollo económico neoliberal y por eso hemos asumido la defensa del 
territorio Tierra como un espacio para garantizar la vida. Sin embargo, en ese 
territorio que defendemos muchas de nosotras seguimos viviendo violencias por 
parte de algunos líderes del movimiento de defensa territorial (Gargallo, 2015: 
161). 


Por otro lado, la dinámica procesual de las luchas y el vaivén entre lo público y 
lo privado conducen a un cuestionamiento del patriarcado. En este proceso de 
empoderamiento popular, detrás de la desacralización del mito del desarrollo y la 
construcción de una relación diferente con la naturaleza, asoma la reivindicación 
de una voz libre y honesta, “una voz propia” que cuestiona al patriarcado en 
todas sus dimensiones y busca recolocar el cuidado en un lugar central y 
liberador, asociado de modo indiscutible a nuestra condición humana. Como 
señala Majandra Rodríguez Acha, joven feminista peruana: 


Cuestionamos los binarismos artificiales y recuperamos el valor y el poder de 
nuestro yo emocional, así como nuestra profunda interconexión con la Tierra y 
con toda la vida. Esto implica desaprender las narrativas del dominio “humano” 


sobre la “naturaleza”, nutrir la humildad y reconocer la complejidad de los 
sistemas naturales de los que somos parte y que no podemos pretender entender 
ni controlar. También implica centrarse en construir relaciones de solidaridad y 
comunidad, y enraizar nuestro activismo en el suelo fértil de nuestras 
diversidades (Rodríguez Acha, 2019). 


El ecofeminismo, por su parte, es una perspectiva o corriente de pensamiento y, 
al mismo tiempo, un movimiento social diverso que parte de la certeza de que la 
opresión sobre las mujeres y sobre la naturaleza están conectadas, en un 
esquema binario de dominación. Por un lado, las mujeres son inferiorizadas 
(acusadas de irracionales, sensibles, impuras) porque están más cerca de la 
naturaleza; por otro, la desacralización y la explotación de la naturaleza se apoya 
en su feminización. No es casual entonces que los ecofeminismos hayan 
retomado este paralelismo para resignificar y revalorizar la relación mujer- 
naturaleza. En cuanto corriente teórica y práctica, lejos de nacer en los claustros 
universitarios, el ecofeminismo surgió en las calles de los Estados Unidos en los 
años setenta, cuando las mujeres decidieron aglutinarse para luchar contra la 
posibilidad de una confrontación nuclear en el marco de la Guerra Fría. El 
movimiento antinuclear y pacifista denunció la ideología militarista y machista 
que atraviesa los discursos públicos. En esa línea, el ecofeminismo muestra la 
asociación de estos discursos bélicos con la cultura patriarcal. En la guerra las 
mujeres pueden ser violadas, agredidas, insultadas, tanto en sus casas como en la 
Calle. Esa cultura del odio hacia ellas tiene una relación de destrucción con la 
naturaleza. Por ende, es necesario cambiar la cultura en su conjunto (Hache, 
2016: 19-21). 


Para el ecofeminismo, tanto el dominio o la marginación de un género sobre otro 
como el dominio del humano sobre la naturaleza se expresan en una lógica de la 
dominación o lógica identitaria cuya premisa —y autojustificación— es la 
devaluación de los “diferentes” (la mujer respecto del varón, y lo natural 
respecto de lo humano). Por otro lado, la ecología cuestiona la visión 
dualista/cartesiana mente-cuerpo, razón-naturaleza, por lo cual busca suprimir 
las relaciones jerárquicas entre naturaleza humana y no humana, y abrirse a un 
paradigma relacional. 


Por último, hay que destacar los aportes de las economistas feministas, muy 
particularmente en América del Sur (Argentina y Uruguay) y en España, por su 


cuestionamiento al modelo dominante del homo ceconomicus, al plantear que el 
objetivo del funcionamiento de la economía no es la reproducción del capital 
sino la reproducción de la vida (Rodríguez Enríquez, 2015). Asimismo, tanto el 
ecofeminismo como la economía feminista destacan el paralelismo entre la 
explotación de la mujer y la explotación de la naturaleza a través de la 
recuperación del trabajo reproductivo, invisibilizado y no reconocido. Con esto 
se hace referencia a las tareas de cuidado asociadas a la reproducción humana, la 
crianza, la resolución de las necesidades básicas, la promoción de la salud, el 
apoyo emocional y la facilitación de la participación social. Ese trabajo 
reproductivo, necesario para la sostenibilidad de la vida, ha sido 
tradicionalmente despreciado y desvalorizado, del mismo modo en que se ignora 
el trabajo de sostenimiento de la naturaleza y de sus ciclos, hoy amenazados por 
la dinámica depredatoria del capital. Por su parte, la economía feminista apunta a 
conectar la visión del cuidado con políticas públicas, al colocarlo como un 
derecho que debe incluir un rol más activo del Estado, con el objetivo de 
desmercantilizar el cuidado y desfamiliarizarlo (Rodríguez Enríquez, 2015). El 
esquema actual de cuidados, vigente sobre todo en la región latinoamericana, 
profundiza las desigualdades sociales y de género, pues son las familias, y dentro 
de ellas las mujeres de los sectores populares, las que realizan mayoritariamente 
este trabajo, mientras que las familias de sectores sociales más aventajados 
pueden tercerizar esos servicios. Más aún, es posible extender ese argumento en 
clave histórica, pues así como existen una deuda ecológica y una huella 
ecológica, también existen una deuda de los cuidados y una huella del cuidado, 
tareas que han recaído sobre los hombros de las mujeres y que reflejan la 
división sexual del trabajo a lo largo del tiempo (Herrero, 2011). 


Así, el ecofeminismo busca repropiarse de la asociación entre mujer y naturaleza 
para positivizarla “invirtiendo el estigma” y “renaturalizando” al hombre, 
mostrando las hondas raíces biológicas, sociales y culturales de nuestra 
ecodependencia. Como sostiene Yayo Herrero: 


Si el feminismo ha denunciado cómo la naturalización de la mujer ha servido 
para legitimar el patriarcado, el ecofeminismo plantea que la alternativa no 
consiste en desnaturalizar a la mujer, sino en “renaturalizar” al hombre, 
ajustando la organización política, relacional, doméstica y económica a las 
condiciones materiales que posibilitan la existencia. Una “renaturalización” que 
exige un cambio cultural que convierta en visible la ecodependencia para 


mujeres y hombres (Herrero, 2019). 


Por último, es sabido que existen diferentes corrientes dentro del ecofeminismo, 
que incluyen desde un feminismo clásico, diferencialista o identitario, que 
naturaliza la relación entre mujer y naturaleza, hasta un ecofeminismo 
constructivista (Puleo, 2011, Svampa, 2015 y 2017), que la concibe como una 
construcción histórico-social ligada a la división sexual del trabajo. Desde 
nuestra perspectiva, más allá de las diferencias, la clave radica en el campo de 
afinidades electivas que plantea la explotación de la división desigual del trabajo 
y la separación entre la producción y la reproducción de lo social. En América 
Latina hay una presencia importante de feminismos populares y comunitarios de 
corte espiritualista que retoman ciertos elementos de la perspectiva esencialista 
“sin demonizar al varón” (Puleo, 2011). 


En consecuencia, el ecofeminismo y la universalización de la ética del cuidado 
pueden ser la puerta de entrada a un proceso de liberación mayor, no solo 
feminista. Pueden ofrecernos un portal culturalmente accesible, una base teórico- 
epistemológica para participar en los “desacuerdos ontológicos” (De la Cadena, 
2019) propios de nuestra época, esto es, repensar nuestro vínculo con la 
naturaleza desde una matriz no binaria, posdualista y relacional en afinidad con 
los pueblos originarios. 


En suma, más que nunca, al calor de la pandemia producida por el covid-19, se 
trata de valorizar el cuidado sobre la base de un paradigma relacional que 
implica el reconocimiento y el respeto del otro, la conciencia de que la 
supervivencia es un problema que nos incumbe como humanidad y nos 
involucra como seres sociales codependientes. En el escenario que se abre, los 
aportes feministas contribuyen a repensar los vínculos entre lo humano y lo no 
humano; a cuestionar la noción de “autonomía” que está en la base de nuestra 
concepción moderna del mundo y de la ciencia; a colocar en el centro nociones 
como interdependencia, reciprocidad y complementariedad. Esto significa 
reivindicar que aquellas tareas cotidianas ligadas a la reproducción y 
sostenimiento de la vida, que han sido históricamente despreciadas en el marco 
del capitalismo patriarcal, configuran “la cuestión ecológica” por excelencia. 
Lejos de la idea de falsa autonomía a la que conduce el individualismo liberal, 
hay que entender que somos seres interdependientes, abandonando las visiones 
antropocéntricas e instrumentales, para retomar la idea de que formamos parte de 


un todo, con los otros, con la naturaleza. En un marco de crisis civilizatoria, la 
interdependencia es cada vez más leída en términos de ecodependencia, pues 
extiende la idea de cuidado, de reciprocidad, de sostenibilidad, hacia otros seres 
vivos, hacia la naturaleza. 


Diálogo de saberes y puntos ciegos 


¿Cuál es el rol del saber científico en el marco de la crisis socioecológica? ¿Qué 
tipo de ciencia es necesaria? ¿Cuál es el papel que ciencia y tecnología deberían 
cumplir en el marco de una transición hacia otro tipo de sociedad, en la cual se 
articulen justicia social y justicia ambiental? ¿Sobre la base de qué principios 
deben construirse los enfoques alternativos y los saberes contrahegemónicos? 
¿Qué lugar ocupan los científicos y los intelectuales en la construcción de un 
diálogo de saberes? ¿Qué papel cumple la participación ciudadana en términos 
de comunidad epistémica y qué nos dice esto sobre la sociedad y sus marcos 
democráticos? En realidad, los problemas que plantea esta dimensión ligada al 
saber científico y su vínculo con el pensamiento crítico son tantos que 
merecerían un desarrollo más extenso. En pos de acotar nuestro planteo, 
quisiéramos hacer hincapié solo en algunos puntos ciegos asociados al triple eje 
saber científico, comunidades afectadas y modelo de desarrollo dominante. 


Como anticipaba Ulrich Beck (1986), las comunidades afectadas no solo tienen 
derecho a Opinar sino a participar en las decisiones sobre cuestiones sociales y 
ambientales que generan incertidumbre, por los impactos y riesgos de ciertas 
actividades industriales y extractivas sobre el ambiente, el territorio, la salud y la 
vida. En la actualidad, este proceso de democratización de las decisiones aparece 
como un reclamo central de las comunidades. Los megaproyectos extractivos O 
industriales que antes eran aceptados sin discusión por la población hoy son 
problematizados. Los daños sistemáticos al ecosistema —en algunos casos 
irreversibles— y su impacto en términos de crisis climática y destrucción de 
territorios son cada vez más intensos. Así ha sucedido en nuestro país con la 
minería a cielo abierto, alrededor de la cual se han desplegado potentes 
resistencias y cuestionamientos, como ilustran las últimas y masivas 
movilizaciones en Mendoza y Chubut entre fines de 2019 y principios de 2020. 
También con el modelo sojero, el mayor problema socioambiental del país, y con 
la extracción de hidrocarburos no convencionales (aun cuando el consenso del 
fracking permanece inalterable en el marco de un imaginario eldoradista que 
atraviesa a las élites económicas y al conjunto de la clase política). 


En este contexto de crisis ecológica, cabe destacar la emergencia de corrientes 


del pensamiento crítico y descolonizador dentro del amplio y complejo campo 
de las ciencias, que buscan construir una visión más modesta y más cooperativa 
de la ciencia. Dichas visiones apuntan al diálogo de saberes no solo entre 
diferentes enfoques disciplinarios, sino también con los saberes locales y de las 
comunidades afectadas. Así, en América Latina existe un espacio heterogéneo 
donde confluyen los aportes de la ecología política, la historia ambiental, la 
economía ecológica, las ciencias ambientales, la sociología crítica de los 
movimientos sociales, la geografía crítica, los estudios del cambio climático, el 
posdesarrollo, el ecofeminismo y la agroecología; asimismo, las nuevas 
perspectivas del derecho y del constitucionalismo crítico que proponen un 
diálogo de saberes que se inscribe, como sugiere Leff (2014), “en una 
configuración teórica y en las estrategias de construcción de una racionalidad 
ambiental”. Parte de estos nuevos enfoques críticos apuestan a un paradigma 
alternativo sobre la base de una relación diferente entre sociedad y naturaleza, 
entre espacio y relaciones sociales, entre sujetos colectivos y democracia, al 
tiempo que proponen otra epistemología. Se trata de un campo inter- y 
transmultidisciplinario en construcción, de una enorme potencialidad, que 
avanza sosteniendo la discusión con las perspectivas dominantes. 


Se hace necesario pensar la ciencia no solo como una construcción social 
dinámica y crítica desde un lugar ético e independiente de los grandes poderes 
económicos, políticos o religiosos, sino también desde paradigmas 
multidimensionales que pongan en diálogo los saberes y las disciplinas con las 
comunidades de afectados. En este sentido, debemos avanzar hacia un concepto 
más amplio, hacia una “ciencia posnormal” como la que proponen Funtowicz y 
Ravetz (1997), para quienes los retos que afronta la ciencia en la búsqueda de la 
sustentabilidad no son solamente de tipo técnico sino de tipo moral y de 
procedimiento en la definición del rol del conocimiento científico. La 
complejidad y la incertidumbre de la sociedad actual requieren otro tipo de 
reflexividad científica. El gran desafío es entablar un doble horizonte dialógico, 
tanto hacia adentro de las ciencias —la construcción de un saber 
interdisciplinario- como hacia afuera, con las comunidades afectadas. 


La irrupción de la problemática socioambiental y la crisis climática han 
complejizado nuestras sociedades e impactado sobre el campo político, pero 
también en el proceso de construcción y circulación del saber científico. Al 
inicio de este capítulo hicimos referencia al paradigma mecanicista y 
antropocéntrico de la ciencia moderna. En esa línea, existe una funcionalidad 
entre ese paradigma y la lógica del capitalismo vigente, actualizada en clave 


eficientista y tecnocrática. Más allá de las reiteradas apelaciones a la pluralidad 
de la ciencia, lo cierto es que, al calor del capitalismo neoliberal y la 
privatización del conocimiento, parte importante del sistema científico, 
académico y tecnológico funciona con esos parámetros, o bien ha sido penetrado 
y colonizado por las grandes corporaciones económicas que fomentan un sentido 
común hegemónico en nombre del progreso y el desarrollo. Esta penetración e 
intento de colonización del discurso público atraviesan las controversias 
sociotécnicas que caracterizan a los conflictos ambientales y han configurado un 
modo de apropiación de la ciencia basado en la idea de que solo es “científico” 
aquello que es afín o funcional a los modelos dominantes, en tanto las visiones 
que cuestionan esos modelos son marginadas, descalificadas y acusadas de “falta 
de rigurosidad o de cientificidad”. 


En la Argentina esto tiende a suceder cada vez que se presentan estudios críticos 
sobre las consecuencias negativas del glifosato en la salud humana o sobre el 
fracking y la megaminería, o incluso cuando se analizan los extensos impactos 
del calentamiento global y sus vínculos con modelos de desarrollo dominante. 
Cierto es que, en muchas ocasiones, la construcción de un saber crítico y 
contrahegemónico sobre estos temas puede pasar inadvertida debido a su 
marginalidad; pero cuando este confronta abiertamente con el saber dominante 
desde un lugar de legitimidad, la controversia deviene inevitable. Un ejemplo 
emblemático en nuestro país, ya mencionado en el capítulo 4, fue la embestida 
corporativo-científica contra Andrés Carrasco, profesor de Embriología de la 
Universidad de Buenos Aires quien en 2009 —en un largo reportaje realizado por 
el periodista Darío Aranda— hizo públicos los resultados de una investigación 
sobre los impactos negativos del glifosato en los embriones, hecho que le valió 
una intensa campaña de difamación (amenazas anónimas, desprestigio mediático 
e institucional, fuertes presiones políticas). El entonces ministro de Ciencia Lino 
Barañao minimizó la investigación y no pocas voces provenientes de institutos 
tecnológicos la descalificaron y la consideraron “no científica”, sobre todo 
porque había sido publicada, en primer lugar, bajo un formato periodístico 
(entrevista) y no científico (publicación internacional con revisión de pares). 
Carrasco argumentó que había decidido publicarla primero en un diario porque 
se trataba de un problema de salud pública. Cabe recordar que Carrasco se formó 
en centros internacionales de excelencia y había sido presidente del Conicet. Sin 
embargo, fue cuestionado en su legitimidad científica por haber puesto en tela de 
juicio el núcleo duro del modelo económico argentino a partir de los impactos 
del glifosato sobre la salud humana. La intensificación de la persecución y su 
temprana muerte en 2014 convirtieron a Andrés Carrasco en un símbolo de la 


articulación entre compromiso social y ciencia. De hecho, un año más tarde, 
diversas organizaciones y espacios académicos declararon el 16 de junio como 
Día de la Ciencia Digna en homenaje a su compromiso en la lucha contra los 
impactos del glifosato.[178] 


Otro episodio, que concierne a las controversias sociotécnicas y los dilemas del 
diálogo de saberes, está vinculado a la Ley de Glaciares. En el capítulo 4 
detallamos los avatares de esta ley, que encontró graves obstáculos para su 
implementación ya que fue judicializada desde el principio por el lobby minero, 
en la provincia de San Juan. Uno de los obstáculos estuvo ligado al inventario de 
esta ley, a cargo del Instituto Argentino de Nivología, Glaciología y Ciencias 
Ambientales (lanigla), que no se hizo ni en tiempo ni en forma. En razón de ello, 
el juez federal Sebastián Casanello procesó a Ricardo Villalba, funcionario 
responsable, por considerar que —además de incumplir con los tiempos— se 
apartó de la definición que la Ley de Glaciares establece sobre glaciares y 
ambiente periglacial, al pretender imponer una definición más restrictiva (ya 
descartada en el debate parlamentario y la posterior sanción de la ley). 


La judicialización de Villalba impulsó una lectura equivocada. Así, una parte de 
la comunidad académica argentina leyó su procesamiento como un caso de 
persecución a la ciencia, sin tener en cuenta que no estaba siendo juzgado como 
científico sino como funcionario,[179] por no haber tomado como referencia la 
definición de la ley aprobada sobre glaciares y ambiente periglacial ni haber 
respetado los tiempos que esta ordenaba. 


Lo controversial —y por eso merece un lugar en este debate sobre el diálogo de 
saberes— es la definición desarrollada por Villalba científico respecto de qué se 
considera un glaciar. En su defensa, él sostiene haber apelado a los “estándares 
internacionales” al decidir inventariar solo los glaciares mayores de una 
hectárea. Podemos estar de acuerdo o no con esa apreciación, pero no era eso lo 
que decía la ley. Por otro lado, desde el punto de vista científico, la posición de 
Villalba se fundó en criterios rígidos y no flexibles, al desconocer que no es lo 
mismo inventariar un glaciar en una zona árida que hacerlo en una zona húmeda. 
En una zona árida o desértica, como las provincias de San Juan y La Rioja, sería 
prudente incluir los pequeños glaciares, ya que cumplen un rol fundamental 
como reguladores hídricos.[180] Sin embargo, en el inventario presentado por el 
lanigla estos pequeños cuerpos de hielo quedaron afuera. Lo mismo ocurre con 
la definición de “periglacial”, que el lanigla redujo —contrariamente a la ley y a 
los expresos debates parlamentarios sobre ese punto— a los denominados 


“glaciares de escombros”. Asimismo, aunque la ley dice de manera expresa que 
se debe comenzar por las zonas prioritarias, Villalba se negó a realizar el 
inventario donde había proyectos mineros en funcionamiento, como Veladero en 
San Juan, pese a las súplicas reiteradas de la asamblea de Jáchal. Como 
corolario, la definición introducida por Villalba sobre glaciares y periglaciares no 
solo desconoce lo que dice la ley sino que, al ser más restrictiva y dejar afuera 
una gran cantidad de cuerpos de hielo, resulta funcional a los intereses mineros 
que buscan ampliar la frontera de explotación. 


Más allá del episodio judicial, traemos a consideración este caso porque creemos 
que uno de los problemas es que quien aparecía como portador del saber 
legítimo, el director del lanigla, impuso un paradigma rígido que lejos está de 
concebir a la ciencia como una construcción social y dinámica, y mucho menos 
de instalar su matriz epistémica en un diálogo de saberes. En nuestra opinión, y 
sin desmerecer las reconocidas cualidades profesionales de Villalba,[181] esta 
posición refleja una visión tradicional y elitista de la ciencia que no responde a la 
complejidad y reflexividad que exige nuestro tiempo. Y, lo que es más grave 
aún, su caso puso en el tapete un problema no resuelto en la relación entre la 
comunidad académico-científica y las comunidades afectadas. Nadie niega la 
existencia de tensiones inevitables en el diálogo de saberes. La complejidad de 
estos espacios híbridos donde convergen científicos, académicos, asambleas 
socioambientales, abogados, compañías mineras y jueces es tan notoria como 
diferentes son los lenguajes de valoración utilizados. Sin embargo, en este caso, 
la superposición de roles (científico y funcionario) complejizó aún más la 
cuestión e hizo estallar la posibilidad de un diálogo de saberes, pues la 
judicialización fue entendida como un cuestionamiento a la legitimidad 
científica por parte del campo interpelado, que cerró filas en nombre de la 
defensa de un “saber experto” y reaccionó negativamente al reclamo de las 
comunidades y asambleas involucradas. 


En nuestro país son cada vez más las voces de los pueblos originarios, 
organizaciones multisectoriales y asambleas ciudadanas que reivindican su 
derecho a decidir respecto de la sustentabilidad de los megaproyectos. Esto pone 
en juego no solo lo que entendemos por saber científico a la hora de debatir 
sobre modelos de desarrollo y su relación con la problemática ambiental, sino 
también nuestra concepción de la democracia, pues se trata de establecer quiénes 
tienen derecho a decidir y por qué. Esto no significa que los damnificados 
decidan de modo autónomo o que deban prescindir del apoyo del sector 
científico-académico. No hay que olvidar que la lucha ambiental y climática es 


una lucha argumentativa, que se inserta en una relación de poder fuertemente 
asimétrica. Los sectores o comunidades afectados tienen que nutrirse del saber 
experto independiente de quienes utilizan las herramientas de la ciencia para 
hacer, como afirma Boaventura de Sousa Santos, “un uso contrahegemónico del 
saber hegemónico”. 


En suma, queda claro que ni el saber científico crítico puede ignorar el saber 
social y experiencial que se construye desde las comunidades afectadas, ni estas 
pueden esgrimir prejuicios antiacadémicos que las lleven a prescindir de él. El 
diálogo de saberes va más allá de la construcción de un saber contraexperto o 
contrahegemónico de la ciencia porque apuesta a la valoración de otros 
lenguajes no científicos y a la democratización de las decisiones. En esa línea, 
los desafíos que afrontamos en el siglo XXI nos obligan a revisar el célebre 
triángulo de Sabato, anteriormente asentado en la articulación virtuosa entre 
comunidad científico-tecnológica nacional, estructura productiva y Estado 
(Sabato, 1971). No solo por las transformaciones que sufrió el Estado en las 
últimas décadas; no solo porque creemos en la necesidad de repensar en clave 
crítica el campo científico-tecnológico nacional para poder consolidar una 
ciencia que atienda la complejidad de los problemas y que al mismo tiempo 
apunte a la sostenibilidad de la vida. Sucede también que aquel triángulo de 
Sabato necesita ser recreado incorporando otros vértices que den cuenta de la 
necesaria participación de la sociedad civil, especialmente de las comunidades 
afectadas o potencialmente afectadas. 


La transición abre la posibilidad de promover un pensamiento crítico y 
descolonizador dentro del amplio campo de las ciencias, que —partiendo de la 
complejidad del saber científico y la centralidad que adquiere la crisis 
ambiental- construya una visión más modesta y más cooperativa de la ciencia, 
apuntando al diálogo de saberes, no solo entre diferentes enfoques disciplinarios, 
sino también con los saberes locales y la visión de las comunidades afectadas. 


* RR 


Como ha sucedido con la concepción de la ciencia y sus límites —que hoy ya no 
consideramos como un saber absoluto sino como una producción dinámica, 


abierta y reflexiva; más aún, una ciencia posnormal-, un desafío similar se le 
plantea al derecho. Reconocer derechos a la naturaleza no solo supone una 
transformación del pensamiento jurídico, sino que exige un desplazamiento 
epistemológico que retome y actualice los saberes, conocimientos y ciencias 
ancestrales de las naciones y pueblos indígenas originarios, los campesinos 
interculturales y los afrolatinoamericanos, y los complemente con los saberes 
ecológicos y tecnológicos y las ciencias multidisciplinarias de las teorías de la 
complejidad y las teorías críticas del desarrollo depredador y la modernidad. 


Por otro lado, el ecofeminismo aporta una mirada novedosa sobre las 
necesidades sociales, no desde la carencia o desde una concepción miserabilista, 
sino desde el rescate de la cultura del cuidado como inspiración central para 
pensar —como sostiene Ecologistas en Acción— una comunidad que sea social y 
ecológicamente sostenible a través de valores como la reciprocidad, la 
cooperación y la complementariedad (Pascual Rodríguez y Herrero López, 
2010). Al decir de Alicia Puleo (2019), el ecofeminismo contiene una propuesta 
de resiliencia solidaria. 


Sin embargo, la conexión entre los potentes feminismos antipatriarcales y los 
feminismos populares antiextractivistas es todavía débil. Uno de los grandes 
desafíos del ecofeminismo no es definir su vínculo con el movimiento por la 
justicia climática, del cual forma parte, sino definir un vínculo sinérgico con los 
movimientos feministas que luchan contra la violencia de género y el patriarcado 
en todo el mundo y muy especialmente en Latinoamérica, donde se registran las 
tasas de femicidio más altas del planeta. Y viceversa, ya que uno de los grandes 
problemas en la interseccionalidad de las luchas es la distancia percibida entre la 
agenda de los feminismos urbanos antipatriarcales y la de los ecofeminismos 
populares en clave antiextractivista, comunitaria e indígena. 


Esta desconexión se remonta al ciclo progresista latinoamericano, cuando bajo el 
consenso de los commodities (2000-2015) las luchas ecoterritoriales interpelaron 
a los progresismos y cuestionaron su agenda selectiva de derechos. En la 
actualidad, el clima político y económico en América Latina es muy diferente al 
de la década pasada. En la Argentina, la maquinaria extractivista del crecimiento 
económico ya no se puede imponer tan fácilmente a costa de la salud de las 
personas y los territorios. En una región y una época en que las placas tectónicas 
se mueven rápido y las corrientes sociales reaccionarias pujan por tener una 
expresión político-electoral, resulta problemático sostener esas contradicciones. 
No es posible ser feminista y luchar contra el patriarcado y, al mismo tiempo, 


fomentar el avance de la frontera extractiva y la destrucción de los territorios. No 
se puede proponer una sociedad más igualitaria si no se articula justicia social 
con justicia ambiental y climática, deuda ecológica con deuda de los cuidados. 
La lucha feminista, para ser plena, debe hacerse también en clave ecofeminista. 


[157] Para una discusión en profundidad sobre el derrotero del Buen Vivir 
posconstituyente, véase Schalvezon (2016). 


[158] Es fundamental comprender que el tránsito de la “naturaleza objeto” a la 
“naturaleza sujeto” vive en las percepciones de los pueblos indígenas desde hace 
mucho tiempo. 


[159] “La Tierra, nuestro hogar, está viva con una comunidad singular de vida 
[...] la protección de la vitalidad, la diversidad y la belleza de la Tierra es un 
deber sagrado” (ONU, “La Carta de la Tierra”, 2000). 


160] Véase “¿Qué es y cómo impacta la financiarización de la naturaleza?” 


Coecoceiba - Amigos de la Tierra Costa Rica, mayo de 2015, disponible en 
<www.coecoceiba.org>. 


[161] Es una postura biocéntrica basada en una perspectiva ética alternativa, al 
aceptar valores intrínsecos en el entorno y en otros seres vivos. 


[162] “Gaia llega de Europa y la Pachamama es nuestra, pero esos son solo 
nombres de la Tierra, en la que no solo estamos, sino de la cual formamos parte. 
Se trata de un encuentro entre una cultura científica que se alarma y otra 
tradicional que ya conocía el peligro que hoy le vienen a anunciar y también su 
prevención e incluso su remedio”, afirma el jurista argentino Eugenio Zaffaroni 
(2011: 103-117), defensor de los derechos de la naturaleza. 


[163] CSJN 714/2016, “Majul, Julio Jesús c. Municipalidad de Pueblo General 
Belgrano y otros s. acción de amparo ambiental”, 11/7/2019, 


[164] Fue el abogado ambientalista sudafricano Cormac Cullinan quien 
desarrolló argumentos en favor de los derechos de la naturaleza, en su libro Wild 
Law: A Manifesto for Earth Justice (2002). 


7. Las vías de la transición socioecológica 


Introducción 


Ya no es posible invisibilizar los debates sobre la crisis climática y el colapso 
ecológico. Es momento de que la Argentina inicie una transición socioecológica, 
una salida ordenada y progresiva del modelo productivo netamente fosilista y 
extractivista que predomina. En razón de eso, en este último capítulo 
abordaremos algunos ejes para pensar esa transición desde una perspectiva 
integral. 


En primer lugar, nos internaremos en la cuestión de la transición energética y sus 
dilemas, una de las problemáticas más complejas y espinosas que enfrentan 
nuestras sociedades petroadictas y asociadas al esquema extractivo exportador. 
En segundo lugar, buscaremos repensar el modelo alimentario, de la mano del 
paradigma agroecológico. Lejos de ser una moda pasajera, la agroecología 
refleja la expansión de un modelo de producción diferente y, en términos de 
prácticas prefigurativas, propone otro modo de relacionarse con la tierra y los 
demás seres. Vinculado con lo anterior, se torna necesario considerar el modelo 
urbano, más aún, la relación entre lo rural y lo urbano. 


En fin, la transición socioecológica aparece como una oportunidad para repensar 
nuestra cultura y nuestra civilización, los modelos de sociedad y sus horizontes 
deseables, en función de otros parámetros sociales y culturales que tiendan a 
reducir las asimetrías y desigualdades sociales y geopolíticas. Nuestra síntesis no 
pretende dar respuestas definitivas, sino problematizar ciertas definiciones y 
proporcionar una brújula para salir de los modelos de (mal)desarrollo, una hoja 
de ruta que nos ayude a concretar una transición justa. 


Algunas coordenadas para pensar la transición energética 


La crisis climática y ecológica ha impulsado numerosos debates sociales, 
políticos y filosóficos, y ha generado una gran cantidad de estudios científicos 
que confirman la urgencia de abandonar la matriz basada en los combustibles 
fósiles para realizar una transición hacia las energías limpias y renovables y 
cambiar el sistema energético. Pero los interrogantes abundan: ¿qué lugar 
ocupan las energías renovables y qué tipo de configuración debería tener el 
sistema energético para sustentar una sociedad justa, tanto desde el punto de 
vista social como ambiental? ¿Qué hacer con la energía fósil, sobre todo en un 
país donde se encuentra uno de los mayores yacimientos de hidrocarburos no 
convencionales del mundo? ¿Es posible implementar una transición energética 
con la explotación de Vaca Muerta? También se deben responder preguntas más 
elementales acerca del actual modelo energético, por ejemplo, ¿para qué y para 
quién producir energía? 


Sintetizaremos nuestra propuesta en seis puntos, a través de una serie de 
argumentos que, sin agotar una problemática por demás compleja y abierta, 
apuntan a reflejar la dimensión más global, vinculándola al caso argentino.[182] 


La finitud de los combustibles fósiles y los impactos sobre el clima y los 
territorios exigen abandonar el paradigma actual para avanzar hacia una 
sociedad posfósil basada en energías limpias y renovables. 


En un libro escrito poco antes de morir, el gran economista y ecologista Ramón 
Fernández Durán (2011) advirtió que el tiempo de las energías baratas y 
abundantes se estaba por acabar. Por un lado, el colosal crecimiento y expansión 
de las sociedades industriales se debió tanto a la energía barata como a otros 
recursos imprescindibles para su despliegue, entre ellos, agua, minerales, 
alimentos, biomasa, abundante mano de obra asalariada y trabajo no remunerado 
de mujeres que posibilitaba la reproducción social. A esto hay que agregar la 
dimensión colonial del desarrollo occidental, pues los impactos ambientales y las 
desigualdades ecológicas se potencian y multiplican en los espacios periféricos y 
semiperiféricos. 


Por otro lado, la disponibilidad de energía abundante —basada en la quema de 
combustibles fósiles (carbón, gas y petróleo)- se halla en franco retroceso, y el 
acceso a las reservas que todavía guarda la Tierra en sus entrañas más profundas 
(energías extremas) es mucho más costoso en términos económicos y conlleva 
daños ambientales irreversibles. Los expertos suelen hablar del pico, momento a 
partir del cual la extracción de petróleo y gas convencional comenzará a 
disminuir y colocará a la humanidad ante dos opciones: o afronta con seriedad la 
transición hacia un nuevo paradigma energético no fósil, o el encarecimiento del 
petróleo y el gas ocasionará una fuerte crisis económica y tensiones políticas 
irremontables. Esto significa que, sea por la vía del agotamiento o por la vía de 
la crisis ecológica, o casi con seguridad por la confluencia de ambas, la 
humanidad debe encarar una transición que implique el abandono de las energías 
sucias y contaminantes en pos de otras renovables y sustentables. 


En 2018 el consumo de energía mundial aumentó un 2,3%, casi el doble del 
ritmo de crecimiento promedio de los últimos años. La demanda de todos los 
combustibles fósiles subió, sobre todo la del gas natural. Como consecuencia, las 
emisiones de CO2 aumentaron un 1,7%, batiendo un nuevo récord. Por su parte, 
las energías renovables crecieron más del 4% y abarcaron alrededor de una 
cuarta parte del crecimiento de la demanda total de energía primaria.[183] 


Estos datos indican que estamos ante una respuesta esquizofrénica de las élites 
mundiales cuyo corolario es la exacerbación del problema, aún más grave en los 
países periféricos por la presión sobre los bienes naturales y territorios, y la 
consiguiente acentuación de la matriz extractivista. Por un lado, ante el 
agravamiento de la crisis climática, los países de la Unión Europea y la 
República de China[184] buscan avanzar en el desarrollo de energías renovables 
(eólica, hidráulica, fotovoltaica, entre otras), en la eficiencia energética y, en 


algunos casos, la descentralización productiva. En el caso de los países 
periféricos y dependientes, la velocidad, la intensidad y los beneficios del 
cambio están atados a una lógica de acumulación. Sus agendas energéticas están 
más ancladas a una geografía de la extracción vinculada con su inserción 
subordinada en el contexto globalizado, y también a las restricciones económicas 
y tecnológicas, por lo cual avanzan lentamente hacia programas de transición. Al 
menos en lo que respecta a la diversificación de la matriz energética, la 
excepción es Uruguay, y en menor escala Chile, que comenzaron a incorporar 
energías renovables (debido, en buena parte, a que son importadores netos de 
combustible fósil), sin que ello conlleve transformaciones de fondo del sistema 
energético. 


Sin embargo, pese a que se tiende a aceptar la inevitabilidad de la transición 
hacia las energías renovables y se apunta a diversificar la matriz energética, la 
explotación acelerada de los recursos no renovables que permanecen en el 
subsuelo se intensifica. No por casualidad, desde comienzos del siglo XXI la 
expansión de la frontera energética —a través de la extracción de energías 
extremas, esto es, la producción de petróleo de menor calidad, mayor costo 
económico, más contaminante y de menor rendimiento energético—- comenzó a 
ser vista como una opción viable por las empresas petroleras. La ruta del 
fracking fue trazada por los Estados Unidos, que, además de ser el mayor 
consumidor mundial según estimaciones de la Agencia Estadounidense de 
Energía (EIA, por sus iniciales en inglés), posee una de las reservas de 
hidrocarburos no convencionales más importantes del planeta. En suma, el 
camino actual y el previsto por las instituciones energéticas dominantes, que 
implica un aumento en la explotación de las energías fósiles, son irresponsables 
y suicidas. 


En la Argentina, prácticamente el 87% de la energía proviene de los 
combustibles fósiles (54% gas, 31% petróleo, 2% carbón mineral).[185] La alta 
dependencia de este tipo de combustibles, que se caracterizan por ser finitos y 
tener un fuerte impacto sobre los territorios, es una de las grandes debilidades 
del modelo energético del país. Como señala Pablo Bertinat (2013), los impactos 
del modelo vigente son múltiples: relación directa entre producción y consumo 
de energía eléctrica y cambio climático (emisiones de gases de efecto 
invernadero); efectos de las grandes obras de infraestructura (sobre los 
territorios, sobre las poblaciones, sobre la biodiversidad); inequidad en la 
apropiación de energía (solo el 15% de la energía que se consume en América 
Latina corresponde al sector residencial); los sectores más pobres pagan por 


energía una proporción mayor de sus ingresos que los sectores ricos; ausencia de 
participación ciudadana. Si a esto agregamos que gran parte de la producción 
está en manos de grupos concentrados de poder, la fragilidad del modelo se 
vuelve todavía más evidente. 


Cambiar el sistema, no solo la matriz energética. 


La energía ha sido tradicionalmente considerada un recurso natural estratégico y 
un commodity, más allá de sus fuentes. Nosotros proponemos pensarla como un 
bien común y un derecho humano, como una herramienta y no como un fin. 
Debe formar parte de los derechos colectivos, en congruencia con los derechos 
de la naturaleza (Bertinat, 2013). En consecuencia, pensar un proceso de 
transición energética requiere un cambio radical del sistema energético vigente, 
orientado a modificar las relaciones de poder y dominación. 


A lo largo de este libro hemos insistido en la necesidad de articular justicia 
ambiental con justicia social, de cuestionar la visión productivista y eldoradista, 
de generar un nuevo paradigma que busque reconfigurar las relaciones 
sociedad/naturaleza: en definitiva, postulamos que es imprescindible repensar las 
políticas públicas. Uno de los caminos para construir una agenda de transición es 
procurar la diversificación de la matriz energética a través de las energías limpias 
y renovables (eólica y solar) y la energía hidroeléctrica (a pequeña escala). Sin 
embargo, aunque es condición necesaria, la diversificación de la matriz no 
alcanza. No olvidemos que la expansión del modelo basado en los combustibles 
fósiles está muy asociada a la concentración de poder. Así, las petroleras ocupan 
un lugar destacado en el grupo de las mayores empresas transnacionales con 
gran capacidad de lobby a nivel global y fuertes vasos comunicantes con el 
poder político. En esta línea, la orientación hacia las energías renovables debe 


apuntar a un cambio en el sistema energético, en el cual la desconcentración y la 
descentralización generalizadas son condiciones necesarias para democratizar 
los sistemas de acceso y distribución de la energía. La desconcentración supone 
una ganancia más dispersa y repartida, al contrario de lo que hoy sucede con los 
monopolios que dominan los hidrocarburos. A su vez, la descentralización es 
clave para articular justicia ambiental con justicia social. Las nuevas tecnologías 
energéticas —solar y eólica— son dúctiles para estar en manos de los ciudadanos, 
lo que promovería la participación de la sociedad civil. 


Lamentablemente, este no es el caso de la Argentina. Recordemos que bajo los 
gobiernos kirchneristas la obturación del debate sobre la energía fósil (su 
viabilidad y sostenibilidad) y el posterior giro eldoradista con Vaca Muerta 
clausuraron cualquier discusión seria sobre la transición energética y sus 
complejidades. Fue el gobierno de Cambiemos el que instaló las energías 
renovables en la agenda política, pero lo hizo dentro de un marco de 
mercantilización extrema y acentuación de la dependencia económica y 
tecnológica. En efecto, la política de energías renovables (básicamente las 
licitaciones Renovar l, II y III) amplió el poder de las grandes corporaciones 
nacionales y globales y profundizó la mercantilización de la energía. 


Bruno Fornillo (2018) explica con claridad que Cambiemos apostó a asegurar la 
instalación de los proyectos de energías renovables, demostrar que sus precios 
podían ser competitivos respecto de otras fuentes y, sobre todo, establecer las 
condiciones para que fueran vistas como un “negocio” por las grandes 
corporaciones globales. Además de los sospechosos negociados en torno a estas 
licitaciones (“capitalismo de amigos” en versión neoliberal), el vertiginoso 
proceso de mercantilización se produjo sin una discusión pública de fondo sobre 
lo que podría o debería ser ese modelo. La instalación de las energías renovables 
(fundamentalmente, eólica y solar) no hizo más que confirmar la consolidación 
del modelo privatista y extranjerizado, que poco tiene que ver con el desarrollo 
de una industria nacional o su hipotética autonomía. Esto no se debe a la 
presencia —por otra parte inevitable— de actores globales, sino a la importación 
de los componentes utilizados para su implementación (sobre todo de China y 
algunos países europeos), que lejos están de favorecer la “equiparación 
tecnológica” o la fórmula “made in Argentina” (Fornillo, 2018), y asimismo a la 
lógica regulatoria y normativa asociada al desarrollo de un mercado amparado 
en las leyes de privatización del sector eléctrico.[186] 


No está de más agregar que el marketing que hizo Cambiemos con las 


renovables es desproporcionado respecto de su real peso específico. Nuestra 
matriz de fuentes primarias es un 87% fósil, en tanto que las renovables no 
convencionales son apenas un pequeño segmento localizado en el sector 
eléctrico, que constituye menos del 20% de todas las fuentes secundarias de 
energía (Bertinat y Svampa, 2019). Esta tendencia continúa en el gobierno de 
Alberto Fernández, dado que la explotación de energías fósiles, convencionales 
y no convencionales, está lejos de verse limitada por una propuesta de transición 
hacia fuentes limpias y renovables. Así, es de esperar que el modelo energético 
fósil se profundice en los próximos años al calor de la explotación de los 
combustibles no convencionales. Una salida que, lejos de aclarar, oscurece el 
panorama futuro. 


La descarbonización del sistema energético debe estar acompañada por la 
multiplicación del proceso de desinversión en combustibles fósiles. 
Asimismo, la descarbonización y el pasaje a un nuevo paradigma energético 
requieren dejar los combustibles fósiles bajo tierra. 


“O elegimos el colapso planetario por la vía del aumento de las emisiones de 
CO2, o elegimos el colapso de los combustibles fósiles”. De este modo enuncia 
el dilema Jeremy Rifkin en su libro El Green New Deal global del año 2019. 
Para este reconocido economista, la descarbonización de nuestra sociedad debe 
ir acompañada por la desinversión y la desvinculación de nuestras estructuras 
económicas y sociales de los combustibles fósiles. 


Ese proceso es parte de una ola que cobra cada vez mayor fuerza con la crisis 
climática. Como vimos en el capítulo 1, la impulsora de esta nueva tendencia es 
la organización 350.org, y su importancia dentro del establishment es de tal 
magnitud que ya comienza a hablarse de los combustibles fósiles como “activos 


obsoletos”. Más de ciento cincuenta ciudades en el mundo (Nueva York, París, 
Berlín, Melbourne, entre otras) y un país (Irlanda) lideran este proceso con el 
objetivo de reinvertir en energías renovables, vehículos eléctricos y 
rehabilitación de edificios con cero emisiones. A esto se suman otras decisiones, 


como la del Banco Mundial, que decidió no financiar más proyectos en 
exploración de gas y petróleo, o la propuesta de la nueva Comisión Europea que 
quiere convertir el Banco Europeo de Inversiones en un verdadero “banco 
climático” al que destinaría la mitad de sus inversiones.[187] 


La desinversión en combustibles fósiles no podrá concretarse si no se acepta la 
necesidad de cambiar por completo el paradigma energético. Esto implica, como 
ya dijimos, abandonar la explotación de los combustibles fósiles e incluso 
dejarlos bajo tierra. La Agencia Internacional de la Energía (IEA, por sus 
iniciales en inglés), que está lejos de ser considerada un organismo ambiental, 
sostiene que 


solo un tercio de las reservas probadas de combustibles fósiles podrá quemarse 
en el futuro, ya que de lo contrario superaríamos el presupuesto de carbono para 
cumplir el Acuerdo de París, entendido este como la cantidad máxima 
acumulada que todavía podemos emitir a la atmósfera para mantenernos dentro 
del umbral de seguridad. Esta limitación implica que parte muy relevante de 
estas reservas, incluida en los balances contables de las empresas, podría 
convertirse en un futuro no lejano en activos inservibles o varados, ya que 
únicamente los proyectos con menores costos de producción podrán ser 
rentables.[188] 


Ahora bien, pese a la desinversión, los subsidios a la explotación de 
combustibles fósiles continúan en aumento. Al analizar los préstamos otorgados 
a estas compañías, así como la suscripción de acciones y las emisiones de bonos, 
el informe de 2019 del Banking on Climate Change encontró que treinta y tres 
grandes bancos mundiales de Canadá, China, Europa, Japón y los Estados 


Unidos habían invertido 1,9 billones de dólares en combustibles fósiles desde la 
firma del Acuerdo de París.[189] Según un análisis realizado para el diario 
inglés The Guardian,[190] a la cabeza estaba el banco estadounidense JP 
Morgan, que proporcionó 75 000 millones de dólares en servicios financieros a 
las compañías en expansión en sectores como el fracking y la exploración de 
petróleo y gas del Ártico desde el Acuerdo de París. Sin embargo, en el informe 
recientemente filtrado al que refiere The Guardian, el JP Morgan reconoce 


los riesgos económicos del calentamiento global causado por el hombre [y 
afirma] que la política climática tiene que cambiar o el mundo enfrentará 
consecuencias irreversibles. [...] No podemos descartar resultados catastróficos 
donde la vida humana, tal como la conocemos, está amenazada. 


En el artículo se señala que “El estudio condena implícitamente la propia 
estrategia de inversión del banco estadounidense y destaca las crecientes 
preocupaciones entre las principales instituciones de Wall Street sobre los 
riesgos financieros y de reputación de la financiación continua de industrias 
intensivas en carbono, como el petróleo y el gas”. Y se consigna que James 
Cramer, exadministrador de fondos de pensiones e influyente presentador del 
programa Mad Money en el canal CNBC (especializado en economía y 
negocios), sorprendió a muchos colegas cuando declaró: “Terminé con los 
combustibles fósiles. Ya terminaron. Acaban de terminar”. En otras palabras, la 
posibilidad de una desinversión masiva genera miedo a que la burbuja estalle y 
produzca más daño aún a la industria del carbono, convirtiendo a las energías 
fósiles en “activos inservibles” y arrastrando a una grave crisis al sector y sus 
inversores. 


En el marco de la pandemia, esta tendencia se ha profundizado. La caída del 
precio internacional del petróleo fue abismal; en un momento incluso llegó a 
cotizar en negativo. Al mismo tiempo, el confinamiento y la falta de consumo 
generaron un problema de almacenamiento, que afectó severamente al sector. 
Según el nuevo informe de la IEA, la inversión en energía caerá un 20% en 
2020, un ritmo sin precedentes.[191] 


El correlato de la desinversión en combustibles fósiles es dejarlos bajo tierra. Un 


antecedente de este tipo de propuesta fue la Iniciativa Yasuní-ITT, que Ecuador 
presentó en 2007, cuando propuso dejar en el subsuelo del Yasuní, en plena 
Amazonía, un significativo volumen de petróleo, teniendo en cuenta sus 
impactos socioambientales y culturales (emisión de GEI, destrucción del hábitat 
de una gran biodiversidad, impactos sobre los pueblos no contactados). 
Lamentablemente, como señala Alberto Acosta (2009), esa iniciativa, que surgió 
desde la sociedad civil, no pudo consolidarse a nivel oficial debido a las 
inconsistencias y contradicciones del gobierno de Rafael Correa. A esto hay que 
añadir la insensibilidad de los gobiernos de los países más poderosos, que no 
quisieron asumir sus responsabilidades. Sin embargo, aunque la propuesta no 
prosperó, la idea de “yasunizar” la Tierra ante la emergencia climática y no 
extraer los combustibles fósiles se extendió a otros países y fue retomada por el 
movimiento por la justicia ambiental y climática. En realidad, todas las luchas 
socioambientales en los territorios apuestan a dejar los hidrocarburos y/o 
minerales bajo tierra. 


Así, aunque el recurso esté disponible (como en el caso de Vaca Muerta), los 
impactos de los combustibles fósiles ligados al cambio climático instalan un 
límite ecológico. Como ya se ha señalado, a la par que se derrumba el precio del 
petróleo, crecen los movimientos globales de desinversión en combustibles 
fósiles, y estos se van convirtiendo en “activos varados u obsoletos”, al tiempo 
que se multiplican las experiencias locales en torno a la energía limpia y 
sustentable. De confirmarse estas tendencias, en pocos años la llamada “joya 
argentina” —Vaca Muerta— podría convertirse en un “activo obsoleto” o incluso 
“inservible”. Y aunque es difícil que nuestro país decida dejar bajo tierra los 
combustibles no convencionales, cabe recordar que un informe de la ONU de 
2018 aconsejaba no explotar los recursos en Vaca Muerta, ya que esta es una 
potencial bomba de carbono: 


La explotación total, con la fracturación hidráulica, de todas las reservas de gas 
de esquisto consumiría un porcentaje significativo del presupuesto mundial de 
carbono para alcanzar el objetivo de un calentamiento (no mayor) de 1,5 *C 
estipulado en el Acuerdo de París. 


En consecuencia, recomienda al Estado argentino 


reconsiderar la explotación a gran escala de combustibles fósiles no 
convencionales mediante el fracking en la región de Vaca Muerta para garantizar 
el cumplimiento de sus obligaciones en virtud del Pacto, a la luz de los 
compromisos del Acuerdo de París.[192] 


Así, todo indica que no hay transición energética posible para la Argentina si 
decide explotar Vaca Muerta. Juntar “Vaca Muerta” y “transición” en una misma 
frase es un oxímoron. Basta con seguir las noticias que los distintos medios — 
nacionales e internacionales— publican sobre el tema para tomar conciencia de 
que la exaltación y el voluntarismo eldoradista, la expectativa por las inversiones 
extranjeras y las afirmaciones de que “el futuro de la economía argentina 
depende de Vaca Muerta” conviven con la realidad cotidiana de los despidos y el 
fracaso de las reactivaciones por vía de las inversiones extranjeras, además del 
incremento de las fallas sísmicas y los conflictos territoriales con las 
comunidades mapuches. 


Es necesario estar atentos a las falsas soluciones. 


No hay una única propuesta de transición hacia una sociedad postósil; lo que 
existe son diferentes concepciones de la transición, hoy en disputa. De acuerdo 
con el Transnational Institute (NI) y el Taller Ecologista de Rosario (2019), 
podríamos distinguir dos perspectivas diferentes. Por un lado, están aquellos 
actores que, ante la emergencia climática, ven en “la transición energética un 
potencial de acumulación de riqueza y posicionamiento hegemónico geopolítico 


—con mecanismos de sustentabilidad débil, con una mirada corporativa y 
patriarcal—, que se podría denominar “universo del ambientalismo corporativo””. 
Podríamos llamarla “transición energética corporativa”, lo que en otros trabajos 
hemos tipificado como narrativa capitalista-tecnocrática (Svampa, 2018), esto 
es, una transición que consiste en salvar al capitalismo sin salir de él. Por otro 
lado, están los que apuestan por una transición energética basada en la justicia 
socioambiental, participativa y cooperativa, algo que podría definirse como 
“universo del ecologismo popular”, basado en la narrativa anticapitalista y de 
transición socioecológica. Esta perspectiva daría lugar a lo que el NI y el Taller 
Ecologista llaman “transición energética popular” y requeriría una gran 
participación popular y democrática. 


En su versión hegemónica —impulsada por organismos internacionales (entre 
ellos, el Banco Mundial) y actores globales (gobiernos, élites políticas y 
corporaciones económicas varias)-, la transición está lejos de propugnar un 
sistema energético basado en las ideas de bien común, reducción del 
metabolismo social, desconcentración del capital, sostenibilidad fuerte, derechos 
humanos; en fin, un sistema que aporte una visión diferente de la relación 
sociedad/naturaleza. 


Un ejemplo de falsa solución propuesta en clave corporativa es lo que sucede 
con el litio, como hemos visto en el capítulo 4, donde señalamos la oposición de 
las comunidades residentes en la región de las Salinas Grandes. Algunos 
pensarán que es imposible decir “no a la extracción de litio” y proponer al 
mismo tiempo el tránsito hacia una sociedad sin combustibles fósiles a partir del 
uso de energías limpias y renovables. En realidad, necesitamos problematizar la 
cuestión para desarmar el dilema y pensarlo desde una perspectiva diferente. 
Pues si bien es innegable que el litio (presente en nuestros celulares y 
computadoras y fuente de alimentación de los automóviles eléctricos) cumple un 
rol en esa transición posfósil, también es cierto que no hay un solo camino y que 
el que adoptó la Argentina es, sin duda, una vía equivocada. El modelo que se 
propone en los salares atacameños (tanto en nuestro país como en Chile), 
asociado a las corporaciones transnacionales, implica el atropello a las 
comunidades originarias y reproduce la dominación hegemónica sobre la 
naturaleza y las poblaciones. Desde esta perspectiva, como hemos sostenido 
desde el Tribunal Internacional por los Derechos de la Naturaleza, que se reunió 
en Chile en diciembre de 2019, la explotación actual del litio refrenda que no 
toda sociedad postfósil conduce al posdesarrollo, y que no hay posdesarrollo sin 
justicia social y justicia ambiental.[193] 


Si pensamos el caso del automóvil eléctrico, una transición que se limite a 
reemplazar el combustible fósil por la batería de litio —sin introducir 
transformaciones de fondo en el modelo de consumo, distribución y transporte— 
se volvería insustentable en el corto plazo. En esa línea, no solo hay que 
considerar el modelo de transporte terrestre, sino cuestionar la idea del 
automóvil individual, para encaminarse hacia un uso compartido que 
redimensione y reduzca la cantidad de vehículos eléctricos y apunte a expandir 
la infraestructura del transporte público limpio. Como sosteníamos en otro texto: 


Discutir el transporte es discutir por qué y hacia dónde se mueven los bienes y 
las personas. Solo un cambio modal importante como el fortalecimiento de los 
ferrocarriles y la reducción del transporte de carga en camiones y de personas en 
autos particulares produciría un importante ahorro de combustibles y una 
disminución de emisiones (Bertinat y Svampa, 2019). 


En suma, sustituir los combustibles fósiles por la batería de litio sin cuestionar ni 
poner límites al consumo es apostar a un modelo insustentable. No hay planeta 
que aguante ni litio que alcance si solo sustituimos un elemento por otro sin 
modificar la matriz consumista a nivel global. Este límite a las energías 
renovables implica repensar de manera integral las matrices de producción, 
consumo y distribución en la línea de la disminución del metabolismo social. 


Hacia una transición justa. No hay transición sin articulación entre justicia 
social y justicia ambiental. 


En el escenario global encontramos dos categorías centrales: justicia climática y 
transición justa. Recordemos que mientras la primera propone abordar las causas 
del calentamiento global, pedir cuentas a las petroleras responsables de las 
emisiones y plantear la necesidad de la transición energética, la segunda se 
originó en el seno del movimiento obrero y se inserta en la contradicción capital- 
trabajo. En efecto, la noción de “transición justa” aparece por primera vez en 
documentos de sindicatos canadienses que hacia fines de los años noventa la 
definían como una forma de conciliar los empleos dignos con la protección del 
ambiente. Según John Bellamy Foster, 


la transición justa surgió como un principio rector del movimiento laboral en 
1970-1990 bajo el liderazgo de Tony Mazzocchi en la Unión Internacional de 
Trabajadores del Petróleo, la Química y la Energía Nuclear (OCAW-OIil 
Chemical and Atomic Workers International Union), que estuvo en el origen de 
la creación del movimiento sindical y ambiental (Foster, 2019). 


La United Steelworkers (USW) afirmaba en 2019 que “en el largo plazo, la 
elección real no es entre empleo o medio ambiente. Son los dos o ninguno”. 


En América Latina, si bien los sindicatos se mostraron en un principio reticentes 
a incorporar la problemática, algunos comienzan a articular nuevas demandas 
vinculadas con las luchas socioambientales. Por caso, la Confederación Sindical 
de Trabajadores/as de las Américas (CSA) retoma el concepto de “transición 
justa” para darle una perspectiva desde el Sur global, que significa garantizar la 
transformación hacia una economía baja en carbono mediante un proceso de 
inclusión en el que los trabajadores no sean el sector más afectado (Wyczykier y 
Anigstein, 2019). En este esquema, los sindicatos se proclaman agentes centrales 
para el diseño y seguimiento de políticas de transición que permitan generar y 
mantener empleos decentes. Para ello es necesario pensar conjuntamente el rol 
del Estado, de los sindicatos y de las empresas en favor de una transición justa y 
urgente. Por otro lado, para renovar la narrativa del movimiento sindical en 
materia de justicia ambiental en América Latina, es necesario conjugar sus 
reivindicaciones con las demandas de los pueblos y naciones indígenas, del 
feminismo, de los y las jóvenes, de las minorías, de los movimientos sociales y 
las organizaciones ambientalistas. 


En esa línea, también la Indigenous Environmental Network (IEN) recupera la 
propuesta de la transición justa, que debe enfrentarse a “una herencia de 
explotación, de ecocidio, de injusticia medioambiental, energética, climática y 
económica” (Foster, 2019). Por lo tanto, debe abarcar “el reconocimiento de los 
derechos de los pueblos indígenas y los derechos de la Madre Tierra”. 


Por último, sobre todo en los países del Sur, donde existe una tremenda 
desigualdad e inequidad en el acceso a la energía, una transición justa necesita 
abordar el problema de la pobreza energética, es decir, la imposibilidad que tiene 
un hogar de cubrir los requerimientos energéticos considerados básicos para el 
desarrollo y mantenimiento de una vida digna. Un hogar es considerado pobre 
desde el punto de vista energético cuando los gastos totales que realiza para 
poder acceder a las fuentes de energía de uso residencial son mayores al 10% de 
sus ingresos totales (Duran, 2018:14). En la Argentina, a partir de 2016, la 
pobreza energética se agravó, hecho vinculado tanto a la dolarización del costo 
de la energía (y la devaluación del peso), como a la depreciación del salario real 
frente a la inflación, lo cual desbordó a los sectores de la pobreza estructural 
para alcanzar también a sectores de clase media. En la provincia de Buenos 
Aires, los datos indican que un 25% de los hogares de la región metropolitana se 
encuentran en estado de pobreza energética, mientras que en Rosario llegan al 
17,5% (Bertinat, cit. en Hiba, 2019). En líneas generales afecta mucho más a los 
hogares monoparentales a cargo de mujeres (Duran, 2018: 21). Así, es imperioso 
que pensemos la energía como una herramienta fundamental a la hora de 
fortalecer mecanismos de redistribución de la riqueza. 


En suma, la transición justa, sus agendas y sus hipótesis de escenarios deben 
sumar la participación de los sindicatos y los movimientos populares. El gran 
desafío es articular la justicia social con la justicia ambiental para garantizar una 
transición que no puede ni debe ser costeada por los sectores más vulnerables. 
No hay que olvidar que el 10% más rico del planeta produce la mitad de las 
emisiones de carbono mundiales, en tanto la mitad más pobre —tres mil 
quinientos millones de personas— aporta apenas el 10% y es la más amenazada 
por las tormentas catastróficas, las sequías y otras crisis climáticas severas 
relacionadas con el cambio climático.[194] La dislocación de uno y otro traería 
importantes consecuencias incluso en el Norte global, como muestra la rebelión 
de los chalecos amarillos en Francia, cuyas protestas tuvieron origen en el 
rechazo a un denominado “impuesto ambiental a los combustibles”, en el mismo 
momento en que el presidente de ese país recortaba impuestos a los más ricos. 
[195] 


Pensar la transición requiere un conjunto de políticas públicas capaces de 
articular la cuestión ambiental (límites a la producción, umbrales de consumo 
ostentatorio) y la cuestión social (umbral de pobreza y redistribución de la 
riqueza) (Gudynas, 2011). Esta propuesta combina diferentes fases: la primera 
consiste en pasar de un “extractivismo depredador” a un “extractivismo 
sensato”, entendido “como aquel donde se cumple cabalmente con las normas 
sociales y ambientales de cada país, bajo controles efectivos y rigurosos y donde 
se internalizan los impactos” (Gudynas, 2011: 280). 


En un interesante ejercicio para el caso peruano, los economistas Pedro Francke 
y Vicente Sotelo (2011) demostraron la viabilidad de una transición al 
posextractivismo mediante la conjunción de dos medidas: una reforma tributaria 
(mayores impuestos a las actividades extractivas o impuestos a las 
sobreganancias mineras) para lograr una mayor recaudación fiscal, y una 
moratoria minera-petrolera-gasífera para los proyectos iniciados entre 2007 y 
2011. La transición pone el acento en la planificación estratégica y el control de 
los bienes naturales por parte del Estado y reduce la dependencia exportadora. 


Una segunda fase debería enfocarse en las actividades extractivas esenciales: los 
emprendimientos que apunten a cubrir las necesidades nacionales y regionales 
en procura de la calidad de vida de las personas y en el marco de una 
sustentabilidad superfuerte que contemple un límite a la pobreza y garantice la 
biodiversidad y los ciclos de la naturaleza, con cero extinciones. Esto es: no se 
afirma que la opción posextractivista conlleva la no explotación de los bienes 
naturales; más bien se afirma que uno de sus objetivos esenciales es reorientar la 
producción hacia las necesidades regionales en el plano latinoamericano. Esto 
supone redimensionar nuestra mirada respecto de lo que entendemos por 
integración regional y la relación que se establece con los diferentes sectores de 
la economía. Por ejemplo, en vez de priorizar la exportación de commodities 
agrícolas, la economía se orientaría a la producción para satisfacer las 
necesidades de alimento de la población. Este es, ni más ni menos, uno de los 
contenidos del concepto de soberanía alimentaria. 


Pensar la transición en clave de reducción del metabolismo social 


El concepto de metabolismo social proviene de Marx y ha sido retomado por 
numerosos pensadores porque permite comprender la relación de intercambio 
entre procesos sociales y naturales. Como subraya Víctor Toledo, es útil para 
examinar los procesos de apropiación, de transformación, de circulación de 
consumo y de excreción que realizamos los humanos socialmente agrupados en 
relación con los materiales y energías de la naturaleza, y por ende permite captar 
el perfil metabólico de una sociedad. En otras palabras, el metabolismo social 
incluye no solo los procesos de extracción y producción, sino la matriz de 
consumo, distribución y desechos en sus diferentes niveles (local, nacional, 
global), con sus divisiones geopolíticas (la huella ecológica del Norte es mucho 
mayor que la del Sur) y diferentes áreas (rurales, urbanas) (Toledo, 2013: 42). La 
transición exige pensar en clave de reducción del metabolismo social, lo cual 
implica vivir con menos materia y menos energía. Sin duda, este es uno de los 
temas más polémicos, pues lejos estamos de un escenario global donde las 
potencias tradicionales y las emergentes (como China e India) proyecten 
producir menos y con menos materiales y minerales. 


En términos de consumo y distribución, el modelo vigente es insostenible y 
exige cambios radicales. No hay sumideros que soporten los desechos que 
genera. Asimismo, la transición nos enfrenta a una disminución de la energía 
disponible. A la extinción de los combustibles fósiles debemos sumar el gran 
decrecimiento de la tasa de retorno energético (cada vez cuesta más energía 
conseguir energía, como muestra el fracking). En términos de apropiación, la 
crisis no solo se debe a la finitud de los recursos fósiles, sino a la imposibilidad 
de aprovechar las fuentes renovables debido a los límites de los materiales: no 
habrá litio ni minerales que alcancen si no modificamos nuestro modelo de 
consumo. Este último dato no puede pasar inadvertido. Como sostiene el 
especialista uruguayo en energía, extractivismo y cambio climático Gerardo 
Honty: 


En el terreno de las energías renovables, si bien las fuentes en sí son renovables 
y potencialmente “infinitas”, no lo son los materiales utilizados para la 
fabricación de los equipos necesarios para la transformación. Paneles solares, 
aerogeneradores, baterías y otros requieren una serie de metales que son escasos. 
Algunos de ellos ya han alcanzado su “pico” de extracción y otros presentan un 
horizonte de reservas menor a veinticinco años (Honty, 2014a). 


Lejos de ser problematizado, esto alentó un nuevo punto ciego en el ánimo 
extractivista de los sectores mineros y propició una fuga hacia adelante que 
postula que la transición requiere más minería. Retomando a Honty: 


En el caso de las biomasas (biocombustibles sólidos, líquidos o gaseosos), el 
límite de la disponibilidad de tierras para su cultivo es bastante evidente y, al 
menos con las tecnologías disponibles en la actualidad o previsibles en los 
próximos veinte años, su posible participación es muy reducida. 
Consecuentemente, la expansión de la utilización de las energías renovables en 
cualquiera de sus formas también tiene sus límites acotados de recursos (Honty, 
2014a). 


Todo indica que nos aguarda un futuro más austero. Sería un error no aceptarlo 
en nombre del “derecho al desarrollo” de los países del Sur, pues el desarrollo 
que se propone no es sustentable y ha generado el colapso ecológico que hoy 
vivimos. Una vez más, es necesario recurrir a la brújula en el viaje: hay que 
poner el acento en el tipo de transición que postulamos, en el rumbo y en el 
objeto, para no caer en falsas soluciones. 


En Europa, para pensar la problemática del metabolismo social, comenzó a 
instalarse hacia 2008 la idea de “decrecimiento”, un concepto acuñado en los 
años setenta por el filósofo y teórico político André Gorz y retomado por 
diferentes organizaciones sociales y sectores del pensamiento crítico, entre otros 
el economista francés Serge Latouche. El decrecimiento conlleva necesariamente 
un cambio en el perfil metabólico. En esa línea, debe ser entendido como un 
espacio complejo que implica la apertura a un nuevo proyecto social, con 
consecuencias incalculables: 


Un sistema económico sostenible demanda, en suma, condiciones económicas 
pertinentes: una reforma tributario-ecológica, la consideración de límites 
máximos estrictos para consumir recursos naturales y para emisiones; cambios 
culturales, como reducir el consumismo y las desigualdades, reducir la edad 
laboral, fortalecer las capacidades y el capital social de las personas, apoyar a los 
países del Sur en sus esfuerzos por transformar sus economías (Acosta y Brand, 
2017: 101). 


Lejos de la literalidad con que algunos entienden el concepto (como mera 
negación del crecimiento económico), el léxico experiencial desarrollado en 
Europa en las últimas décadas profundiza el diagnóstico de la crisis sistémica 
(los límites sociales, económicos y ambientales del crecimiento ligados al 
modelo capitalista actual) y abre el imaginario de la descolonización a una nueva 
gramática social y política en que se destacan diferentes propuestas y 
alternativas: auditoría de la deuda, desobediencia civil, renta universal 
ciudadana, ecocomunidades, horticultura urbana, reparto del trabajo, monedas 
sociales (D'Alisa, Demaria y Kallis, 2018).[196] En el marco de la transición se 
impulsan los transition towns, un movimiento pragmático en favor de la 
eficiencia energética, la agroecología, la permacultura, el consumo de bienes de 
producción local y/o colectiva, el decrecimiento y la recuperación de las 
habilidades para la vida y la armonía con la naturaleza.[197] 


En torno al decrecimiento y sus alcances la discusión sigue abierta. Algunos, 
como Elmar Altvater, entienden la reducción del metabolismo social en términos 
de desaceleración y reorientación: “Si se frena el desarrollo, también debe 
“desacelerarse” la acumulación de capital. Se deben producir menos bienes para 
inversiones y más para uso y consumo” (2019: 149). Para Unceta (2009), se trata 
de un “concepto obús” muy difícil de entender como una salida a la crisis en 
sociedades con altos niveles de pobreza. Cabe agregar que en América Latina las 
propuestas del Buen Vivir no han sido acompañadas por un decrecimiento (en el 
sentido de desmaterialización, desaceleración, desmercantilización y 
descentralización). A esto se agrega que 


a diferencia del debate europeo, en América Latina se habla muy poco de 
consumo o conducta individual, aunque de cuando en cuando sí surgen críticas 
respecto del marcado consumismo del nuevo estrato medio urbano. Sin embargo, 
en general, los modos de vida alternativos se conciben más a nivel social y 
colectivo global, y menos a escala individual (Unceta, 2009). 


Para Acosta y Brand, que han abordado el tema desde una perspectiva 
comparativa, la problemática exige un enfoque multidisciplinario y no puede 
reducirse a visiones lineales ni monocausales. Así, resulta imperativo apelar al 
decrecimiento, sobre todo en el Norte global, e impulsar el posextractivismo en 
el Sur global, “pero sin que la convergencia entre decrecimiento- 
posextractivismo implique que los pobres sigan sosteniendo la opulencia de los 
ricos” (2019: 395). 


Ahora bien, vivir con menos energía y menos materiales y minerales exige un 
cambio cultural y normativo que apunta a generar nuevos modos de vida que 
disocien el bienestar de una visión economicista-tecnicista y del modelo de 
consumo dominante. No hay que olvidar, como sostenía el economista Manfred 
Max-Neef, que cada sistema económico, social y político adopta diferentes 
estilos para satisfacer las mismas necesidades humanas fundamentales. Uno de 
los aspectos que define a una cultura es su elección de satisfactores, que son 
construidos culturalmente. Cuando los bienes dejan de ser un medio y se 
constituyen en fines en sí mismos, la vida queda al servicio de los artefactos y no 
a la inversa. A la luz de la actual crisis civilizatoria, “la construcción de una 
economía humanista exige repensar la dialéctica entre necesidades, satisfactores 
y bienes” (Max-Neef, Elizalde y Hopenhayn, 1986: 28). 


En suma, más allá de las diferencias o matices que podamos advertir en las 
propuestas disponibles, todas coinciden en que, para revertir la lógica del 
crecimiento infinito, es necesario explorar y avanzar hacia otras formas de 
organización social, basadas en la reciprocidad y la redistribución, que pongan 
límites a la lógica de mercado y, por ende, al modelo de consumo. Esto entraña 
consecuencias, pues debemos aceptar que en el marco de un incremento de la 
complejidad de la sociedad humana enfrentamos un descenso de la energía 
disponible: 


El sistema económico mundial ha entrado en una nueva era, un mundo 
energéticamente restringido y desigual. La disputa es de sentido, es encontrar un 
nuevo contenido acerca de la prosperidad, del Buen Vivir, de la satisfacción de 
necesidades humanas que no podrá ser desarrollada por los sectores dominantes 
sino por los sectores subalternos (Bertinat y Svampa, 2019a). 


Las vías de la agroecología 


La agroecología es una de las respuestas más creativas y disruptivas observadas 
en los últimos años. Alcanza su mayor desarrollo en México, Brasil, Cuba, 
Colombia, la Argentina y el norte de Centroamérica. Víctor Toledo, en la 
actualidad secretario de Medio Ambiente y Recursos Naturales del gobierno de 
México y uno de los mayores estudiosos e impulsores de la agroecología, señala 
que 


esta nueva rama de la ciencia surgió como respuesta a los innumerables 
problemas inherentes a la agricultura moderna, como la contaminación de suelos 
y aguas, la erosión genética, los monocultivos, las afectaciones a la salud 
humana, los desequilibrios ecológicos locales y regionales, y finalmente el 
cambio climático global, por el uso del petróleo en toda la cadena alimentaria 
(Toledo, 2019). 


La agroecología es una ciencia innovadora que propone un nuevo paradigma y 
que, además de cuestionar los fundamentos de la agricultura moderna, retoma el 
diálogo con la agricultura tradicional o campesina proponiendo una “suerte de 
cocreación intelectual para generar soluciones sobre el terreno”. Pues, “a 
diferencia de la agronomía, orientada por las necesidades de la modernidad 
capitalista, la agroecología moderniza a partir de la tradición, no en su contra” 
(Toledo, 2019). 


La agroecología evita introducir recursos externos —fertilizantes sintéticos, 
semillas, agroquímicos, combustible— y prioriza los procesos y las relaciones 
ecológicas que ocurren en el suelo y entre la biodiversidad. El término fue 
utilizado por primera vez en 1928 por el agrónomo ruso Basil Bensin, 
permaneció en estado latente las siguientes cinco décadas, y solo a partir de 1980 
tuvo un enorme crecimiento, tanto en número de publicaciones como de 
practicantes, hasta constituirse en un campo o área de conocimiento (Wezel y 


Soldat, 2009). En América del Sur, uno de los más conspicuos impulsores es 
Miguel Ángel Altieri, ingeniero agrónomo chileno, académico, con un arraigo 
creciente en movimientos sociales, quien puede ser considerado el gran impulsor 
del Movimiento Agroecológico Latinoamericano (Reyes-Neuhauser, 2018), y en 
nuestro país, Eduardo Cerdá, agrónomo de larga trayectoria, quien en la 
actualidad es el director de Agroecología del Ministerio de Agricultura de la 
Nación. 


En la Argentina la agroecología se desarrolla no solo en el campo de la 
economía social, comunitaria y solidaria, sino también dentro de la economía 
convencional, donde existe un abanico de posibilidades y experiencias que 
implican una previa y necesaria tarea de valoración de esas otras economías y su 
relación con los territorios, así como una planificación estratégica para potenciar 
las economías locales alternativas. Pero es más que eso: constituye un 
movimiento social, cultural y político en íntima relación con la ecología política, 
la economía ecológica, la historia ambiental y la etnoecología. 


Dentro de los movimientos campesinos y territoriales rurales, la agroecología 
está muy asociada a la noción de soberanía alimentaria, que podría definirse 
como el derecho de cada pueblo a decidir sus políticas y estrategias de 
producción, distribución y consumo de alimentos a fin de garantizar el acceso a 
una alimentación cultural y nutricionalmente apropiada y suficiente para toda la 
población. Este concepto fue desarrollado por La Vía Campesina, un 
movimiento internacional fundado en 1992, y llevado al debate público con 
ocasión de la Cumbre Mundial de la Alimentación en 1996. Hoy es la bandera 
de lucha de los movimientos sociales, rurales, campesinos e indígenas de todo el 
mundo. Propone priorizar la producción para alimentar a la población; conlleva 
acceso a la tierra (por ende, reforma agraria); el derecho de los pueblos a decir 
qué producir y consumir; y el derecho a protegerse de las importaciones y del 
dumping. Sin duda, su premisa es el reconocimiento de los derechos de los 
campesinos, que desempeñan un papel esencial en la producción agrícola y en la 
alimentación. Desde entonces, y en un contexto en el cual los gobiernos 
latinoamericanos han optado masivamente por consolidar un paradigma agrario 
basado en los transgénicos, la temática atraviesa el debate agrario internacional 
(La Vía Campesina, 2003). 


Uno de los movimientos campesinos de mayor trayectoria en nuestro país es el 
Mocase (Movimiento Campesino de Santiago del Estero), surgido en 1985. El 
Mocase, que ha trabajado mucho en el tema de la propiedad de la tierra y en la 


comercialización de sus productos, es además una de las primeras 
organizaciones sociales argentinas integradas a La Vía Campesina. En 2003, se 
formó el Movimiento Nacional Campesino e Indígena (MNCD), vinculado a la 
Coordinadora Latinoamericana de Organizaciones Campesinas (CLOC).[198] 
Las familias que integran el MNCI pertenecen a comunidades campesinas, 
indígenas y de trabajadores desocupados de barrios urbanos y periurbanos 
empobrecidos. En 2007, el Mocase inauguró la Escuela Político-Técnica de 
Agroecología, dentro del MNCL, CLOC Vía Campesina Argentina. 


Las nociones de “agricultura familiar” y “agroecología” fueron incorporadas 
durante la primera etapa de los gobiernos kirchneristas y se tradujeron en 
diversos programas, como el Proyecto de Desarrollo de Pequeños Productores 
Agropecuarios (Proinder), el Programa Federal de Apoyo al Desarrollo Rural 
Sustentable (ProFeder) y Prohuerta, entre muchos otros. En 2007 se creó la 
Subsecretaría de Agricultura Familiar, y en 2008 se abrieron delegaciones en 
todas las provincias. También se creó el Centro de Investigación y Desarrollo 
Tecnológico para la Agricultura Familiar (Cipaf), dependiente del INTA, cuyo 
objetivo es generar, adaptar y validar tecnologías apropiadas para el desarrollo 
sostenible de la pequeña agricultura familiar. La puesta en marcha de espacios 
institucionales dependientes del Estado nacional significó un reconocimiento 
simbólico de las organizaciones campesinas y ofreció alivio económico a las 
familias, algo que no había sucedido en gobiernos anteriores. 


Sin embargo, si bien estos programas lograron destrabar algunas de las 
numerosas situaciones estructuralmente desfavorables que atravesaba el 
movimiento campesino e indígena, lejos estuvieron de avanzar hacia una 
transformación económica y social en los términos del movimiento 
agroecológico. "Todo lo contrario: en la Argentina, el área cultivada con soja 
transgénica creció un 900% en el período 2003-2015. Además, en 2010 el 
gobierno diseñó el Plan Estratégico Agroalimentario y Agroindustrial 
Participativo y Federal (PEA) con el fin de alcanzar 160 millones de toneladas 
de granos transgénicos (soja y maíz, en su mayoría) para ese año, lo que implicó 
más desmontes, mayor desplazamiento compulsivo de poblaciones, crecientes 
conflictos con campesinos e indígenas, hacinamiento urbano, presión sobre los 
bosques nativos y pérdida de suelos. Por otro lado, los programas no planteaban 
una articulación entre políticas fiscales y crediticias, o entre políticas 
alimentarias y de tierras. Incluso expertos como Javier Souza Casadhino (2014) 
afirmaban entonces que “existe una contradicción en el seno de las políticas de 
Estado que hacen al sostenimiento de una agricultura extractivista basada en 


monocultivos con destino a la exportación, columna del modelo económico 
vigente, con el fragmentado apoyo que se brinda a la agricultura familiar 
asentada sobre bases agroecológicas”. En todo caso, el gobierno kirchnerista 
negaba tal contradicción y proponía la coexistencia entre el modelo de 
agronegocios y la agricultura campesina. 


En mayo de 2017, el gobierno de Mauricio Macri eliminó la Secretaría de 
Agricultura Familiar (SAF), que pasó a fusionarse con la de Coordinación y 
Desarrollo Territorial y, de hecho, tendió a desaparecer. Esto se tradujo en el 
desfinanciamiento del área destinada a apoyar y fomentar las pequeñas 
producciones agrícolas, minifundistas, campesinas o indígenas. Desde el inicio, 
el gobierno de Cambiemos privilegió a los sectores del campo vinculados a la 
gran producción y a la exportación. No por casualidad el Ministerio de 
Agricultura, Ganadería y Pesca pasó a llamarse Ministerio de Agroindustria, 
comandado por quien era en ese momento el presidente de la Sociedad Rural 
Argentina. 


En los últimos años, la expansión de la agroecología involucra movimientos 
sociales rurales como la Unión de Trabajadores de la Tierra (UTT), creada en la 
década pasada, que se autodefine como “una organización nacional de familias 
pequeño-productoras y campesinas que nos organizamos, trabajamos y luchamos 
diariamente por construir otra realidad”. El crecimiento y expansión de la UTT 
ha sido sorprendente. Ha organizado líneas de canales directos, locales de venta 
al consumidor de bolsones de verdura y productos cooperativos, almacenes de 
ramos generales y feriazos masivos para que “todos podamos acceder al 
alimento a precios justos, y nosotros también podamos venderlo a precio justo”. 
Sus acciones de protesta le han dado visibilidad social, sobre todo el verdurazo 
realizado en febrero de 2019 en la zona de Constitución, en la ciudad de Buenos 
Aires, que fue reprimido por la policía local. En respuesta a la represión, los 
locales de la UT'T se colmaron de vecinos que se acercaron a comprar como 
gesto de solidaridad.[199] 


Si bien la UTT no es una organización consagrada de manera exclusiva a la 
agroecología, la ha impulsado desde sus inicios como modelo productivo. Hoy 
son más de 250 familias que cultivan cerca de 300 hectáreas en varias regiones 
del país. Además, continúan formando a otras familias que se interesan en este 
tipo de producción a través del Plan Quintero Agroecológico, con el que han 
obtenido una productividad igual o superior con un 80% menos de gastos en 
insumos. Todo esto se ve favorecido por la venta directa a través de almacenes 


propios —en Monte Grande, Almagro, Villa Devoto y La Plata— y un Mercado 
Agroecológico mayorista en Avellaneda, que les permite alcanzar un precio 
justo. Dentro de estos canales también hay municipios. Por ejemplo, hasta 2019 
la UTT tuvo un convenio con San Antonio de Areco, en la provincia de Buenos 
Aires, al que proveía de verdura para los comedores de las escuelas, el hospital y 
el geriátrico en el marco de un programa municipal pionero que tenía como eje 
la soberanía alimentaria. En marzo de 2020, el coordinador nacional de la UTT, 
Nahuel Levaggi, fue nombrado director del Mercado Central de Buenos Aires, 
uno de los mercados más grandes de América Latina y lugar clave para 
garantizar el abastecimiento de alimentos en la provincia y en la ciudad de 
Buenos Aires. 


Otra experiencia relevante es la del Movimiento de Trabajadores Excluidos 
(MTE), rama rural, de la ciudad de La Plata. El cinturón hortícola platense 
abastece entre el 60 y el 90% de las hortalizas que se consumen en la ciudad de 
Buenos Aires y alrededores. Desde 2016 se ha desarrollado un área de 
agroecología del MTE rural La Plata, en su primera etapa impulsada por técnicos 
y reforzada por la participación de algunos productores de la Escuela Periurbana 
de Agroecología del INTA. La segunda etapa estuvo marcada por el trabajo 
colectivo, y la tercera permitió la consolidación del grupo y su expansión a 
través de estrategias de comercio justo. El aprendizaje colectivo muestra que “la 
comercialización es un punto clave en la continuidad de una experiencia de 
transición agroecológica, cuando se trata de productores/as arrendatarios/as y 
con un elevado costo de producción” (Baldini y otros, 2019). 


Pese a los avances, el gran problema para este tipo de experiencias continúa 
siendo el acceso a la tierra, un tema de discusión poco presente en la agenda 
política argentina. En palabras de Nahuel Levaggi: “Sin tierra para el productor 
no puede haber lucha contra el hambre”. [200] 


Por otro lado, la expansión de la agroecología está ligada a experiencias 
emblemáticas, como “Naturaleza Viva”, en Santa Fe, y “Aurora”, en Benito 
Juárez (provincia de Buenos Aires), que trabajan desde hace décadas con un 
enfoque agroecológico. En 2016, se creó la Red Nacional de Municipios y 
Comunidades que Fomentan la Agroecología (Renama); integrada por 
agricultores, técnicos agropecuarios, municipios, entes gubernamentales, 
organismos académicos y científicos y organizaciones de base, cumple un rol 
fundamental tanto en la difusión de la agroecología como en su implementación. 
Uno de sus fundadores es Eduardo Cerdá, a quien ya mencionamos entre los 


principales impulsores de esta práctica. La Renama plantea que 


es necesario rediseñar los sistemas agrícolas actuales y esto implica la activa 
participación de los productores y sus conocimientos. Este proceso de 
“Transición Agroecológica” precisa de la articulación de conocimientos locales 
y académicos, y la participación de todos los actores de la sociedad.[201] 


La Renama, que ya asesora a catorce municipios de distintas regiones del país 
sobre el uso de 85 000 hectáreas, considera central el concepto de transición, 
aunque está claro que el proceso hacia la agroecología no puede realizarse de un 
día para otro, ya que no se trata de un paquete tecnológico pasible de ser 
implementado de manera uniforme en cualquier región o campo. La 
agroecología tampoco es un compendio de técnicas o recetas. Sus “principios 
ecológicos elementales” son los siguientes: 


Prácticas de producción centradas en el cuidado del suelo 


Prevención y control natural de plagas y enfermedades 


Mantenimiento del suelo vivo 


Reciclaje de nutrientes 


Fortalecimiento de actividades productivas 


Producción, selección, conservación y cuidado de materiales genéticos locales 
de semillas, plantines y animales 


Uso múltiple y sustentable del paisaje y la biodiversidad 


Cabe señalar que, a nivel global, la agricultura campesina y familiar produce el 
70% de los alimentos del mundo en el 25% de la tierra, mientras que el 
agronegocio, para producir el 25% del alimento, utiliza el 75% de la tierra. 
Según los documentados datos del Grupo ETC,[202] el modelo campesino 
utiliza el 10% de la energía fósil y menos del 20% del agua que demanda la 
totalidad de la producción agrícola, con prácticamente cero devastación de 
suelos y bosques. En contraste, el agronegocio desmonta 7,5 millones de 
hectáreas de bosque y consume el 90% de fósiles. En el mercado de semillas, un 
negocio de 41.000 millones de dólares anuales, tres empresas (Monsanto, 
DuPont y Syngenta) controlan el 55% del sector. En agrotóxicos, también tres 
compañías (Syngenta, Basf y Bayer) controlan el 51% de un mercado de 63.000 
millones de dólares. El estudio del Grupo ETC asegura que, con las políticas 
adecuadas, el modelo campesino agroecológico podría triplicar la generación de 
empleo en el campo, reducir la presión de la migración sobre las ciudades, 
mejorar la calidad nutricional de los alimentos y eliminar el hambre. 


Por el contrario, el modelo de producción hegemónico, el agronegocio, está 
basado en la maximización de la productividad e ignora aspectos como la 
biodiversidad, la huella hídrica, el paisaje y la salud animal y humana. Debido a 
esto se ha convertido en una de las actividades que ponen en mayor riesgo la 
sustentabilidad de la vida en la Tierra, en todas sus formas. 


Según Walter Pengue y Andrea Rodríguez, estamos ante un cambio de 
paradigma productivo en la agricultura que “crece desde el borde de las 
ciudades, pero cuyo efecto transformador se lleva hasta el campo más profundo. 
Que sabe que, para sobrevivir a su modelo actual, debe cambiar” (2018: 12). En 
el marco de una transición socioecológica, Pengue impulsa la creación de 
escudos verdes productivos (EVP) en ciudades y pueblos, como el comienzo de 
un necesario diálogo entre la ciudad y el campo a través de un sistema 
productivo distinto. Los define como 


un sistema ambiental productor de biomasa en condiciones agroecológicas que 
actúa como elemento protector, conservador y recuperador de servicios 
ambientales importantes para la sociedad y que a su vez evita la aparición de 
afectaciones a la salud. El EVP puede implementarse en el entorno de los 250 a 
500 metros en derredor de todos los pueblos, y delimitarse sobre los parches 
específicos para la diversificación de la producción en formas concéntricas o en 
parches alternativos que permitan tanto la producción como el mantenimiento de 
áreas asilvestradas, que permitirán la permanencia de la diversidad biológica, 
controladores biológicos, pájaros y demás servicios ambientales (Pengue y 
Rodríguez, 2018: 206). 


El modelo agrario también es un tema a explorar desde la perspectiva de género. 
Históricamente, la mujer ha cumplido un rol crucial en la producción de 
alimentos y en la transmisión de saberes ancestrales, papel estratégico que se 
basa en la división sexual del trabajo. Según datos de 2015, en el mundo hay 500 
millones de familias que practican la agricultura de pequeña escala, y son las 
mujeres quienes realizan el 70% del trabajo agrícola, contribuyendo de forma 
sustancial a esta actividad en todas las regiones del Sur. Sin embargo, a nivel 
global, son propietarias de menos del 3% de las tierras y tienen grandes 
restricciones para acceder al crédito (Leisa, 2015; Papuccio de Vidal, 2016). 


En la actualidad, son múltiples los trabajos que señalan la relación entre 
feminismos campesinos, ecofeminismos y agroecología, desde una perspectiva 
que apunta a desplazar el paradigma antropocéntrico por uno biocéntrico o 
relacional, enfatizando las prácticas de cuidado y la sostenibilidad de la vida. 
Para Rosario Pellegrini, referente de la UTT, 


la agroecología debe ir unida a una recuperación del rol de las mujeres como 
cuidadoras de la tierra, del planeta, de la familia, al tiempo que los varones 
aprenden a compartir las tareas de cuidados. Debemos entender que la violencia 
que le hacemos a la tierra con el modelo agroindustrial es la misma que vivimos 
las mujeres en nuestro propio cuerpo (Castro, 2020). 


Por último, señalemos que en nuestro país cumple un papel importante en la 
difusión de todos estos conceptos la Cátedra Libre de Soberanía Alimentaria 
(Calisa), de la Facultad de Medicina de la Universidad de Buenos Aires, dirigida 
por la reconocida nutricionista Myriam Gorban. Calisa comprende treinta y seis 
cátedras libres en todo el país, principalmente en universidades públicas, donde 
se investiga, sistematiza y debate sobre las experiencias y propuestas que 
posibilitan el diseño de políticas públicas que favorezcan la transición hacia la 
soberanía alimentaria. 


En la actualidad, y pese a que el gobierno de Alberto Fernández promueve la 
agricultura campesina y la agreoecología —más aún, ha buscado jerarquizarlas a 
través de la creación de la Dirección Nacional de Agroecología y del 
nombramiento de un referente de la UTT al frente del Mercado Central-, queda 
claro que todavía cree posible la coexistencia entre el modelo de agronegocios y 
el de agroecología. No obstante, se trata de “dos paradigmas civilizatorios 
antagónicos, en este caso representados por la agroecología y la 
agroindustrialidad, que operan bajo principios completamente diferentes y 
contradictorios” (Toledo, 2012) y que confrontan la ciencia de la complejidad, 
interdisciplinaria y holística, con una ciencia especializada y reduccionista. Así, 
mientras la agroecología apela a la autosuficiencia tecnológica, promueve el 
diálogo de saberes, se practica a través de un uso diversificado, apuesta a un 
modelo de pequeña escala, en reciprocidad con los procesos naturales; el 
agronegocio promueve la dependencia tecnológica, pretende el dominio 
epistemológico, defiende el uso especializado con tendencia al monocultivo, es 
sinónimo de concentración de la tierra y grandes propiedades y pretende 
controlar los procesos naturales. Asimismo, mientras la agroecología utiliza 
energía solar directa o indirecta (hidráulica, eólica, animal y humana), el 
agronegocio utiliza energía fósil (petróleo y gas). 


Repensar el modelo urbano 


Una propuesta de transformación socioecológica debe repensar la relación entre 
lo rural y lo urbano, pues el Antropoceno es también, en cuanto crisis, un 
Urbanoceno. América Latina es la región más urbanizada del mundo, con un 
80%, frente a Asia (50%) y África (40%). La proporción de habitantes que vive 
en ciudades de más de un millón de habitantes supera el 40%. En la Argentina, 
los promedios son aún mayores, pues el 92% de la población vive en ciudades, 
concentrada en un 30,34% de su territorio. Solo en el Área Metropolitana de 
Buenos Aires, el 0,4% de la superficie total del país, vive el 31,9% de la 
población total. 


En nuestra región habitamos ciudades planificadas por y para la especulación 
inmobiliaria, cuya contracara es la emergencia habitacional y la insuficiencia de 
espacios verdes. Ciudades dominadas por la dictadura del automóvil y con 
transportes públicos saturados. Durante la etapa de aislamiento preventivo a 
causa del covid-19, estas condiciones pusieron en evidencia la necesidad de un 
cambio radical. Nuestras metrópolis se transformaron en una trampa mortal, 
sobre todo para las poblaciones vulnerables, hacinadas y privadas de los 
servicios básicos. 


Por otro lado, como hemos dicho en el capítulo 2, las grandes ciudades 
latinoamericanas se han convertido en una ilustración paradigmática del proceso 
de extractivismo inmobiliario, excluyente, tanto en relación con los sectores 
populares, que habitan en los márgenes, en viviendas precarias y zonas 
ecológicamente vulnerables, como con los sectores medios, que no tienen acceso 
a la propiedad de la vivienda. 


En este sentido, es preciso promover políticas para eliminar la vivienda ociosa y 
activar mecanismos de recuperación de plusvalía como estrategias para resolver 
el déficit habitacional y asegurar no más casas sin gente ni gente sin casas. El 
urbanismo feminista es una clave fundamental contra el extractivismo urbano, 
por cuanto integra una visión de ciudad pensada para la reproducción de la vida 
y no para la productividad del capital. Las mujeres deben ser protagonistas de la 
planificación urbana. 


Por todo ello, se torna necesario repensar el modelo urbano, “ruralizar” la 
urbanidad, sobre todo en las grandes ciudades donde la relación con la 
naturaleza es prácticamente nula. Debemos reparar la separación que tienen los 
habitantes urbanos respecto de la naturaleza, así como de las fuentes de nuestra 
alimentación y vida. También ante el cambio climático urge “enfriar” las 
ciudades, que son particularmente sensibles a los aumentos de temperaturas, ya 
que sus superficies son mayormente impermeables y almacenan la energía solar 
por el efecto de “islas de calor”. Se trata de cambiar el modelo de ciudad 
expansivo, que depreda el territorio, por uno que permita adaptar el núcleo 
urbano al cambio climático. La ciudad debe empezar a medirse con otros 
indicadores, que no sean la cantidad de asfalto, ladrillos, cemento y acero. Se 
necesitan más árboles, incluso bosques urbanos, y espacios verdes propiamente 
dichos[203] en cuyo diseño, gestión y cuidado sea decisiva la participación 
vecinal, a fin de potenciarlos como lugares de conexión con la naturaleza y de 
encuentro e integración social.[204] La expresión “ruralizar la urbanidad” alude 
a una política ambiental, productiva, alimentaria, social y sobre todo cultural que 
supone una reconciliación urbana con la naturaleza, transformando sus espacios 
públicos para reverdecerlos y replanteando sus sistemas de alimentación y 
movilidad. Respecto de esto último, los esfuerzos deben orientarse a priorizar el 
transporte no motorizado, quitándoles progresivamente el espacio a los 
automóviles para darles lugar, incluso en las avenidas, a las bicicletas y los 
peatones. Los espacios verdes urbanos deben ser concebidos como sistemas 
ambientales integrados, favoreciendo corredores biológicos y la reproducción de 
la flora y fauna locales. 


En un país tan extenso como la Argentina, pero fragmentado y desconectado, 
resulta imprescindible, asimismo, neutralizar esa máquina succionadora de 
migración interna que son las grandes ciudades, suministrando a los pueblos 
rurales y semirrurales y ciudades intermedias las herramientas económicas, 
educativas, sanitarias, conectivas y jurídicas para que retengan a su propia 
población. Esto es, promover el arraigo garantizando desde el Estado todas las 
demandas sociales, desde las tradicionales —salud pública, educación de calidad 
en todos los niveles (desde los 35 días hasta la universidad), infraestructura, 
transporte, saneamiento, hábitat—, hasta las “nuevas”, como políticas de género y 
de ocio o recreación. Todo esto requiere, desde luego, una mejor y más justa 
redistribución de la tierra, la riqueza, los medios de producción y 
comercialización. Es decir, impulsar ese arraigo[205] implica garantizar tierra 
para pequeños y medianos productores, con cordones verdes que provean 
alimentos frescos y baratos a toda la población, en sintonía con el paradigma 


agroecológico. Ello supone impulsar la soberanía alimentaria mediante sistemas 
de producción y distribución, dirigidos al desarrollo de mercados locales 
agroecológicos de pequeños productores, solidarios, para fomentar una cultura 
asociativa y comunitaria de responsabilidad ciudadana en el consumo. Como 
señala Myriam Gorban: “En cada municipio debe haber un tambo, un matadero 
(de faena artesanal), la granja para los pollos y los huevos y un cordón verde que 
rodea la ciudad para garantizar el acceso a alimentos frescos y sanos a toda la 
población” (Rodríguez Rey, 2020). Con las políticas públicas adecuadas, el 
modelo campesino-familiar-agroecológico podría triplicar el empleo en el 
campo, reducir sustancialmente la presión sobre las ciudades ejercida por la 
migración, mejorar la calidad nutricional de los alimentos y eliminar el hambre. 


En suma, contrariamente a lo que se afirma por desconocimiento, indiferencia O 
mala fe, no es verdad que no existan propuestas alternativas al modelo 
dominante impulsado por las grandes corporaciones y élites globales. Hace años 
que se realizan debates de este tipo en el Norte y el Sur globales, que además de 
proponer un enfoque multidisciplinario postulan un abordaje en términos de 
multicausalidad y complejidad. Hay propuestas que apuntan a una transición 
socioecológica bajo un paradigma alternativo. Sin duda, lo que falta, además de 
voluntad política, son articulaciones entre las diferentes escalas (local, nacional, 
global). Tampoco existe todavía un consenso cultural (y por ende, actores 
sociales decididos a concretarlo) dentro de nuestras sociedades. Es un camino 
aún plagado de incertidumbres y ambivalencias, que no podremos recorrer sin la 
participación de las comunidades involucradas. La alternativa al 
capitalismo/consumismo surgirá de estos sectores e irá unida a menores recursos 
energéticos y materiales, y a la construcción de otros modos de habitar el 
territorio, de reconectar las ciudades y el campo, que apunten a la sostenibilidad 
de la vida, la resiliencia y el mantenimiento de los ecosistemas vitales. 


[182] Esta síntesis es producto de la reelaboración de un trabajo colectivo 
realizado en el marco de un proyecto del Grupo de Estudios Críticos e 
Interdisciplinarios sobre la Problemática Energética (<www.gecipe.org>), que 
coordinan Pablo Bertinat y Maristella Svampa, y que integra una red de 
investigadores de diferentes universidades públicas. 


[183] Véase “Global Energy € CO2 Status Report 2019”, marzo de 2019, 


Reflexiones finales 


Por un pacto ecosocial y económico 


Vivimos una época marcada por una narrativa distópica global, poblada de 
relatos apocalípticos e imágenes colapsistas que nos envuelven y atrapan, nos 
confrontan a la posibilidad de una temida autodestrucción al tiempo que 
potencian la parálisis de nuestra imaginación. Las nuevas y modernas “teorías 
sobre el fin del mundo”, multiplicadas de manera exponencial por las series de 
televisión y el cine catástrofe, tienen un origen en cuantiosas investigaciones 
científicas que nos advierten de la inminencia del desastre. 


Esta vivencia social ante el colapso ecológico convive, sin embargo, con la 
difusión de nuevas experiencias colectivas ligadas a la resiliencia y la 
sostenibilidad de la vida, llevadas a cabo por organizaciones y grupos de mujeres 
y hombres que apuestan por otros sistemas sociales y otros modos de 
relacionarse con la naturaleza. Experiencias de autogestión y autoorganización 
como la agroecología, la economía social solidaria, las comunidades de 
transición basadas en energías renovables, entre otras, se van difundiendo a nivel 
local y marcan la importancia de las “utopías concretas” y las prácticas 
prefigurativas que anticipan la nueva sociedad. 


En síntesis: habitamos un mundo en el que coexisten distopías globales que 
obturan nuestra imaginación política y utopías concretas a nivel local con cierta 
capacidad de irradiación, pero con dificultades para traducirse en un proyecto 
político de alcance global. Peor aún, la desconexión entre lo global y lo local 
fuerza al imaginario político a una decisión poco saludable: pensar que en lo 
global todo está perdido y que lo único que queda, según el célebre consejo de 
Voltaire, es “cultivar nuestro propio jardín”. 


La cuestión del desacoplamiento de las escalas genera un contraste y el efecto de 
desamparo es mayor: aunque valiosas e imprescindibles, las utopías concretas y 


las experiencias de reexistencia tienen un alcance limitado, además de ser 
frágiles y vulnerables; en todo caso, son insuficientes para cubrir la brecha entre 
las escalas macro y micro. Si bien funcionan en estos tiempos de colapso 
ecológico como un “principio esperanza” (Bloch, 2004), no podemos dejar de 
preguntarnos si no es posible, e incluso necesario, dar un paso más y asumir el 
riesgo de pensar la conexión de las agendas en las distintas escalas —global, 
regional, nacional, local- para contrarrestar la desmesura y el alcance 
desesperanzador y planetario de la distopía. Ante el terricidio inminente, ¿solo 
nos queda renunciar a pensar en clave global y dedicarnos a lo local 
exclusivamente? ¿No es posible acaso, como se ha propuesto en algunos países y 
desde diferentes corrientes del pensamiento crítico, elaborar y poner en práctica 
un gran pacto ecosocial y económico? ¿Qué posibilidad tenemos de modificar la 
agenda a nivel nacional? ¿Con qué actores y desde qué entramados sociales y 
políticos podría avanzarse en una transición justa? 


La pandemia del coronavirus, declarada en marzo de 2020, nos colocó en una 
encrucijada civilizatoria. Mostró el fracaso de un modelo de globalización 
consolidado en los últimos treinta años, al calor de la Organización Mundial del 
Comercio y la apertura indiscriminada de los mercados. Por un lado, puso al 
desnudo y potenció las desigualdades sociales, económicas y étnicas, 
haciéndolas más insoportables que nunca. Tal como señala el economista 
Thomas Piketty, los actuales niveles de concentración de la riqueza son 
equivalentes a aquellos de fines del siglo XIX, cuando no existía un Estado 
regulador y solo el mercado era el ordenador de las relaciones sociales. Por el 
otro, la pandemia evidenció también un retroceso social que abarca el sistema de 
salud (debilitado y privatizado), la producción de alimentos y la degradación del 
hábitat urbano, sobre todo en relación con los sectores más vulnerables. 


Pero, como ya dijimos, la pandemia tiene también orígenes socioambientales, 
aunque se tienda a invisibilizarlos. Como indican numerosos estudios, virus 
como el del ébola, la gripe aviar y porcina, el SARS, encuentran múltiples 
causas ambientales, entre ellas la deforestación indiscriminada, el tráfico de 
animales silvestres y la cría de animales a gran escala. Todas estas variables 


ofician como caldo de cultivo de los llamados “virus zoonóticos”, que saltan de 
los animales a los humanos y poseen un alto grado de contagiosidad. El covid-19 
no es, seguramente, una excepción. 


Todo esto no constituye una novedad, pero sí nos lleva a reflexionar sobre las 
salidas que han tenido otras crisis globales. En esa línea, el antecedente más 
reciente, si bien tuvo características diferentes, es la crisis de 2008. Causada por 
la burbuja inmobiliaria en los Estados Unidos, la crisis fue de orden financiero y 
se trasladó a otras partes del mundo para convertirse en una convulsión 
económica de proporciones globales. Salvo excepciones, los gobiernos 
organizaron salvatajes de grandes corporaciones financieras, incluyendo a sus 
ejecutivos, quienes salieron de ese trance más ricos que nunca. 


Así, en términos sociales y a escala mundial, la reconfiguración posterior a 2008 
fue regresiva y todavía sufrimos sus consecuencias. Suele decirse que la 
economía volvió a recuperarse, pero el 1% de los más ricos pegó un salto y la 
brecha de la desigualdad creció. Recordemos la emergencia del movimiento 
Occupy Wall Street, en 2011, cuyo lema era “Somos el 99%”, o el Movimiento 
de los Indignados en España. Millones de personas en el mundo perdieron sus 
casas y quedaron sobreendeudadas y sin empleo; la desigualdad se profundizó; 
los planes de ajuste y la desinversión en salud y educación se expandieron, algo 
que ilustra de manera dramática un país como Grecia, pero que se extiende a 
países como Italia, España e incluso a Francia. En vísperas del Foro de Davos, 
en enero de 2020, un informe de Oxfam consignaba que solo “2153 
milmillonarios que hay en el mundo poseen más riqueza que 4600 millones de 
personas (un 60% de la población mundial)”.[206] En términos políticos 
globales, la crisis produjo enormes movimientos tectónicos, que reflejan una 
regresión, ilustrada por la emergencia de nuevos partidos y liderazgos 
autoritarios en todo el mundo: una derecha reaccionaria, de corte negacionista y 
xenófoba, que incluye desde el Tea Party hasta Donald Trump, desde Jair 
Bolsonaro hasta Scott Morrison, desde Matteo Salvini hasta Boris Johnson, entre 
Otros. 


Por otro lado, si hasta hace pocos años se consideraba que América Latina se 
hallaba a contramano del proceso de radicalización en clave derechista, hay que 
decir que, en los últimos tiempos, nuevos vientos ideológicos recorren la región, 
sobre todo luego de la elección de Bolsonaro como presidente de Brasil y del 
golpe de Estado en Bolivia. A esto hay que añadir que, si bien sobrevivió en 
pleno consenso de los commodities a la crisis económica y financiera de 2008, 


gracias al alto precio de las materias primas y la exportación a gran escala, 
América Latina poco logró conservar de aquel período de neoextractivismo de 
vacas gordas. En la actualidad, continúa siendo la región más desigual del 
mundo, donde se registra un mayor proceso de concentración y acaparamiento 
de tierras (gracias a la creciente expansión de la frontera agropecuaria), además 
de ser la zona más peligrosa para activistas ambientales y defensores de derechos 
humanos (60% de los asesinatos de estos activistas, cometidos en 2016 y 2017, 
ocurrieron en América Latina), y por si faltaba poco, la región más insegura para 
las mujeres víctimas de femicidio y violencia de género. 


Así, la resolución de la crisis de 2008 y sus efectos negativos se hacen sentir hoy 
con claridad. Una salida de este tipo, que acentuó la concentración de la riqueza 
y el neoliberalismo depredador, debe funcionar como un contraejemplo eficaz y 
convincente para apelar a propuestas innovadoras y democráticas que apunten a 
la igualdad y la solidaridad. Al mismo tiempo, debería hacernos reflexionar 
acerca de que, incluso aquellos países del Sur que sortearon la crisis y 
aprovecharon la rentabilidad extraordinaria que les proveía la exportación de las 
materias primas, utilizando las recetas del neoextractivismo, tampoco 
funcionaron ni pueden presentarse como la encarnación de un modelo positivo. 


La pandemia del covid-19 nos instaló frente a nuevos dilemas políticos y éticos, 
planteó la necesidad de repensar la crisis económica y climática desde un nuevo 
ángulo, tanto en términos multiescalares (global/nacional/local), como 
geopolíticos (relación Norte/Sur bajo un nuevo multilateralismo). Podríamos 
formular el dilema de la siguiente manera: o nos dirigimos hacia una 
globalización neoliberal más autoritaria, en el marco de un “capitalismo del 
caos”, que sin duda favorecerá la expansión de las derechas fascistas, o bien, sin 
caer en una visión ingenua ni lineal, la crisis puede abrir paso a la construcción 
de una globalización más democrática, ligada al paradigma del cuidado, por la 
vía de la implementación y el reconocimiento de la solidaridad y la 
interdependencia como lazos sociales e internacionales, y de políticas públicas 
orientadas a un gran pacto ecosocial y económico que aborde conjuntamente la 
justicia social y ambiental. 


Con todo lo horroroso que trajo, la crisis abrió un portal desde el cual se tornó 
posible aquello que hace poco tiempo se consideraba inviable, activó el 
“principio esperanza” en clave mayor. En esta línea comenzaron a circular 
diferentes propuestas globales y nacionales, que en el Sur adoptaron el nombre 
de Pactos Ecosociales y Económicos y en el Norte, Green New Deal. Lo central 
es que no se trata exclusivamente de propuestas “verdes”, sino de agendas 
integrales que articulan justicia social con justicia ecológica, étnica y de género. 


“Green New Deal” (GND) puede resultar una expresión poco conocida en 
nuestras latitudes, debido a la falta de una relación histórica con el concepto, ya 
que ni en la Argentina ni en América Latina hemos tenido un New Deal ni 
tampoco un Plan Marshall. Repasemos: el New Deal fue un conjunto de 
programas y proyectos puestos en marcha en los años treinta en los Estados 
Unidos por el presidente Franklin D. Roosevelt para superar los estragos 
económicos causados por la Gran Depresión. El Plan Marshall fue el plan de 
reconstrucción de Europa luego de finalizada la Segunda Guerra Mundial, entre 
1948 y 1952, con ayuda estadounidense. 


En nuestro país, lo más parecido a esto fue el Plan Quinquenal del primer 
gobierno peronista, que tuvo un objetivo nacionalista y redistribucionista. Sin 
embargo, la Argentina de ese momento no venía del desastre: tenía superávit 
fiscal y los precios de las exportaciones de cereales eran altos. Era un país 
beneficiado económicamente por la guerra europea, lo que le había dado al 
gobierno peronista una oportunidad para generar condiciones de cierta 
autonomía relativa, orientando su política de redistribución hacia los sectores del 
asalariado urbano. En 1973, durante su breve tercer gobierno, Juan D. Perón 
presentó también el Plan Trienal para la Reconstrucción y la Liberación 
Nacional,[207] que buscaba estimular el crecimiento económico autónomo, 
incrementar la participación del sector productivo nacional (especialmente la 
industria), abrir nuevos mercados para exportar, con especial énfasis en los 
países comunistas de Europa Oriental, y elevar la calidad de vida mejorando la 
distribución del ingreso. El mecanismo previsto para avanzar en esos objetivos 
era producir ajustes salariales por encima del incremento de los precios, 
controlando estos últimos a través del pacto social. También se reformaba la 
legislación impositiva y la financiera, a fin de facilitar la orientación del crédito 
hacia los sectores de interés nacional. Todo esto de la mano de un gran y amplio 
control estatal en la economía y en el proceso productivo, que incluía la 
protección del ambiente y los recursos naturales. Las circunstancias políticas y 
económicas del país (y del mundo) dificultaron la puesta en marcha del plan, y 


luego de la muerte de Perón la crisis se agravaría, para terminar en el peor golpe 
cívico-militar de nuestra historia. 


El GND, por su parte, tuvo un origen reformista-conservador, asociado a ciertos 
sectores partidarios de la economía verde. Surgió entre 2007 y 2008, en Europa, 
en el marco del Plan 20-20-20 (20% de reducción de emisiones GEI y 20% de 
energías renovables para 2020), que buscaba ubicar a la Unión Europea a la 
vanguardia para afrontar el cambio climático. Así, aparecía más ligado al 
Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (2009), diseñado en 
la Conferencia de Río+20 en torno a la economía verde, cuyos límites ya hemos 
señalado, pues se trata de un modelo de modernización ecológica que profundiza 
la mercantilización en nombre de una economía limpia. El Partido Verde alemán 
y otros partidos verdes europeos lo adoptaron entonces como plataforma 
política. 


Sin embargo, en febrero de 2019 fue Alexandria Ocasio Cortez, la estrella 
ascendente de la política demócrata estadounidense, quien logró darle una vuelta 
de tuerca radical al GND. En efecto, propuso una transformación profunda del 
sistema económico a través de la reducción drástica de las emisiones de gases de 
efecto invernadero, la renovación de las infraestructuras, la apuesta por la 
eficiencia energética y la promoción de medidas para reducir la desigualdad 
económica y social en los Estados Unidos. El programa, presentado como 
resolución en el Congreso de ese país, aspira a una movilización de recursos sin 
precedentes desde la Segunda Guerra Mundial y ha abierto un encendido debate 
sobre el futuro de la economía y el papel de la sostenibilidad y del sector público 
en esta compleja ecuación. 


Así, lo destacable de la iniciativa de Ocasio Cortez es que logró radicalizar el 
proyecto europeo, anclado en la economía verde, para conectarlo con las 
propuestas del movimiento de justicia climática con el objetivo de “lograr mayor 
justicia social, económica y racial en los Estados Unidos”. Dicho de otro modo, 
su propuesta amplía el GND para convertirlo en un verdadero programa de 
transformación ecosocial y económica. No es solo un intento de prohibir el 
fracking, dejar los combustibles fósiles bajo tierra y reducir los gases de efecto 
invernadero para lograr la eficiencia energética de la mano de la modernización 
ecológica: es una apuesta interseccional que busca articular justicia social con 
justicia ambiental. 


En la misma línea, en On Fire: The (Burning) Case for a Green New Deal, su 


libro de 2019, Naomi Klein plantea una transformación radical y sistémica para 
afrontar la crisis climática. Para Klein, el GND no es simplemente una política 
aislada enfocada a reducir drásticamente las emisiones de carbono, como lo sería 
un impuesto o una fijación de límites máximos e intercambio de derechos de 
emisión. Su objetivo máximo es integral, pues pretende transformar la economía 
y hacerla más equitativa, además de luchar contra la pobreza, contra el racismo y 
contra todas las manifestaciones de desigualdad y marginación (elementos de los 
que carecía —diferencias epocales aparte— el New Deal de Roosevelt). 
Precisamente, para reducir las emisiones de GEL, se requerirán transformaciones 
en nuestro modo de vida urbano, nuestros medios de desplazamiento, estrategias 
para cultivar alimentos y obtener energía. 


Asimismo, Jeremy Rifkin, a quien ya hemos citado, publicó en 2019 El Green 
New Deal global. Allí plantea que es el momento de lanzar un gigantesco plan 
que permita modernizar la infraestructura, desde la red de energía hasta los 
edificios y la producción eléctrica, para descarbonizar la sociedad y crear 
millones de empleos durante treinta años. Para Rifkin, el GND implica 
transformar las estructuras de la Segunda Revolución Industrial, basadas en los 
combustibles fósiles, para ingresar a la Tercera Revolución Industrial, basada en 
el carbono cero (naturaleza verde y emisiones cero) (2019a: 33). Por supuesto 
que Rifkin es asimismo un fervoroso partidario de la desinversión en 
combustibles fósiles. 


También desde Europa llegan propuestas que propugnan un cambio radical. En 
los Países Bajos, decenas de intelectuales y científicos suscribieron un 
manifiesto en el que demandan que las autoridades aprovechen esta situación 
excepcional para modificar las matrices de gobierno y de distribución 
nacionales. Sus reclamos incluyen desde la renta básica, un sistema de servicios 
públicos y de cuidado, energías limpias, una agricultura regenerativa, la 
cancelación de la deuda, hasta la reducción del consumo y los viajes.[208] 


Desde Francia, sin hablar de GND, un conjunto de activistas e intelectuales de 
larga trayectoria nucleados en la Asociación por la Tasación de las Transacciones 
Financieras y por la Acción Ciudadana (Attac) publicó en junio de este año el 
Manifiesto por una relocalización ecológica y solidaria. Bajo la consigna 
“Depende de nosotros”, se propone actuar junto con el personal sanitario para 
lograr mejores servicios, salarios y protección; se trata de desobedecer la 
gobernabilidad de las cifras para iniciar una refundación de los servicios 
públicos centrados en el cuidado, la protección de los otros y de la naturaleza, 


comenzando por los más vulnerables. Se busca imponer mediante luchas la 
redistribución de la riqueza, un ingreso mínimo garantizado, el derecho al 
hábitat, la regularización de los precarizados y desempleados víctimas de una 
crisis que no hace sino comenzar. “Eso que depende de nosotros” es perseguir y 
amplificar las múltiples redes de solidaridad concreta que se han gestado durante 
la pandemia. Eso que depende de nosotros es “construir un proyecto entusiasta 
de relocalización ecológico y solidario, para desacreditar los simulacros 
neoliberales, la regresión nacionalista, y proclamar la interdependencia con 
todos los otros pueblos y la vida” (Attac, 2020). 


En la Argentina y en América Latina, la crisis abrió la posibilidad de pensar 
propuestas integrales que —lejos de apoyarse en el vacío— no solo remiten a 
grandes debates globales sino, y sobre todo, a luchas sociales que recorren el 
país y el continente, varias de las cuales han sido abordadas en este libro. Desde 
nuestra perspectiva, cinco son los ejes fundamentales del pacto ecosocial y 
económico a debatir: ingreso universal, reforma tributaria progresiva, suspensión 
del pago y auditoría de la deuda externa, paradigma del cuidado y reforma 
socioecológica radical (energética, productiva, alimentaria y urbana). 
Presentemos cada punto.[209] 


En primer lugar, la actual catástrofe pone en evidencia que todo ser humano debe 
tener garantizado un ingreso básico que le permita una vida digna. Para acceder 
a este ingreso universal o renta básica, impulsado históricamente en la Argentina 
por el economista Rubén Lo Vuolo (2016; Lo Vuolo, Raventós y Yanes, 2019) y 
ciertas organizaciones sociales, no se requiere ninguna otra condición que la de 
existir, y con ello, la de ser ciudadano. A diferencia de las políticas sociales 
focalizadas y fragmentarias que se han venido implementando en la región y en 
nuestro país en las últimas décadas, el ingreso universal ciudadano está 
desvinculado del empleo asalariado, no exige contraprestación alguna, no 
refuerza la trampa de la pobreza (como sucede con los planes sociales 
focalizados) ni el clientelismo, y pretende garantizar un piso suficiente para el 
acceso a consumos básicos. Lejos de ser algo irrealizable, hoy está en el centro 
de debate de la agenda global, así como la propuesta de reducir la jornada de 


trabajo estableciendo un límite de, al menos, entre treinta y treinta y seis horas 
semanales, sin disminución salarial. Entre otros beneficios, esto último no solo 
mejoraría la calidad de vida de los y las trabajadoras sino que permitiría la 
creación de nuevos empleos para cubrir las horas reducidas. Pero, además, una 
apuesta al reparto de tareas implicaría afrontar proactivamente la realidad de la 
automatización de los procesos de producción y el avance de la sociedad digital, 
sin tener que multiplicar por ello la desocupación y la precarización del empleo. 


En segundo lugar, la implementación del ingreso universal no solo pone en el 
centro de la escena la cuestión de la ciudadanía, sino también la necesidad de 
contar con sistemas impositivos progresivos, como base para su factibilidad y 
buen funcionamiento. No hay que olvidar que nuestro país cuenta con un sistema 
fiscal regresivo, basado en los impuestos indirectos o al consumo (como el IVA) 
y un impuesto a las ganancias (incluyendo el impuesto al salario) que golpean 
sobre todo a los sectores medios y bajos. Los grandes patrimonios, las herencias, 
los daños ambientales, las rentas financieras son todos fuentes tributarias que 
tienen nula o muy baja incidencia en el sistema impositivo del país. Como 
afirma José Nun, exsecretario de Cultura, quien hace tiempo viene tallando en 
estos temas, “esta vía exige una reforma impositiva profunda, cuyo significado e 
importancia deben instalarse en la conciencia colectiva para distinguirla de los 
parches y remiendos que hoy reciben ese nombre”.[210] Así, el segundo eje del 
pacto ecosocial y económico no solo apunta a un necesario impuesto a las 
grandes fortunas que coadyuve a afrontar el costo de la crisis. Es imprescindible 
una reforma tributaria progresiva que reconfigure desde la base el actual sistema 
fiscal en todas las jurisdicciones, en un sentido equitativo, y que incluya el 
impuesto a la herencia erradicado de un plumazo por José A. Martínez de Hoz 
durante la última dictadura cívico-militar. También deben incluirse nuevos 
impuestos verdes, lo que no significa aceptar actividades destructivas o 
meramente contaminantes sino, por ejemplo, un impuesto al carbono que grave 
las actividades socialmente aceptadas pero que generan mayores emisiones de 
gases de efecto invernadero.[211] 


No podemos aceptar que, tal como sucedió a nivel global con la crisis financiera 
de 2008, el Estado salga a socorrer a las grandes corporaciones y terminen 
siendo los más vulnerables quienes financien esta crisis. Una mirada 
retrospectiva nos advierte que, aunque la pobreza haya disminuido según los 
períodos y las sociedades, las desigualdades aumentaron tanto en el Norte como 
en el Sur global. Así, una parte importante del crecimiento económico 
experimentado en América Latina durante el boom de los commodities fue 


capturado por los sectores más ricos de la sociedad. En la región, según Kessler 
y Benza, 


A lo largo del período no parece haber habido una mejora 

en la concentración de la riqueza y la propiedad. Incluso, 

hay indicios de que se habría incrementado: una parte importante 
del crecimiento económico del período parece haber 

sido capturado por los miembros más ricos de la sociedad 
(Oxfam, 2015). Datos de Forbes, por ejemplo, muestran que 

la riqueza de los milmillonarios latinoamericanos (con fortunas 
superiores a USD 1000 millones de dólares) creció a un 

ritmo de 21% anual entre 2002 y 2015, un incremento seis 


veces superior al del PBI de la región (3,5% anual) (2020: 86). 


En materia ecológica, los datos también escandalizan: solo cien grandes 
empresas transnacionales son responsables del 70% de los gases de efecto 
invernadero a nivel global. 


En tercer lugar, es en momentos extraordinarios cuando se justifica la suspensión 
de las grandes deudas de los Estados. No hay que ser radical ni heterodoxo en 
materia política y económica para darse cuenta de ello. Ningún país puede pagar 
colosales montos de divisas sin antes garantizar a sus habitantes una vida digna, 
mucho menos en un contexto de inédita recesión económica global y nacional 
como el que atravesamos, y mucho menos aún en una situación de casi default 
como la que heredó nuestro país, a causa de los préstamos contraídos por la 
gestión de Cambiemos, que solo sirvieron para fugar dinero y sostener déficits 
fiscales que no beneficiaron a los sectores más vulnerables. Hace unos meses, la 


Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo (Unctad, por 
sus iniciales en inglés) propuso un nuevo Plan Marshall para liberar 2,5 billones 
de dólares de ayuda a los países emergentes, que implique el perdón de las 
deudas, un plan habitacional, servicios de salud, así como programas sociales. 
Por ende, la posibilidad de rehacer el orden económico mundial y de impulsar, 
incluso, un jubileo de la deuda hoy aparece como viable y plausible. Los debates 
sobre la necesidad de instalar un ingreso universal ciudadano, un impuesto a las 
grandes fortunas y la suspensión del pago de la deuda externa están lejos de ser 
tópicos de alcance local. Son materia de declaraciones de organismos 
internacionales como el FMI, la Unctad, la Cepal o incluso de columnas de 
diarios hiperconservadores: todos coinciden en que la crisis exigirá un rol mayor 
al Estado y nuevos tiempos redistributivos. 


En cuarto lugar, como hemos visto en este libro, el debate instalado por las 
feministas sobre el cuidado, definido como un derecho, cuenta con una larga 
historia. Esto se torna más relevante en el actual escenario y exige un 
involucramiento mayor del Estado a través de políticas públicas que 
desmercantilicen la salud y que conecten cuidado, salud y ambiente, para poder 
afrontar los desafíos del cambio climático y, muy probablemente, de las 
pandemias que vendrán. También resulta fundamental visibilizar y revertir el 
brutal desequilibrio de género de quienes realizan las tareas de cuidado, las 
mujeres. El gran aporte de los feminismos, como el de los pueblos originarios, es 
su apuesta radical por colocar en el centro la sostenibilidad de la vida, hoy 
amenazada por la lógica destructiva del capital. 


El escenario de pospandemia debe abrir paso a la construcción de sociedades 
ligadas al paradigma del cuidado. Así, es necesario implantar un sistema 
nacional público de cuidados destinado a atender las necesidades de personas 
mayores en situación de dependencia, niños y niñas, personas con discapacidad 
severa y demás individuos que no puedan ocuparse de sus necesidades básicas. 
Una vez superada la pandemia, la recuperación de la economía debería priorizar 
tanto el fortalecimiento de un sistema nacional de salud y de cuidados, que exige 
el abandono de la lógica mercantilista, clasista y concentradora, que genera 
ganancias para los monopolios farmacéuticos, y un redireccionamiento de las 
inversiones del Estado en las tareas de cuidado, como el equilibrio y el cuidado 
de la Madre Tierra. 


En quinto lugar, la capacidad del Estado, que hoy aparece como fundamental 
para superar la crisis, debe ser puesta al servicio de un gran pacto ecosocial y 


económico, para transformar la economía mediante un plan holístico que se 
proponga salvar al planeta del colapso ecosistémico y, a la vez, persiga una 
sociedad más justa e igualitaria. Lo peor que podría suceder es que, en su 
propósito de volver a crecer económicamente, el Estado apunte a legislar contra 
el ambiente, acentuando la crisis ambiental y climática, así como las 
desigualdades Norte-Sur y entre los diferentes grupos sociales. Hay que entender 
de una vez por todas que las justicias ecológica y social van juntas, que no sirve 
una sin la otra. 


Como hemos abordado en el capítulo 7, no podemos invisibilizar más los 
debates sobre el colapso climático. La gravedad de la situación requiere que 
avancemos en propuestas de transición de la mano de un paradigma energético 
renovable, descentralizado, desmercantilizado y democrático. Transición y 
transformación, pues se trata de avanzar en un cambio del sistema energético, 
algo que no ha sido posible ni pensable en un contexto en el cual la visión 
eldoradista asociada a Vaca Muerta obturó aún más la expansión de imaginarios 
alternativos y sustentables en torno a la energía. 


Aunque el recurso esté disponible, los impactos de los combustibles fósiles 
ligados al cambio climático instalan un límite ecológico. Tal vez sea utópico 
pensar que la Argentina tenga el 100% de sus energías renovables en 2040, pero 
esa es la dirección que el país debe encarar. Al mismo tiempo, se trata de 
avanzar en términos de democratización, pues la energía es un derecho humano, 
y una de las principales tareas en un país como el nuestro es terminar con la 
pobreza energética que golpea cada vez más a las barriadas populares y abarca 
también a sectores de las clases medias. Así, la justicia social y la justicia 
ambiental deben ir articuladas. 


De igual modo sucede con el modelo alimentario. La Argentina debe apuntalar 
desde el Estado y la sociedad una nueva ruralidad, basada en un paradigma 
agroecológico-biocéntrico, que promueva la soberanía alimentaria. El modelo de 
agronegocios imperante —que requiere poca mano de obra, depende de los 
agroquímicos, destruye bosque nativo y produce forraje para ganado— es cada 
vez más cuestionado por su concentración, insustentabilidad y sus impactos 
sobre la salud. 


Hemos visto cómo, incluso en un país tan sojizado como el nuestro, además de 
las experiencias de las organizaciones sociales, se han creado redes de 
municipios y comunidades que fomentan la agroecología y los alimentos sanos y 


sin agrotóxicos, con menores costos y menor rentabilidad, que emplean más 
trabajadores. Destaquemos también que durante la cuarentena se multiplicó el 
consumo de productos agroecológicos, sobre todo en las grandes ciudades. Pero 
debemos ir más allá. Necesitamos una agricultura con agricultores, que impulse 
el trabajo en el campo y que produzca alimentos sanos a precios justos: esa es la 
agricultura del futuro. 


En estrecho vínculo con lo anterior, se torna necesario repensar el modelo 
urbano. Como hemos visto, debemos promover el arraigo en las ciudades 
pequeñas y medianas, garantizando tierra para pequeños y medianos 
productores. Todos estos procesos de reterritorialización ilustran una narrativa 
político-ambiental asociada al Buen Vivir, los bienes comunes, la ética del 
cuidado y la transición socioecológica, cuya clave es tanto la defensa de lo 
común y la recreación de otro vínculo con la naturaleza como la transformación 
de las relaciones sociales. 


Estamos convencidos de que parte fundamental del pacto ecosocial y económico 
es el reconocimiento legal de los derechos de la naturaleza, en otras palabras, los 
seres humanos debemos admitir a la naturaleza como sujeto de derechos (y no 
como un mero objeto) con quien debemos convivir armónicamente, respetando 
sus ritmos y capacidades. Necesitamos reconciliarnos con la naturaleza, 
reconstruir con ella y con nosotros mismos un vínculo de vida y no de 
destrucción. 


En suma, se abren grandes desafíos a nivel nacional, regional y global, que nos 
obligan a salir del sectarismo, de los lugares comunes y de las falsas soluciones 
que expresan el llamado “retorno a la normalidad” o “la nueva normalidad”. 
Tampoco “volver a crecer como antes” es la salida. En un escenario de disputa 
pospandemia, se requieren medidas económicas, sociales y ambientales 
estructurales. Resulta crucial la posición que este gobierno adopte en relación 
con las luchas sociales, esto es, si decide responder a las demandas que desde 
abajo apuntan a la construcción de lo común, en una clave igualitaria y 
sustentable; o bien cede a las presiones de los sectores económicos más 
concentrados, en defensa de sus privilegios. 


Sería un grave error que se desaprovechara esta oportunidad para avanzar en un 
ingreso único que, de manera procesual, apunte a la universalidad —tal como 
recomienda la Cepal (2020), y en una reforma tributaria que incluya impuestos 
a los que más tienen. Esa es la puerta de entrada para una serie de 


transformaciones de fondo que deben abarcar necesariamente la transición 
socioecológica. No podemos caer en la tentación del progresismo selectivo 
buscando la reactivación económica de la mano de más extractivismo. Si con 
agronegocio, fracking (Vaca Muerta) y megaminería tenemos más de la mitad de 
los niños bajo el nivel de pobreza, ¿no será entonces que llegó el momento de 
debatir seriamente los modelos de (mal)desarrollo, en lugar de proponer 
“soluciones” que profundizan más de lo mismo? 


El debate y la instalación de una agenda de transición justa por la vía de un gran 
pacto ecosocial y económico pueden convertirse en una bandera para combatir el 
pensamiento neoliberal, en un contexto en que avanzan de modo preocupante las 
afinidades electivas entre la derecha libertaria y la derecha xenófoba. Pero 
también apuntan a neutralizar las visiones colapsistas y distópicas dominantes y 
vencer la persistente ceguera epistémica de tantos progresismos desarrollistas, 
que privilegian la lógica del crecimiento económico así como la explotación y 
mercantilización de los bienes naturales. 


La apuesta es construir una verdadera agenda nacional y global, con una batería 
de políticas públicas orientadas hacia la transición justa, que requieren de la 
participación y la imaginación popular así como de la interseccionalidad entre 
nuevas y viejas luchas, sociales e interculturales, feministas y ecologistas. Esto 
plantea también, sin duda, la construcción de un diálogo Norte-Sur y centro- 
periferia sobre nuevas bases geopolíticas, con quienes están pensando en un 
Green New Deal o una nueva relocalización socioecológica, a partir de una 
redefinición del multilateralismo en clave de solidaridad e igualdad. 


Por último, nuestra propuesta no es un “cuaderno de quejas” ni un listado de 
demandas dirigidas a los gobiernos de turno. Constituye, como afirmamos en el 
Pacto Ecosocial del Sur (2020), junto con otras voces de América Latina, 


un llamado a los diferentes movimientos sociales y ambientales, organizaciones 
territoriales, gremiales y barriales, comunidades y redes, pero también a 
gobiernos locales alternativos, parlamentarixs, magistradxs o servidorxs públicos 
comprometidos con la transformación, para cambiar las relaciones de fuerza 
mediante plebiscitos, propuestas de ley, u otras muchas estrategias con una real 
incidencia para imponer estos cambios a las instituciones existentes por parte de 
una sociedad organizada y movilizada.[212] 


Dijimos que no hay transiciones puras y que el camino no será lineal; pero la 
situación tampoco admite autolimitaciones ni reformas tibias. No tenemos un 
manual con preguntas y respuestas, mucho menos para la gran escala que plantea 
el colapso ecosistémico. La transición socioecológica es un camino plagado de 
incertidumbres y ambivalencias que requiere, como nos recuerda José Carlos 
Mariátegui, “una brújula en el viaje”: un pensamiento libre, sin duda, pero 
marcado por la necesidad estricta de rumbo y objeto. 


Nada indica que será fácil salir del extractivismo y de la sociedad del 
crecimiento y el desperdicio sin un cambio cultural profundo de las estructuras 
mentales y cognitivas asociadas a los patrones consumistas dominantes tanto en 
el Norte como en el Sur globales. Lejos estamos, sobre todo en América Latina, 
de la descolonización del imaginario del consumo asociado al éxito social y la 
construcción de la subjetividad. Asimismo, este conjunto de procesos exige una 
transformación ineludible de las estructuras de dominación que hoy imponen una 
nueva geografía de la extracción e incrementan la deuda ecológica que el Norte 
global tiene —históricamente— con los países periféricos del Sur. 


Cierto es que, a diferencia de épocas anteriores en que lo ambiental era una 
dimensión más de los problemas casi nunca asumida de manera explícita, hoy 
estamos ante una resignificación desde una perspectiva holística en clave 
territorial, política y civilizatoria. Incluso en un país como la Argentina, donde la 
población de las grandes ciudades es reacia o indiferente a las problemáticas 
socioambientales, donde parte importante del pensamiento progresista y de las 
ciencias sociales y humanas le han dado la espalda a la cuestión, los 
movimientos ecoterritoriales ocupan un lugar cada vez más preponderante en 
esta enorme batalla civilizatoria. 


El nuevo protagonismo de la juventud, ligado al efecto Greta Thunberg, que 
reconfigura y potencia esos movimientos aportando la clave climática y la 
impronta generacional, opera una vuelta de tuerca necesaria en la tarea de 
ampliar las voces y las agendas. Pese a la desconfianza inicial de las 
organizaciones socioambientales hace tiempo instaladas, los lazos de los jóvenes 


con el ambientalismo popular y asambleario, con los movimientos territoriales 
urbanos y rurales, como también con las organizaciones indígenas y las ONG 
ambientalistas son prometedores. El diálogo intergeneracional deviene 
imprescindible, así como la comprensión de la articulación necesaria entre la 
escala global y sus expresiones locales y territoriales. La ampliación del campo 
de batalla plantea la existencia de un espacio plural donde se cruzan 
organizaciones con historias y acumulaciones diversas, y deja en claro que las 
luchas en defensa del planeta adoptan una carnadura local y territorial 
polifacética cada vez más urgente y radical que ya no puede ser ignorada. 


Estamos en tiempo de descuento. Algunos dirán que todo depende de las 
decisiones que tomen las élites políticas y económicas a nivel global en el 
transcurso de esta década que comienza. Otros consideramos que depende de las 
movilizaciones que, desde abajo, disputan sentido y agendas, programas y 
alternativas. En suma, habrá que sostener una confrontación colectiva con el 
poder global y sus expresiones locales y territoriales, y pensar articulaciones 
entre utopías concretas y proyectos nacionales; habrá que asumir el desafío de 
elaborar un gran pacto ecosocial y económico desde el Sur, en clave nacional y 
latinoamericana, si verdaderamente se apuesta a que las decisiones sobre el 
futuro del planeta y de la humanidad no continúen secuestradas por una exigua 
élite política y económica que atenta contra la sostenibilidad de la vida. 


[206] Véase “Los milmillonarios del mundo poseen más riqueza que 4600 
millones de personas”, 20 de enero de 2020, disponible en <www.oxfam.org>. 


[207] Plan Trienal para la Reconstrucción y la Liberación Nacional (1973), 
Poder Ejecutivo Nacional, Presidencia de la Nación. 


208] “Manifiesto por una Holanda más justa v sostenible después de la 
pandemia del coronavirus”, 27/4/2020, disponible en <distritosiete.es>. 


[209] Hemos abordado estos temas en varios artículos. Véanse Svampa (2020), 
Svampa y Viale (2020a y 2020b). 


[210] José Nun, “La decadencia argentina y la paradoja de la inclusión”, 
23/3/2020, La Nación, disponible en <www.lanacion.com.ar>. 
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